
 

 

 

PUBLICACIÓN LIBERACIÓN DE ÁREA 
GGN-2024-P-0295 

 
EL GRUPO DE GESTIÓN DE NOTIFICACIONES HACE SABER 

 
Que dando cumplimiento al artículo 1 del Decreto 935 de 2013, se procede a publicar en la página web de la Agencia 
Nacional de Minería, la Resolución con su respectiva Constancia de Ejecutoria de los siguientes expedientes que 
ordenan liberación de área. 
 

FIJACIÓN: 02 DE JULIO DE 2024 
 

Proyectó: Dania Marcela Campo Hincapié-GGN 
 
 

1 

No. EXPEDIENTE RESOLUCIÓN No. FECHA 
CONSTANCIA EJECUTORIA 

No. 
FECHA DE 

EJECUTORIA 
 

CLASIFICACIÓN 

21 PBP-10451 
No 210-8297 
No 210-7041 

14/05/2024 
05/10/2023 

GGN-2024-CE-1029 30/05/2024 SOLICITUD 

22 506968 
No 210-8294 
No 210-7225 

14/05/2024 
19/10/2023 

GGN-2024-CE-1028 30/05/2024 SOLICITUD 

23 504656 
No 210-8291 
No 210-7611 

10/05/2024 
17/11/2023 

GGN-2024-CE-1027 30/05/2024 SOLICITUD 

24 503165 
No 210-8290 
No 210-6655 

10/05/2024 
22/09/2023 

GGN-2024-CE-1026 30/05/2024 SOLICITUD 

25 OG2-081015 
No 210-8287 
No 210-6864 

10/05/2024 
28/09/2023 

GGN-2024-CE-1024 30/05/2024 SOLICITUD 

26 OGA-16371 
No 210-8286 
No 210-6809 

10/05/2024 
27/09/2023 

GGN-2024-CE-1023 30/05/2024 SOLICITUD 

27 OG2-09538 
No 210-8271 
No 210-6839 

07/05/2024 
28/09/2023 

GGN-2024-CE-1032 31/05/2024 SOLICITUD 

 
 
 
 

AYDEE PEÑA GUTIERREZ 
COORDINADORA GRUPO DE GESTIÓN DE NOTIFICACIONES 
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Número del acto administrativo:
RES-210-7041

República de Colombia

    
AGENCIA NACIONAL DE MINERÍA

RESOLUCIÓN NÚMERO

(                             )
 

 

“Por medio de la cual se declara el desistimiento de la propuesta de contrato de concesión No.  y se toman PBP-10451
otras determinaciones"

 

LA GERENTE DE CONTRATACIÓN Y TITULACIÓN

En uso de sus facultades legales, en especial de las conferidas por el Decreto 4134 del 3 de noviembre de 2011 
expedido por el Ministerio de Minas y Energía, las Resoluciones 34 del 18 de enero de 2021 y 224 del 20 de febrero de 
2023, expedidas por la Agencia Nacional de Minería y

 

CONSIDERANDO
 
Que la Agencia Nacional de Minería ANM fue creada mediante el Decreto – Ley 4134 de 2011 con el objeto de 
administrar integralmente los recursos minerales de propiedad del Estado, promover el aprovechamiento óptimo y 
sostenible de los recursos mineros de conformidad con las normas pertinentes y en coordinación con las autoridades 
ambientales en los temas que lo requieran, lo mismo que hacer seguimiento a los títulos de propiedad privada del 
subsuelo cuando le sea delegada esta función por el Ministerio de Minas y Energía de conformidad con la ley.

Que los numerales 1,6 y 16 del artículo 4 del Decreto – Ley 4134 de 2011, faculta a la Agencia Nacional de Minería 
ANM para “ejercer las funciones de autoridad minera o concedente en el territorio nacional”, “Administrar el catastro 
minero y el registro minero nacional” y “Reservar áreas con potencial minero, con el fin de otorgarlas en contrato de 
c o n c e s i ó n ” .

Que el Decreto 509 de 2012 (artículo 8) compilado en el Decreto 1083 de 2015, estableció en su artículo 2.2.2.9.8, que: 
“Las Agencias expedirán el manual específico describiendo las funciones que correspondan a los empleos de la planta 
de personal y determinando los requisitos exigidos para su ejercicio”.

Que en uso de las facultades concedidas por la anterior disposición, la Agencia Nacional de Minería expidió la 
Resolución 34 del 18 de enero de  2021 “Por medio de la cual adopta el Manual Específico de Funciones y 
Competencias laborales para los empleos de la Planta de Personal de la Agencia Nacional de Minería”, asignando al 

RES-210-7041

05/10/2023



   Página 2 de 4

empleo Gerente de Proyectos código G2 grado 09 - Vicepresidencia de Contratación y Titulación, la función de aprobar 
o rechazar las solicitudes y expedir los actos administrativos relacionados con el trámite de las solicitudes mineras, 
teniendo en cuenta la normatividad aplicable.

ANTECEDENTES
 

Que el (los) proponente (s) , OLGA LUCIA OYUELA CRUZ identificado con Cédula de Ciudadanía No. 51736414
, radicó (aron) el día JOSE JAVIER NEMES CORREDOR identificado con Cédula de Ciudadanía No. 79611502 25

, Propuesta de Contrato de Concesión Minera para la exploración y explotación de un yacimiento clasificado /FEB/2014
técnicamente como , , , ubicado en GRAVAS NATURALES GRAVAS MINERALES DE ORO Y SUS CONCENTRADOS
el (los) municipios de , departamento (s) de , a la cual le correspondió el expediente No. .ORTEGA Tolima PBP-10451

Que mediante  , notificado  Auto No. 00004 del 08 de junio de 2023 por Estado Jurídico No. GGN-2023-EST-0090 del 
; dando cumplimiento a lo ordenado en el numeral 2 del artículo 2º del Decreto 107 del 26 de enero 13 de junio de 2023

de 2023, se requirió al (los) proponente (s) OLGA LUCIA OYUELA CRUZ identificado con Cédula de Ciudadanía 
, , para que No. 51736414 JOSE JAVIER NEMES CORREDOR identificado con Cédula de Ciudadanía No. 79611502

dentro del término perentorio de contado a partir del día siguiente a la notificación de dicha providencia, UN (01) MES, 
allegara(n) a través de la Plataforma Anna Minería certificación(es) ambiental(es) expedida(s) por autoridad(es) 
competente(s) junto con archivo geográfico en Formato Shapefile (Comprimido Zip) del área certificada, o la(s) solicitud
(es) con constancia y fecha de radicado(s) de dicha certificación ante la(s) autoridad(es) ambiental(es) competente(s), 
efectuada a través de la plataforma VITAL del Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, so pena de decretar el 

.DESISTIMIENTO del trámite de la propuesta de contrato de concesión minera
 
Que el día , se evaluó ambientalmente la Propuesta de Contrato de Concesión  No. 08 de septiembre de 2023 PBP-

. y se determinó:10451

“Hechas las validaciones en el Sistema Integral de Gestion Minera- SIGM- AnnA Minería, se evidencia que el 
proponente no allegó certificación ambiental dentro del  término dispuesto para dar cumplimiento al Auto de 
requerimiento. Se avanza la presente tarea con el fin exclusivo de dar continuidad al flujo en la plataforma AnnA 
Minería y expedir el acto administrativo que en derecho corresponda”

Que el día , el Grupo de Contratación Minera evaluó jurídicamente la Propuesta de Contrato 14 de septiembre de 2023

de Concesión No. ., en la cual se determinó que conforme con la evaluación ambiental el (los) proponentePBP-10451

(s) NO cumplió(eron) con el requerimiento de allegar a través de la Plataforma Anna Minería certificación(es) ambiental

(es) expedida(s) por autoridad(es) competente(s); requerimiento que fue elevado a través del  Auto No. 00004 del 08 

, notificado por Estado Juridico No. GGN-2023-EST-0090 de 13 de junio de 2023, según lo dispuesto de junio de 2023

en el Decreto No. 107 del 26 de enero de 2023, mediante el cual adoptaron medidas para el cumplimiento de la 

Sentencia proferida por el Consejo de Estado el 04 de agosto de 2022, adicionada y aclarada mediante Auto del 29 de 

septiembre de 2022, dentro de la Acción Popular No. 250002341000-2013-02459-01, motivo por el cual se recomienda 

declarar el desistimiento del trámite de la Propuesta de Contrato de Concesión en cuestión.

FUNDAMENTOS DE LA DECISIÓN
 
Que el 04 de agosto de 2022, la Sección Primera del Consejo de Estado (MP. Roberto Augusto Serrato Valdés); 
expidió decisión de segunda instancia dentro de la Acción Popular No. 25000234100020130245901, aclarada y 
adicionada mediante auto de fecha 29 de septiembre de 2022, mediante la cual se amparan, entre otros, los derechos 
colectivos al goce de un ambiente sano, a la existencia del equilibrio ecológico, al manejo y aprovechamiento racional 
de los recursos naturales para garantizar su desarrollo sostenible y a la protección de áreas de especial importancia 
e c o l ó g i c a .

Que, en virtud de ello, dictó diferentes órdenes de amparo, dentro de las cuales se encuentran algunas transitorias 
referidas al trámite de las Propuestas de Contrato de Concesión Minera, y Propuestas de Contrato de Concesión con 
Requisitos Diferenciales, específicamente en el numeral 1.3.1, adicionado por el artículo cuarto del proveído del 29 de 
s e p t i e m b r e  d e  2 0 2 2 ,  a  s a b e r :
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“(…) 1.3.1. La Agencia Nacional de Minería, deberá exigir a los proponentes que aporten, junto con la solicitud de 
, en el que se informe: (i) si su proyecto se , un certificado proferido por la autoridad ambiental competentetitulación

superpone o no con alguno de los ecosistemas a que se refieren los subtítulos b) y c) del capítulo II.3.3. de esta 
sentencia; (ii) si tal territorio se encuentra zonificado, y (iii) si las actividades mineras están permitidas en el instrumento 
de zonificación. En el evento en que se presenten dudas sobre la compatibilidad del proyecto con el propósito de 
conservación, la Agencia Nacional de Minería deberá abstenerse de resolver de fondo la propuesta hasta que exista 

(Subrayado y Negrilla fuera de certeza sobre la referida compatibilidad, dando aplicación al principio de precaución. 
t e x t o )

Para tal efecto, en el término de tres (3) meses contados a partir de la ejecutoria de esta sentencia, la Agencia Nacional 
de Minería, el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible y el Ministerio de Minas y Energías, en el marco de sus 
competencias legales y reglamentarias, y junto con las entidades de los sectores minero y ambiental que estimen 
competentes, establecerán previamente: (i) el procedimiento y los mecanismos de coordinación intersectorial que se 
utilizarán para la expedición de los certificados, (ii) los plazos máximos para la expedición de los certificados, y (iii) las 
ga ran t ías  a l  deb ido  p roceso  de  los  pe t i c iona r ios  (…) ” .

Que, en atención a lo anterior, el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible expidió la Circular No. SG-
40002023E400013 del 19 de enero de 2023; a través de la cual se dictaron los lineamientos para proferir certificaciones 
en el marco del cumplimiento del numeral 1.3.1. - orden tercera de la mencionada Sentencia.

Que el numeral 2 del artículo 2º del Decreto 107 del 26 de enero de 2023, dispuso:

“(…) Impartir las siguientes órdenes administrativas para el cumplimiento de lo resuelto en el numeral Artículo 2°. 
1.3.1. de la sentencia proferida por el Consejo de Estado dentro de la Acción Popular número 250002341000-2013-
02459-01, adic ionado por el  Auto del  29 de sept iembre de 2022:

(…)   previsto en este artículo a los Proponentes de las 2. A la Agencia Nacional de Minería que exija el certificado
(Negrilla fuera de texto)áreas que a la fecha de expedición de este decreto aún no cuentan con título minero (…)”. 

Que, por su parte, el artículo el artículo 297 del Código de Minas establece:

“(…) En el procedimiento gubernativo y en las acciones judiciales, Artículo 297. Remisión. en materia minera, se 
 y para la forma de practicar las estará en lo pertinente, a las disposiciones del Código Contencioso Administrativo

(Subrayado y Negrilla fuera de texto)pruebas y su valoración se aplicarán las del Código de Procedimiento Civil”. 

Que, en atención a lo anterior, al presente trámite actualmente le es aplicable las disposiciones de la Ley 1437 de 2011 
“Por la cual se expide el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo”.

Que, a su vez, la Ley 1755 de 2015 “Por medio de la cual se regula el Derecho Fundamental de Petición y se sustituye 
un título del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo”, establece lo siguiente:

“(…) Artículo 1°. Sustitúyase el Título II, Derecho de Petición, Capítulo I, Derecho de Petición ante las autoridades-
Reglas Generales, Capítulo II Derecho de petición ante autoridades-Reglas Especiales y Capítulo III Derecho de 
Petición ante organizaciones e instituciones privadas, artículos 13 a 33, de la Parte Primera de la Ley 1437 de 2011, 
p o r  e l  s i g u i e n t e :

(…) Artículo 17. Peticiones incompletas y desistimiento tácito. En virtud del principio de eficacia, cuando la autoridad 
constate que una petición ya radicada está incompleta o que el peticionario deba realizar una gestión de trámite a su 
cargo, necesaria para adoptar una decisión de fondo, y que la actuación pueda continuar sin oponerse a la ley, 
requerirá al peticionario dentro de los diez (10) días siguientes a la fecha de radicación para que la complete en el 

.  t é r m i n o  m á x i m o  d e  u n  ( 1 )  m e s

A partir del día siguiente en que el interesado aporte los documentos o informes requeridos, se reactivará el término 
p a r a  r e s o l  v e r  l a  p e t i c i ó n .

Se entenderá que el peticionario ha desistido de su solicitud o de la actuación cuando no satisfaga el requerimiento, 
.salvo que antes de vencer el plazo concedido solicite prórroga hasta por un término igual

Vencidos los términos establecidos en este artículo, sin que el peticionario haya cumplido el requerimiento, la autoridad 
decretará el desistimiento y el archivo del expediente, mediante acto administrativo motivado, que se notificará 
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, sin perjuicio de que la respectiva solicitud personalmente, contra el cual únicamente procede recurso de reposición
(Subrayado y Negrilla fuera de texto)pueda ser nuevamente presentada con el lleno de los requisitos legales (…)”. 

Que la Corte Constitucional al referirse a la figura del desistimiento tácito ha señalado que: “(…) El desistimiento tácito 
es una forma anormal de terminación del proceso, que se sigue como consecuencia jurídica del  incumplimiento de una 
carga procesal a cargo de la parte que promovió un trámite, y de la cual depende la continuación del  proceso, pero no 
la cumple en un determinado lapso, con la cual se busca sancionar no sólo la desidia sino también el abuso de los 
d e r e c h o s  p r o c e s a l e s .  ( … ) ”

Que el día , el Grupo de Contratación Minera evaluó jurídicamente la Propuesta de Contrato 14 de septiembre de 2023
de Concesión Minera No. , en la cual se determinó que, vencido el término para acatar el requerimiento PBP-10451
contenido en el  , notificado por Estado Juridico No. GGN-2023-EST-0090 de  Auto No. 00004 del 08 de junio de 2023
13 de junio de 2023, y una vez consultado el Sistema Integral de Gestión Minera - AnnA Minería, se pudo determinar 
que el(los) proponente(s) no atendió(eron) las exigencias tal como fueron formuladas en dicho acto administrativo, esto 
es que los certificados ambientales expedidos por la autoridad competente, junto con el archivo geográfico en formato 
Shapefile del área certificada o la solicitud con constancia y fecha de radicado de dicha certificación ante la autoridad 
ambiental competente y en general la  documentación requerida, fueran suministrados de manera oportuna a través de 
la plataforma AnnA Minería y de la plataforma VITAL del Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible para el caso de 
la(s) certificación(es) ambiental(es); razón por la cual se procederá a declarar el desistimiento del trámite de la 
Propuesta de Contrato de Concesión Minera  No. .PBP-10451

En mérito de lo expuesto, la Gerencia de Contratación Minera de la Agencia Nacional de Minería,
 

RESUELVE

 Declarar el desistimiento del trámite de la Propuesta de Contrato de Concesión Minera No. ARTÍCULO PRIMERO. -
, por las razones expuestas en la parte motiva del presente acto administrativo.PBP-10451

 Notifíquese personalmente la presente Resolución a través del Grupo de Gestión de ARTÍCULO SEGUNDO. -
Notificaciones de la Vicepresidencia de Contratación y Titulación de la Agencia Nacional de Minería, a OLGA LUCIA 

, OYUELA CRUZ identificado con Cédula de Ciudadanía No. 51736414 JOSE JAVIER NEMES CORREDOR 
, ; o en su defecto procédase mediante identificado con Cédula de Ciudadanía No. 79611502 o quien haga sus veces

aviso de conformidad con las disposiciones del artículo 67 y siguientes de la Ley 1437 de 2011.

 Contra la presente Resolución procede el recurso de reposición, el cual podrá interponerse ARTÍCULO TERCERO. -
dentro de los  siguientes a su notificación, de acuerdo con lo preceptuado por el artículo 76 de la Ley DIEZ (10) DÍAS
1437 de 2011; el cual deberá radicarse a través de la plataforma AnnA Minería.

  Ejecutoriada esta providencia, procédase a la desanotación del área del Sistema Integral de ARTÍCULO CUARTO.-
Gestión Minera - AnnA Minería y efectúese el archivo del referido expediente.

Dada en Bogotá,
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JULIETH MARIANNE LAGUADO ENDEMANN
Gerente de Contratación y Titulación
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Número del acto administrativo:
RES-210-8297

República de Colombia

AGENCIA NACIONAL DE MINERÍA

                                RESOLUCIÓN NÚMERO                               
(                                                        )

“POR MEDIO DE LA CUAL SE RESUELVE EL RECURSO DE REPOSICIÓN INTERPUESTO 
CONTRA LA RESOLUCIÓN No. 210-7041 DEL 5 DE OCTUBRE DE 2023 DENTRO DE LA 

PROPUESTA DE CONTRATO DE CONCESIÓN No. PBP-10451”

LA GERENTE DE CONTRATACIÓN Y TITULACIÓN

 En uso de sus facultades legales, en especial de las conferidas por el Decreto 4134 del 3 de 
noviembre de 2011 expedido por el Ministerio de Minas y Energía, las Resoluciones 34 del 18 de 
enero de 2021 y 224 del 20 de febrero de 2023, expedidas por la Agencia Nacional de Minería y
 

CONSIDERANDO

Que la Agencia Nacional de Minería ANM fue creada mediante el Decreto – Ley 4134 de 2011 
con el objeto de administrar integralmente los recursos minerales de propiedad del Estado, 
promover el aprovechamiento óptimo y sostenible de los recursos mineros de conformidad con 
las normas pertinentes y en coordinación con las autoridades ambientales en los temas que lo 
requieran, lo mismo que hacer seguimiento a los títulos de propiedad privada del subsuelo 
cuando le sea delegada esta función por el Ministerio de Minas y Energía de conformidad con la 
l e y .

Que los numerales 1,6 y 16 del artículo 4 del Decreto – Ley 4134 de 2011, faculta a la Agencia 
Nacional de Minería ANM para “ejercer las funciones de autoridad minera o concedente en el 
territorio nacional”, “Administrar el catastro minero y el registro minero nacional” y “Reservar áreas 
con potencial minero, con el fin de otorgarlas en contrato de concesión”. 

Que el Decreto 509 de 2012 (artículo 8) compilado en el Decreto 1083 de 2015, estableció en su 
artículo 2.2.2.9.8, que: “Las Agencias expedirán el manual específico describiendo las funciones 
que correspondan a los empleos de la planta de personal y determinando los requisitos exigidos 
p a r a  s u  e j e r c i c i o ” .  

Que en uso de las facultades concedidas por la anterior disposición, la Agencia Nacional de 
Minería expidió la Resolución 34 del 18 de enero de  2021 “Por medio de la cual adopta el Manual 
Específico de Funciones y Competencias laborales para los empleos de la Planta de Personal de 
la Agencia Nacional de Minería”, asignando al empleo Gerente de Proyectos código G2 grado 09 
- Vicepresidencia de Contratación y Titulación, la función de aprobar o rechazar las solicitudes y 
expedir los actos administrativos relacionados con el trámite de las solicitudes mineras, teniendo 

RES-210-8297
14 DE MAYO DE 2024
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e n  c u e n t a  l a  n o r m a t i v i d a d  a p l i c a b l e .
 

ANTECEDENTES

Que los proponentes OLGA LUCIA OYUELA CRUZ identificado con Cédula de Ciudadanía 
 y No. 51736414 JOSE JAVIER NEMES CORREDOR identificado con Cédula de Ciudadanía 
, radicaron el día , Propuesta de Contrato de Concesión Minera para No. 79611502 25 /FEB/2014

la exploración y explotación de un yacimiento clasificado técnicamente como GRAVAS 
, , , ubicado en el NATURALES GRAVAS MINERALES DE ORO Y SUS CONCENTRADOS

municipio de , departamento del , a la cual le correspondió el expediente No. ORTEGA Tolima
.P B P - 1 0 4 5 1

Que,  e l  Decre to  No .  2078  de  2019 ,  es tab lec ió :

“Artículo 2.2.5.1.2.1. Objeto. La presente Sección tiene por objeto establecer el Sistema Integral 
de Gestión Minera (SIGM), como la única plataforma tecnológica para la radicación y gestión de 
los trámites a cargo de la autoridad minera, así como la fijación de lineamientos generales para 
su  imp lemen tac ión  y  pues ta  en  p roducc ión . ”

Que el 04 de agosto de 2022, el H. Consejo de Estado – Sección Primera, MP. Roberto Augusto 
Serrato Valdés, expidió decisión de segunda instancia dentro de la Acción Popular de radicado 
No. 25000234100020130245901, aclarada y adicionada mediante
auto de fecha 29 de septiembre de 2022, mediante la cual se amparan, entre otros, los derechos 
colectivos al goce de un ambiente sano, a la existencia del equilibrio ecológico, al manejo y 
aprovechamiento racional de los recursos naturales para garantizar su desarrollo sostenible y a la 
protección de áreas de especial importancia ecológica.

Que, en virtud de la referida decisión, se dictaron diferentes órdenes de amparo, dentro de las 
cuales se encuentran algunas transitorias referidas al trámite de las propuestas de contrato de 
concesión minera, y propuestas de contrato de concesión con requisitos diferenciales, 
específicamente en el numeral 1.3.1, adicionado por el artículo cuarto del proveído del 29 de 
s e p t i e m b r e  d e  2 0 2 2 ,  a  s a b e r :

“(…) 1.3.1. La Agencia Nacional de Minería, deberá exigir a los proponentes que aporten, junto 
con la solicitud de titulación, un certificado proferido por la autoridad ambiental competente, en el 
que se informe: (i) si su proyecto se superpone o no con alguno de los ecosistemas a que se 
refieren los subtítulos b) y c) del capítulo II.3.3. de esta sentencia; (ii) si tal territorio se encuentra 
zonificado, y (iii) si las actividades mineras están permitidas en el instrumento de zonificación. En 
el evento en que se presenten dudas sobre la compatibilidad del proyecto con el propósito de 
conservación, la Agencia Nacional de Minería deberá abstenerse de resolver de fondo la 
propuesta hasta que exista certeza sobre la referida compatibilidad, dando aplicación al principio 
d e  p r e c a u c i ó n . ( … ) ”

Para tal efecto, en el término de tres (3) meses contados a partir de la ejecutoria de esta 
sentencia, la Agencia Nacional de Minería, el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible y el 
Ministerio de Minas y Energías, en el marco de sus competencias legales y reglamentarias, y 
junto con las entidades de los sectores minero y ambiental que estimen competentes, 
establecerán previamente: (i) el procedimiento y los mecanismos de coordinación intersectorial 
que se utilizarán para la expedición de los certificados, (ii) los plazos máximos para la expedición 
de los certificados, y (iii) las garantías al debido proceso de los peticionarios. (…)
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Que, en atención a lo anterior, el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, expidió la 
Circular No. SG-40002023E400013 del 19 de enero de 2023, a través de la cual se dictaron los 
lineamientos para proferir certificaciones en el marco del cumplimiento del numeral 1.3.1 orden 
t e r c e r a  d e  l a  m e n c i o n a d a  s e n t e n c i a .

Que el 26 de enero de 2023, el Gobierno Nacional expidió el Decreto No. 107, mediante el cual 
adoptó medidas para el cumplimiento de la sentencia proferida por el Consejo de Estado, el 4 de 
agosto de 2022, adicionada y aclarada mediante Auto del 29 de septiembre de 2022, dentro de la 
Acción Popular No. 250002341000-2013-02459-01, y dispuso:

“(…) Artículo 2. Impartir las siguientes órdenes administrativas para el cumplimiento de lo resuelto 
en el numeral 1.3.1. de la sentencia proferida por el Consejo de Estado dentro de la Acción 
Popular No. 250002341000-2013-02459-01, adicionado por el Auto del 29 de septiembre de 2022:

(…) 2. A la que previsto en este artículo a los proponentes Agencia Nacional de Minería exija 
el certificado de las áreas que a la fecha de expedición de este Decreto aún no cuentan con 
título minero. (…)” (Negril la y resaltado fuera de texto)

Que, mediante Auto GCM No. 004 del 08 de junio de 2023, notificado por Estado No. 090 del 13 
de junio de 2023, dando cumplimiento a lo ordenado en el numeral 2 del artículo 2º del Decreto 
No. 107 del 26 de enero de 2023, se procedió a requerir a los proponentes de las propuestas de 
contratos de concesión allí enlistados, entre los que se encuentra la placa sub examine, para que 
dentro del término perentorio de un (01) mes contado a partir del día siguiente a la notificación de 
dicha providencia, allegaran a través de la Plataforma Anna Minería certificación(es) ambiental
(es) expedida(s) por autoridad(es) competente(s) junto con archivo geográfico en Formato 
Shapefile (Comprimido Zip) del área certificada, o la(s) solicitud(es) con constancia y fecha de 
radicado(s) de dicha certificación ante la(s) autoridad(es) ambiental(es) competente(s), efectuada 
a través de la plataforma VITAL del Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, so pena de 
declarar el desist imiento del trámite de la propuesta.

Que el día , el Grupo de Contratación Minera evaluó jurídicamente la 14 de septiembre de 2023
Propuesta de Contrato de Concesión No. ., en la cual se determinó que conforme con PBP-10451
la evaluación ambiental los proponentes NO cumplieron con el requerimiento de allegar a través 
de la Plataforma Anna Minería certificación ambiental expedida por autoridad competente; 
requerimiento que fue elevado a través del , notificado Auto No. 00004 del 08 de junio de 2023
por Estado Juridico No. GGN-2023-EST-0090 de 13 de junio de 2023, según lo dispuesto en el 
Decreto No. 107 del 26 de enero de 2023, mediante el cual adoptaron medidas para el 
cumplimiento de la Sentencia proferida por el Consejo de Estado el 04 de agosto de 2022, 
adicionada y aclarada mediante Auto del 29 de septiembre de 2022, dentro de la Acción Popular 
No. 250002341000-2013-02459-01, motivo por el cual se recomienda declarar el desistimiento del 
trámite de la Propuesta de Contrato de Concesión en cuestión.

Que mediante la Resolución No. 210-7041 del 5 de octubre de 2023 se declaró el desistimiento 
al trámite de la propuesta de contrato de Concesión Minera No. PBP-10451, notificada 
electrónicamente el día dieciséis (16) de noviembre de 2023 cuando fue enviado el mensaje de 
datos remitido al correo electrónico autorizado olgaoadult.va@gmail.com  y 
enriquetorrescruz1975@gmail.com desde el correo institucional notificacionelectronicaanm@anm.
gov.co, según consta en la certificación GGN-2023-EL-2860 del 20 de noviembre de 2023.

 Que mediante radicado No. 20231002759872 del 29/NOV/23, los proponentes presentaron 
recurso de reposición contra la Resolución 210-7041 del 5 de octubre de 2023.
 

ARGUMENTOS DEL RECURSO
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El recurrente en principio hace un recuento de los antecedentes de la propuesta de contrato de 
concesión No. PBP-10451 y a continuación manifiesta lo siguiente:

“ ( … )  
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 ( … )
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( … )

( … )
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( … )
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( … )
 

FUNDAMENTOS DE LA DECISIÓN

 Que de acuerdo con nuestra legislación y la doctrina existente, el recurso de reposición 
constituye un instrumento legal mediante el cual la parte interesada tiene la oportunidad de 
ejercer el derecho de controvertir una decisión, para que la administración previa su evaluación, 
la confirme, aclare, modifique, adicione o revoque previo el lleno de las exigencias legales 
e s t a b l e c i d a s  p a r a  d i c h o  e f e c t o .

Que la finalidad esencial del recurso de reposición no es otra distinta a que el funcionario de la 
administración que tomó una decisión administrativa, se le dé la oportunidad para que enmiende 
o corrija un error, o los posibles errores que se hayan podido presentar en el acto administrativo 
por  é l  exped ido,  en  e je rc ic io  de  sus  func iones.  

Expuesto lo anterior, resulta pertinente mencionar que el artículo 297 del Código de Minas 
e s t a b l e c e :

“  En el procedimiento gubernativo y en las acciones judiciales, en materia minera, se REMISION.
estará en lo pertinente, a las disposiciones del Código Contencioso Administrativo (…)”. 

Que en materia de recursos es aplicable el Título III, Capítulo Quinto ley 1437 de 2011, los 
a r t í c u l o s  7 4  y  7 6 d i s p o n e n :   

“ . Recursos contra los actos administrativos. Por regla general, contra los actos Artículo 74
def in i t ivos procederán los s igu ientes recursos:
1. El de reposición, ante quien expidió la decisión para que la aclare, modifique, adicione o 
r e v o q u e .
2. El de apelación, para ante el inmediato superior administrativo o funcional con el mismo 
p r o p ó s i t o .

No habrá apelación de las decisiones de los Ministros, Directores de Departamento 
Administrativo, superintendentes y representantes legales de las entidades descentralizadas ni de 
los directores u organismos superiores de los órganos constitucionales autónomos.

Tampoco serán apelables aquellas decisiones proferidas por los representantes legales y jefes 
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1.  

2.  
3.  
4.  

1.  
2.  

super io res  de  las  en t idades  y  o rgan ismos  de l
n i v e l  t e r r i t o r i a l ”

“Artículo 76. Oportunidad y presentación. Los recursos de reposición y apelación deberán 
interponerse por escrito en la diligencia de notificación personal, o dentro de los diez (10) días 
siguientes a ella, o a la notificación por aviso, o al vencimiento del término de publicación, según 
el caso. Los recursos contra los actos presuntos podrán interponerse en cualquier tiempo. (…)”

Que a su vez, de acuerdo con lo previsto en el  de la referida Ley 1437 de 2011, los artículo 77
recursos deberán reunir  los s iguientes requis i tos:

“REQUISITOS Los recursos deberán reunir, además los siguientes requisitos:. 

Interponerse dentro del plazo legal, por el interesado o su representante o apoderado 
debidamente constituido.
Sustentarse con la expresión concreta de los motivos de inconformidad.
Solicitar y aportar las pruebas que se pretende hacer valer.
 Indicar el nombre y la dirección del recurrente, así como la dirección electrónica si desea 
ser notificado por este medio.

Que el incumplimiento de alguno de los requisitos legales consagrados en el artículo 77 antes 
citado en el escrito con el cual se formula el recurso de reposición, dará lugar al rechazo de este 
por parte del funcionario competente, conforme a lo establecido en el artículo 78 ibidem. 

Que una vez se observa la concurrencia de los requisitos anteriormente citados, se procede a 
resolver el recurso de reposición interpuesto, como quiera que la Resolución No 210-7041 del 5 
de octubre de 2023 se notificó electrónicamente el 16 de noviembre de 2023 y el recurso de 
reposición con radicado No. 20231002759872 del 29 de noviembre de 2023 presentado en su 
contra se presentó el  día 29 de noviembre de 2023.   
 

ANÁLISIS DEL RECURSO DE REPOSICIÓN

Que analizada y estudiada la argumentación expuesta por los recurrentes es del caso precisar 
que la  por medio de la cual se declaró el Resolución No 210-7041 del 5 de octubre de 2023
desistimiento de la propuesta de contrato de concesión No. PBP-10451 se fundamentó en la 
evaluación del 14 de septiembre de 2023, la cual determinó que vencido el término para acatar el 
requerimiento contenido en el , notificado por Estado Auto No. 00004 del 08 de junio de 2023
Juridico No. GGN-2023-EST-0090 de 13 de junio de 2023, y una vez consultado el Sistema 
Integral de Gestión Minera - AnnA Minería, se pudo determinar que el(los) proponente(s) no 
atendió(eron) las exigencias tal como fueron formuladas en dicho acto administrativo, esto es que 
los certificados ambientales expedidos por la autoridad competente, junto con el archivo 
geográfico en formato Shapefile del área certificada o la solicitud con constancia y fecha de 
radicado de dicha certificación ante la autoridad ambiental competente y en general la 
documentación requerida, fueran suministrados de manera oportuna a través de la plataforma 
AnnA Minería y de la plataforma VITAL del Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible para el 
caso de la (s )  cer t i f i cac ión(es)  ambienta l (es) .

 Los argumentos de los recurrentes se centran en:
 

Desconocimiento de la normatividad que rige los trámites de la función pública.
Respecto al derecho al debido proceso y la igualdad.
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3.  

4.  
5.  

Respecto a la aplicación a las reglas del procedimiento administrativo general y el derecho 
de petición como inicio de la actuación administrativa.
Respecto a la naturaleza de la figura del desistimiento tácito.
Exceso ritual manifiesto.

Argumentos que se abordarán en el mismo orden en que fueron planteados.

Desconocimiento de la normatividad que rige los trámites de la función pública.

Manifiestan los recurrentes que la Ley 962 de 2005 se expidió con el objeto de racionalizar los 
trámites y procedimientos administrativos de los organismos y las entidades estatales y de los 
particulares que ejercen funciones públicas o prestan servicio públicos y que debe acatarse y 
aplicarse por ser ley de la república, que dentro de la misma se determina que las entidades 
públicas no pueden exigir certificaciones, conceptos o constancias que estén previstos 
taxativamente en la ley o se encuentren expresamente autorizados por esta.

Este instrumento jurídico se fundamenta en la construcción de una gestión pública moderna y 
transparente, mediante el fortalecimiento tecnológico, permiten al ciudadano acceder a los 
servicios públicos de forma ágil y efectiva, genera ahorros en costos y tiempo, evita exigencias 
injustificadas a los colombianos. Todo requisito, para que sea exigible al administrado, deberá 
encontrarse inscrito en el Sistema Único de Información de Trámites, SUIT, que opera a través 
d e l  P o r t a l  d e l  E s t a d o  C o l o m b i a n o ,  P E C .

Dentro de la página web del Portal en Línea del SUIT, se encuentran unas opciones para acceso 
a la información pública y los canales que deben usar las entidades para remisión de la 
información, es así que los temas que deben ser puestos en conocimiento siguiendo la hoja de 
ruta t razada para ta l  f in ,  se muestra lo  s iguiente:

Se enlistan los temas que serán objeto de informe de cada entidad y entre ellos no menciona los 
trámites propios a la función de cada entidad, para el caso tramites mineros, específicamente, las 
propuestas de contrato de concesión, ya que estas están contempladas en la Ley 685 de 2001 y 
por disposición del artículo 297 ídem, la remisión a la Ley 1437 de 2011 cuando no existe norma 
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e x p r e s a  e n  d i c h a  l e y .

Los requisitos para presentar propuestas de contrato de concesión están contemplados en el 
artículo 270 y 271 de la Ley 685 de 2001 y las leyes que la modifiquen, aclaren o deroguen, Vr.B. 
Gracia: Ley 1753 de 2015 Plan Nacional de Desarrollo 2014-2018 y sus decretos reglamentarios, 
Ley 2294 de 2023 Plan Nacional de Desarrollo 2022 2026 y sus decretos reglamentarios, 
Resoluciones 352 de 2018, entre otros, normas, que se han expedido con el fin de regular 
materias que deben ser reglamentadas para el apropiado desarrollo de las funciones 
administrativas de la entidad, es menester aclarar al recurrente que las normas que se profieren 
no llevan un sentido injustificado, ni con la idea de dilatar los trámites a cargo, sino todo lo 
contrario, se busca es salvaguardar los principios constitucionales y legales del debido proceso y 
legalidad, que rigen las actuaciones administrativas, además que permitan avanzar de manera 
clara y eficiente en los procedimientos aplicables, es por ello, que la autoridad trabajaba en pro de 
los usuarios y no requiere a los proponentes requisitos o certificaciones o conceptos que 
e n c u e n t r e n  p o r  f u e r a  d e  l a  l e y .

Ahora bien, respecto a la certificación ambiental requerida mediante los autos masivos que se 
han proferido desde junio de 2023, cabe aclarar que si bien no es un requisito contemplado en 
norma expresa, si es un requisito que empezó a ser exigible a partir del 04 de agosto de 2022, 
cuando en la Sección Primera del Consejo de Estado (MP. Roberto Augusto Serrato Valdés); 
expidió decisión de segunda instancia dentro de la Acción Popular No. 
25000234100020130245901, aclarada y adicionada mediante auto de fecha 29 de septiembre de 
2022, mediante la cual se amparan, entre otros, los derechos colectivos al goce de un ambiente 
sano, a la existencia del equilibrio ecológico, al manejo y aprovechamiento racional de los 
recursos naturales para garantizar su desarrollo sostenible y a la protección de áreas de especial 
i m p o r t a n c i a  e c o l ó g i c a .

Y que en virtud de ello, dictó diferentes órdenes de amparo, dentro de las cuales se encuentran 
algunas transitorias referidas al trámite de las Propuestas de Contrato de Concesión Minera, y 
Propuestas de Contrato de Concesión con Requisitos Diferenciales, específicamente en el 
numeral 1.3.1, adicionado por el artículo cuarto del proveído del 29 de septiembre de 2022, a 
s a b e r :

“(…) 1.3.1. La Agencia Nacional de Minería, deberá exigir a los proponentes que aporten, junto 
con la solicitud de titulación, un certificado proferido por la autoridad ambiental competente en el 
que se informe: (i) si su proyecto se superpone o no con alguno de los ecosistemas a que se 
refieren los subtítulos b) y c) del capítulo II.3.3. de esta sentencia; (ii) si tal territorio se encuentra 
zonificado, y (iii) si las actividades mineras están permitidas en el instrumento de zonificación. En 
el evento en que se presenten dudas sobre la compatibilidad del proyecto con el propósito de 
conservación, la Agencia Nacional de Minería deberá abstenerse de resolver de fondo la 
propuesta hasta que exista certeza sobre la referida compatibilidad, dando aplicación al principio 
d e  p r e c a u c i ó n .

Para tal efecto, en el término de tres (3) meses contados a partir de la ejecutoria de esta 
sentencia, la Agencia Nacional de Minería, el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible y el 
Ministerio de Minas y Energías, en el marco de sus competencias legales y reglamentarias, y 
junto con las entidades de los sectores minero y ambiental que estimen competentes, 
establecerán previamente: (i) el procedimiento y los mecanismos de coordinación intersectorial 
que se utilizarán para la expedición de los certificados, (ii) los plazos máximos para la expedición 
d e  l o s  c e r t i f i c a d o s ,  y  ( i i i )  l a s
garantías al debido proceso de los peticionarios (…) ” .

En atención a lo anterior, el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible expidió la Circular No. 
SG- 40002023E400013 del 19 de enero de 2023; a través de la cual se dictaron los lineamientos 
para proferir certificaciones en el marco del cumplimiento del numeral 1.3.1. - orden tercera de la 
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m e n c i o n a d a  S e n t e n c i a .

Allí señalo el trámite y término de la respuesta, indicando que:

  

Tal como se señala en la circular, desde la Agencia Nacional de Minería a través del enlace 
creado, se puede consultar la certificación, siempre y cuando, claro está, que el proponente 
ponga en conocimiento de esta autoridad la constancia del radicado que es la que permite hacer 

 el seguimiento al trámite o consultar la certificación ambiental ya proferida, es por ello que en al
Auto No. 00004 del 08 de junio de 2023, notificado por Estado Jurídico No. GGN-2023-EST-

; se redactó el requerimiento de esta manera: 0090 del 13 de junio de 2023 “para que dentro del 
término perentorio de contado a partir del día siguiente a la notificación de dicha UN (01) MES, 
providencia, allegara(n) a través de la Plataforma Anna Minería certificación(es) ambiental(es) 

 por autoridad(es) competente(s) junto con archivo geográfico en Formato Shapefile expedida(s)
(Comprimido Zip) del área certificada, o la(s) solicitud (es) con constancia y fecha de radicado

 ante la(s) autoridad(es) ambiental(es) competente(s), efectuada a (s) de dicha certificación
través de la plataforma VITAL del Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, so pena de 
decretar el DESISTIMIENTO del trámite de la propuesta de contrato de concesión minera” 
( S u b r a y a  y  n e g r i l l a  f u e r a  d e  t e x t o )

Y  e n  e l  p a r á g r a f o  s e g u n d o  d i s p u s o :

“ - Recuerde PARÁGRAFO SEGUNDO que en caso que el proponente allegue a través de la 
Plataforma Anna Minería la (s) solicitud (es) con constancia y fecha de radicado(s) de la 

 ante la (s) autoridad (es) ambiental (es) competente(s) a través de la plataforma Vital certificación
del Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, no será evaluada la propuesta hasta tanto no 

) aporte en debida forma a través de la Plataforma Anna Minería certificación (es) ambiental(es
expedida(s) por autoridad(es) competente(s) expedida a través de la plataforma Vital del 
Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible.” (Subraya fuera de texto)

Condición que se dejó de esa manera, teniendo en cuenta que el trámite de solicitud de la 
certificación podría dilatarse ante las autoridades ambientales, por el volumen alto de solicitudes 
que recibirían dichas entidades, es claro que debía poner en conocimiento si no tenía el 
certificado, por lo menos allegar la constancia del radicado, cuando se refiere a constancia no era 
un documento especial, era imprimir en pdf del radicado que la plataforma Vital arrojaba y cargar 
ésta en la plataforma AnnA Minería para dar cumplimiento al auto, para posteriormente hacer el 
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seguimiento correspondiente hasta la expedición de la certificación.

Frente a este requisito como ya se mencionó, se exige es en cumplimiento de la orden judicial 
dispuesta en la Sentencia del Consejo de Estado, es decir, mandato que debe ser acatado de 
manera obligatoria, tal como lo ha señalado la Corte Constitucional en sentencia T-388 de 2009 
del primero (1) de octubre de dos mil diez (2010), Expediente T-1.569.183, Magistrado Ponente 
H U M B E R T O  A N T O N I O  S I E R R A  P O R T O :  
 
“La obligación de los funcionarios públicos de acatar las decisiones judiciales, (ii) las 
consecuencias jurídicas que se derivan del incumplimiento de las sentencias para los funcionarios 
públicos y (iii) la objeción de conciencia de autoridades públicas.
 
1.- La Corte Constitucional[1], en reiterada jurisprudencia, ha señalado que “el cumplimiento de 
las decisiones judiciales es una de las más importantes garantías de la existencia y 
funcionamiento del Estado Social y Democrático de Derecho (CP art. 1º) que se traduce en la 
sujeción de los ciudadanos y los poderes públicos a la Constitución. El incumplimiento de esta 
garantía constituye grave atentado al Estado de Derecho, ya que conllevaría restarle toda fuerza 
coercitiva a las normas jurídicas, convirtiendo las decisiones judiciales y la eficacia de los 
derechos en ellas reconocidos, en formas insustanciales, carentes de contenido (…)”[2]. Así, “no 
es posible hablar de Estado de Derecho cuando no se cumplen las decisiones judiciales en firme 
o cuando se les atribuye un carácter meramente dispositivo”[3].

Adicionalmente, el incumplimiento de las decisiones judiciales es un “atentando contra (…)  los 
principios de seguridad jurídica y cosa juzgada porque le resta efectividad a la orden dada por la 
a u t o r i d a d  c o m p e t e n t e ” [ 4 ] .

Cuando la orden judicial esta dirigida a un funcionario público la Corte ha sido particularmente 
enfática en indicar que “todos los funcionarios estatales, desde el más encumbrado hasta el más 
humilde (…)  tienen el deber de acatar los fallos judiciales, sin entrar a evaluar si ellos son 
convenientes u oportunos. Basta saber que han sido proferidos por el juez competente para que a 
ellos se deba respeto y para que quienes se encuentran vinculados por sus resoluciones 
contraigan la obligación perentoria e inexcusable de cumplirlos, máxime si están relacionados con 
el imperio de las garantías constitucionales”[5], como en el presente caso.

2.- Por las profundas implicaciones negativas que tiene la falta de cumplimiento de las órdenes 
judiciales para el Estado Social de Derecho, esta omisión puede derivar, para los funcionarios 
públicos, en la comisión de delitos y/o faltas disciplinarias.

El Código Penal (artículo 414) tipifica, por ejemplo, el prevaricato por omisión, conducta que 
comete el servidor público que omita, retarde, rehúse o deniegue un acto propio de sus funciones. 
Adicionalmente penaliza el fraude a resolución judicial (artículo 454) cuando una persona por 
cualquier medio se sustraiga al cumplimiento de obligación impuesta en la misma. A su turno, el 
Código Disciplinario Único prescribe como deber de los servidores públicos cumplir y hacer 
cumplir las decisiones judiciales (artículo 34) y el incumplimiento de los deberes es calificado 
como una falta disciplinaria grave o leve en el artículo 50.”

La autoridad minera nunca ha desconocido las normas aplicables al trámite de la propuesta en 
estudio, por el contrario, ajusta los procedimientos en derecho, garantizando el respeto a los 
p r i n c i p i o s  c o n s t i t u c i o n a l e s  y  l e g a l e s .

Respecto al derecho al debido proceso y la igualdad.

Manifiestan los recurrentes que hay violación al debido proceso cuando se expidió la Resolución 
210-7041 del 5 de octubre de 2023 ya que los términos concedidos fueron arbitrarios para realizar 
el trámite de las certificaciones ambientales, además por que no se encuentran reportados en el 
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SUIT, ni están establecidos en normas o manual y además se confirió un término de dos meses a 
otros proponentes que se encuentran en las mismas circunstancias.

El debido proceso es un conjunto de formalidades que se deben observar en cualquier 
procedimiento legal o administrativo, con el fin de asegurar y proteger los derechos de los 
usuarios, es un conjunto de garantías previstas en el ordenamiento jurídico, un derecho 
fundamental consagrado en el artículo 29 de la Constitución Política, el cual reza:

“ . El debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y Artículo 29
a d m i n i s t r a t i v a s .
Nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto que se le imputa,
ante juez o tribunal competente y con observancia de la plenitud de las formas propias
d e  c a d a  j u i c i o .
En materia penal, la ley permisiva o favorable, aun cuando sea posterior, se aplicará de 
p re fe renc ia  a  l a  res t r i c t i va  o  des favo rab le .
Toda persona se presume inocente mientras no se la haya declarado judicialmente culpable. 
Quien sea sindicado tiene derecho a la defensa y a la asistencia de un abogado escogido por él, 
o de oficio, durante la investigación y el juzgamiento; a un debido proceso publico sin dilaciones 
injustificadas; a presentar pruebas y a controvertir las que se alleguen en su contra; a impugnar la 
sentencia condenatoria, y a no ser juzgado dos veces por el mismo hecho.
Es nula, de pleno derecho, la prueba obtenida con violación del debido proceso.”

Al  respec to  ha  d icho  la  Cor te  Cons t i tuc iona l :

“La jurisprudencia constitucional ha definido el derecho al debido proceso como el conjunto de 
garantías previstas en el ordenamiento jurídico, a través de las cuales se busca la protección del 
individuo incurso en una actuación judicial o administrativa, para que durante su trámite se 
respeten sus derechos y se logre la aplicación correcta de la justicia. Hacen parte de las 
garantías del debido proceso: (i) El derecho a la jurisdicción, que a su vez conlleva los derechos 
al libre e igualitario acceso a los jueces y autoridades administrativas, a obtener decisiones 
motivadas, a impugnar las decisiones ante autoridades de jerarquía superior, y al cumplimiento 
de lo decidido en el fallo; (ii) el derecho al juez natural, identificado como el funcionario con 
capacidad o aptitud legal para ejercer jurisdicción en determinado proceso o actuación, de 
acuerdo con la naturaleza de los hechos, la calidad de las personas y la división del trabajo 
establecida por la Constitución y la ley; (iii) El derecho a la defensa, entendido como el empleo de 
todos los medios legítimos y adecuados para ser oído y obtener una decisión favorable. De este 
derecho hacen parte, el derecho al tiempo y a los medios adecuados para la preparación de la 
defensa; los derechos a la asistencia de un abogado cuando sea necesario, a la igualdad ante la 
ley procesal, a la buena fe y a la lealtad de todas las demás personas que intervienen en el 
proceso; (iv) el derecho a un proceso público, desarrollado dentro de un tiempo razonable, lo cual 
exige que el proceso o la actuación no se vea sometido a dilaciones injustificadas o inexplicables; 
(v) el derecho a la independencia del juez, que solo es efectivo cuando los servidores públicos a 
los cuales confía la Constitución la tarea de administrar justicia, ejercen funciones separadas de 
aquellas atribuidas al ejecutivo y al legislativo y (vi) el derecho a la independencia e imparcialidad 
del juez o funcionario, quienes siempre deberán decidir con fundamento en los hechos, conforme 
a los imperativos del orden jurídico, sin designios anticipados ni prevenciones, presiones o 

 i n f l u e n c i a s  i l í c i t a s ” .

En el trámite administrativo de la solicitud de propuesta de contrato de concesión que nos ocupa, 
se han observado y respetado las garantías administrativas y los principios que rigen las 
relaciones entre el administrado y la administración, para el caso en concreto, lo que llevó a 
solicitar la certificación como ya se expuso, fue la sentencia emanada del Consejo de Estado en 
virtud de acción popular, posteriormente y con el fin de dar cumplimiento al fallo, el Gobierno 
Nacional expide el Decreto 107 de 2023 y la Circular SG - 40002023E4000013, ahora bien, para 



   Página 17 de 25

1.  

2.  

3.  

hacer efectivo el requerimiento, la autoridad minera expide los correspondientes autos masivos 
en los que se señala detalladamente el objeto del requerimiento, el término, en anexo incluye a 
los proponente a quienes va dirigido y además la norma bajo la cual se hace el requerimiento.

Para mejor ilustración y en aplicación al caso que nos atañe:

Se expide el Auto GCM No. 00004 del 8 de junio de 2023 “por medio del cual se da 
cumplimiento a lo previsto en el numeral 2 del artículo 2º del decreto 107 del 26 de enero 
de 2023 y se hace un requerimiento”.
En el artículo primero dispone: ARTÍCULO PRIMERO- Dar cumplimiento a lo ordenado en 
el numeral 2 del artículo 2º del Decreto 107 del 26 de enero de 2023 y en consecuencia 
REQUERIR a los solicitantes de las propuestas de contrato de concesión 

 el cual hace parte integral del presente auto, para que, relacionadas en el Anexo No. 1
dentro  contado a partir del día siguiente a la del término perentorio de un (1) mes
notificación de la presente providencia, alleguen a través de la Plataforma Anna Minería 

 expedida(s) por autoridad(es) competente(s) ) junto con el certificación (es) ambiental(es)
archivo geográfico en formato shapefile (Comprimido .zip) del área certificada, o la (s) 

, ante la (s) solicitud (es) con constancia y fecha de radicado(s) de dicha certificación
autoridad (es) ambiental (es) competente(s) efectuada a través de la plataforma Vital del 
Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, so pena de decretar el DESISTIMIENTO 
del trámite de la propuesta. (Negrilla fuera de texto)

 Seguidamente en el parágrafo señala: PARÁGRAFO PRIMERO- La certificación (es) 
ambiental(es) de la (s) autoridad(es) competente(s) debe ser expedida(s) a través de 

 del Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible y la (s) solicitud (es) la plataforma Vital
de certificación ante la (s) autoridad (es) ambiental (es) competente(s), debe (n) estar 
radicada (s) a través de la plataforma Vital del Ministerio de Ambiente y Desarrollo 
Sostenible. Las certificaciones o constancias de solicitudes de las certificaciones 

 del Ministerio de Ambiente y aportadas sin que se pueda verificar en la plataforma Vital
Desarrollo Sostenible, se tendrán por no presentadas y tendrán la consecuencia 

sustituido y desarrollado establecida en el artículo 17 de la Ley 1437 de 2011 
normativamente en el artículo 1 de la Ley 1755 del 30 de junio 2015.

Lo resaltado en negrilla para indicar que el requerimiento cumplió con el objeto de todo acto 
administrativo de trámite, a quien va dirigido, término para cumplir, aplicación normativa y la 
s a n c i ó n  e n  c a s o  d e  i n c u m p l i m i e n t o .

Así mismo, el derecho al debido proceso, infiere que las autoridades estatales no podrán actuar 
en forma omnímoda, sino dentro del marco jurídico definido democráticamente, respetando las 
formas propias de cada juicio y asegurando la efectividad de aquellos mandatos que garantizan a 
las personas el ejercicio pleno de sus derechos, tal y como se efectuó en el trámite de la presente 
p r o p u e s t a  d e  c o n t r a t o  d e  c o n c e s i ó n .

Respecto a lo que mencionan los recurrentes sobre haber vulnerado el derecho a la igualdad, por 
otorgarse un término inferior a otros proponentes, se aclara que cuando los trámites inician en 
vigencia de una norma, dicho trámite continuará hasta su resolución de definitiva bajo esa misma 
normativa, por lo que las propuestas de contrato que iniciaron antes del 2 de julio de 2012, se 
regirán por el Decreto 01 de 1984 anterior Código Contencioso Administrativo, es por ello que 
aquellos proponentes fueron requeridos en virtud del artículo 13 de la norma en cita, la cual 
confiere dos (2) meses. Para las solicitudes de propuestas de contrato de concesión radicados 
posterior 2 de julio de 2012 les será aplicable el artículo 17 la Ley 1437 de 2011 sustituido y 
desarrollado normativamente en el artículo 1 de la Ley 1755 del 30 de junio 2015, el cual confiere 
el término de un (1) mes. Se reitera a los recurrentes que la autoridad siempre ha observado los 
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principios constitucionales y legales para garantizar los mismos y por supuesto ajustados en 
d e r e c h o .

Naturaleza de la f igura del  desistimiento tácito.

En observancia del principio de eficacia se da aplicación al artículo 17 de la Ley 1755 de 2015, 
tomando como regla lo señalado en la Ley 685 de 2001 sobre la remisión a otras normas:

“Artículo 297. Remisión. En el procedimiento gubernativo y en las acciones judiciales, en materia 
minera, se estará en lo pertinente, a las disposiciones del Código Contencioso Administrativo y 
para la forma de practicar las pruebas y su valoración se aplicarán las del Código de 
P r o c e d i m i e n t o  C i v i l ” .  

Es decir, como no existe en la Ley 685 de 2001 un acápite que establezca el procedimiento que 
se debe seguir para requerir a los proponentes otras obligaciones fuera de los requisitos de las 
propuestas, que lleve a una consecuencia jurídica, que para el caso fue desistimiento, en 
aplicación supletoria del artículo 297 del Código de Minas se remite al artículo 17 de la Ley 1755 
d e  2 0 1 5  e l  c u a l  s e ñ a l a :

“En virtud del principio de eficacia, cuando la autoridad constate que una petición ya radicada 
está incompleta o que el peticionario deba realizar una gestión de trámite a su cargo, necesaria 
para adoptar una decisión de fondo, y que la actuación pueda continuar sin oponerse a la ley, 
requerirá al peticionario dentro de los diez (10) días siguientes a la fecha de radicación para que 
la  comple te  en  e l  té rmino  máx imo de un  (1 )  mes.

A partir del día siguiente en que el interesado aporte los documentos o informes requeridos, se 
react ivará  e l  té rmino para reso lver  la  pet ic ión.

Se entenderá que el peticionario ha desistido de su solicitud o de la actuación cuando no 
satisfaga el requerimiento, salvo que antes de vencer el plazo concedido solicite prórroga hasta 
p o r  u n  t é r m i n o  i g u a l .
Vencidos los términos establecidos en este artículo, sin que el peticionario haya cumplido el 
requerimiento, la autoridad decretará el desistimiento y el archivo del expediente, mediante acto 
administrativo motivado, que se notificará personalmente, contra el cual únicamente procede 
recurso de reposición, sin perjuicio de que la respectiva solicitud pueda ser nuevamente 
presentada con el  l leno de los requis i tos legales . ”

La Corte Constitucional al referirse a la figura del desistimiento tácito ha señalado que:

“(…) El desistimiento tácito es una forma anormal de terminación del proceso, que se sigue como 
consecuencia jurídica del incumplimiento de una carga procesal a cargo de la parte que promovió 
un trámite, y de la cual depende la continuación del proceso, pero no la cumple en un 
determinado lapso, con la cual se busca sancionar no sólo la desidia sino también el abuso de los 
derechos procesales. No todo desistimiento tácito significa la terminación del proceso, ya que la 
decisión judicial a tomar dependerá de la clase de trámite que esté pendiente de adelantarse. (…)”
 

Es clara la Corte, cuando señala que el desistimiento tácito, es una forma anormal de terminar un 
proceso, para el caso, trámite administrativo de la solicitud de propuesta de contrato de concesión 
por el no cumplimiento de la obligación a cargo del proponente dentro del término legal, por 
consiguiente el proponente al no allegar la constancia del radicado de la solicitud de certificación 
ambiental o la certificación ambiental a través de la plataforma Anna Minería, se le aplicó la 
s a n c i ó n  d e l  d e s i s t i m i e n t o  t á c i t o .  
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Dentro de los hechos planteados dentro de este argumento, manifiestan los recurrentes que el 
Decreto 107 de 2023 no menciona que la ANM deba exigir la constancia del radicado de Vital, sin 
embargo, este hecho se determinó luego de un análisis jurídico, con el fin conceder a los 
proponentes un término más amplio del concedido a la autoridad ambiental para dar respuesta a 
los solicitantes de la certificación ambiental en respecto del principio al debido proceso. En efecto 
se creó un enlace entre las autoridades minera y ambiental para la verificación de la información, 
no obstante, esto solo podía ocurrir si el proponente informaba a la ANM que efectivamente inició 
el trámite, es decir, haber radicado en principio la constancia del radicado de la solicitud en Vital, 
que permitiera posteriormente hacer el seguimiento correspondiente hasta la expedición del 
certificado, situación que para el caso no ocurrió en debida forma, ya que el documento fue 

 radicado por el Sistema de Gestión Documental  mediante el No. 20231002618332 del 11 de 
septiembre de 2023, y además por fuera del término otorgado, el cual se concedió desde el 14 de 
junio hasta el 14 de julio de 2023, lo que llevó a la aplicación de la consecuencia jurídica del 
desistimiento tácito en virtud el artículo 17 de la Ley 1437 de 2011.

Frente a la manifestación de no haberse capacitado a los proponentes respecto a la presentación 
de la constancia de radicación o la certificación ambiental en la plataforma AnnA Minería, cabe 
indicar que así como fácilmente se pudo realizar la solicitud en Vital sin haberlos capacitado, 
fácilmente también podía radicarse la documentación en Anna Minería, ya que dentro de la 
plataforma se creó un ítem específico para el cargue de dichos documentos, situación que no 
requería una capacitación ya que se desarrolló de una manera simple y práctica, como cualquier 
otro requerimiento. Además, la Agencia Nacional de Minería para la implementación dispuso un 
espacio de pedagogía virtual “hablemos sobre la ventanilla minera”, publicado a través de la 
página web y las diferentes redes sociales de la entidad, por lo que era obligación de los usuarios 
ingresar a las capacitaciones que ofrece la agencia para el uso e implementación de nuevas 
he r ramien tas  o  ac tua l i zac ión  de  l as  m ismas .

Ahora bien, respecto al argumentos de las fallas que se pudieran presentar en la plataforma Anna 
Minería, estas debieron ponerse en conocimiento de mesa de ayuda de Anna Minería, para que 
dieran solución, no basta solo con hacer la manifestación, ya que la carga de la prueba 
corresponde a los proponentes y adicionalmente dentro de los anexos del recurso no aporta 
evidencias que demuestren que presentó error la plataforma. 
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E x c e s o  r i t u a l  m a n i f i e s t o .

Con el fin de llegar al exceso ritual manifiesto, se debe pasar por el principio de la prevalencia de 
lo material sobre lo formal, el cual se encuentra consagrado en el artículo 228 de la Constitución 
p o l í t i c a  d e  1 9 9 1 :  

“La Administración de Justicia es función pública. Sus decisiones son independientes. Las 
actuaciones serán públicas y permanentes con las excepciones que establezca la ley y en ellas 
prevalecerá el derecho sustancial. Los términos procesales se observarán con diligencia y su 
incumplimiento será sancionado. Su funcionamiento será desconcentrado y autónomo”.

El citado consagra el principio de la prevalencia del derecho sustancial sobre el formal, pero 
también el mismo artículo señala que el juez debe cumplir con diligencia los términos procesales, 
es  dec i r  e l  p r inc ip io  de l  fo rma l i smo procesa l .

Pues bien, en sentencia T 591 de 2011 la Honorable Corte Constitucional explicó de forma 
completa la Configuración de defecto procedimental por exceso ritual, de la siguiente manera:

“5.1.- La norma fundamental de 1991 consagra en su artículo 29 el derecho fundamental al 
debido proceso [20]. Dentro del contenido constitucionalmente protegido de esta garantía se 
encuentra el mandato según el cual toda persona tiene derecho a ser juzgada con “observancia 
de la plenitud de las formas propias de cada juicio”. A su turno, el artículo 228 superior reconoce 
el derecho constitucional al acceso a la administración de justicia, y establece el principio de 
prevalencia del derecho sustancial sobre las formas, como uno de los criterios rectores de las 
a c t u a c i o n e s  j u d i c i a l e s  [ 2 1 ] .  

Atendiendo al contenido normativo de las disposiciones constitucionales en comento, esta 
Corporación ha desarrollado, en el escenario de la acción de tutela contra providencias judiciales, 
la denominada doctrina del defecto procedimental. Según esta tesis jurisprudencial, una autoridad 
encargada de impartir justicia puede incurrir en defecto procedimental de tipo absoluto, o en 
defecto procedimental por exceso r i tual manif iesto. 

5.2.- La Sala Tercera de Revisión en sentencia T-264 de 2009 recogió la jurisprudencia trazada 
por esta Corporación en materia de defecto procedimental (…)

5.3.- Al trazar los fundamentos jurisprudenciales de su decisión, la Corte puntualizó que el defecto 
procedimental absoluto se produce “cuando el funcionario judicial se aparta por completo del 
procedimiento legalmente establecido en el trámite de un asunto específico porque (i) sigue un 
trámite por completo ajeno al pertinente (desvía el cauce del asunto[22]), o (ii) pretermite etapas 
sustanciales del procedimiento legalmente establecido[23] afectando el derecho de defensa y 
cont rad icc ión de una de las  par tes de l  proceso” .

5.4.- Asimismo, en lo atinente al defecto procedimental por exceso ritual manifiesto, el Tribunal 
Constitucional indicó que este tiene ocurrencia “cuando un funcionario utiliza o concibe los 
procedimientos como un obstáculo para la eficacia del derecho sustancial y por esta vía, sus 
actuaciones devienen en una denegación de justicia” [24]. 

Igualmente, señaló que al defecto procedimental por exceso ritual manifiesto le subyace una 
tensión entre las garantías constitucionales al debido proceso y al acceso a la administración de 
justicia en su faceta de prevalencia del derecho sustancial sobre el derecho adjetivo, en tanto el 
acatamiento riguroso de las formas puede implicar el sacrificio del derecho material o, viceversa, 
el respeto irrestricto del derecho sustantivo podría suprimir importantes principios formales, 
atentado contra la seguridad jurídica del ordenamiento jurídico y la salvaguarda del debido 
proceso de las partes. No obstante, lo expuesto, la Sala precisó que dicha tensión es tan solo 
aparente, pues su solución “se encuentra en la concepción de las formas procedimentales como 
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” un medio para lograr la efectividad de los derechos subjetivos, y no como fines en sí mismos
[ 2 5 ] .  ( S u b r a y a d o  f u e r a  d e  t e x t o )

5.5.- Seguidamente, la Sala Tercera de Revisión recordó que “la Corte se ha referido al defecto 
por exceso ritual en eventos en los cuales el juzgador incurre en una vulneración del mandato de 
dar prevalencia al derecho sustancial, o del derecho al acceso a la administración de justicia por 
(i) dejar de inaplicar disposiciones procesales que se oponen a la vigencia de derechos 
constitucionales en un caso concreto; (ii) exigir el cumplimiento de requisitos formales de forma 
irreflexiva, aunque en determinadas circunstancias puedan constituir cargas imposibles de 
cumplir para las partes, siempre que esa situación se encuentre comprobada; o (iii), incurrir en un 
rigorismo procedimental en la apreciación de las pruebas[26]”.

Ahora bien, a continuación, se abordará el caso en estudio para determinar si con la decisión de 
declarar el desistimiento de la propuesta de contrato de concesión No. PBP-10451 mediante la 
Resolución No. 210-7041 del 5 de octubre de 2023 se concretó la configuración de defecto 
p r o c e d i m e n t a l  p o r  e x c e s o  r i t u a l .

Pues bien, acorde con los lineamientos de la Corte Constitucional, no se ha incurrido en defecto 
procedimental absoluto porque esta autoridad ha aplicado el procedimiento legalmente 
establecido en el trámite para efectuar el requerimiento de certificación ambiental en el Auto No. 
0004 del 08 de junio de 2023, notificado mediante Estado Jurídico No. 090 del 13 de junio de 
2 0 2 3 .

El 04 de agosto de 2022, el Consejo de Estado – Sección Primera, MP. Roberto Augusto Serrato 
Valdés, expidió decisión de segunda instancia dentro de la Acción Popular No. 
25000234100020130245901, aclarada y adicionada mediante auto de fecha 29 de septiembre de 
2022, mediante la cual se amparan, entre otros, los derechos colectivos al goce de un ambiente 
sano, a la existencia del equilibrio ecológico, al manejo y aprovechamiento racional de los 
recursos naturales para garantizar su desarrollo sostenible y a la protección de áreas de especial 
i m p o r t a n c i a  e c o l ó g i c a .  

“(…) 1.3.1. La Agencia Nacional de Minería, deberá exigir a los proponentes que aporten, junto 
con la solicitud de titulación, un certificado proferido por la autoridad ambiental competente, en el 
que se informe: (i) si su proyecto se superpone o no con alguno de los ecosistemas a que se 
refieren los subtítulos b) y c) del capítulo II.3.3. de esta sentencia; (ii) si tal territorio se encuentra 
zonificado, y (iii) si las actividades mineras están permitidas en el instrumento de zonificación. En 
el evento en que se presenten dudas sobre la compatibilidad del proyecto con el propósito de 
conservación, la Agencia Nacional de Minería deberá abstenerse de resolver de fondo la 
propuesta hasta que exista certeza sobre la referida compatibilidad, dando aplicación al principio 
d e  p r e c a u c i ó n ( … ) ”

En atención a lo anterior, el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, expidió la Circular No. 
SG- 40002023E400013 del 19 de enero de 2023, a través de la cual se dictaron los lineamientos 
para proferir certificaciones en el marco del cumplimiento del numeral 1.3.1 orden tercera de la 
m e n c i o n a d a  s e n t e n c i a .

El Gobierno Nacional expidió el Decreto No. 107 del 26 de enero de 2023, mediante el cual 
adoptó, medidas para el cumplimiento de la sentencia proferida por el Consejo de Estado, el 4 de 
agosto de 2022, adicionada y aclarada mediante Auto del 29 de septiembre de 2022, dentro de la 
Acción Popular No. 250002341000-2013-02459-01.

En concordancia con lo anterior, se siguió el trámite aplicable para el requerimiento efectuado 
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sobre la certificación ambiental en cumplimiento de lo señalado en la sentencia del Consejo de 
Estado. De otra parte, en el artículo tercero de la resolución No. 210-7041 del 5 de octubre de 
2023, se ordenó la procedencia del recurso de reposición, garantizándose con ello el respeto y 
salvaguarda del derecho a la defensa y contradicción de la sociedad proponente, materializado 
e n  l a  p r e s e n t e  p r o v i d e n c i a .

Siguiendo los lineamientos de la Corte Constitucional en lo atinente al defecto procedimental por 
exceso ritual manifiesto, está acorde con los criterios establecidos en la norma sustancial- 
Decreto 107 del 26 de enero de 2023, y el término establecido de un mes se efectuó de 
conformidad con el artículo 17 de la ley 1437 de 2011, que se aplica por remisión del artículo 297 
del Código de Minas, toda vez que no existe norma expresa que permita realizar un requerimiento 
f u e r a  d e  l o  e s t a b l e c i d o  e n  e l  a r t í c u l o  2 7 4 .

Además, a través del citado auto, se concedió a los proponentes la oportunidad de allegar, bien la 
constancia de solicitud o, bien la certificación ambiental expedidas por la plataforma Vital, y debía 
hacerse dentro del término concedido por la ley, lo anterior, en garantía tanto del debido proceso 
como de la prevalencia del derecho sustancial y respetando las formas mismas del procedimiento.

Es así que en razón de la primacía del derecho sustancial no se puede desconocer la plenitud de 
formas de cada proceso porque estas constituyen el debido proceso establecido en el artículo 29 
de la Constitución Política. Al respetarse todas las formas de cada juicio, se está logrando la 
igualdad en el campo de lo procesal porque a todas las personas que tramiten determinado 
asunto ante la administración serán tratadas bajo iguales parámetros.

El Auto No. 004 del 8 de junio de 2023, notificado por estado No. 090 del 13 de junio de 2023, 
requirió a los proponentes de las propuestas de contratos de concesión allí enlistados, entre los 
que se encuentra la placa sub examine, para que dentro del término perentorio de un (01) 
mes contado a partir del día siguiente a la notificación de dicha providencia, allegaran a 
través de la Plataforma Anna Minería certificación(es) ambiental(es) expedida(s) por 
autoridad(es) competente(s) junto con archivo geográfico en Formato Shapefile 
(Comprimido Zip) del área certificada, o la(s) solicitud(es) con constancia y fecha de 

 radicado(s) de dicha certificación ante la(s) autoridad(es) ambiental(es) competente(s),
efectuada a través de la plataforma VITAL del Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, so 
pena de declarar el desistimiento del trámite de la propuesta. (Subrayada y negrilla fuera de texto)

Se observa entonces que los recurrentes, debían adelantar el trámite de la solicitud de 
certificación ambiental a través de la plataforma Vital como la herramienta digital diseñada e 
implementada para dicho trámite tal como lo señala el auto, segunda; una vez se radicara la 
solicitud por Vital, esta le arrojaba un número de radicado con el cual podría hacer seguimiento a 
su solicitud, radicado que efectivamente obtuvo, y tercero, una vez realizado el requerimiento por 
la Agencia Nacional de Minería, se dio la opción de presentar bien el radicado mencionado o bien 
la certificación ambiental que le expidiera la autoridad(es) ambiental(es) correspondientes a 
través de Vital, y allegar mediante la plataforma Anna Minería cualquiera de los dos documentos 
(radicado o certificación), además haberlo ejecutado dentro del término allí otorgado, es decir, 
treinta (30) días, con el fin de dar cumplimiento de manera completa y efectiva al requerimiento 
elevado mediante el Auto No. 004 del 8 de junio de 2023.

Se debe precisar a los recurrentes que respecto al cumplimiento de los requerimientos elevados a 
través de los actos administrativos deben presentarse o allegarse por la plataforma implementada 
con e l  Decreto  No.  2078 de 2019,  e l  cua l  es tab le :

“Artículo 2.2.5.1.2.1. Objeto. La presente Sección tiene por objeto establecer el Sistema Integral 
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de Gestión Minera (SIGM), como la única plataforma tecnológica para la radicación y gestión de 
los trámites a cargo de la autoridad minera, así como la fijación de lineamientos generales para 
su  imp lemen tac ión  y  pues ta  en  p roducc ión . ”

Que no es otra cosa, que los proponentes y titulares mineros están en la obligación de activar un 
usuario en la plataforma AnnA Minería ya que a través de ella se conocen todas las actuaciones 
emitidas dentro de su expediente y así mismo dar respuestas a los requerimientos realizados, ya 
que, al presentarse por de otros medios, se tendrán como no presentados. Además, mediante 
esta plataforma AnnA es que tanto los usuarios como la entidad dan a conocer la actuación de la 
administración y conoce la voluntad del usuario de dar o no continuidad a sus trámites.

 Ahora bien, en cuanto al cumplimiento de las obligaciones y deberes como proponente en el 
cumplimiento de un requerimiento, la carga de dicho acatamiento recae en el interesado en la 
propuesta, por lo que es preciso traer a colación el concepto de  ya que ésta es Carga Procesal,
una situación jurídica, instituida en la ley, consistente en el requerimiento de una conducta de 
realización facultativa normalmente establecida en interés del propio sujeto, y cuya omisión trae 
aparejada una consecuencia gravosa para él. Es así, que la actividad de las partes es 
trascendental para la decisión o consecución del contrato pretendido, toda vez que la Ley minera 
ha impuesto determinadas conductas o requisitos y el término para el cumplimiento de los 
m i s m o s .
 

Al respecto es preciso extraer un aparte de la Sentencia C-1512 de fecha 8 de noviembre de dos 
mil (2000) emitida por la Corte Constitucional, en la cual se hace referencia al concepto de 
Cargas Procesales definido en varias jurisprudencias de la Corte Suprema de Justicia, así: 

“Dentro de los distintos trámites judiciales, es factible que la ley asigne a las partes, al juez y aún 
a terceros intervinientes imperativos jurídicos de conducta dentro del proceso, consistentes en 
deberes, obligaciones y cargas procesales. Sobre el particular la Corte Suprema de Justicia, en 
una  de  sus  p rov idenc ias ,  seña ló  lo  s igu ien te :

“(...) De los que la doctrina procesal ha dado en denominar imperativos jurídicos, en el desarrollo 
de la relación jurídico-procesal se distinguen los deberes, las obligaciones y las cargas 
procesales que imponen tanto al Juez como a las partes y aun a los terceros que eventualmente 
intervengan, la observancia de ciertas conductas o comportamientos de hondas repercusiones en 
el proceso. De esos imperativos, los primeros se hallan instituidos por los ordenamientos rituales 
en interés de la comunidad, las obligaciones en pro del acreedor y las últimas en razón del propio 
i n t e r é s .  

Son deberes procesales aquellos imperativos establecidos por la ley en orden a la adecuada 
realización del proceso y que miran, unas veces al Juez (Art. 37 C. de P. C.), otras a las partes y 
aun a los terceros (Art. 71 ib.), y su incumplimiento se sanciona en forma diferente según quien 
sea la persona llamada a su observancia y la clase de deber omitido (arts. 1491, 72 y 73 ibídem y 
Decreto 250 de 1970 y 196 de 1971). Se caracterizan porque emanan, precisamente, de las 
normas procesales, que son de derecho público, y, por lo tanto, de imperativo cumplimiento en 
t é r m i n o s  d e l  a r t í c u l o  6 °  d e l  C ó d i g o .

Las obligaciones procesales son, en cambio, aquellas prestaciones de contenido patrimonial 
impuestas a las partes con ocasión del proceso, como las surgidas de la condena en costas que, 
según lo explica Couture, obedecen al concepto de responsabilidad procesal derivada del abuso 
del derecho de acción o del derecho de defensa. "El daño que se cause con ese abuso, dice, 
genera una obligación de reparación, que se hace efectiva mediante la condenación en costas". 
("Fundamentos del Derecho Procesal Civil", número 130).

Finalmente, las cargas procesales son aquellas situaciones instituidas por la ley que comportan o 
demandan una conducta de realización facultativa, normalmente establecida en interés del propio 
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sujeto y cuya omisión trae aparejadas para él consecuencias desfavorables, como la preclusión 
de una oportunidad o un derecho procesal e inclusive hasta la pérdida del derecho sustancial 
d e b a t i d o  e n  e l  p r o c e s o .

Como se ve, las cargas procesales se caracterizan porque el sujeto a quien se las impone la ley 
conserva la facultad de cumplirlas o no, sin que el Juez o persona alguna pueda compelerlo 
coercitivamente a ello, todo lo contrario de lo que sucede con las obligaciones; de no, tal omisión 
le puede acarrear consecuencias desfavorables. Así, por ejemplo, probar los supuestos de hecho 
para no recibir una sentencia adversa.". (Subraya la Sala).

Continua la Corte Constitucional en su Sentencia C-1512/00 señalando frente a las cargas 
p r o c e s a l e s :  

¨Ahora bien, en el caso de una carga procesal, la omisión de su realización puede traer 
consecuencias desfavorables para éste, las cuales pueden ir desde la preclusión de una 
oportunidad o un derecho procesal hasta la pérdida del derecho material, dado que el 
sometimiento a las normas procedimentales o adjetivas, como formas propias del respectivo 
juicio, no es optativo para quienes acuden al mismo con el objeto de resolver sus conflictos 
jurídicos, en tanto que de esa subordinación depende la validez de los actos que de ellas resulten 
y  la  e fec t iv idad de los  derechos sus tanc ia les . ¨

De conformidad con lo anterior es claro que el Auto mencionado debió ser cumplido por los 
proponentes por considerarse ajustado a derecho, y su incumplimiento conllevó a la 
consecuencia jurídica del desistimiento de la propuesta de contrato de concesión N°. .PBP-10451

Se hace necesario manifestar a los recurrentes, que los términos otorgados son perentorios y de 
 cumplimiento, razón por la cual resulta pertinente poner en consideración lo que al obligatorio

respecto la honorable Corte Constitucional a través de la Sentencia T-1165/03, manifestó:

“(…) en desarrollo del principio de igualdad procesal surgió la imperiosa necesidad de establecer 
términos judiciales que, de manera imperativa, exijan la realización de los actos procesales en un 
determinado momento, so pena de asumir las consecuencias adversas que al respecto establece 
el ordenamiento procesal. en efecto, dejar al libre arbitrio de los sujetos procesales el 
señalamiento de las distintas oportunidades y etapas de un proceso, afectaría gravemente el 
debido proceso, la igualdad de las partes, la economía procesal y, en especial, tornaría de difícil 
realización el principio de contradicción. nótese como una atribución en dicho sentido, impediría 
ofrecerles a los sujetos procesales los mismos derechos y, a su vez, exigirles iguales 
obligaciones. por otra parte, la importancia de limitar en el tiempo la realización de los actos 
procesales que le interesan a las partes o le corresponden al juez, tiene como propósito velar por 
la salvaguarda del principio de la seguridad jurídica (…)”.

Por lo anterior, los proponentes debieron atender de manera estricta y oportuna los 
requerimientos efectuados por la Autoridad Minera, esto es dentro del término señalado y en 
debida forma, situación que no ocurrió en el caso objeto de estudio; toda vez que los términos 
procesales se regulan por las normas del Código General del Proceso, son perentorios e 
improrrogables de conformidad con el artículo 117 del código citado, lo cual está íntimamente 
ligado al principio de preclusión, en desarrollo del cual, el ordenamiento establece etapas que 
deben cumplirse dentro de los términos establecidos, so pena de derivarse las consecuencias 
j u r í d i c a s  c o r r e s p o n d i e n t e s .

Efectuado el análisis correspondiente de la actuación administrativa plasmada en la Resolución 
 por medio de la cual se declaró el desistimiento de la 210-7041 del 5 de octubre de 2023

propuesta de contrato de concesión  y desvirtuados los argumentos de los PBP-10451
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recurrentes, se evidencia que la expedición de la acto administrativo en mención se efectuó de 
conformidad con los principios de legalidad, debido proceso y demás principios que rigen las 
actuaciones administrativas, por lo tanto esta autoridad minera procederá a su confirmación.

En el escrito del recurso los proponentes manifiestan que recibirán notificaciones al correo 
electrónico martinezjaime622@gmail.com, dirección que no coincide con la registrada en la 
plataforma Anna Minería por cada uno de los usuarios, se tendrá en cuenta al momento de la 
n o t i f i c a c i ó n .

Que la presente determinación se adopta con fundamento en el análisis jurídico del Grupo de 
Contratación Minera, con aprobación de la Coordinación del Grupo.

Q u e ,  e n  m é r i t o  d e  l o  e x p u e s t o ,
 

RESUELVE

 ARTÍCULO PRIMERO. – CONFIRMAR la Resolución No. 210-7041 del 5 de octubre de 2023, 
por la cual se declara el desistimiento de la propuesta de contrato de concesión No. ,PBP-10451  
por las razones expuestas en la parte motiva del presente acto administrativo. 

ARTÍCULO SEGUNDO. -  Notifíquese personalmente y/o electrónicamente a través del Grupo de 
Gestión de Notificaciones la presente providencia a los proponentes OLGA LUCIA OYUELA 
CRUZ identificado con Cédula de Ciudadanía No. 51736414, JOSE JAVIER NEMES 
CORREDOR identificado con Cédula de Ciudadanía No. 79611502  enviar notificación también 

 al correo electrónico martinezjaime622@gmail.com o en su defecto procédase mediante aviso de 
conformidad con el artículo 67 s de la Ley 1437 de 2011.

ARTÍCULO TERCERO. - Contra el presente acto administrativo no procede recurso, conforme a 
lo dispuesto en el  art ículo 87 de la Ley 1437 de 2011.

 ARTÍCULO CUARTO. -  Una vez ejecutoriada y en firme la presente providencia, efectúese por el 
Grupo de Catastro y Registro Minero la desanotación del área de la propuesta de contrato de 
concesión No.  del sistema grafico del Sistema Integral de Gestión Minera-Anna PBP-10451
Minería y efectúese el archivo del referido expediente. 

D a d a  e n  B o g o t á ,   

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JULIETH MARIANNE LAGUADO ENDEMANN
Gerente de Contratación y Titulación

 
Proyecto: LGC—Abogada GCM/VCT

Revisó:  AVC-Abogada GCM /VCT

Aprobó: KMO- Coordinadora GCM/VCT

14 de mayo de 2024



 
 

GGN-2024-CE-1029 

 

VICEPRESIDENCIA DE CONTRATACIÓN Y TITULACIÓN 

GRUPO DE GESTIÓN DE NOTIFICACIONES 

CONSTANCIA DE EJECUTORIA 

 

La suscrita Coordinadora del Grupo de Gestión de Notificaciones, hace constar que la 

Resolución GCT No. 210-8297 DEL 14 DE MAYO DE 2024, proferida dentro del expediente 

PBP-10451, POR MEDIO DE LA CUAL SE RESUELVE EL RECURSO DE REPOSICIÓN 

INTERPUESTO CONTRA LA RESOLUCIÓN No. 210-7041 DEL 5 DE OCTUBRE DE 2023 

DENTRO DE LA PROPUESTA DE CONTRATO DE CONCESIÓN No. PBP-10451, fue notificado 

electrónicamente a JOSE JAVIER NEMES CORREDOR y OLGA LUCIA OYUELA CRUZ, el día 29 

de mayo de 2024, según consta en certificación de notificación electrónica GGN-2024-EL-

1270, quedando ejecutoriada y en firme las mencionadas resoluciones, el 30 DE MAYO DE 

2024, como quiera que contra dicho acto administrativo no procede recurso alguno. 

 

Dada en Bogotá D. C., a los veinticinco (25) días del mes de junio de 2024. 

 

 

AYDEE PEÑA GUTIÉRREZ 

COORDINADORA GRUPO DE GESTIÓN DE NOTIFICACIONES 

 

Elaboró: Jesús David Angulo M 
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Número del acto administrativo:
RES-210-7225

República de Colombia

    

 
AGENCIA NACIONAL DE MINERÍA 

RESOLUCIÓN

“Por medio de la cual se declara desistida la propuesta de contrato de concesión No. 506968”

LA GERENTE DE CONTRATACIÓN Y TITULACIÓN

 
En uso de sus facultades legales, en especial de las conferidas por el Decreto No. 4134 del 3 de noviembre de 2011 expedido por 

el Ministerio de Minas y Energía, las Resoluciones Nos. 34 del 18 de enero de 2021 y 224 del 20 de febrero de 2023, expedidas 

por la Agencia Nacional de Minería y

 
CONSIDERANDO

Que la Agencia Nacional de Minería ANM fue creada mediante el Decreto – Ley 4134 de 2011 con el objeto de administrar 

integralmente los recursos minerales de propiedad del Estado, promover el aprovechamiento óptimo y sostenible de los recursos 

mineros de conformidad con las normas pertinentes y en coordinación con las autoridades ambientales en los temas que lo 

requieran, lo mismo que hacer seguimiento a los títulos de propiedad privada del subsuelo cuando le sea delegada esta función 

por el Ministerio de Minas y Energía de conformidad con la ley.

 

Que los numerales 1,6 y 16 del artículo 4 del Decreto – Ley 4134 de 2011, faculta a la Agencia Nacional de Minería ANM para 
“ejercer las funciones de autoridad minera o concedente en el territorio nacional”, “Administrar el catastro minero y el registro 

 yminero nacional”  “Reservar áreas con potencial minero, con el fin de otorgarlas en contrato de concesión”.
 

Que el Decreto No. 509 de 2012 (artículo 8) compilado en el Decreto No. 1083 de 2015, estableció en su artículo 2.2.2.9.8, que: 

“Las Agencias expedirán el manual específico describiendo las funciones que correspondan a los empleos de la planta de 
personal y determinando los requisitos exigidos para su ejercicio”.
 

Que en uso de las facultades concedidas por la anterior disposición, la Agencia Nacional de Minería expidió la Resolución No. 34 

del 18 de enero de 2021 “Por medio de la cual adopta el Manual Específico de Funciones y Competencias laborales para los 

RES-210-7225
19/10/2023
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 asignando al empleo Gerente de Proyectos código G2 empleos de la Planta de Personal de la Agencia Nacional de Minería”,
grado 09 - Vicepresidencia de Contratación y Titulación, la función de aprobar o rechazar las solicitudes y expedir los actos 

administrativos relacionados con el trámite de las solicitudes mineras, teniendo en cuenta la normatividad aplicable.

 
 

ANTECEDENTES

Que la sociedad con    presentó propuesta de contrato de  C.I V&N S.A.S Nit. 900425411-3 el día 03 de octubre  de 2022,
concesión para la exploración y explotación de un yacimiento clasificado técnicamente: ANHIDRITA, ARCILLAS, ARENAS, 

ASFALTO NATURAL, AZUFRE, BENTONITA, CALCITA, CAOLIN, CARBÓN, CONCENTRADOS MINERALES DE IRIDIO, 

CORINDON, CUARZO, DOLOMITA, ESMERALDA, FELDESPATOS, FLUORITA, GRAFITO, GRANATE, GRANITO, GRAVAS, 

MAGNESITA, MARMOL Y TRAVERTINO, MICA, MINERALES DE ALUMINIO Y SUS CONCENTRADOS, MINERALES DE 

ANTIMONIO Y SUS CONCENTRADOS, MINERALES DE BARIO, MINERALES DE BORO, MINERALES DE CIRCONIO Y SUS 

CONCENTRADOS, MINERALES DE COBALTO Y SUS CONCENTRADOS, MINERALES DE COBRE Y SUS CONCENTRADOS, 

MINERALES DE CROMO Y SUS CONCENTRADOS, MINERALES DE ESTAÑO Y SUS CONCENTRADOS, MINERALES DE 

HIERRO Y SUS CONCENTRADOS, MINERALES DE LITIO , MINERALES DE MANGANESO Y SUS CONCENTRADOS, 

MINERALES DE MERCURIO Y SUS CONCENTRADOS, MINERALES DE MOLIBDENO Y SUS CONCENTRADOS, MINERALES 

DE NIQUEL Y SUS CONCENTRADOS, MINERALES DE ORO Y SUS CONCENTRADOS, MINERALES DE PLATA Y SUS 

CONCENTRADOS, MINERALES DE PLATINO (INCLUYE PLATINO, PALADIO, RUTENIO, RODIO, OSMIO) Y SUS 

CONCENTRADOS, MINERALES DE PLOMO Y SUS CONCENTRADOS, MINERALES DE POTASIO, MINERALES DE SODIO, 

MINERALES DE TANTALIO, MINERALES DE TITANIO Y SUS CONCENTRADOS, MINERALES DE VANADIO Y SUS 

CONCENTRADOS, MINERALES DE WOLFRAMIO (TUNGSTENO) Y SUS CONCENTRADOS, MINERALES DE ZINC Y SUS 

CONCENTRADOS, MINERALES Y CONCENTRADOS DE TORIO, OTRAS PIEDRAS PRECIOSAS, OTRAS PIEDRAS 

SEMIPRECIOSAS, OTRAS ROCAS METAMÓRFICAS, OTRAS ROCAS Y MINERALES DE ORIGEN VOLCANICO, OTROS 

MINERALES DE METALES NO FERROSOS Y SUS CONCENTRADOS (EXCEPTO MINERALES DE URANIO O TORIO Y SUS 

CONCENTRADOS), PIEDRA POMEZ, PIRITA, PIZARRA, RECEBO, ROCA FOSFATICA, ROCA O PIEDRA CALIZA, ROCA O 

PIEDRA CORALINA, ROCAS DE CUARCITA, ROCAS DE ORIGEN VOLCÁNICO, PUZOLANA, BASALTO, SAL GEMA, 

ubicado en los municipios de SULFATO DE BARIO NATURAL-BARITINA, TALCO, YESO CARBON GUADUAS  y CAPARRAPÍ, 
en el departamento de , a la cual le correspondió el expediente No. CUNDINAMARCA 506968.
 

Que, el Decreto No. 2078 de 2019, estableció:

 

“Artículo 2.2.5.1.2.1. Objeto. La presente Sección tiene por objeto establecer el Sistema Integral de Gestión Minera (SIGM), como 
la única plataforma tecnológica para la radicación y gestión de los trámites a cargo de la autoridad minera, así como la fijación de 
lineamientos generales para su implementación y puesta en producción.”
 

Que el 04 de agosto de 2022, el H. Consejo de Estado – Sección Primera, MP. Roberto Augusto Serrato Valdés, expidió decisión 

de segunda instancia dentro de la Acción Popular de radicado No. 25000234100020130245901, aclarada y adicionada mediante 

auto de fecha 29 de septiembre de 2022, mediante la cual se amparan, entre otros, los derechos colectivos al goce de un 

ambiente sano, a la existencia del equilibrio ecológico, al manejo y aprovechamiento racional de los recursos naturales para 

garantizar su desarrollo sostenible y a la protección de áreas de especial importancia ecológica.

 

Que, en virtud de la referida decisión, se dictaron diferentes órdenes de amparo, dentro de las cuales se encuentran algunas 

transitorias referidas al trámite de las propuestas de contrato de concesión minera, y propuestas de contrato de concesión con 

requisitos diferenciales, específicamente en el numeral 1.3.1, adicionado por el artículo cuarto del proveído del 29 de septiembre 

de 2022, a saber:

 

“(…) 1.3.1. La Agencia Nacional de Minería, deberá exigir a los proponentes que aporten, junto con la solicitud de titulación, un 
certificado proferido por la autoridad ambiental competente, en el que se informe: (i) si su proyecto se superpone o no con alguno 
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de los ecosistemas a que se refieren los subtítulos b) y c) del capítulo II.3.3. de esta sentencia; (ii) si tal territorio se encuentra 
zonificado, y (iii) si las actividades mineras están permitidas en el instrumento de zonificación. En el evento en que se presenten 
dudas sobre la compatibilidad del proyecto con el propósito de conservación, la Agencia Nacional de Minería deberá abstenerse 
de resolver de fondo la propuesta hasta que exista certeza sobre la referida compatibilidad, dando aplicación al principio de 
precaución.
 

Para tal efecto, en el término de tres (3) meses contados a partir de la ejecutoria de esta sentencia, la Agencia Nacional de 
Minería, el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible y el Ministerio de Minas y Energías, en el marco de sus competencias 
legales y reglamentarias, y junto con las entidades de los sectores minero y ambiental que estimen competentes, establecerán 
previamente: (i) el procedimiento y los mecanismos de coordinación intersectorial que se utilizarán para la expedición de los 
certificados, (ii) los plazos máximos para la expedición de los certificados, y (iii) las garantías al debido proceso de los 
peticionarios. (…)
 

Que, en atención a lo anterior, el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, expidió la Circular No. SG-40002023E400013 
, a través de la cual se dictaron los lineamientos para proferir certificaciones en el marco del del 19 de enero de 2023

cumplimiento del numeral 1.3.1 orden tercera de la mencionada sentencia.

 

Que el 26 de enero de 2023, el Gobierno Nacional expidió el  mediante el cual adoptó medidas para el Decreto No. 107,
cumplimiento de la sentencia proferida por el Consejo de Estado, el 4 de agosto de 2022, adicionada y aclarada mediante Auto del 

29 de septiembre de 2022, dentro de la Acción Popular No. 250002341000-2013-02459-01, y dispuso:

 

“(…) Artículo 2. Impartir las siguientes órdenes administrativas para el cumplimiento de lo resuelto en el numeral 1.3.1. de la 
sentencia proferida por el Consejo de Estado dentro de la Acción Popular No. 250002341000-2013-02459-01, adicionado por el 
Auto del 29 de septiembre de 2022:
 

(…) 2. A la  que previsto en este artículo a los proponentes de las áreas qAgencia Nacional de Minería exija el certificado ue a 
 (Negrilla y resaltado fuera de texto). (…)”la fecha de expedición de este Decreto aún no cuentan con título minero

 

Que, mediante , notificado por , dando Auto GCM No. 004 del 08 de junio de 2023 Estado No. 090 del 13  de junio de 2023
cumplimiento a lo ordenado en el numeral 2 del artículo 2º del Decreto No. 107 del 26 de enero de 2023, se procedió a requerir a 

los proponentes de las propuestas de contratos de concesión allí enlistados, entre los que se encuentra la placa , sub examine
para que dentro del término perentorio de un (01) mes contado a partir del día siguiente a la notificación de dicha providencia, 

allegaran a través de la Plataforma Anna Minería certificación(es) ambiental(es) expedida(s) por autoridad(es) competente(s) junto 

con archivo geográfico en Formato Shapefile (Comprimido Zip) del área certificada, o la(s) solicitud(es) con constancia y fecha de 

radicado(s) de dicha certificación ante la(s) autoridad(es) ambiental(es) competente(s), efectuada a través de la plataforma VITAL 

del Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, .so pena de declarar el desistimiento del trámite de la propuesta
 

Que el día  de octubre de 2023, el Grupo de Contratación Minera evaluó la propuesta de contrato de concesión No. , y  17 506968
se determinó que, vencido el término para acatar los requerimientos contenidos en el precitado Auto y una vez consultado el 

Sistema Integral de Gestión Minera - AnnA Minería, se evidenció que la sociedad proponente C.I V&N S.A.S. no atendió la 

exigencia formulada, por tal razón se recomienda declarar el desistimiento del trámite de la propuesta de contrato de concesión.

 

 

FUNDAMENTOS DE LA DECISIÓN

Que el , frente a la remisión normativa, esboza lo siguiente:artículo 297 del Código de Minas
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“En el procedimiento gubernativo y en las acciones judiciales, en materia minera, se estará en lo pertinente, a las disposiciones del 
Código Contencioso Administrativo y para la forma de practicar las pruebas y su valoración se aplicarán las del Código de 
Procedimiento Civil.”
 

Que, en este sentido, el artículo 1º de la Ley 1755 de 2015, que sustituye el artículo 17, de la Ley 1437 de 2011, expone:

 

“ARTÍCULO 1o. Sustitúyase el Título II, Derecho de Petición, Capítulo I, Derecho de Petición ante las autoridades-Reglas 
Generales, Capítulo II Derecho de petición ante autoridades-Reglas Especiales y Capítulo III Derecho de Petición ante 
organizaciones e instituciones privadas, artículos 13 a 33, de la Parte Primera de la Ley 1437 de 2011, por el siguiente:
 

Artículo 17. Peticiones incompletas y desistimiento tácito. En virtud del principio de eficacia, cuando la autoridad constate que una 
petición ya radicada está incompleta o que el peticionario deba realizar una gestión de trámite a su cargo, necesaria para 

, y que la actuación pueda continuar sin oponerse a la ley, requerirá al peticionario dentro de los adoptar una decisión de fondo
diez (10) días siguientes a la fecha de radicación para que la complete en el término máximo de un (1) mes.
 

A partir del día siguiente en que el interesado aporte los documentos o informes requeridos, se reactivará el término para resolver 
la petición.
 

Se entenderá que el peticionario ha desistido de su solicitud o de la actuación cuando no satisfaga el requerimiento, salvo 
que antes de vencer el plazo concedido solicite prórroga hasta por un término igual.
 

Vencidos los términos establecidos en este artículo, sin que el peticionario haya cumplido el requerimiento, la autoridad 
decretará el desistimiento y el archivo del expediente, mediante acto administrativo motivado, que se notificará 
personalmente, contra el cual únicamente procede recurso de reposición, sin perjuicio de que la respectiva solicitud pueda ser 
nuevamente presentada con el lleno de los requisitos legales.” (Se resalta).
 

Que la Corte Constitucional[1]   al referirse a la figura del desistimiento tácito ha señalado que: “(…) El desistimiento tácito es 
una forma anormal de terminación del proceso, que se sigue como consecuencia jurídica del incumplimiento de una 
carga procesal a cargo de la parte que promovió un trámite, y de la cual depende la continuación del proceso, pero no la 
cumple en un determinado lapso, con la cual se busca sancionar no sólo la desidia sino también el abuso de los 

. No todo desistimiento tácito significa la terminación del proceso, ya que la decisión judicial a tomar derechos procesales
dependerá de la clase de trámite que esté pendiente de adelantarse. (…)”. (Se resalta).
 

Que el Grupo de Contratación Minera, , realizó el estudio de la propuesta de contrato de concesión el día 17 de octubre de 2023
No. , en la que concluyó que, a la fecha, los términos previstos en el Auto No. 004 del 08 de junio de 2023, se encuentran 506968
vencidos, y la sociedad proponente C.I V&N S.A.S no dio cumplimiento al requerimiento antes señalado, por tanto, es procedente 

declarar el desistimiento del presente trámite minero, de conformidad con las normas antes transcritas.
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Que teniendo en cuenta lo anterior, se procede a declarar el desistimiento al trámite de la propuesta de Contrato de Concesión No. 

506968
 

En mérito de lo expuesto, la Gerente de Contratación Minera

 

 
RESUELVE

 Declarar el desistimiento al trámite de la propuesta de contrato de Concesión Minera No. , por las ARTÍCULO PRIMERO.- 506968
razones expuestas en la parte motiva del presente proveído.

 

 Notifíquese la presente Resolución Personalmente a través del Grupo de Gestión de Notificaciones de ARTÍCULO SEGUNDO.-
la Vicepresidencia de Contratación y Titulación a la sociedad proponente con C.I V&N S.A.S Nit. 900425411-3 por medio de su 

o en su defecto, procédase mediante aviso, de conformidad al artículo 67 y ss. de la representante legal o quien haga sus veces, 

Ley 1437 de 2011.

 

Contra la presente Resolución procede el recurso de reposición el cual podrá interponerse dentro de los ARTÍCULO TERCERO .- 
DIEZ (10) días siguientes a su notificación, de acuerdo con lo preceptuado por el artículo 76 de la Ley 1437 de 2011.

 

Ejecutoriada esta providencia procédase a la desanotación del área del Sistema Integral de Gestión ARTÍCULO CUARTO.- 
Minera - AnnA Minería y efectúese el archivo del referido expediente.

 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JULIETH MARIANNE LAGUADO ENDEMANN
Gerente de Contratación y Titulación

 
 

 [1] Corte Constitucional. C-1186/08. M.P. MANUEL JOSÉ CEPEDA ESPINOSA
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Número del acto administrativo:
RES-210-8294

República de Colombia

AGENCIA NACIONAL DE MINERÍA

                                RESOLUCIÓN NÚMERO                               
(                                                        )

“POR MEDIO DE LA CUAL SE RESUELVE EL RECURSO DE REPOSICIÓN INTERPUESTO 
CONTRA LA RESOLUCIÓN No. RES-210-7225 DEL 19 DE OCTUBRE DE 2023 DENTRO DE 

LA PROPUESTA DE CONTRATO DE CONCESIÓN No. 506968”

LA GERENTE DE CONTRATACIÓN Y TITULACIÓN

 
En uso de sus facultades legales, en especial de las conferidas por el Decreto 4134 del 3 de 
noviembre de 2011 expedido por el Ministerio de Minas y Energía, las Resoluciones 34 del 18 de 
enero de 2021 y 224 del 20 de febrero de 2023, expedidas por la Agencia Nacional de Minería y
 

CONSIDERANDO

Que la Agencia Nacional de Minería ANM fue creada mediante el Decreto – Ley 4134 de 2011 
con el objeto de administrar integralmente los recursos minerales de propiedad del Estado, 
promover el aprovechamiento óptimo y sostenible de los recursos mineros de conformidad con 
las normas pertinentes y en coordinación con las autoridades ambientales en los temas que lo 
requieran, lo mismo que hacer seguimiento a los títulos de propiedad privada del subsuelo 
cuando le sea delegada esta función por el Ministerio de Minas y Energía de conformidad con la 
l e y .

Que los numerales 1,6 y 16 del artículo 4 del Decreto – Ley 4134 de 2011, faculta a la Agencia 
Nacional de Minería ANM para “ejercer las funciones de autoridad minera o concedente en el 
territorio nacional”, “Administrar el catastro minero y el registro minero nacional” y “Reservar áreas 
con potencial minero, con el fin de otorgarlas en contrato de concesión”. 

Que el Decreto 509 de 2012 (artículo 8) compilado en el Decreto 1083 de 2015, estableció en su 
artículo 2.2.2.9.8, que: “Las Agencias expedirán el manual específico describiendo las funciones 
que correspondan a los empleos de la planta de personal y determinando los requisitos exigidos 
p a r a  s u  e j e r c i c i o ” .  

Que en uso de las facultades concedidas por la anterior disposición, la Agencia Nacional de 
Minería expidió la Resolución 34 del 18 de enero de  2021 “Por medio de la cual adopta el Manual 
Específico de Funciones y Competencias laborales para los empleos de la Planta de Personal de 

RES-210-8294
14 DE MAYO DE 2024
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la Agencia Nacional de Minería”, asignando al empleo Gerente de Proyectos código G2 grado 09 
- Vicepresidencia de Contratación y Titulación, la función de aprobar o rechazar las solicitudes y 
expedir los actos administrativos relacionados con el trámite de las solicitudes mineras, teniendo 
en cuenta la normatividad aplicable.

ANTECEDENTES

Que la sociedad con presentó C.I V&N S.A.S Nit. 900425411-3 el día 03 de octubre de 2022, 
propuesta de contrato de concesión para la exploración y explotación de un yacimiento clasificado 
técnicamente: ANHIDRITA, ARCILLAS, ARENAS, ASFALTO NATURAL, AZUFRE, BENTONITA, 
CALCITA, CAOLIN, CARBÓN, CONCENTRADOS MINERALES DE IRIDIO, CORINDON, 
CUARZO, DOLOMITA, ESMERALDA, FELDESPATOS, FLUORITA, GRAFITO, GRANATE, 
GRANITO, GRAVAS, MAGNESITA, MARMOL Y TRAVERTINO, MICA, MINERALES DE 
ALUMINIO Y SUS CONCENTRADOS, MINERALES DE ANTIMONIO Y SUS CONCENTRADOS, 
MINERALES DE BARIO, MINERALES DE BORO, MINERALES DE CIRCONIO Y SUS
CONCENTRADOS, MINERALES DE COBALTO Y SUS CONCENTRADOS, MINERALES DE 
COBRE Y SUS CONCENTRADOS, MINERALES DE CROMO Y SUS CONCENTRADOS, 
MINERALES DE ESTAÑO Y SUS CONCENTRADOS, MINERALES DE HIERRO Y SUS 
CONCENTRADOS, MINERALES DE LITIO , MINERALES DE MANGANESO Y SUS 
CONCENTRADOS, MINERALES DE MERCURIO Y SUS CONCENTRADOS, MINERALES DE 
MOLIBDENO Y SUS CONCENTRADOS, MINERALES DE NIQUEL Y SUS CONCENTRADOS, 
MINERALES DE ORO Y SUS CONCENTRADOS, MINERALES DE PLATA Y SUS 
CONCENTRADOS, MINERALES DE PLATINO (INCLUYE PLATINO, PALADIO, RUTENIO, 
RODIO, OSMIO) Y SUS CONCENTRADOS, MINERALES DE PLOMO Y SUS 
CONCENTRADOS, MINERALES DE POTASIO, MINERALES DE SODIO, MINERALES DE 
TANTALIO, MINERALES DE TITANIO Y SUS CONCENTRADOS, MINERALES DE VANADIO Y 
SUS CONCENTRADOS, MINERALES DE WOLFRAMIO (TUNGSTENO) Y SUS 
CONCENTRADOS, MINERALES DE ZINC Y SUS CONCENTRADOS, MINERALES Y 
CONCENTRADOS DE TORIO, OTRAS PIEDRAS PRECIOSAS, OTRAS PIEDRAS 
SEMIPRECIOSAS, OTRAS ROCAS METAMÓRFICAS, OTRAS ROCAS Y MINERALES DE 
ORIGEN VOLCANICO, OTROS MINERALES DE METALES NO FERROSOS Y SUS 
CONCENTRADOS (EXCEPTO MINERALES DE URANIO O TORIO Y SUS CONCENTRADOS), 
PIEDRA POMEZ, PIRITA, PIZARRA, RECEBO, ROCA FOSFATICA, ROCA O PIEDRA CALIZA, 
ROCA O PIEDRA CORALINA, ROCAS DE CUARCITA, ROCAS DE ORIGEN VOLCÁNICO, 
PUZOLANA, BASALTO, SAL GEMA, SULFATO DE BARIO NATURAL-BARITINA, TALCO, 
YESO CARBON ubicado en los municipios de en el departamento de GUADUAS y CAPARRAPÍ, 

, a la cual le correspondió el expediente No. CUNDINAMARCA 506968.

Que,  e l  Decre to  No .  2078  de  2019 ,  es tab lec ió :

“Artículo 2.2.5.1.2.1. Objeto. La presente Sección tiene por objeto establecer el Sistema Integral 
de Gestión Minera (SIGM), como la única plataforma tecnológica para la radicación y gestión de 
los trámites a cargo de la autoridad minera, así como la fijación de lineamientos generales para 
su  imp lemen tac ión  y  pues ta  en  p roducc ión . ”

Que el 04 de agosto de 2022, el H. Consejo de Estado – Sección Primera, MP. Roberto Augusto 
Serrato Valdés, expidió decisión de segunda instancia dentro de la Acción Popular de radicado 
No. 25000234100020130245901, aclarada y adicionada mediante
auto de fecha 29 de septiembre de 2022, mediante la cual se amparan, entre otros, los derechos 
colectivos al goce de un ambiente sano, a la existencia del equilibrio ecológico, al manejo y 
aprovechamiento racional de los recursos naturales para garantizar su desarrollo sostenible y a la 
protección de áreas de especial importancia ecológica.
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Que, en virtud de la referida decisión, se dictaron diferentes órdenes de amparo, dentro de las 
cuales se encuentran algunas transitorias referidas al trámite de las propuestas de contrato de 
concesión minera, y propuestas de contrato de concesión con requisitos diferenciales, 
específicamente en el numeral 1.3.1, adicionado por el artículo cuarto del proveído del 29 de 
s e p t i e m b r e  d e  2 0 2 2 ,  a  s a b e r :

“(…) 1.3.1. La Agencia Nacional de Minería, deberá exigir a los proponentes que aporten, junto 
con la solicitud de titulación, un certificado proferido por la autoridad ambiental competente, en el 
que se informe: (i) si su proyecto se superpone o no con alguno de los ecosistemas a que se 
refieren los subtítulos b) y c) del capítulo II.3.3. de esta sentencia; (ii) si tal territorio se encuentra 
zonificado, y (iii) si las actividades mineras están permitidas en el instrumento de zonificación. En 
el evento en que se presenten dudas sobre la compatibilidad del proyecto con el propósito de 
conservación, la Agencia Nacional de Minería deberá abstenerse de resolver de fondo la 
propuesta hasta que exista certeza sobre la referida compatibilidad, dando aplicación al principio 
d e  p r e c a u c i ó n . ( … ) ”

Para tal efecto, en el término de tres (3) meses contados a partir de la ejecutoria de esta 
sentencia, la Agencia Nacional de Minería, el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible y el 
Ministerio de Minas y Energías, en el marco de sus competencias legales y reglamentarias, y 
junto con las entidades de los sectores minero y ambiental que estimen competentes, 
establecerán previamente: (i) el procedimiento y los mecanismos de coordinación intersectorial 
que se utilizarán para la expedición de los certificados, (ii) los plazos máximos para la expedición 
de los certificados, y (iii) las garantías al debido proceso de los peticionarios. (…)

Que, en atención a lo anterior, el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, expidió la 
Circular No. SG-40002023E400013 del 19 de enero de 2023, a través de la cual se dictaron los 
lineamientos para proferir certificaciones en el marco del cumplimiento del numeral 1.3.1 orden 
t e r c e r a  d e  l a  m e n c i o n a d a  s e n t e n c i a .

Que el 26 de enero de 2023, el Gobierno Nacional expidió el Decreto No. 107, mediante el cual 
adoptó medidas para el cumplimiento de la sentencia proferida por el Consejo de Estado, el 4 de 
agosto de 2022, adicionada y aclarada mediante Auto del 29 de septiembre de 2022, dentro de la 
Acción Popular No. 250002341000-2013-02459-01, y dispuso:

“(…) Artículo 2. Impartir las siguientes órdenes administrativas para el cumplimiento de lo resuelto 
en el numeral 1.3.1. de la sentencia proferida por el Consejo de Estado dentro de la Acción 
Popular No. 250002341000-2013-02459-01, adicionado por el Auto del 29 de septiembre de 2022:

(…) 2. A la que previsto en este artículo a los proponentes Agencia Nacional de Minería exija 
el certificado de las áreas que a la fecha de expedición de este Decreto aún no cuentan con 
título minero. (…)” (Negril la y resaltado fuera de texto)

Que, mediante Auto GCM No. 004 del 08 de junio de 2023, notificado por Estado No. 090 del 13 
de junio de 2023, dando cumplimiento a lo ordenado en el numeral 2 del artículo 2º del Decreto 
No. 107 del 26 de enero de 2023, se procedió a requerir a los proponentes de las propuestas de 
contratos de concesión allí enlistados, entre los que se encuentra la placa sub examine, para que 
dentro del término perentorio de un (01) mes contado a partir del día siguiente a la notificación de 
dicha providencia, allegaran a través de la Plataforma Anna Minería certificación(es) ambiental
(es) expedida(s) por autoridad(es) competente(s) junto con archivo geográfico en Formato 
Shapefile (Comprimido Zip) del área certificada, o la(s) solicitud(es) con constancia y fecha de 
radicado(s) de dicha certificación ante la(s) autoridad(es) ambiental(es) competente(s), efectuada 
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a través de la plataforma VITAL del Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, so pena de 
declarar el desist imiento del trámite de la propuesta.

Que el día de octubre de 2023, el Grupo de Contratación Minera evaluó la propuesta de 17 
contrato de concesión No. , y se determinó que, vencido el término para acatar los 506968
requerimientos contenidos en el precitado Auto y una vez consultado el Sistema Integral de 
Gestión Minera - AnnA Minería, se evidenció que la sociedad proponente C.I V&N S.A.S. no 
atendió la exigencia formulada, por tal razón se recomienda declarar el desistimiento del trámite 
d e  l a  p r o p u e s t a  d e  c o n t r a t o  d e  c o n c e s i ó n .

Que mediante la Resolución No. 210-7225 del 19 de octubre de 2023 se declaró el 
desistimiento al trámite de la propuesta de contrato de Concesión Minera No. 506968, notificada 
electrónicamente el 19 de diciembre de 2023 cuando se remitió mensaje al correo electrónico 

 autorizado cinternacionalvn@gmail.com  desde el correo institucional 
notificacionelectronicaanm@anm.gov.co, lo anterior se evidencia en la constancia  GGN-2023-EL-
3 2 7 6  d e  1 9  d e  d i c i e m b r e  d e  2 0 2 3 .

Que mediante evento No. 519942 y radicado No. 59384-0 del 29 de diciembre 2023, la sociedad 
proponente a través de su represente legal, presentó recurso de reposición contra la Resolución 
2 1 0 - 7 2 2 5  d e l  1 9  d e  o c t u b r e  d e  2 0 2 3 .
 

ARGUMENTOS DEL RECURSO

El recurrente en principio hace un recuento de los antecedentes de la propuesta de contrato de 
concesión No. 506968 y a continuación manifiesta lo siguiente:

“ ( … )  
H E C H O S
En ocasión al requerimiento que hizo la agencia nacional de minería referente a la certificación 
ambiental que deberían presentar las propuestas de contrato de concesión radicadas antes del 
25 de octubre de 2022, yo VICTOR MARIO NAVIA candia identificado como aparece al pie de mi 
firma y en representación de la empresa C.I. V&N SAS, manifiesto haber realizado el trámite 
pertinente de la solicitud 506968 pero por dificultades con la plataforma vital la cual no permitió en 
su momento realizar el trámite, me permito someter a consideración de ustedes a través de esta 
herramienta legal la posibilidad de continuar con el trámite de la propuesta de contrato de 
concesión mencionada. Cabe anotar que me dirigí ante la CAR Cundinamarca, ante varias sedes 
de la ANM entre estas la sede Bogotá y por último me toco hacer de forma personal el trámite 
ante el ministerio del medio ambiente luego de varios intentos y dificultades con el usuario y la 
cuenta, en el ministerio del medio ambiente le toco a un funcionario de soporte técnico de la 
plataforma realizar el trámite porque como cite anteriormente no fue posible.
P R E T E N S I O N E S
Solicito el anexo de la certificación ambiental para continuar el trámite y seguir con el proceso de 
la propuesta de contrato de concesión No 506968 (…)”.  
 

FUNDAMENTOS DE LA DECISIÓN

 
Que de acuerdo con nuestra legislación y la doctrina existente, el recurso de reposición constituye 
un instrumento legal mediante el cual la parte interesada tiene la oportunidad de ejercer el 
derecho de controvertir una decisión, para que la administración previa su evaluación, la 
confirme, aclare, modifique, adicione o revoque previo el lleno de las exigencias legales 
e s t a b l e c i d a s  p a r a  d i c h o  e f e c t o .
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1.  

2.  
3.  
4.  

Que la finalidad esencial del recurso de reposición no es otra distinta a que el funcionario de la 
administración que tomó una decisión administrativa, se le dé la oportunidad para que enmiende 
o corrija un error, o los posibles errores que se hayan podido presentar en el acto administrativo 
por  é l  exped ido,  en  e je rc ic io  de  sus  func iones.  

Expuesto lo anterior, resulta pertinente mencionar que el artículo 297 del Código de Minas 
e s t a b l e c e :

“  En el procedimiento gubernativo y en las acciones judiciales, en materia minera, se REMISION.
estará en lo pertinente, a las disposiciones del Código Contencioso Administrativo (…)”. 

Que en consecuencia, en materia de recursos en la Sede Administrativa se hace aplicable el 
Título III, Capítulo Quinto de la Ley 1437 de 2011, que en su artículo 74, establece:

“Artículo 74. Recursos contra los actos administrativos. Por regla general, contra los actos 
def in i t ivos procederán los s igu ientes recursos:

1º) El de reposición, ante quien expidió la decisión, para que la aclare, modifique, adicione o 
r e v o q u e .
 ( … ) ” .

Son actos definitivos, que ponen fin a una actuación administrativa, los que deciden directa o 
indirectamente el fondo del asunto; los actos de trámite pondrán fin a la actuación cuando hagan 
i m p o s i b l e  c o n t i n u a r l a ” .

Que en materia de recursos es aplicable el Título III, Capítulo Quinto ley 1437 de 2011, el artículo 
7 6 d i s p o n e :   

“Artículo 76. Oportunidad y presentación. Los recursos de reposición y apelación deberán 
interponerse por escrito en la diligencia de notificación personal, o dentro de los diez (10) días 
siguientes a ella, o a la notificación por aviso, o al vencimiento del término de publicación, según 
el caso. Los recursos contra los actos presuntos podrán interponerse en cualquier tiempo. (…)”

Que a su vez, de acuerdo con lo previsto en el  de la referida Ley 1437 de 2011, los artículo 77
recursos deberán reunir  los s iguientes requis i tos:

“REQUISITOS Los recursos deberán reunir, además los siguientes requisitos:. 

Interponerse dentro del plazo legal, por el interesado o su representante o apoderado 
debidamente constituido.
Sustentarse con la expresión concreta de los motivos de inconformidad.
Solicitar y aportar las pruebas que se pretende hacer valer.
 Indicar el nombre y la dirección del recurrente, así como la dirección electrónica si desea 
ser notificado por este medio.

Que el incumplimiento de alguno de los requisitos legales consagrados en el artículo 77 antes 
citado en el escrito con el cual se formula el recurso de reposición, dará lugar al rechazo de este 
por parte del funcionario competente, conforme a lo establecido en el artículo 78 ibidem. 
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Que una vez se observa la concurrencia de los requisitos anteriormente citados, se procede a 
resolver el recurso de reposición interpuesto, como quiera que la Resolución No 210-7225 del 19 
de noviembre de 2023 fue notificada el 19 de diciembre de 2023 y el recurso de reposición se 

 p r e s e n t ó  e l  d í a 1 8  d e  d i c i e m b r e  d e  2 0 2 3 .    
 

ANÁLISIS DEL RECURSO DE REPOSICIÓN

Que analizada y estudiada la argumentación expuesta por el recurrente es del caso precisar que 
la  por medio de la cual se declaró el Resolución No 210-7225 del 19 de octubre de 2023
desistimiento de la propuesta de contrato de concesión No. 506968 se fundamentó en la 
evaluación del 17 de octubre de 2023, la cual determinó que vencido el término para acatar los 
requerimientos contenidos en el Auto No. 00004 del 8 de junio de 2023 y una vez consultado el 
Sistema Integral de Gestión Minera - AnnA Minería, se evidenció que la sociedad proponente C.I 
V&N S.A.S. no atendió la exigencia formulada, por tal razón se recomendó declarar el 
desistimiento del trámite de la propuesta de contrato de concesión.

 Los  argumentos  de la  recur rente  se  cent ran  en:

(…) manifiesto haber realizado el trámite pertinente de la solicitud 506968 pero por dificultades 
con la plataforma vital la cual no permitió en su momento realizar el trámite, me permito someter a 
consideración de ustedes a través de esta herramienta legal la posibilidad de continuar con el 
trámite de la propuesta de contrato de concesión mencionada. (…)

Manifiesta la recurrente que las actividades requeridas en el Auto GCM No. 004 del 08 de junio 
de 2023, notificado por Estado No. 090 del 13 de junio de 2023, fueron realizadas, pero por 
dificultades presentadas en la plataforma Vital no le permitió adelantar el trámite. Al respecto vale 
la pena indicar que el Auto en mención en su artículo primero dispuso:

ARTÍCULO PRIMERO- Dar cumplimiento a lo ordenado en el numeral 2 del artículo 2º del 
Decreto 107 del 26 de enero de 2023 y en consecuencia REQUERIR a los  solicitantes de las 
propuestas de contrato de concesión relacionadas en el Anexo No. 
1 el cual hace parte integral del presente auto, para que, dentro del término perentorio 
de un (1) mes contado a partir del día siguiente a la notificación de la presente  providencia, 
alleguen a través de la Plataforma Anna Minería certificación (es) ambiental(es) expedida(s) por 
autoridad(es) competente(s) ) junto con el archivo geográfico en formato shapefile (Comprimido .
z i p )  d e l  á r e a  c e r t i f i c a d a ,  o  l a  ( s )  s o l i c i t u d  
(es) con constancia y fecha de radicado(s) de dicha certificación, ante la (s) autoridad 
(es) ambiental (es) competente(s) efectuada a través de la plataforma Vital del Ministerio de 
Ambiente y Desarrollo Sostenible, so pena de decretar el DESISTIMIENTO del trámite de la 
p r o p u e s t a .  

PARÁGRAFO PRIMERO- La certificación (es) ambiental(es) de la (s) autoridad(es) 
competente(s) debe ser expedida(s) a través de la plataforma Vital del Ministerio de 
Ambiente y Desarrollo Sostenible y la (s) solicitud (es) de certificación ante la (s autoridad (es) 
ambiental (es) competente(s), debe (n) estar radicada (s) a través de la plataforma Vital del 
Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible. Las certificaciones o constancias de solicitudes 
de las certificaciones aportadas sin que se pueda verificar en la plataforma Vital del Ministerio de 

 y tendrán la consecuencia Ambiente y Desarrollo Sostenible, se tendrán por no presentadas
establecida en el artículo 17 de la Ley 1437 de 2011 sustituido y desarrollado normativamente en 
el artículo 1 de la Ley 1755 del 30 de junio 2015. (Subraya fuera de texto)
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Dentro de dicho auto se otorgó el término de un (1) mes, igualmente fue muy claro el 
requerimiento al establecer que no solo debía solicitar a través de la plataforma Vital la 
certificación ambiental, sino que debía poner en conocimiento de la autoridad minera, dicha 
gestión, cargando en la plataforma AnnA Minería bien el radicado que le arrojo la plataforma de la 
solicitud o bien la certificación ambiental si contaba con ella antes de vencerse el término 
concedido. Cabe aclarar al recurrente que el requerimiento se reailzó en virtud de lo establecido 
en la Ley 1437 de 2011, norma aplicable a la propuesta de contrato de concesión en estudio, ya 
que, ésta fue radicada en el año 2022, es decir, le aplican las disposiciones de la mencionada ley, 
y por remisión del Código de Minas cuando no exista norma expresa de aplicación al tema a 
tratar se remitirá a las del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
A d m i n i s t r a t i v o .

El parágrafo segundo en el subrayado se denota que, “…Las certificaciones o constancias de 
solicitudes de las certificaciones aportadas sin que se pueda verificar en la plataforma Vital del 

 y tendrán la Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, se tendrán por no presentadas
consecuencia establecida en el artículo 17 de la Ley 1437 de 2011 sustituido y desarrollado 

de acuerdo a lo anterior, normativamente en el artículo 1 de la Ley 1755 del 30 de junio 2015”, 
para que la autoridad minera pudiera verificar el radicado de la solicitud de certificación ambiental 
o la certificación ambiental, requería que la proponente la cargara a través de la plataforma AnnA 
Minería, ya que solo mediante el número de radicado que arroja la plataforma Vital es que la 
agencia puede verificar que existe un trámite en curso o que se expidió la certificación desde allí.

Frente al término otorgado, como ya se mencionó, fue de un (1) mes, contado a partir del día 
siguiente a la notificación del auto, es decir desde el 14 de junio hasta el 14 de julio debía haber 
allegado o la constancia del radicado de la solicitud o la certificación ambiental si ya contaba con 
ella, al verificar en la plataforma, se evidenció que la proponente no cargo en la plataforma la 
constancia del radicado de la solicitud ni la certificación ambiental que expidiera la autoridad 
ambiental competente, por lo que es claro que no cumplió con lo requerido.

Se debe precisar a la recurrente que respecto al cumplimiento de los requerimientos elevados a 
través de los actos administrativos deben presentarse o allegarse por la plataforma implementada 
con e l  Decreto  No.  2078 de 2019,  e l  cua l  es tab le :

“Artículo 2.2.5.1.2.1. Objeto. La presente Sección tiene por objeto establecer el Sistema Integral 
de Gestión Minera (SIGM), como la única plataforma tecnológica para la radicación y gestión de 
los trámites a cargo de la autoridad minera, así como la fijación de lineamientos generales para 
su  imp lemen tac ión  y  pues ta  en  p roducc ión . ”

Que no es otra cosa, que los proponentes y titulares mineros están en la obligación de activar un 
usuario en la plataforma AnnA Minería ya que a través de ella se conocen todas las actuaciones 
emitidas dentro de su expediente y así mismo dar respuestas a los requerimientos realizados, ya 
que, al presentarse por otros medios, se tendrán como no presentados. Además, mediante esta 
plataforma AnnA es que tanto los usuarios como la entidad dan a conocer la actuación de la 
administración y conoce la voluntad del usuario de dar o no continuidad a sus trámites que 
conlleva a tomar las determinaciones mediante el acto administrativo que corresponda.

Es pertinente aclarar a la recurrente que cuando se presentan fallasen las plataformas 
tecnológicas y máxime cuando se trata de dar cumplimiento a los requerimientos, los proponentes 
deben adelantar todas las diligencias correspondientes ante las autoridades competentes con el 
fin de obtener una solución, ahora bien, si la recurrente, adelanto estas gestiones, debía probarlo 
y aportar las evidencias con su recurso para que puedan ser verificables con el área indicada, 
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situación que aquí no ocurrió, por ende no es de recibo que solo manifieste su acontecer sino 
t a m b i é n  p r o b a r l o .

 Por lo anterior, en cuanto al cumplimiento de las obligaciones y deberes como proponente en el 
cumplimiento de un requerimiento, la carga de dicho acatamiento recae en el interesado en la 
propuesta, por lo que es preciso traer a colación el concepto de  ya que ésta es Carga Procesal,
una situación jurídica, instituida en la ley, consistente en el requerimiento de una conducta de 
realización facultativa normalmente establecida en interés del propio sujeto, y cuya omisión trae 
aparejada una consecuencia gravosa para él. Es así, que la actividad de las partes es 
trascendental para la decisión o consecución del contrato pretendido, toda vez que la Ley minera 
ha impuesto determinadas conductas o requisitos y el término para el cumplimiento de los 
m i s m o s .
 

Al respecto es preciso extraer un aparte de la Sentencia C-1512 de fecha 8 de noviembre de dos 
mil (2000) emitida por la Corte Constitucional, en la cual se hace referencia al concepto de 
Cargas Procesales definido en varias jurisprudencias de la Corte Suprema de Justicia, así: 

“Dentro de los distintos trámites judiciales, es factible que la ley asigne a las partes, al juez y aún 
a terceros intervinientes imperativos jurídicos de conducta dentro del proceso, consistentes en 
deberes, obligaciones y cargas procesales. Sobre el particular la Corte Suprema de Justicia, en 
una  de  sus  p rov idenc ias ,  seña ló  lo  s igu ien te :

“(...) De los que la doctrina procesal ha dado en denominar imperativos jurídicos, en el desarrollo 
de la relación jurídico-procesal se distinguen los deberes, las obligaciones y las cargas 
procesales que imponen tanto al Juez como a las partes y aun a los terceros que eventualmente 
intervengan, la observancia de ciertas conductas o comportamientos de hondas repercusiones en 
el proceso. De esos imperativos, los primeros se hallan instituidos por los ordenamientos rituales 
en interés de la comunidad, las obligaciones en pro del acreedor y las últimas en razón del propio 
i n t e r é s .  

Son deberes procesales aquellos imperativos establecidos por la ley en orden a la adecuada 
realización del proceso y que miran, unas veces al Juez (Art. 37 C. de P. C.), otras a las partes y 
aun a los terceros (Art. 71 ib.), y su incumplimiento se sanciona en forma diferente según quien 
sea la persona llamada a su observancia y la clase de deber omitido (arts. 1491, 72 y 73 ibídem y 
Decreto 250 de 1970 y 196 de 1971). Se caracterizan porque emanan, precisamente, de las 
normas procesales, que son de derecho público, y, por lo tanto, de imperativo cumplimiento en 
t é r m i n o s  d e l  a r t í c u l o  6 °  d e l  C ó d i g o .

Las obligaciones procesales son, en cambio, aquellas prestaciones de contenido patrimonial 
impuestas a las partes con ocasión del proceso, como las surgidas de la condena en costas que, 
según lo explica Couture, obedecen al concepto de responsabilidad procesal derivada del abuso 
del derecho de acción o del derecho de defensa. "El daño que se cause con ese abuso, dice, 
genera una obligación de reparación, que se hace efectiva mediante la condenación en costas". 
("Fundamentos del Derecho Procesal Civil", número 130).

Finalmente, las cargas procesales son aquellas situaciones instituidas por la ley que comportan o 
demandan una conducta de realización facultativa, normalmente establecida en interés del propio 
sujeto y cuya omisión trae aparejadas para él consecuencias desfavorables, como la preclusión 
de una oportunidad o un derecho procesal e inclusive hasta la pérdida del derecho sustancial 
d e b a t i d o  e n  e l  p r o c e s o .

Como se ve, las cargas procesales se caracterizan porque el sujeto a quien se las impone la ley 
conserva la facultad de cumplirlas o no, sin que el Juez o persona alguna pueda compelerlo 
coercitivamente a ello, todo lo contrario de lo que sucede con las obligaciones; de no, tal omisión 
le puede acarrear consecuencias desfavorables. Así, por ejemplo, probar los supuestos de hecho 
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para no recibir una sentencia adversa.". (Subraya la Sala).

Continua la Corte Constitucional en su Sentencia C-1512/00 señalando frente a las cargas 
p r o c e s a l e s :  

¨Ahora bien, en el caso de una carga procesal, la omisión de su realización puede traer 
consecuencias desfavorables para éste, las cuales pueden ir desde la preclusión de una 
oportunidad o un derecho procesal hasta la pérdida del derecho material, dado que el 
sometimiento a las normas procedimentales o adjetivas, como formas propias del respectivo 
juicio, no es optativo para quienes acuden al mismo con el objeto de resolver sus conflictos 
jurídicos, en tanto que de esa subordinación depende la validez de los actos que de ellas resulten 
y  la  e fec t iv idad de los  derechos sus tanc ia les . ¨

De conformidad con lo anterior es claro que el Auto mencionado debió ser cumplido por la 
sociedad proponente por considerarse ajustado a derecho, y su incumplimiento conllevó a la 
consecuencia jurídica del desistimiento de la propuesta de contrato de concesión N°. 506968, 
además haber aportado las evidencias que respalden el argumento sobre que no le fue posible 
cumplir por que se presentaron fallas en la plataforma Vital.

Por otra parte, se hace necesario manifestar a la recurrente, que los términos otorgados son 
 cumplimiento, razón por la cual resulta pertinente poner en perentorios y de obligatorio

consideración lo que al respecto la honorable Corte Constitucional a través de la Sentencia T-
1 1 6 5 / 0 3 ,  m a n i f e s t ó :

“(…) en desarrollo del principio de igualdad procesal surgió la imperiosa necesidad de establecer 
términos judiciales que, de manera imperativa, exijan la realización de los actos procesales en un 
determinado momento, so pena de asumir las consecuencias adversas que al respecto establece 
el ordenamiento procesal. en efecto, dejar al libre arbitrio de los sujetos procesales el 
señalamiento de las distintas oportunidades y etapas de un proceso, afectaría gravemente el 
debido proceso, la igualdad de las partes, la economía procesal y, en especial, tornaría de difícil 
realización el principio de contradicción. nótese como una atribución en dicho sentido, impediría 
ofrecerles a los sujetos procesales los mismos derechos y, a su vez, exigirles iguales 
obligaciones. por otra parte, la importancia de limitar en el tiempo la realización de los actos 
procesales que le interesan a las partes o le corresponden al juez, tiene como propósito velar por 
la salvaguarda del principio de la seguridad jurídica (…)”.

Por lo anterior, la proponente debió atender de manera estricta y oportuna los requerimientos 
efectuados por la Autoridad Minera, toda vez que los términos procesales se regulan por las 
normas del Código General del Proceso, son perentorios e improrrogables de conformidad con el 
artículo 117 del código citado, lo cual está íntimamente ligado al principio de preclusión, en 
desarrollo del cual, el ordenamiento establece etapas que deben cumplirse dentro de los términos 
establecidos, so pena de derivarse las consecuencias jurídicas correspondientes.

Para el caso en concreto se trató de la declaratoria de desistimiento de la propuesta del contrato 
de concesión en estudio, que por remisión del , el cual reza:artículo 297 del Código de Minas

“En el procedimiento gubernativo y en las acciones judiciales, en materia minera, se estará en lo 
pertinente, a las disposiciones del Código Contencioso Administrativo y para la forma de practicar 
las pruebas y su valoración se aplicarán las del Código de Procedimiento Civil.”

Que, en este sentido, debemos remitirnos al artículo 1º de la Ley 1755 de 2015, que sustituye el 
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a r t í cu l o  17 ,  de  l a  Ley  1437  de  2011 ,  expone :

“ARTÍCULO 1o. Sustitúyase el Título II, Derecho de Petición, Capítulo I, Derecho de Petición ante 
las autoridades-Reglas Generales, Capítulo II Derecho de petición ante autoridades-Reglas 
Especiales y Capítulo III Derecho de Petición ante organizaciones e instituciones privadas, 
artículos 13 a 33, de la Parte Primera de la Ley 1437 de 2011, por el siguiente:

Artículo 17. Peticiones incompletas y desistimiento tácito. En virtud del principio de eficacia, 
cuando la autoridad constate que una petición ya radicada está incompleta o que el 
peticionario deba realizar una gestión de trámite a su cargo, necesaria para adoptar una 

, y que la actuación pueda continuar sin oponerse a la ley, requerirá al decisión de fondo
peticionario dentro de los diez (10) días siguientes a la fecha de radicación para que la 
complete  en  e l  té rmino máximo de  un (1 )  mes.
A partir del día siguiente en que el interesado aporte los documentos o informes requeridos, se 
react ivará  e l  té rmino para reso lver  la  pet ic ión.

Se entenderá que el peticionario ha desistido de su solicitud o de la actuación cuando no 
satisfaga el requerimiento, salvo que antes de vencer el plazo concedido solicite prórroga hasta 
p o r  u n  t é r m i n o  i g u a l .

Vencidos los términos establecidos en este artículo, sin que el peticionario haya cumplido 
el requerimiento, la autoridad decretará el desistimiento y el archivo del expediente, 
mediante acto administrativo motivado, que se notificará personalmente, contra el cual 
únicamente procede recurso de reposición, sin perjuicio de que la respectiva solicitud pueda ser 
nuevamente presentada con el lleno de los requisitos legales.” (Se resalta).

Que la Corte Constitucional[1] al referirse a la figura del desistimiento tácito ha señalado que: 
“(…) El desistimiento tácito es una forma anormal de terminación del proceso, que se sigue 
como consecuencia jurídica del incumplimiento de una carga procesal a cargo de la parte 
que promovió un trámite, y de la cual depende la continuación del proceso, pero no la 
cumple en un determinado lapso, con la cual se busca sancionar no sólo la desidia sino 

. No todo desistimiento tácito significa la también el abuso de los derechos procesales
 terminación del proceso, ya que la decisión derechos procesales judicial a tomar dependerá de la 

clase de trámite que esté pendiente de adelantarse. (…)”. (Se resalta).

Efectuado el análisis correspondiente de la actuación administrativa plasmada en la Resolución 
 por medio de la cual se declaró el desistimiento de la 210-7225 del 19 de octubre de 2023

propuesta de contrato de concesión  y desvirtuados los argumentos de la recurrente, se 506968
evidencia que la expedición de la acto administrativo en mención se efectuó de conformidad con 
los principios de legalidad, debido proceso, buena fe y demás principios que rigen las actuaciones 
administrativas, por lo tanto esta autoridad minera procederá a su confirmación.

Que la presente determinación se adopta con fundamento en el análisis jurídico del Grupo de 
Contratación Minera, con aprobación de la Coordinación del Grupo.

Que, en mérito de lo expuesto,

RESUELVE

 ARTÍCULO PRIMERO. – CONFIRMAR la Resolución No. 210-7225 del 19 de octubre de 2023, 
por la cual se declara el desistimiento de la propuesta de contrato de concesión No. ,506968  por 
las razones expuestas en la parte motiva del presente acto administrativo. 
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ARTÍCULO SEGUNDO. -  Notifíquese personalmente y/o electrónicamente a través del Grupo de 
Gestión de Notificaciones la presente providencia a la sociedad proponente C.I V&N S.A.S. con 
Nit. 900425411-3 a través de su representante legal o quien haga sus veces o a través de su 
apoderado o en su defecto procédase mediante aviso de conformidad con el artículo 67 y s.s., de 
l a  L e y  1 4 3 7  d e  2 0 1 1 .

ARTÍCULO TERCERO. - Contra el presente acto administrativo no procede recurso, conforme a 
lo dispuesto en el  art ículo 87 de la Ley 1437 de 2011.

 ARTÍCULO CUARTO. -  Una vez ejecutoriada y en firme la presente providencia, efectúese por el 
Grupo de Catastro y Registro Minero la desanotación del área de la propuesta de contrato de 
concesión No.  del sistema grafico del Sistema Integral de Gestión Minera-Anna Minería y 506968
efec túese  e l  a rch ivo  de l  re fe r ido  exped ien te .  

D a d a  e n  B o g o t á ,   
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JULIETH MARIANNE LAGUADO ENDEMANN
Gerente de Contratación y Titulación

 
Proyecto: LGC - Abogada GCM/VCT

Revisó:  ACH - Abogada GCM /VCT

Aprobó: KMO- Coordinadora GCM/VCT

14 de mayo de 2024



 
 

GGN-2024-CE-1028 

 

VICEPRESIDENCIA DE CONTRATACIÓN Y TITULACIÓN 

GRUPO DE GESTIÓN DE NOTIFICACIONES 

CONSTANCIA DE EJECUTORIA 

 

La suscrita Coordinadora del Grupo de Gestión de Notificaciones, hace constar que la 

Resolución GCT No. 210-8294 DEL 14 DE MAYO DE 2024, proferida dentro del expediente 

506968, POR MEDIO DE LA CUAL SE RESUELVE EL RECURSO DE REPOSICIÓN INTERPUESTO 

CONTRA LA RESOLUCIÓN No. RES-210-7225 DEL 19 DE OCTUBRE DE 2023 DENTRO DE LA 

PROPUESTA DE CONTRATO DE CONCESIÓN No. 506968, fue notificado electrónicamente a 

la sociedad C.I V&N S.A.S, el día 29 de mayo de 2024, según consta en certificación de 

notificación electrónica GGN-2024-EL-1264, quedando ejecutoriada y en firme las 

mencionadas resoluciones, el 30 DE MAYO DE 2024, como quiera que contra dicho acto 

administrativo no procede recurso alguno. 

 

Dada en Bogotá D. C., a los veinticinco (25) días del mes de junio de 2024. 

 

 

AYDEE PEÑA GUTIÉRREZ 

COORDINADORA GRUPO DE GESTIÓN DE NOTIFICACIONES 

 

Elaboró: Jesús David Angulo M 
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Número del acto administrativo:
RES-210-7611

República de Colombia

    

AGENCIA NACIONAL DE MINERÍA 

RESOLUCIÓN

“Por medio de la cual se declara desistida la propuesta de contrato de concesión No. 504656”

LA GERENTE DE CONTRATACIÓN Y TITULACIÓN

 
En uso de sus facultades legales, en especial de las conferidas por el Decreto No. 4134 del 3 de noviembre de 2011 expedido por 

el Ministerio de Minas y Energía, las Resoluciones Nos. 34 del 18 de enero de 2021 y 224 del 20 de febrero de 2023, expedidas 

por la Agencia Nacional de Minería y

 

CONSIDERANDO

Que la Agencia Nacional de Minería ANM fue creada mediante el Decreto – Ley 4134 de 2011 con el objeto de administrar 

integralmente los recursos minerales de propiedad del Estado, promover el aprovechamiento óptimo y sostenible de los recursos 

mineros de conformidad con las normas pertinentes y en coordinación con las autoridades ambientales en los temas que lo 

requieran, lo mismo que hacer seguimiento a los títulos de propiedad privada del subsuelo cuando le sea delegada esta función 

por el Ministerio de Minas y Energía de conformidad con la ley.

 

Que los numerales 1,6 y 16 del artículo 4 del Decreto – Ley 4134 de 2011, faculta a la Agencia Nacional de Minería ANM para 
“ejercer las funciones de autoridad minera o concedente en el territorio nacional”, “Administrar el catastro minero y el registro 

 yminero nacional”  “Reservar áreas con potencial minero, con el fin de otorgarlas en contrato de concesión”.
 

Que el Decreto No. 509 de 2012 (artículo 8) compilado en el Decreto No. 1083 de 2015, estableció en su artículo 2.2.2.9.8, que: 

“Las Agencias expedirán el manual específico describiendo las funciones que correspondan a los empleos de la planta de 
personal y determinando los requisitos exigidos para su ejercicio”.
 

Que en uso de las facultades concedidas por la anterior disposición, la Agencia Nacional de Minería expidió la Resolución No. 34 

del 18 de enero de 2021 “Por medio de la cual adopta el Manual Específico de Funciones y Competencias laborales para los 
 asignando al empleo Gerente de Proyectos código G2 empleos de la Planta de Personal de la Agencia Nacional de Minería”,

grado 09 - Vicepresidencia de Contratación y Titulación, la función de aprobar o rechazar las solicitudes y expedir los actos 

administrativos relacionados con el trámite de las solicitudes mineras, teniendo en cuenta la normatividad aplicable.

 

RES-210-7611
17/11/2023
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ANTECEDENTES

 
Que la sociedad  con   presentó propuesta de GLOBAL MINING GROUP SAS Nit.  901567963- 1 el día 27 de febrero  de 2022,
contrato de concesión para la exploración y explotación de un yacimiento clasificado técnicamente:  ubicado en el CARBON
municipio de en el departamento de , a la cual le correspondió el expediente No. TIERRALTA, CORDOBA 504656.
 

Que, el Decreto No. 2078 de 2019, estableció:

 

“Artículo 2.2.5.1.2.1. Objeto. La presente Sección tiene por objeto establecer el Sistema Integral de Gestión Minera (SIGM), como 
la única plataforma tecnológica para la radicación y gestión de los trámites a cargo de la autoridad minera, así como la fijación de 
lineamientos generales para su implementación y puesta en producción.”
 

Que el 04 de agosto de 2022, el H. Consejo de Estado – Sección Primera, MP. Roberto Augusto Serrato Valdés, expidió decisión 

de segunda instancia dentro de la Acción Popular de radicado No. 25000234100020130245901, aclarada y adicionada mediante 

auto de fecha 29 de septiembre de 2022, mediante la cual se amparan, entre otros, los derechos colectivos al goce de un 

ambiente sano, a la existencia del equilibrio ecológico, al manejo y aprovechamiento racional de los recursos naturales para 

garantizar su desarrollo sostenible y a la protección de áreas de especial importancia ecológica.

 

Que, en virtud de la referida decisión, se dictaron diferentes órdenes de amparo, dentro de las cuales se encuentran algunas 

transitorias referidas al trámite de las propuestas de contrato de concesión minera, y propuestas de contrato de concesión con 

requisitos diferenciales, específicamente en el numeral 1.3.1, adicionado por el artículo cuarto del proveído del 29 de septiembre 

de 2022, a saber:

 

“(…) 1.3.1. La Agencia Nacional de Minería, deberá exigir a los proponentes que aporten, junto con la solicitud de titulación, un 
certificado proferido por la autoridad ambiental competente, en el que se informe: (i) si su proyecto se superpone o no con alguno 
de los ecosistemas a que se refieren los subtítulos b) y c) del capítulo II.3.3. de esta sentencia; (ii) si tal territorio se encuentra 
zonificado, y (iii) si las actividades mineras están permitidas en el instrumento de zonificación. En el evento en que se presenten 
dudas sobre la compatibilidad del proyecto con el propósito de conservación, la Agencia Nacional de Minería deberá abstenerse 
de resolver de fondo la propuesta hasta que exista certeza sobre la referida compatibilidad, dando aplicación al principio de 
precaución.
 

Para tal efecto, en el término de tres (3) meses contados a partir de la ejecutoria de esta sentencia, la Agencia Nacional de 
Minería, el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible y el Ministerio de Minas y Energías, en el marco de sus competencias 
legales y reglamentarias, y junto con las entidades de los sectores minero y ambiental que estimen competentes, establecerán 
previamente: (i) el procedimiento y los mecanismos de coordinación intersectorial que se utilizarán para la expedición de los 
certificados, (ii) los plazos máximos para la expedición de los certificados, y (iii) las garantías al debido proceso de los 
peticionarios. (…)
 

Que, en atención a lo anterior, el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, expidió la Circular No. SG-40002023E400013 
, a través de la cual se dictaron los lineamientos para proferir certificaciones en el marco del del 19 de enero de 2023

cumplimiento del numeral 1.3.1 orden tercera de la mencionada sentencia.

 

Que el 26 de enero de 2023, el Gobierno Nacional expidió el  mediante el cual adoptó medidas para el Decreto No. 107,
cumplimiento de la sentencia proferida por el Consejo de Estado, el 4 de agosto de 2022, adicionada y aclarada mediante Auto del 

29 de septiembre de 2022, dentro de la Acción Popular No. 250002341000-2013-02459-01, y dispuso:
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“(…) Artículo 2. Impartir las siguientes órdenes administrativas para el cumplimiento de lo resuelto en el numeral 1.3.1. de la 
sentencia proferida por el Consejo de Estado dentro de la Acción Popular No. 250002341000-2013-02459-01, adicionado por el 
Auto del 29 de septiembre de 2022:
 

(…) 2. A la  que previsto en este artículo a los proponentes de las áreas qAgencia Nacional de Minería exija el certificado ue a 
 (Negrilla y resaltado fuera de texto). (…)”la fecha de expedición de este Decreto aún no cuentan con título minero

 

Que, mediante , notificado por , dando Auto GCM No. 004 del 08 de junio de 2023 Estado No. 090 del 13  de junio de 2023
cumplimiento a lo ordenado en el numeral 2 del artículo 2º del Decreto No. 107 del 26 de enero de 2023, se procedió a requerir a 

los proponentes de las propuestas de contratos de concesión allí enlistados, entre los que se encuentra la placa , sub examine
para que dentro del término perentorio de un (01) mes contado a partir del día siguiente a la notificación de dicha providencia, 

allegaran a través de la Plataforma Anna Minería certificación(es) ambiental(es) expedida(s) por autoridad(es) competente(s) junto 

con archivo geográfico en Formato Shapefile (Comprimido Zip) del área certificada, o la(s) solicitud(es) con constancia y fecha de 

radicado(s) de dicha certificación ante la(s) autoridad(es) ambiental(es) competente(s), efectuada a través de la plataforma VITAL 

del Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, .so pena de declarar el desistimiento del trámite de la propuesta
 

Que el día 3, el Grupo de Contratación Minera evaluó la propuesta de contrato de concesión No. , y  03 de octubre de 202 504656
se determinó que, vencido el término para acatar los requerimientos contenidos en el precitado Auto y una vez consultado el 

Sistema Integral de Gestión Minera - AnnA Minería, se evidenció que la sociedad proponente Global Mining Group S.A.S. no 

atendió la exigencia formulada, por tal razón se recomienda declarar el desistimiento del trámite de la propuesta de contrato de 

concesión.

 

 

FUNDAMENTOS DE LA DECISIÓN

Que el , frente a la remisión normativa, esboza lo siguiente:artículo 297 del Código de Minas
 

“En el procedimiento gubernativo y en las acciones judiciales, en materia minera, se estará en lo pertinente, a las disposiciones del 
Código Contencioso Administrativo y para la forma de practicar las pruebas y su valoración se aplicarán las del Código de 
Procedimiento Civil.”
 

Que, en este sentido, el artículo 1º de la Ley 1755 de 2015, que sustituye el artículo 17, de la Ley 1437 de 2011, expone:

 

“ARTÍCULO 1o. Sustitúyase el Título II, Derecho de Petición, Capítulo I, Derecho de Petición ante las autoridades-Reglas 
Generales, Capítulo II Derecho de petición ante autoridades-Reglas Especiales y Capítulo III Derecho de Petición ante 
organizaciones e instituciones privadas, artículos 13 a 33, de la Parte Primera de la Ley 1437 de 2011, por el siguiente:
 

Artículo 17. Peticiones incompletas y desistimiento tácito. En virtud del principio de eficacia, cuando la autoridad constate que una 
petición ya radicada está incompleta o que el peticionario deba realizar una gestión de trámite a su cargo, necesaria para 

, y que la actuación pueda continuar sin oponerse a la ley, requerirá al peticionario dentro de los adoptar una decisión de fondo
diez (10) días siguientes a la fecha de radicación para que la complete en el término máximo de un (1) mes.
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A partir del día siguiente en que el interesado aporte los documentos o informes requeridos, se reactivará el término para resolver 
la petición.
 

Se entenderá que el peticionario ha desistido de su solicitud o de la actuación cuando no satisfaga el requerimiento, salvo 
que antes de vencer el plazo concedido solicite prórroga hasta por un término igual.
 

Vencidos los términos establecidos en este artículo, sin que el peticionario haya cumplido el requerimiento, la autoridad 
decretará el desistimiento y el archivo del expediente, mediante acto administrativo motivado, que se notificará 
personalmente, contra el cual únicamente procede recurso de reposición, sin perjuicio de que la respectiva solicitud pueda ser 
nuevamente presentada con el lleno de los requisitos legales.” (Se resalta).
 

Que la Corte Constitucional[1]   al referirse a la figura del desistimiento tácito ha señalado que: “(…) El desistimiento tácito es 
una forma anormal de terminación del proceso, que se sigue como consecuencia jurídica del incumplimiento de una 
carga procesal a cargo de la parte que promovió un trámite, y de la cual depende la continuación del proceso, pero no la 
cumple en un determinado lapso, con la cual se busca sancionar no sólo la desidia sino también el abuso de los 

. No todo desistimiento tácito significa la terminación del proceso, ya que la decisión judicial a tomar derechos procesales
dependerá de la clase de trámite que esté pendiente de adelantarse. (…)”. (Se resalta).
 

Que el Grupo de Contratación Minera, , realizó el estudio de la propuesta de contrato de concesión el día 03 de octubre de 2023
No. , en la que concluyó que, a la fecha, los términos previstos en el Auto No. 004 del 08 de junio de 2023, se encuentran 504656
vencidos, y la sociedad proponente Global Mining Group S.A.S no dio cumplimiento al requerimiento antes señalado, por tanto, es  
procedente declarar el desistimiento del presente trámite minero, de conformidad con las normas antes transcritas.

 

Que teniendo en cuenta lo anterior, se procede a declarar el desistimiento al trámite de la propuesta de Contrato de Concesión No. 

504656
 

En mérito de lo expuesto, la Gerente de Contratación Minera

 

RESUELVE

 
 Declarar el desistimiento al trámite de la propuesta de contrato de Concesión Minera No. , por las ARTÍCULO PRIMERO.- 504656

razones expuestas en la parte motiva del presente proveído.

 

 Notifíquese la presente Resolución Personalmente a través del Grupo de Gestión de Notificaciones de ARTÍCULO SEGUNDO.-
la Vicepresidencia de Contratación y Titulación a la sociedad proponente con  GLOBAL MINING GROUP SAS Nit.  901567963- 1 , 

o en su defecto, procédase mediante aviso, de conformidad al por medio de su representante legal o quien haga sus veces, 

artículo 67 y ss. de la Ley 1437 de 2011.

 
 

Contra la presente Resolución procede el recurso de reposición el cual podrá interponerse dentro de los ARTÍCULO TERCERO .- 
DIEZ (10) días siguientes a su notificación, de acuerdo con lo preceptuado por el artículo 76 de la Ley 1437 de 2011.
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Ejecutoriada esta providencia procédase a la desanotación del área del Sistema Integral de Gestión ARTÍCULO CUARTO.- 
Minera - AnnA Minería y efectúese el archivo del referido expediente.

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JULIETH MARIANNE LAGUADO ENDEMANN
Gerente de Contratación y Titulación

 
 

 [1] Corte Constitucional. C-1186/08. M.P. MANUEL JOSÉ CEPEDA ESPINOSA
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Número del acto administrativo:
RES-210-8291

República de Colombia

AGENCIA NACIONAL DE MINERÍA

        RESOLUCIÓN NÚMERO     
                          

(                                                        )

“POR MEDIO DE LA CUAL SE RESUELVE EL RECURSO DE REPOSICIÓN INTERPUESTO 
CONTRA LA RESOLUCIÓN No. RES-210-7611 DEL

17 DE NOVIEMBRE DE 2023 DENTRO DE LA PROPUESTA DE CONTRATO DE CONCESIÓN 
No. 504656”

LA GERENTE DE CONTRATACIÓN Y TITULACIÓN
 

 
En uso de sus facultades legales, en especial de las conferidas por el Decreto 4134 del 3 de 
noviembre de 2011 expedido por el Ministerio de Minas y Energía, las Resoluciones 34 del 18 de 
enero de 2021 y 224 del 20 de febrero de 2023, expedidas por la Agencia Nacional de Minería y
 

CONSIDERANDO

Que la Agencia Nacional de Minería ANM fue creada mediante el Decreto – Ley 4134 de 2011 
con el objeto de administrar integralmente los recursos minerales de propiedad del Estado, 
promover el aprovechamiento óptimo y sostenible de los recursos mineros de conformidad con 
las normas pertinentes y en coordinación con las autoridades ambientales en los temas que lo 
requieran, lo mismo que hacer seguimiento a los títulos de propiedad privada del subsuelo 
cuando le sea delegada esta función por el Ministerio de Minas y Energía de conformidad con la 
l e y .

Que los numerales 1,6 y 16 del artículo 4 del Decreto – Ley 4134 de 2011, faculta a la Agencia 
Nacional de Minería ANM para “ejercer las funciones de autoridad minera o concedente en el 
territorio nacional”, “Administrar el catastro minero y el registro minero nacional” y “Reservar áreas 
con potencial minero, con el fin de otorgarlas en contrato de concesión”. 

Que el Decreto 509 de 2012 (artículo 8) compilado en el Decreto 1083 de 2015, estableció en su 
artículo 2.2.2.9.8, que: “Las Agencias expedirán el manual específico describiendo las funciones 
que correspondan a los empleos de la planta de personal y determinando los requisitos exigidos 
p a r a  s u  e j e r c i c i o ” .  

Que en uso de las facultades concedidas por la anterior disposición, la Agencia Nacional de 

RES-210-8291

10 DE MAYO DE 2024
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Minería expidió la Resolución 34 del 18 de enero de  2021 “Por medio de la cual adopta el Manual 
Específico de Funciones y Competencias laborales para los empleos de la Planta de Personal de 
la Agencia Nacional de Minería”, asignando al empleo Gerente de Proyectos código G2 grado 09 
- Vicepresidencia de Contratación y Titulación, la función de aprobar o rechazar las solicitudes y 
expedir los actos administrativos relacionados con el trámite de las solicitudes mineras, teniendo 
en cuenta la normatividad aplicable.

ANTECEDENTES

Que la sociedad GLOBAL MINING GROUP SAS Nit. 901567963- 1 el día 27 de febrero de 
presentó propuesta de contrato de concesión para la exploración y explotación de un 2022, 

yacimiento clasificado técnicamente ubicado en el municipio de en el CARBON TIERRALTA, 
departamento de , a la cual le correspondió el expediente No. CORDOBA 504656.

Que,  e l  Decre to  No .  2078  de  2019 ,  es tab lec ió :

“Artículo 2.2.5.1.2.1. Objeto. La presente Sección tiene por objeto establecer el Sistema Integral 
de Gestión Minera (SIGM), como la única plataforma tecnológica para la radicación y gestión de 
los trámites a cargo de la autoridad minera, así como la fijación de lineamientos generales para 
su  imp lemen tac ión  y  pues ta  en  p roducc ión . ”

Que el 04 de agosto de 2022, el H. Consejo de Estado – Sección Primera, MP. Roberto Augusto 
Serrato Valdés, expidió decisión de segunda instancia dentro de la Acción Popular de radicado 
No. 25000234100020130245901, aclarada y adicionada mediante
auto de fecha 29 de septiembre de 2022, mediante la cual se amparan, entre otros, los derechos 
colectivos al goce de un ambiente sano, a la existencia del equilibrio ecológico, al manejo y 
aprovechamiento racional de los recursos naturales para garantizar su desarrollo sostenible y a la 
protección de áreas de especial importancia ecológica.

Que, en virtud de la referida decisión, se dictaron diferentes órdenes de amparo, dentro de las 
cuales se encuentran algunas transitorias referidas al trámite de las propuestas de contrato de 
concesión minera, y propuestas de contrato de concesión con requisitos diferenciales, 
específicamente en el numeral 1.3.1, adicionado por el artículo cuarto del proveído del 29 de 
s e p t i e m b r e  d e  2 0 2 2 ,  a  s a b e r :

“(…) 1.3.1. La Agencia Nacional de Minería, deberá exigir a los proponentes que aporten, junto 
con la solicitud de titulación, un certificado proferido por la autoridad ambiental competente, en el 
que se informe: (i) si su proyecto se superpone o no con alguno de los ecosistemas a que se 
refieren los subtítulos b) y c) del capítulo II.3.3. de esta sentencia; (ii) si tal territorio se encuentra 
zonificado, y (iii) si las actividades mineras están permitidas en el instrumento de zonificación. En 
el evento en que se presenten dudas sobre la compatibilidad del proyecto con el propósito de 
conservación, la Agencia Nacional de Minería deberá abstenerse de resolver de fondo la 
propuesta hasta que exista certeza sobre la referida compatibilidad, dando aplicación al principio 
d e  p r e c a u c i ó n . ( … ) ”

Para tal efecto, en el término de tres (3) meses contados a partir de la ejecutoria de esta 
sentencia, la Agencia Nacional de Minería, el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible y el 
Ministerio de Minas y Energías, en el marco de sus competencias legales y reglamentarias, y 
junto con las entidades de los sectores minero y ambiental que estimen competentes, 
establecerán previamente: (i) el procedimiento y los mecanismos de coordinación intersectorial 
que se utilizarán para la expedición de los certificados, (ii) los plazos máximos para la expedición 
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de los certificados, y (iii) las garantías al debido proceso de los peticionarios. (…)

Que, en atención a lo anterior, el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, expidió la 
Circular No. SG-40002023E400013 del 19 de enero de 2023, a través de la cual se dictaron los 
lineamientos para proferir certificaciones en el marco del cumplimiento del numeral 1.3.1 orden 
t e r c e r a  d e  l a  m e n c i o n a d a  s e n t e n c i a .

Que el 26 de enero de 2023, el Gobierno Nacional expidió el Decreto No. 107, mediante el cual 
adoptó medidas para el cumplimiento de la sentencia proferida por el Consejo de Estado, el 4 de 
agosto de 2022, adicionada y aclarada mediante Auto del 29 de septiembre de 2022, dentro de la 
Acción Popular No. 250002341000-2013-02459-01, y dispuso:

“(…) Artículo 2. Impartir las siguientes órdenes administrativas para el cumplimiento de lo resuelto 
en el numeral 1.3.1. de la sentencia proferida por el Consejo de Estado dentro de la Acción 
Popular No. 250002341000-2013-02459-01, adicionado por el Auto del 29 de septiembre de 2022:

(…) 2. A la que previsto en este artículo a los proponentes Agencia Nacional de Minería exija 
el certificado de las áreas que a la fecha de expedición de este Decreto aún no cuentan con 
título minero. (…)” (Negril la y resaltado fuera de texto)

Que, mediante Auto GCM No. 004 del 08 de junio de 2023, notificado por Estado No. 090 del 13 
de junio de 2023, dando cumplimiento a lo ordenado en el numeral 2 del artículo 2º del Decreto 
No. 107 del 26 de enero de 2023, se procedió a requerir a los proponentes de las propuestas de 
contratos de concesión allí enlistados, entre los que se encuentra la placa sub examine, para que 
dentro del término perentorio de un (01) mes contado a partir del día siguiente a la notificación de 
dicha providencia, allegaran a través de la Plataforma Anna Minería certificación(es) ambiental
(es) expedida(s) por autoridad(es) competente(s) junto con archivo geográfico en Formato 
Shapefile (Comprimido Zip) del área certificada, o la(s) solicitud(es) con constancia y fecha de 
radicado(s) de dicha certificación ante la(s) autoridad(es) ambiental(es) competente(s), efectuada 
a través de la plataforma VITAL del Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, so pena de 
declarar el desist imiento del trámite de la propuesta.

Que el día 03 de octubre de 2023, el Grupo de Contratación Minera evaluó la propuesta de 
contrato de concesión No. , y se determinó que, vencido el término para acatar los 504656
requerimientos contenidos en el precitado Auto y una vez consultado el Sistema Integral de 
Gestión Minera - AnnA Minería, se evidenció que la sociedad proponente Global Mining Group S.
A.S. no atendió la exigencia formulada, por tal razón se recomienda declarar el desistimiento del 
t rámi te de la  propuesta de contrato de concesión.

Que mediante la Resolución No. 210-7611 del 17 de noviembre de 2023 se declaró el 
desistimiento al trámite de la propuesta de contrato de Concesión Minera No. 504656, notificada 
electrónicamente el 1º de diciembre de 2023 cuando se remitió mensaje al correo electrónico 
autorizado globalmg22@gmail.com desde el correo institucional notificacionelectronicaanm@anm.
g o v . c o .  

 Que mediante radicado, 20231002790692 del 18 de diciembre de 2023, la sociedad proponente a 
través de su apoderado Dr. DIEGO HUMBERTO CUADROS ARANGO, presentó recurso de 
reposición contra la Resolución 210-7611 del 17 de noviembre de 2023.
 

ARGUMENTOS DEL RECURSO
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El recurrente en principio hace un recuento de los antecedentes de la propuesta de contrato de 
concesión No. 504656 y a continuación manifiesta lo siguiente:

“ ( … )  
P E T I C I O N
Solicito, Doctora GERENTE DE JULIETH MARIANNE LAGUADO ENDEMANN, 
CONTRATACION Y TITULACIÓN de la , AGENCIA NACIONAL DE MINERIA REVOCAR LA 

“Por medio de la cual se declara desistida la RESOLUCIÓN RES-210-7611 - 17/11/2023 
propuesta de contrato de concesión No. ” proferida dentro del expediente , toda 504656 , 504656
vez que es contrario a ley, debido a que se subsanaron en su tiempo legal los requerimientos, 
solicitados por la ANM en Auto GCM No. 004 del 08 de junio de 2023, notificado por Estado No. 
090 del 13 de junio de 2023, , en el proceso de solicitud de contrato de concesión y que dan 
origen a tal resolución objeto de reposición, además, considero con dicha resolución vulnerado el 
debido proceso, toda vez que obran en la plataforma los recibidos de la solicitud con constancia y 
fecha de radicado de dicha certificación que subsanan los requerimientos notificados en el mes 
d e  j u n i o  d e  2 0 2 3 .
 ( … )
El legislador previó que antes de se disponga la terminación del proceso, debe ordenar que se 
cumpla con la carga procesal o se efectúe el respectivo “ dentro de un plazo claro: acto de parte” 
treinta (30) días. De esta manera, se estimula a la parte procesal concernida a ejercer su derecho 
de acceso a la administración de justicia, a que respete el debido proceso y a que cumpla sus 
deberes de colaborar con el buen funcionamiento de la administración de justicia, ACTIVIDAD 
REALIZADA EL DÍA MARTES 27 DE JUNIO DE 2023 18:56:03 PM, COMO SE OBSERVA EN 

En la sentencia C-1186 de 2008, al referirse al LAS DIAPOSITIVAS DEL PUNTO ANTERIOR, 
desistimiento tácito, la Corte precisó: “Esta conclusión general, debe ser variada cuando se 
analiza la condición en que se encuentran las partes a las cuales les resulta imposible cumplir 
oportunamente la orden del juez, para evitar que se declare el desistimiento tácito de sus 
pretensiones o solicitudes. Se trata de las partes que, por razones de fuerza mayor, están 
imposibilitadas para cumplir sus deberes procesales con la debida diligencia […] //
Por consiguiente, en los casos de fuerza mayor valorada por el juez, ni sería razonable interpretar 
que la persona ha desistido tácitamente de su pretensión o solicitud, ni sería ajustado a la 
realidad estimar que la persona ha cometido un comportamiento desleal o dilatorio de los 
términos a sabiendas, que merezca ser sancionado. Tampoco se le puede exigir que mientras 
está sometido a una fuerza que es irresistible e imprevisible, cumpla con una carga procesal que 
le es imposible realizar por razones ajenas a su voluntad. // La parte interesada en que se declare 
la fuerza mayor tiene una carga de probar que su acaecimiento le impidió cumplir adecuadamente 
con el acto de parte o con su carga procesal en el término dispuesto por la Ley. Y el juez debe 
valorarla de acuerdo con su sana crítica (art. 187, C.P.C. [38])”. 
CUARTO: Queda demostrado que se cumplió a cabalidad con lo solicitado en auto de la 
referencia, RESPETANDO LOS TIEMPOS Y PROCURANDO ACATAR LO LLAMADO A 
SUBSANAR, ya que somos conscientes de la existencia de normativa aplicable a las propuestas 
de contrato de concesión para su trámite y que adicionalmente, los proponentes deben atender 
de manera estricta, oportuna y en debida forma los requerimientos efectuados por la 

, Por lo que no es pertinente declarar un desistimiento sin tener en cuenta los autoridad minera
documentos radicados en la plataforma permitidas para esas diligencias, sin sorprender a la parte 
ni desconocer sus derechos procesales, si bien las normas procesales han sido instituidas para 
garantizar el derecho al debido proceso, no pueden convertirse en un límite infranqueable para la 
consecución del derecho subjetivo en discusión. Por expresa disposición constitucional y legal, el 
principio de prevalencia de lo sustancial sobre lo formal es una norma rectora de la ley procesal, y 
de obligatoria observancia para las autoridades judiciales. De manera que, cuando un Juez 
adopta una decisión que desconoce el citado principio, viola el derecho fundamental al debido 
proceso de la parte. “En la sentencia C-029 de 1995 la Corte señaló:“ es un error pensar que esta 
circunstancia [que las normas procesales tengan una función instrumental] les reste importancia o 
pueda llevar a descuidar su aplicación. Por el contrario, el derecho procesal es la mejor garantía 
del cumplimiento del principio de la igualdad ante la ley. Es, además, un freno eficaz contra la 
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arbitrariedad. Yerra, en consecuencia, quien pretenda que en un Estado de derecho se puede 
administrar justicia con olvido de las formas procesales. Pretensión que sólo tendría cabida en un 
concepto paternalista de la organización social, incompatible con el Estado de derecho”. 
QUINTO: se radican en la plataforma las solicitudes de certificación ambiental ante la corporación 
autónoma regional correspondiente, toda vez, que dicho documento se demora en expedirlo por 
parte de la autoridad y por lo tanto se cumple el requerimiento que taxativamente solicita el 
documento o la solicitud de certificación, en lo que concierne al requerimiento, la carga de 
acatamiento de este recae en el interesado en la propuesta, toda vez que la Ley minera ha 
impuesto determinadas conductas o requisitos y el término para el cumplimiento de esto, pero 
como lo dice G. H. von Wright, quien señala que la existencia de una norma requiere dos 
condiciones básicas: (1) haber sido dictada por una autoridad normativa con competencia para 
ello, - es decir, ser válida-, y (2) haber sido recibida cognoscitivamente por su destinatario, quien 
debe estar en condiciones de cumplir con lo que allí se le ordena - es decir, la norma debe tener 
la potencialidad de ser socialmente eficaz -. Que por no tener en nuestras manos la resolución de 
este documento se cumple con la carga procesal de solicitar y radicar, como queda demostrado 
c o n  e l  m a t e r i a l  a p o r t a d o .
( … ) ”
 

FUNDAMENTOS DE LA DECISIÓN

 
Que de acuerdo con nuestra legislación y la doctrina existente, el recurso de reposición constituye 
un instrumento legal mediante el cual la parte interesada tiene la oportunidad de ejercer el 
derecho de controvertir una decisión, para que la administración previa su evaluación, la 
confirme, aclare, modifique, adicione o revoque previo el lleno de las exigencias legales 
e s t a b l e c i d a s  p a r a  d i c h o  e f e c t o .
Que la finalidad esencial del recurso de reposición no es otra distinta a que el funcionario de la 
administración que tomó una decisión administrativa, se le dé la oportunidad para que enmiende 
o corrija un error, o los posibles errores que se hayan podido presentar en el acto administrativo 
por  é l  exped ido,  en  e je rc ic io  de  sus  func iones.  

Expuesto lo anterior, resulta pertinente mencionar que el artículo 297 del Código de Minas 
e s t a b l e c e :

“  En el procedimiento gubernativo y en las acciones judiciales, en materia minera, se REMISION.
estará en lo pertinente, a las disposiciones del Código Contencioso Administrativo (…)”. 

Que en consecuencia, en materia de recursos en la Sede Administrativa se hace aplicable el 
Título III, Capítulo Quinto de la Ley 1437 de 2011, que en su artículo 74, establece:

“Artículo 74. Recursos contra los actos administrativos. Por regla general, contra los actos 
def in i t ivos procederán los s igu ientes recursos:

1º) El de reposición, ante quien expidió la decisión, para que la aclare, modifique, adicione o 
r e v o q u e .
 ( … ) ” .

Son actos definitivos, que ponen fin a una actuación administrativa, los que deciden directa o 
indirectamente el fondo del asunto; los actos de trámite pondrán fin a la actuación cuando hagan 
i m p o s i b l e  c o n t i n u a r l a ” .

Que en materia de recursos es aplicable el Título III, Capítulo Quinto ley 1437 de 2011, el artículo 
7 6 d i s p o n e :   
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1.  

2.  

3.  

4.  

“Artículo 76. Oportunidad y presentación. Los recursos de reposición y apelación deberán 
interponerse por escrito en la diligencia de notificación personal, o dentro de los diez (10) días 
siguientes a ella, o a la notificación por aviso, o al vencimiento del término de publicación, según 
el caso. Los recursos contra los actos presuntos podrán interponerse en cualquier tiempo. (…)”

Que a su vez, de acuerdo con lo previsto en el  de la referida Ley 1437 de 2011, los artículo 77
recursos deberán reunir  los s iguientes requis i tos:

“REQUISITOS Los recursos deberán reunir, además los siguientes requisitos:. 

Interponerse dentro del plazo legal, por el interesado o su representante o apoderado 
debidamente constituido.

Sustentarse con la expresión concreta de los motivos de inconformidad.

Solicitar y aportar las pruebas que se pretende hacer valer.

 Indicar el nombre y la dirección del recurrente, así como la dirección electrónica si desea 
ser notificado por este medio.

Que el incumplimiento de alguno de los requisitos legales consagrados en el artículo 77 antes 
citado en el escrito con el cual se formula el recurso de reposición, dará lugar al rechazo de este 
por parte del funcionario competente, conforme a lo establecido en el artículo 78 ibidem. 

Que una vez se observa la concurrencia de los requisitos anteriormente citados, se procede a 
resolver el recurso de reposición interpuesto, como quiera que la Resolución No 210-7611 del 17 
de noviembre de 2023 fue notificada el 1º de diciembre de 2023 y el recurso de reposición se 

 p r e s e n t ó  e l  d í a 1 8  d e  d i c i e m b r e  d e  2 0 2 3 .    
 

ANÁLISIS DEL RECURSO DE REPOSICIÓN

Que analizada y estudiada la argumentación expuesta por el recurrente es del caso precisar que 
la  por medio de la cual se declaró el Resolución No 210-7611 del 17 de noviembre de 2023
desistimiento de la propuesta de contrato de concesión No. 504656 se fundamentó en la 
evaluación del 3 de octubre de 2023, la cual determinó que vencido el término para acatar los 
requerimientos contenidos en el Auto No. 00004 del 8 de junio de 2023 y una vez consultado el 
Sistema Integral de Gestión Minera - AnnA Minería, se evidenció que la sociedad proponente 
GLOBAL MINING GROUP S.A.S. no atendió la exigencia formulada, por tal razón se recomienda 
declarar el desistimiento del trámite de la propuesta de contrato de concesión.

 Los  argumentos  de la  recur rente  se  cent ran  en:

( … )
SEGUNDO: El proceso que se surtió dejó actividades para subsanar notificadas en Auto GCM 
No. 004 del 08 de junio de 2023, notificado por Estado No. 090 del 13 de junio de 2023, las 
cuales se cumplieron a cabalidad y fueron RADICADAS EN LA PLATAFORMA VITAL el día 
martes 27 de junio de 2023 A LAS 18.56.03 pm, CON EL CONVENCIMIENTO DE BUENA FE, 
QUE ES UNO DE LOS PRINCIPIOS GENERALES DEL DERECHO Y GOBIERNA LAS 
RELACIONES ENTRE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA Y LOS CIUDADANOS, QUE DICHA 
PLATAFORMA ALIMENTA LA PLATAFORMA DE ANNA MINERA, mejorando la prestación de 
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servicios por parte de las entidades y generando confianza en las instituciones que conforman la 
administración pública y el Estado en general, además, Conforme al principio de “masificación del 
gobierno en línea”, hoy Gobierno Digital, consagrado en el numeral 8 del artículo 2 de la Ley 1341 
de 2009 “Por la cual se definen principios y conceptos sobre la sociedad de la información y la 
organización de las Tecnologías de la Información y las Comunicaciones–TIC–(…)”, las entidades 
públicas deberán adoptar todas las medidas necesarias para garantizar el máximo 
aprovechamiento de las Tecnologías de la Información y las Comunicaciones en el desarrollo de 
s u s  f u n c i o n e s .  ( … )

Manifiesta la recurrente que las actividades requeridas en el Auto GCM No. 004 del 08 de junio 
de 2023, notificado por Estado No. 090 del 13 de junio de 2023, fueron cumplidas a cabalidad, 
toda vez que solicitó por la plataforma Vital la certificación ambiental y esta le arrojó el radicado 
de la misma. Al respecto vale la pena mencionar que el Auto en mención en su artículo primero 
d i s p u s o :

ARTÍCULO PRIMERO- Dar cumplimiento a lo ordenado en el numeral 2 del artículo 2º del 
Decreto 107 del 26 de enero de 2023 y en consecuencia REQUERIR a los  solicitantes de las 
propuestas de contrato de concesión relacionadas en el Anexo No. 
1 el cual hace parte integral del presente auto, para que, dentro del término perentorio 
de un (1) mes contado a partir del día siguiente a la notificación de la presente  providencia, 
alleguen a través de la Plataforma Anna Minería certificación (es) ambiental(es) expedida(s) por 
autoridad(es) competente(s) ) junto con el archivo geográfico en formato shapefile (Comprimido .
z i p )  d e l  á r e a  c e r t i f i c a d a ,  o  l a  ( s )  s o l i c i t u d  
(es) con constancia y fecha de radicado(s) de dicha certificación, ante la (s) autoridad 
(es) ambiental (es) competente(s) efectuada a través de la plataforma Vital del Ministerio de 
Ambiente y Desarrollo Sostenible, so pena de decretar el DESISTIMIENTO del trámite de la 
p r o p u e s t a .  
PARÁGRAFO PRIMERO- La certificación (es) ambiental(es) de la (s) autoridad(es) 
competente(s) debe ser expedida(s) a través de la plataforma Vital del Ministerio de 
Ambiente y Desarrollo Sostenible y la (s) solicitud (es) de certificación ante la (s autoridad (es) 
ambiental (es) competente(s), debe (n) estar radicada (s) a través de la plataforma Vital del 
Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible. Las certificaciones o constancias de solicitudes 
de las certificaciones aportadas sin que se pueda verificar en la plataforma Vital del Ministerio de 

 y tendrán la consecuencia Ambiente y Desarrollo Sostenible, se tendrán por no presentadas
establecida en el artículo 17 de la Ley 1437 de 2011 sustituido y desarrollado normativamente en 
el artículo 1 de la Ley 1755 del 30 de junio 2015. (Subraya fuera de texto)

Dentro de dicho auto se otorgó el término de un (1) mes, igualmente fue muy claro el 
requerimiento al establecer que no solo debía solicitar a través de la plataforma Vital la 
certificación ambiental, sino que debía poner en conocimiento de la autoridad minera, dicha 
gestión, cargando en la plataforma AnnA Minería bien el radicado que le arrojo la plataforma de la 
solicitud o bien la certificación ambiental si contaba con ella antes de vencerse el término 
concedido. Cabe aclarar al recurrente que el requerimiento se realizó en virtud de lo establecido 
en la Ley 1437 de 2011, norma aplicable a la propuesta de contrato de concesión en estudio, ya 
que, ésta fue radicada en el año 2022, es decir, le aplican las disposiciones de la mencionada ley, 
y por remisión del Código de Minas cuando no exista norma expresa de aplicación al tema a 
tratar se remitirá a las del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
A d m i n i s t r a t i v o .

El parágrafo segundo en el subrayado se denota que, “…Las certificaciones o constancias de 
solicitudes de las certificaciones aportadas sin que se pueda verificar en la plataforma Vital del 

 y tendrán la Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, se tendrán por no presentadas
consecuencia establecida en el artículo 17 de la Ley 1437 de 2011 sustituido y desarrollado 

de acuerdo a lo anterior, normativamente en el artículo 1 de la Ley 1755 del 30 de junio 2015”, 
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para que la autoridad minera pudiera verificar el radicado de la solicitud de certificación ambiental 
o la certificación ambiental, requería que la sociedad proponente la cargara a través de la 
plataforma AnnA Minería, ya que solo mediante el número de radicado que arroja la plataforma 
Vital es que la agencia puede verificar que existe un trámite en curso o que se expidió la 
c e r t i f i c a c i ó n  d e s d e  a l l í .

Frente al término otorgado, como ya se mencionó, fue de un (1) mes, contado a partir del día 
siguiente a la notificación del auto, es decir desde el 14 de junio hasta el 14 de julio de 2023 
debía haber allegado o la constancia del radicado de la solicitud o la certificación ambiental si ya 
contaba con ella, al verificar en la plataforma, se evidenció que la proponente no cargo en la 
plataforma la constancia del radicado de la solicitud que obtuvo desde el 27 de junio de 2023, por 
lo  que es  c la ro  que no cumpl ió  con lo  requer ido .

Se debe precisar a la recurrente que respecto al cumplimiento de los requerimientos elevados a 
través de los actos administrativos deben presentarse o allegarse por la plataforma implementada 
con e l  Decreto  No.  2078 de 2019,  e l  cua l  es tab le :

“Artículo 2.2.5.1.2.1. Objeto. La presente Sección tiene por objeto establecer el Sistema Integral 
de Gestión Minera (SIGM), como la única plataforma tecnológica para la radicación y gestión de 
los trámites a cargo de la autoridad minera, así como la fijación de lineamientos generales para 
su  imp lemen tac ión  y  pues ta  en  p roducc ión . ”

Que no es otra cosa, que los proponentes y titulares mineros están en la obligación de activar un 
usuario en la plataforma AnnA Minería ya que a través de ella se conocen todas las actuaciones 
emitidas dentro de su expediente y así mismo dar respuestas a los requerimientos realizados, ya 
que, al presentarse por otros medios, se tendrán como no presentados. Además, mediante esta 
plataforma AnnA es que tanto los usuarios como la entidad dan a conocer la actuación de la 
administración y conoce la voluntad del usuario de dar o no continuidad a sus trámites que 
conlleva a tomar las determinaciones mediante el acto administrativo que corresponda.

 Continuando, en cuanto al cumplimiento de las obligaciones y deberes como proponente en el 
cumplimiento de un requerimiento, la carga de dicho acatamiento recae en el interesado en la 
propuesta, por lo que es preciso traer a colación el concepto de  ya que ésta es Carga Procesal,
una situación jurídica, instituida en la ley, consistente en el requerimiento de una conducta de 
realización facultativa normalmente establecida en interés del propio sujeto, y cuya omisión trae 
aparejada una consecuencia gravosa para él. Es así, que la actividad de las partes es 
trascendental para la decisión o consecución del contrato pretendido, toda vez que la Ley minera 
ha impuesto determinadas conductas o requisitos y el término para el cumplimiento de los 
m i s m o s .
 

Al respecto es preciso extraer un aparte de la Sentencia C-1512 de fecha 8 de noviembre de dos 
mil (2000) emitida por la Corte Constitucional, en la cual se hace referencia al concepto de 
Cargas Procesales definido en varias jurisprudencias de la Corte Suprema de Justicia, así: 

“Dentro de los distintos trámites judiciales, es factible que la ley asigne a las partes, al juez y aún 
a terceros intervinientes imperativos jurídicos de conducta dentro del proceso, consistentes en 
deberes, obligaciones y cargas procesales. Sobre el particular la Corte Suprema de Justicia, en 
una  de  sus  p rov idenc ias ,  seña ló  lo  s igu ien te :

“(...) De los que la doctrina procesal ha dado en denominar imperativos jurídicos, en el desarrollo 
de la relación jurídico-procesal se distinguen los deberes, las obligaciones y las cargas 
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procesales que imponen tanto al Juez como a las partes y aun a los terceros que eventualmente 
intervengan, la observancia de ciertas conductas o comportamientos de hondas repercusiones en 
el proceso. De esos imperativos, los primeros se hallan instituidos por los ordenamientos rituales 
en interés de la comunidad, las obligaciones en pro del acreedor y las últimas en razón del propio 
i n t e r é s .  

Son deberes procesales aquellos imperativos establecidos por la ley en orden a la adecuada 
realización del proceso y que miran, unas veces al Juez (Art. 37 C. de P. C.), otras a las partes y 
aun a los terceros (Art. 71 ib.), y su incumplimiento se sanciona en forma diferente según quien 
sea la persona llamada a su observancia y la clase de deber omitido (arts. 1491, 72 y 73 ibídem y 
Decreto 250 de 1970 y 196 de 1971). Se caracterizan porque emanan, precisamente, de las 
normas procesales, que son de derecho público, y, por lo tanto, de imperativo cumplimiento en 
t é r m i n o s  d e l  a r t í c u l o  6 °  d e l  C ó d i g o .

Las obligaciones procesales son, en cambio, aquellas prestaciones de contenido patrimonial 
impuestas a las partes con ocasión del proceso, como las surgidas de la condena en costas que, 
según lo explica Couture, obedecen al concepto de responsabilidad procesal derivada del abuso 
del derecho de acción o del derecho de defensa. "El daño que se cause con ese abuso, dice, 
genera una obligación de reparación, que se hace efectiva mediante la condenación en costas". 
("Fundamentos del Derecho Procesal Civil", número 130).

Finalmente, las cargas procesales son aquellas situaciones instituidas por la ley que comportan o 
demandan una conducta de realización facultativa, normalmente establecida en interés del propio 
sujeto y cuya omisión trae aparejadas para él consecuencias desfavorables, como la preclusión 
de una oportunidad o un derecho procesal e inclusive hasta la pérdida del derecho sustancial 
d e b a t i d o  e n  e l  p r o c e s o .

Como se ve, las cargas procesales se caracterizan porque el sujeto a quien se las impone la ley 
conserva la facultad de cumplirlas o no, sin que el Juez o persona alguna pueda compelerlo 
coercitivamente a ello, todo lo contrario de lo que sucede con las obligaciones; de no, tal omisión 
le puede acarrear consecuencias desfavorables. Así, por ejemplo, probar los supuestos de hecho 
para no recibir una sentencia adversa.". (Subraya la Sala).

Continua la Corte Constitucional en su Sentencia C-1512/00 señalando frente a las cargas 
p r o c e s a l e s :  

¨Ahora bien, en el caso de una carga procesal, la omisión de su realización puede traer 
consecuencias desfavorables para éste, las cuales pueden ir desde la preclusión de una 
oportunidad o un derecho procesal hasta la pérdida del derecho material, dado que el 
sometimiento a las normas procedimentales o adjetivas, como formas propias del respectivo 
juicio, no es optativo para quienes acuden al mismo con el objeto de resolver sus conflictos 
jurídicos, en tanto que de esa subordinación depende la validez de los actos que de ellas resulten 
y  la  e fec t iv idad de los  derechos sus tanc ia les . ¨

De conformidad con lo anterior es claro que el Auto mencionado debió ser cumplido por la 
sociedad proponente por considerarse ajustado a derecho, y su incumplimiento conllevó a la 
consecuencia jurídica del desistimiento de la propuesta de contrato de concesión N°. .504656

Se hace necesario manifestar a la recurrente, que los términos otorgados son perentorios y de 
 cumplimiento, razón por la cual resulta pertinente poner en consideración lo que al obligatorio

respecto la honorable Corte Constitucional a través de la Sentencia T-1165/03, manifestó:

“(…) en desarrollo del principio de igualdad procesal surgió la imperiosa necesidad de establecer 
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términos judiciales que, de manera imperativa, exijan la realización de los actos procesales en un 
determinado momento, so pena de asumir las consecuencias adversas que al respecto establece 
el ordenamiento procesal. en efecto, dejar al libre arbitrio de los sujetos procesales el 
señalamiento de las distintas oportunidades y etapas de un proceso, afectaría gravemente el 
debido proceso, la igualdad de las partes, la economía procesal y, en especial, tornaría de difícil 
realización el principio de contradicción. nótese como una atribución en dicho sentido, impediría 
ofrecerles a los sujetos procesales los mismos derechos y, a su vez, exigirles iguales 
obligaciones. por otra parte, la importancia de limitar en el tiempo la realización de los actos 
procesales que le interesan a las partes o le corresponden al juez, tiene como propósito velar por 
la salvaguarda del principio de la seguridad jurídica (…)”.

Por lo anterior, la proponente debió atender de manera estricta y oportuna los requerimientos 
efectuados por la Autoridad Minera, toda vez que los términos procesales se regulan por las 
normas del Código General del Proceso, son perentorios e improrrogables de conformidad con el 
artículo 117 del código citado, lo cual está íntimamente ligado al principio de preclusión, en 
desarrollo del cual, el ordenamiento establece etapas que deben cumplirse dentro de los términos 
establecidos, so pena de derivarse las consecuencias jurídicas correspondientes.

Para el caso en concreto se trató de la declaratoria de desistimiento de la propuesta del contrato 
de concesión en estudio, que por remisión del , el cual reza:artículo 297 del Código de Minas

“En el procedimiento gubernativo y en las acciones judiciales, en materia minera, se estará en lo 
pertinente, a las disposiciones del Código Contencioso Administrativo y para la forma de practicar 
las pruebas y su valoración se aplicarán las del Código de Procedimiento Civil.”

Que, en este sentido, debemos remitirnos al artículo 1º de la Ley 1755 de 2015, que sustituye el 
a r t í cu l o  17 ,  de  l a  Ley  1437  de  2011 ,  expone :

“ARTÍCULO 1o. Sustitúyase el Título II, Derecho de Petición, Capítulo I, Derecho de Petición ante 
las autoridades-Reglas Generales, Capítulo II Derecho de petición ante autoridades-Reglas 
Especiales y Capítulo III Derecho de Petición ante organizaciones e instituciones privadas, 
artículos 13 a 33, de la Parte Primera de la Ley 1437 de 2011, por el siguiente:

Artículo 17. Peticiones incompletas y desistimiento tácito. En virtud del principio de eficacia, 
cuando la autoridad constate que una petición ya radicada está incompleta o que el 
peticionario deba realizar una gestión de trámite a su cargo, necesaria para adoptar una 

, y que la actuación pueda continuar sin oponerse a la ley, requerirá al decisión de fondo
peticionario dentro de los diez (10) días siguientes a la fecha de radicación para que la 
complete  en  e l  té rmino máximo de  un (1 )  mes.
A partir del día siguiente en que el interesado aporte los documentos o informes requeridos, se 
react ivará  e l  té rmino para reso lver  la  pet ic ión.

Se entenderá que el peticionario ha desistido de su solicitud o de la actuación cuando no 
satisfaga el requerimiento, salvo que antes de vencer el plazo concedido solicite prórroga hasta 
p o r  u n  t é r m i n o  i g u a l .

Vencidos los términos establecidos en este artículo, sin que el peticionario haya cumplido 
el requerimiento, la autoridad decretará el desistimiento y el archivo del expediente, 
mediante acto administrativo motivado, que se notificará personalmente, contra el cual 
únicamente procede recurso de reposición, sin perjuicio de que la respectiva solicitud pueda ser 
nuevamente presentada con el lleno de los requisitos legales.” (Se resalta).

Que la Corte Constitucional[1] al referirse a la figura del desistimiento tácito ha señalado que: 
“(…) El desistimiento tácito es una forma anormal de terminación del proceso, que se sigue 
como consecuencia jurídica del incumplimiento de una carga procesal a cargo de la parte 
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que promovió un trámite, y de la cual depende la continuación del proceso, pero no la 
cumple en un determinado lapso, con la cual se busca sancionar no sólo la desidia sino 

. No todo desistimiento tácito significa la también el abuso de los derechos procesales
 terminación del proceso, ya que la decisión derechos procesales judicial a tomar dependerá de la 

clase de trámite que esté pendiente de adelantarse. (…)”. (Se resalta).

Frente al argumento del principio de la prevalencia de lo material sobre lo formal, este se 
encuentra consagrado en el artículo 228 de la Constitución política de 1991: 

“La Administración de Justicia es función pública. Sus decisiones son independientes. Las 
actuaciones serán públicas y permanentes con las excepciones que establezca la ley y en ellas 
prevalecerá el derecho sustancial. Los términos procesales se observarán con diligencia y su 
incumplimiento será sancionado. Su funcionamiento será desconcentrado y autónomo”.

El citado consagra el principio de la prevalencia del derecho sustancial sobre el formal, pero 
también el mismo artículo señala que el juez debe cumplir con diligencia los términos procesales, 
es  dec i r  e l  p r inc ip io  de l  fo rma l i smo procesa l .

Pues bien, en sentencia T 591 de 2011 la Honorable Corte Constitucional explicó de forma 
completa la Configuración de defecto procedimental por exceso ritual, de la siguiente manera:

“5.1.- La norma fundamental de 1991 consagra en su artículo 29 el derecho fundamental al 
debido proceso [20]. Dentro del contenido constitucionalmente protegido de esta garantía se 
encuentra el mandato según el cual toda persona tiene derecho a ser juzgada con “observancia 
de la plenitud de las formas propias de cada juicio”. A su turno, el artículo 228 superior reconoce 
el derecho constitucional al acceso a la administración de justicia, y establece el principio de 
prevalencia del derecho sustancial sobre las formas, como uno de los criterios rectores de las 
a c t u a c i o n e s  j u d i c i a l e s  [ 2 1 ] .  

Atendiendo al contenido normativo de las disposiciones constitucionales en comento, esta 
Corporación ha desarrollado, en el escenario de la acción de tutela contra providencias judiciales, 
la denominada doctrina del defecto procedimental. Según esta tesis jurisprudencial, una autoridad 
encargada de impartir justicia puede incurrir en defecto procedimental de tipo absoluto, o en 
defecto procedimental por exceso r i tual manif iesto. 

5.2.- La Sala Tercera de Revisión en sentencia T-264 de 2009 recogió la jurisprudencia trazada 
por esta Corporación en materia de defecto procedimental (…)

5.3.- Al trazar los fundamentos jurisprudenciales de su decisión, la Corte puntualizó que el defecto 
procedimental absoluto se produce “cuando el funcionario judicial se aparta por completo del 
procedimiento legalmente establecido en el trámite de un asunto específico porque (i) sigue un 
trámite por completo ajeno al pertinente (desvía el cauce del asunto[22]), o (ii) pretermite etapas 
sustanciales del procedimiento legalmente establecido[23] afectando el derecho de defensa y 
cont rad icc ión de una de las  par tes de l  proceso” .

5.4.- Asimismo, en lo atinente al defecto procedimental por exceso ritual manifiesto, el Tribunal 
Constitucional indicó que este tiene ocurrencia “cuando un funcionario utiliza o concibe los 
procedimientos como un obstáculo para la eficacia del derecho sustancial y por esta vía, sus 
actuaciones devienen en una denegación de justicia” [24]. 

Igualmente, señaló que al defecto procedimental por exceso ritual manifiesto le subyace una 
tensión entre las garantías constitucionales al debido proceso y al acceso a la administración de 
justicia en su faceta de prevalencia del derecho sustancial sobre el derecho adjetivo, en tanto el 
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acatamiento riguroso de las formas puede implicar el sacrificio del derecho material o, viceversa, 
el respeto irrestricto del derecho sustantivo podría suprimir importantes principios formales, 
atentado contra la seguridad jurídica del ordenamiento jurídico y la salvaguarda del debido 
proceso de las partes. No obstante, lo expuesto, la Sala precisó que dicha tensión es tan solo 
aparente, pues su solución “se encuentra en la concepción de las formas procedimentales como 

” un medio para lograr la efectividad de los derechos subjetivos, y no como fines en sí mismos
[ 2 5 ] .  ( S u b r a y a d o  f u e r a  d e  t e x t o )

5.5.- Seguidamente, la Sala Tercera de Revisión recordó que “la Corte se ha referido al defecto 
por exceso ritual en eventos en los cuales el juzgador incurre en una vulneración del mandato de 
dar prevalencia al derecho sustancial, o del derecho al acceso a la administración de justicia por 
(i) dejar de inaplicar disposiciones procesales que se oponen a la vigencia de derechos 
constitucionales en un caso concreto; (ii) exigir el cumplimiento de requisitos formales de forma 
irreflexiva, aunque en determinadas circunstancias puedan constituir cargas imposibles de 
cumplir para las partes, siempre que esa situación se encuentre comprobada; o (iii), incurrir en un 
rigorismo procedimental en la apreciación de las pruebas[26]”.

Ahora bien, a continuación, se abordará el caso en estudio para determinar si con la decisión de 
declarar el desistimiento de la propuesta de contrato de concesión No. 504656 mediante la 
Resolución No. 210-7611 del 17 de noviembre de 2023 se concretó la configuración de defecto 
p r o c e d i m e n t a l  p o r  e x c e s o  r i t u a l .

Pues bien, acorde con los lineamientos de la Corte Constitucional, no se ha incurrido en defecto 
procedimental absoluto porque esta autoridad ha aplicado el procedimiento legalmente 
establecido en el trámite para efectuar el requerimiento de certificación ambiental en el Auto No. 
0 0 0 4  d e l  0 8  d e  j u n i o  d e  2 0 2 3 .

El 04 de agosto de 2022, el Consejo de Estado – Sección Primera, MP. Roberto Augusto Serrato 
Valdés, expidió decisión de segunda instancia dentro de la Acción Popular No. 
25000234100020130245901, aclarada y adicionada mediante auto de fecha 29 de septiembre de 
2022, mediante la cual se amparan, entre otros, los derechos colectivos al goce de un ambiente 
sano, a la existencia del equilibrio ecológico, al manejo y aprovechamiento racional de los 
recursos naturales para garantizar su desarrollo sostenible y a la protección de áreas de especial 
i m p o r t a n c i a  e c o l ó g i c a .  

“(…) 1.3.1. La Agencia Nacional de Minería, deberá exigir a los proponentes que aporten, junto 
con la solicitud de titulación, un certificado proferido por la autoridad ambiental competente, en el 
que se informe: (i) si su proyecto se superpone o no con alguno de los ecosistemas a que se 
refieren los subtítulos b) y c) del capítulo II.3.3. de esta sentencia; (ii) si tal territorio se encuentra 
zonificado, y (iii) si las actividades mineras están permitidas en el instrumento de zonificación. En 
el evento en que se presenten dudas sobre la compatibilidad del proyecto con el propósito de 
conservación, la Agencia Nacional de Minería deberá abstenerse de resolver de fondo la 
propuesta hasta que exista certeza sobre la referida compatibilidad, dando aplicación al principio 
d e  p r e c a u c i ó n ( … ) ”

En atención a lo anterior, el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, expidió la Circular No. 
SG- 40002023E400013 del 19 de enero de 2023, a través de la cual se dictaron los lineamientos 
para proferir certificaciones en el marco del cumplimiento del numeral 1.3.1 orden tercera de la 
m e n c i o n a d a  s e n t e n c i a .

El Gobierno Nacional expidió el Decreto No. 107 del 26 de enero de 2023, mediante el cual 
adoptó, medidas para el cumplimiento de la sentencia proferida por el Consejo de Estado, el 4 de 
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agosto de 2022, adicionada y aclarada mediante Auto del 29 de septiembre de 2022, dentro de la 
Acción Popular No. 250002341000-2013-02459-01.

En concordancia con lo anterior, se siguió el trámite aplicable para el requerimiento efectuado 
sobre la certificación ambiental en cumplimiento de lo señalado en la sentencia del Consejo de 
Estado, de otra parte, en el artículo tercero de la Resolución No. 210-7611 del 17 de noviembre 
de 2023, se ordenó la procedencia del recurso de reposición, garantizándose con ello el respeto y 
salvaguarda del derecho a la defensa y contradicción de la sociedad proponente, materializado 
e n  l a  p r e s e n t e  p r o v i d e n c i a .

Siguiendo los lineamientos de la Corte Constitucional en lo atinente al defecto procedimental por 
exceso ritual manifiesto, está acorde con los criterios establecidos en la norma sustancial- 
Decreto 107 del 26 de enero de 2023, y el término establecido de un mes se efectuó de 
conformidad con el artículo 17 de la ley 1437 de 2011, que se aplica por remisión del artículo 297 
del Código de Minas, toda vez que no existe norma expresa que permita realizar un requerimiento 
f u e r a  d e  l o  e s t a b l e c i d o  e n  e l  a r t í c u l o  2 7 4 .

Además, a través del citado auto, se dio a la sociedad proponente la oportunidad de allegar, bien 
la constancia de solicitud o, bien la certificación ambiental expedidas por la plataforma Vital, y 
debía hacerse dentro del término concedido por la ley, lo anterior, en garantía tanto del debido 
proceso como de la prevalencia del derecho sustancial y respetando las formas mismas del 
p r o c e d i m i e n t o .

Es así que en razón de la primacía del derecho sustancial no se puede desconocer la plenitud de 
formas de cada proceso porque estas constituyen el debido proceso establecido en el artículo 29 
de la Constitución Política. Al respetarse todas las formas de cada juicio, se está logrando la 
igualdad en el campo de lo procesal porque a todas las personas que tramiten determinado 
asunto ante la administración serán tratadas bajo iguales parámetros.

Efectuado el análisis correspondiente de la actuación administrativa plasmada en la Resolución 
 por medio de la cual se declaró el desistimiento de la 210-7611 del 17 de noviembre de 2023

propuesta de contrato de concesión  y desvirtuados los argumentos de la recurrente, se 504656
evidencia que la expedición de la acto administrativo en mención se efectuó de conformidad con 
los principios de legalidad, debido proceso, buena fe y demás principios que rigen las actuaciones 
administrativas, por lo tanto esta autoridad minera procederá a su confirmación.

Que la presente determinación se adopta con fundamento en el análisis jurídico del Grupo de 
Contratación Minera, con aprobación de la Coordinación del Grupo.

Que, en mérito de lo expuesto,

RESUELVE

 ARTÍCULO PRIMERO. – CONFIRMAR la Resolución No. 210-7611 del 17 de noviembre de 
2023, por la cual se declara el desistimiento de la propuesta de contrato de concesión No. ,504656
por las razones expuestas en la parte motiva del presente acto administrativo. 

ARTÍCULO SEGUNDO. -  Notifíquese personalmente y/o electrónicamente a través del Grupo de 
Gestión de Notificaciones la presente providencia a la sociedad proponente GLOBAL MINING 
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 a través de su representante legal o quien haga sus veces o GROUP SAS con Nit. 901567963- 1
a través de su apoderado o en su defecto procédase mediante aviso de conformidad con el 
a r t í c u l o  6 7  y  s . s . ,  d e  l a  L e y  1 4 3 7  d e  2 0 1 1 .

ARTÍCULO TERCERO. - Contra el presente acto administrativo no procede recurso, conforme a 
lo dispuesto en el  art ículo 87 de la Ley 1437 de 2011.

 ARTÍCULO CUARTO. -  Una vez ejecutoriada y en firme la presente providencia, efectúese por el 
Grupo de Catastro y Registro Minero la desanotación del área de la propuesta de contrato de 
concesión No.  del sistema grafico del Sistema Integral de Gestión Minera-Anna Minería y 504656
efec túese  e l  a rch ivo  de l  re fe r ido  exped ien te .  

D a d a  e n  B o g o t á ,  

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JULIETH MARIANNE LAGUADO ENDEMANN
Gerente de Contratación y Titulación

 
Proyecto: LGC - Abogada GCM/VCT

Revisó:  ACH - Abogada GCM /VCT

Aprobó: KMO- Coordinadora GCM/VCT



 
 

GGN-2024-CE-1027 

 

VICEPRESIDENCIA DE CONTRATACIÓN Y TITULACIÓN 

GRUPO DE GESTIÓN DE NOTIFICACIONES 

CONSTANCIA DE EJECUTORIA 

 

La suscrita Coordinadora del Grupo de Gestión de Notificaciones, hace constar que la 

Resolución GCT No. 210-8291 DEL 10 DE MAYO DE 2024, proferida dentro del expediente 

504656, POR MEDIO DE LA CUAL SE RESUELVE EL RECURSO DE REPOSICIÓN INTERPUESTO 

CONTRA LA RESOLUCIÓN No. RES-210-7611 DEL 17 DE NOVIEMBRE DE 2023 DENTRO DE 

LA PROPUESTA DE CONTRATO DE CONCESIÓN No. 504656, fue notificado 

electrónicamente a la sociedad GLOBAL MINING GROUP S.A.S, el día 29 de mayo de 2024, 

según consta en certificación de notificación electrónica GGN-2024-EL-1262, quedando 

ejecutoriada y en firme las mencionadas resoluciones, el 30 DE MAYO DE 2024, como quiera 

que contra dicho acto administrativo no procede recurso alguno. 

 

Dada en Bogotá D. C., a los veinticinco (25) días del mes de junio de 2024. 

 

 

AYDEE PEÑA GUTIÉRREZ 

COORDINADORA GRUPO DE GESTIÓN DE NOTIFICACIONES 

 

Elaboró: Jesús David Angulo M 
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Número del acto administrativo:
RES-210-6655

República de Colombia

  

AGENCIA NACIONAL DE MINERÍA

RESOLUCIÓN No. []
 ( [] )
 
 

“Por medio de la cual se rechaza y se archiva la propuesta de contrato de concesión No. 503165”
 
 

LA GERENTE DE CONTRATACIÓN Y TITULACIÓN
 
En uso de sus facultades legales, en especial de las conferidas por el Decreto 4134 del 3 de 
noviembre de 2011 expedido por el Ministerio de Minas y Energía, las Resoluciones 34 del 18 de 
enero de 2021 corregida a través de la Resolución No. 066 del 02 de febrero de 2021 y 224 del 20 de 
febrero de 2023, expedidas por la Agencia Nacional de Minería y

 
CONSIDERANDO

Que la Agencia Nacional de Minería ANM fue creada mediante el Decreto – Ley 4134 de 2011 con el 
objeto de administrar integralmente los recursos minerales de propiedad del Estado, promover el 
aprovechamiento óptimo y sostenible de los recursos mineros de conformidad con las normas 
pertinentes y en coordinación con las autoridades ambientales en los temas que lo requieran, lo 
mismo que hacer seguimiento a los títulos de propiedad privada del subsuelo cuando le sea delegada 
esta función por el Ministerio de Minas y Energía de conformidad con la ley.

Que los numerales 1,6 y 16 del artículo 4 del Decreto – Ley 4134 de 2011, faculta a la Agencia 
Nacional de Minería ANM para “ejercer las funciones de autoridad minera o concedente en el territorio 
nacional”, “Administrar el catastro minero y el registro minero nacional” y “Reservar áreas con 
potencial minero, con el fin de otorgarlas en contrato de concesión”. 
 
Que el Decreto 509 de 2012 (artículo 8) compilado en el Decreto 1083 de 2015, estableció en su 
artículo 2.2.2.9.8, que: “Las Agencias expedirán el manual específico describiendo las funciones que 
correspondan a los empleos de la planta de personal y determinando los requisitos exigidos para su 
ejercicio”.
 
Que en uso de las facultades concedidas por la anterior disposición, la Agencia Nacional de Minería 
expidió la Resolución 34 del 18 de enero de  2021 “Por medio de la cual adopta el Manual Específico 
de Funciones y Competencias laborales para los empleos de la Planta de Personal de la Agencia 

, asignando al empleo Gerente de Proyectos código G2 grado 09 - Nacional de Minería”

RES-210-6655
22/09/2023
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Vicepresidencia de Contratación y Titulación, la función de aprobar o rechazar las solicitudes y expedir 
los actos administrativos relacionados con el trámite de las solicitudes mineras, teniendo en cuenta la 
normatividad aplicable.

 
ANTECEDENTES

Que el 12 de octubre de 2021, la sociedad proponente , identificada con NIT LIBERO COBRE LTD
900230560-4, presentó propuesta de contrato de concesión para la exploración y explotación de un 
yacimiento clasificado técnicamente como MINERALES METÁLICOS - MINERALES DE COBRE Y 
SUS CONCENTRADOS, MINERALES METÁLICOS - MINERALES DE MOLIBDENO Y SUS 
CONCENTRADOS, MINERALES METÁLICOS - MINERALES DE ORO Y SUS CONCENTRADOS, 
MINERALES METÁLICOS - MINERALES DE PLATA Y SUS CONCENTRADOS, MINERALES 
METÁLICOS - MINERALES DE PLATINO (INCLUYE PLATINO, PALADIO, RUTENIO, RODIO, 

, ubicado en los municipios de  y , OSMIO) Y SUS CONCENTRADOS SANTA ROSA MOCOA
departamentos del y , a la cual le correspondió el expediente No. 503165.CAUCA PUTUMAYO

Que el 20 de diciembre de 2021, el Grupo de Contratación Minera realizó evaluación jurídica de la 
propuesta de contrato de concesión No. 503165, observando los criterios para evaluar la capacidad 
legal de los solicitantes de la propuesta de contrato de concesión, de acuerdo con lo dispuesto en la 
Ley 685 de 2001 y el Estatuto de Contratación de la Administración Pública -Ley 80 de 1993.

Que del análisis realizado al Certificado de Existencia y Representación Legal aportado con la 
solicitud, se pudo corroborar que el proponente , identificada con NIT LIBERO COBRE LTD
900230560-4, no cuenta con la vigencia para la suscripción de contrato, por lo que se recomienda 
rechazar el presente trámite de propuesta de contrato de concesión minera.

 
FUNDAMENTOS DE LA DECISIÓN

Que el artículo 17 del Código de Minas, en lo referente a la capacidad legal, dispone lo siguiente:

“Capacidad legal. La capacidad legal para formular propuesta de concesión minera y para 
celebrar el correspondiente contrato, se regula por las disposiciones generales sobre 

Dicha capacidad, si se refiere a personas jurídicas, públicas o privadas, contratación estatal. 
requiere que en su objeto se hallen incluidas, expresa y específicamente, la exploración y explotación 
mineras. Cuando uniones temporales reciban concesiones deberán constituirse en figura societaria, 
con la misma participación que se derive de la propuesta presentada. También podrán presentar 
propuestas y celebrar contratos de concesión los consorcios, caso en el cual sus integrantes 

 (negrilla fuera del texto)”responderán solidariamente de las obligaciones consiguientes”.
 
Que la capacidad legal exigida a personas jurídicas, públicas o privadas para la evaluación de las 
propuestas de contratación minera, además, de cumplir con lo dispuesto por las normas sobre 
contratación estatal, debe contar con el presupuesto de incluir en su objeto las actividades de 
exploración y explotación mineras; y ella determina la facultad para que una persona jurídica pueda 
celebrar o no, un contrato de concesión minera, por lo que su ausencia da lugar a decretar el rechazo 
d e  l a  p r o p u e s t a .
 
En este sentido, el artículo 70 de la Ley 685 de 2001 establece:

“ El contrato de concesión se pactará por el término que solicite el Artículo 70. Duración total. 
proponente y hasta por un máximo de treinta (30) años. Dicha duración se contará desde la fecha de 
inscripción del contrato en el Registro Minero Nacional.”
 
Que por su parte, el artículo 6 de la Ley 80 de 1993, establece

“ Pueden celebrar contratos con las entidades Artículo 6º.- De la Capacidad para Contratar. 
estatales las personas consideradas legalmente capaces en las disposiciones vigentes. También 
podrán celebrar contratos con las entidades estatales, los consorcios y uniones temporales.
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Las personas jurídicas nacionales y extranjeras deberán acreditar que su duración no será inferior a la 
Subrayado fuera de texto.) (del plazo del contrato y un año más.”

 
Que por su parte, la Oficina Jurídica de la Agencia Nacional de Minera en concepto No. 
20211200278553 del 16 de junio de 2021, en lo que respecta a la vigencia como requisitos de la 
capacidad legal expresó:
 
“En un escenario donde por ejemplo la persona jurídica radica solicitud de contrato de concesión por 
un término de 30 años y la vigencia de la sociedad es menor a 31 años, teniendo en cuenta lo 
señalado en el artículo 6 de la Ley 80 de 1993, en consonancia con lo establecido en el artículo 17 del 
Código de Minas, la sociedad no cumpliría con el requisito señalado relativo a que “Las personas 
jurídicas nacionales y extranjeras deberán acreditar que su duración no será inferior a la del plazo del 
contrato y un año más”.
 
(…)

Conviene precisar que lo referido a la capacidad legal de una determinada persona, en general, se 
estatuye como un requisito “de entrada”, cuyo cumplimiento, en el marco del proceso de titulación 
minera, debe ser verificado de manera previa a la evaluación de los requisitos establecidos para el 
otorgamiento de un contrato de concesión minera. En tal sentido, si dicho requisito previo, no es 
satisfecho, no podrá continuarse la evaluación de la propuesta y así deberá determinarse.

Por su parte, se recuerda, el rechazo de la propuesta de contrato se dará, si se presenta alguna 
situación que encuadre en algunos de los casos previstos en el artículo 274 del Código de Minas.”

Que en este mismo sentido, el concepto emitido por la Autoridad Minera Nacional, con ocasión de la 
vigencia de la sociedad como requisito de la capacidad legal de la persona jurídica, se ciñe al deber 
de contar con el término de 30 año y un año mas, lo cual debe ser verificado durante el proceso de 
evaluación de la propuesta, debido a que es desde la formulación de la propuesta, el momento en el 
que deben cumplirse los requisitos de ley que lo habilitan para ejercer la actividad minera.

Que en ausencia de la precitada capacidad legal, lo procedente es ordenar el rechazo de la 
propuesta, tal como lo establece el artículo 274 de la Ley 685 de 2.001, en los siguientes términos:
 
“ “La propuesta será rechazada si el área pedida en su totalidad se RECHAZO DE LA PROPUESTA 
hallare ubicada en los lugares y zonas señaladas en el artículo 34 de este Código, si no hubiere 
obtenido las autorizaciones y conceptos que la norma exige; si se superpone totalmente a propuestas 
o contratos anteriores, si no cumple con los requisitos de la propuesta o si al requerirse subsanar sus 
deficiencias no se atiende tal requerimiento. En caso de hallarse ubicada parcialmente, podrá 
admitirse por el área restante si así lo acepta el proponente”.
 
Que de acuerdo con la evaluación jurídica inicial efectuada por el Grupo de Contratación Minera se 
determinó que la sociedad , identificada con NIT 900230560-4, LIBERO COBRE LTD cuenta con un 
término de duración que va hasta el 20 de julio de 2048 (27 años), según certificado de existencia y 
representación legal allegado con la propuesta. Lo anterior quiere decir que no cuenta con el término 
de vigencia exigido de acuerdo con las normas antes citadas, lo que implica que no se encuentre 
soportada la capacidad legal exigida, por consiguiente, se procederá a rechazar la presente propuesta 
toda vez que no es un requisito subsanable.

Que de acuerdo con las normas que rigen esta actuación, procede decretar el rechazo la propuesta de 
Contrato de Concesión No. 503165, presentada por la por la Sociedad Proponente LIBERO COBRE 

, identificada con NIT 900230560-4, por las razones aquí referidas y al no tratarse de un requisito LTD
n o  s u b s a n a b l e .
 
En mérito de lo expuesto, la Gerencia de Contratación Minera,

 
RESUELVE
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 Rechazar la propuesta de Contrato de Concesión Minera No. 503165, ARTÍCULO PRIMERO.-
presentada por la sociedad , identificada con NIT 900230560-4, por las razones LIBERO COBRE LTD
expuestas en la parte motiva del presente proveído.
 

 Notifíquese la presente Resolución Personalmente a través del Grupo de ARTÍCULO SEGUNDO.-
Gestión de Notificaciones de la Vicepresidencia de Contratación y Titulación al  proponente LIBERO 

, identificada con NIT 900230560-4, a través de su representante legal o quien haga sus COBRE LTD
veces o en su defecto, procédase mediante edicto de conformidad con el artículo 269 del Código de 
Minas.
 

.- Contra la presente Resolución procede el recurso de reposición el cual ARTÍCULO TERCERO
puede interponerse dentro de los DIEZ (10) días siguientes a su notificación, de acuerdo con lo 
preceptuado por el  ar t ículo 76 de la Ley 1437 de 2011.

: De conformidad con los artículos 2.2.5.1.2.1 y 2.2.5.1.2.3 del Decreto No. 2078 de 18 PARÁGRAFO
de noviembre de 2018, el recurso de reposición debe ser radicado y tramitado a través del Sistema 
Integral de Gestión Minera -SIGM- Plataforma Anna Minería

 Ejecutoriada esta providencia procédase a la desanotación del área del ARTÍCULO CUARTO.-
Sistema Integral de Gestión Minera - AnnA Minería y efectúese el archivo del referido expediente.

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JULIETH MARIANNE LAGUADO ENDEMANN
Gerente de Contratación y Titulación

 
 
 

MIS3-P-001-F-071 / V1
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Número del acto administrativo:
RES-210-8290

República de Colombia

AGENCIA NACIONAL DE MINERÍA

RESOLUCIÓN NÚMERO  
                             

(                                         )

“POR MEDIO DE LA CUAL SE RESUELVE RECURSO DE REPOSICIÓN PRESENTADO 
CONTRA LA RESOLUCIÓN N°. 210-6655 DEL 22 DE SEPTIEMBRE DE 2023 DENTRO DE LA 

PROPUESTA DE CONTRATO DE CONCESIÓN N° 503165”

LA GERENTE DE CONTRATACIÓN Y TITULACIÓN

En uso de sus facultades legales, en especial de las conferidas por el Decreto 4134 del 3 de 
noviembre de 2011 expedido por el Ministerio de Minas y Energía, las Resoluciones 34 del 18 de 
enero de 2021 y 224 del 20 de febrero de 2023, expedidas por la Agencia Nacional de Minería y

CONSIDERANDO

Que la Agencia Nacional de Minería (ANM) fue creada mediante el Decreto – Ley 4134 de 2011 
con el objeto de administrar integralmente los recursos minerales de propiedad del Estado, 
promover el aprovechamiento óptimo y sostenible de los recursos mineros de conformidad con 
las normas pertinentes y en coordinación con las autoridades ambientales en los temas que lo 
requieran, lo mismo que hacer seguimiento a los títulos de propiedad privada del subsuelo 
cuando le sea delegada esta función por el Ministerio de Minas y Energía de conformidad con la 
l e y .

Que los numerales 1,6 y 16 del artículo 4 del Decreto – Ley 4134 de 2011, faculta a la Agencia 
Nacional de Minería (ANM) para “ejercer las funciones de autoridad minera o concedente en el 
territorio nacional”, “Administrar el catastro minero y el registro minero nacional” y “Reservar áreas 
con potencial minero, con el fin de otorgarlas en contrato de concesión”. 

Que el Decreto 509 de 2012 (artículo 8) compilado en el Decreto 1083 de 2020, estableció en su 
artículo 2.2.2.9.8, que: “Las Agencias expedirán el manual específico describiendo las funciones 
que correspondan a los empleos de la planta de personal y determinando los requisitos exigidos 
p a r a  s u  e j e r c i c i o ” .  

Que en uso de las facultades concedidas por la anterior disposición, la Agencia Nacional de 

RES-210-8290

10 DE MAYO DE 2024
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Minería (ANM) expidió la Resolución 34 del 18 de enero de  2021 “Por medio de la cual adopta el 
Manual Específico de Funciones y Competencias laborales para los empleos de la Planta de 
Personal de la Agencia Nacional de Minería”, asignando al empleo Gerente de Proyectos código 
G2 grado 09 - Vicepresidencia de Contratación y Titulación, la función de aprobar o rechazar las 
solicitudes y expedir los actos administrativos relacionados con el trámite de las solicitudes 
mineras, teniendo en cuenta la normatividad aplicable.

ANTECEDENTES

Que el 12 de octubre de 2021, la sociedad proponente identificada con NIT LIBERO COBRE LTD 
900230560-4, presentó propuesta de contrato de concesión para la exploración y explotación de 
un yacimiento clasificado técnicamente como MINERALES METÁLICOS - MINERALES DE 
COBRE Y SUS CONCENTRADOS, MINERALES METÁLICOS - MINERALES DE MOLIBDENO 
Y SUS CONCENTRADOS, MINERALES METÁLICOS - MINERALES DE ORO Y SUS 
CONCENTRADOS, MINERALES METÁLICOS - MINERALES DE PLATA Y SUS 
CONCENTRADOS, MINERALES METÁLICOS - MINERALES DE PLATINO (INCLUYE 

, ubicado en los PLATINO, PALADIO, RUTENIO, RODIO, OSMIO) Y SUS CONCENTRADOS
municipios de y , departamentos del y , a la cual le SANTA ROSA MOCOA CAUCA PUTUMAYO
c o r r e s p o n d i ó  e l  e x p e d i e n t e  N o .  5 0 3 1 6 5 .

Que el día  el Grupo de Contratación Minera realizó la evaluación 20 de diciembre de 2021
jurídica de la propuesta de contrato de concesión No. , siguiendo, entre otros, los criterios 503165
para evaluar la capacidad legal de la sociedad proponente de conformidad con lo establecido en 

 la Ley 685 de 2001. Que, del análisis realizado al Certificado de Existencia y Representación 
Legal aportado con la solicitud, se pudo corroborar que la sociedad proponente LIBERO COBRE 

 identificada con NIT No. 900.230.560-4, no cuenta con la vigencia para la suscripción de LTD
c o n t r a t o .

Que mediante la , se rechaza y archiva Resolución No. 210-6655 del 22 de septiembre de 2023
la propuesta de Contrato de Concesión Minera No. notificada el 07 de noviembre de 503165 
2023, cuando fue enviado el mensaje de datos al correo: comunicaciones@liberocopper.com 
desde el correo institucional notificacionelectronicaanm@anm.gov.co, tal como se evidencia en la 
constancia GGN-2023-EL-2670 expedida el 7 de noviembre de 2023.  

Que consultado el Sistema de Gestión Documental, mediante radicado No. 20231002748502 del 
, la sociedad proponente , por medio de su 22 de noviembre de 2023 LIBERO COBRE LTD

representante legal, allega recurso de reposición contra la Resolución No. 210-6655 del 22 de 
.  s e p t i e m b r e  d e  2 0 2 2

 

ARGUMENTOS DEL RECURSO

Manifiesta el recurrente como motivos de inconformidad con la resolución impugnada los que a 
c o n t i n u a c i ó n  s e  r e s u m e n :

“(…)-III- SUSTENTACIÓN DEL RECURSO GUBERNATIVO
Con el fin de sustentar el recurso gubernativo que se interpone por medio del presente escrito, se 
p resen tan  l as  s i gu ien tes  cons ide rac iones :
Motivos que sustentan la decisión contenida en el acto administrativo recurrido.
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La autoridad minera al revisar el certificado de existencia y representación legal que se aportó 
con la propuesta, encontró que su vigencia era hasta el 20 de julio de 2048, por lo que estableció 
que no cuenta con el término de vigencia exigida por la Ley, por lo que se procede al rechazo de 
l a  p r o p u e s t a .
1.2. La autoridad minera manifiesta que la propuesta se debe rechazar, ya que la sociedad no 
cumple con lo establecido en los artículos 14 de la Ley 685 de 2001, artículo 6 de la Ley 80 de 
1993 y que en atención al concepto de la Oficina Asesora Jurídica del Ministerio de Minas y 
Energía, contenido en Radicado 2012002422 de fecha 18 de enero de 2012, pronunciamiento 
relacionado con la capacidad legal del proponente, de manera precisa frente al objeto social de 
e x p l o r a c i ó n  y  e x p l o t a c i ó n .
2 .  R a z o n e s  d e  i n c o n f o r m i d a d .
Con el debido respeto, no estamos de acuerdo con las decisiones tomadas en la resolución en 
a t e n c i ó n  a  l o  s i g u i e n t e :
2.1. Frente a la duración del contrato nos permitimos manifestar que:
Respecto de la duración de la concesión, el artículo 70 de la Ley 685 de 2001, señala:
“El contrato de concesión se pactará por el término que solicite el proponente y hasta por un 
máximo de treinta (30) años. Dicha duración se contará desde la fecha de inscripción del contrato 
en el Registro Minero Nacional”. (Subrayado en negrilla fuera del texto).
El artículo 70 del Código de Minas, es tan claro, que no admite interpretación alguna. La norma 
no establece que el contrato de concesión deba tener siempre una duración de treinta (30) años, 
sino que esos treinta (30) años son la duración máxima que puede tener un contrato de 
concesión en Colombia. La norma indica de manera expresa, clara e inequívoca, que el contrato 
se pactará por el  término que sol ic i te el  proponente.
En virtud de lo anterior, corresponde a la ANM dar aplicación al artículo 70 de la ley 685 de 2001, 
adoptando para ello los mecanismos jurídicos y de comunicación que estime necesarios y 
eficientes, con el fin de garantizar al proponente o interesado en la propuesta de contrato de 
concesión el derecho legal que le asiste de poder indicar y solicitar cuál será la duración del 
c o n t r a t o  a  s u s c r i b i r .
Con todo respeto se advierte, que cualquier aplicación distinta del artículo 70 de la Ley 685 de 
2001, no sólo atenta de manera ostensible contra la seguridad jurídica que se predica de la 
legislación minera en Colombia, sino que evidencia una posible extralimitación de funciones y 
desconocimiento e inobservancia de la ley 685 de 2001, la cual está vigente y sólo puede ser 
modificada a través del trámite correspondiente ante el Congreso de la República.
En el trámite de propuesta adelantado por LIBERO COBRE LTD., se aportó certificado de 
existencia y representación legal en el cual se puede verificar que la duración de la sociedad al 
momento de presentarse la propuesta de contrato 503165, era hasta el 20 de julio de 2048. 
Teniendo en cuenta que la propuesta fue radicada en fecha 11 de octubre de 2021, a la fecha de 
la citada solicitud la duración de la Sociedad Libero Cobre Ltd., era de 26 años, 9 meses y 21 
días, tiempo que resulta suficiente y que cumple con la vigencia exigida en el artículo 6 de la Ley 
80 de 1993, si se tiene en cuenta que en virtud del artículo 70 de la ley 685 de 2001, Libero Cobre 
Ltd., solicita que el contrato de concesión a suscribirse en virtud de la propuesta de concesión de 
la referencia, tenga una duración inicial  de 25 años.
Al verificar el concepto 20221200280541 del 17 de febrero del 2022 de la Oficina Asesora 
Jurídica de la ANM, sobre el alcance y aplicación del artículo 70 de la Ley 685 de 2002, se reiteró 
que el contrato de concesión se debe otorgar por el término solicitado por el proponente, el cual 
no puede ser superior a treinta (30) años. Por tanto, la duración exigible a la sociedad está sujeta 
a la duración del contrato, y un año más. En el caso concreto de Libero Cobre Ltd., teniendo en 
cuenta que el contrato se solicita por 25 años, la duración de la sociedad debe ser mínimo de 26 
años, tiempo de duración que cumplía la sociedad al momento de presentar la propuesta de 
c o n t r a t o  d e  l a  r e f e r e n c i a .  
Le corresponde a la ANM dar aplicación al artículo 70 de la ley 685 de 2001, adoptando para ello 
los mecanismos jurídicos y de comunicación que estime necesarios y eficientes, con el fin de 
garantizar al proponente o interesado en la propuesta de contrato de concesión el derecho legal 
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2.  

que le asiste de poder indicar y solicitar cuál será la duración del contrato a suscribir.

Frente a la capacidad legal de la persona Jurídica nos permitimos manifestar:

De igual modo, las herramientas tecnológicas implementadas por la ANM, deben estar acorde 
con la legislación vigente, pero lamentablemente no ocurre así, porque como es de conocimiento 
general, no sólo para los funcionarios competentes en la Agencia Nacional Minera -ANM-, sino 
para quienes radican propuestas de contrato de concesión en esa entidad, la página diseñada e 
implementada por esa autoridad minera, no permite al proponente indicar el plazo o término de 
duración del contrato solicitado, sino que es el sistema de manera automática, el que señala 30 
años, no da opción al interesado de ejercer el derecho que le otorga el artículo 70 de la Ley 685 
de 2001, para indicar la duración del contrato que está solicitado. Es por ello, que Libero Cobre 
Ltd., presumió de buena fe, que en el trámite de la propuesta la ANM le solicitaría aclarar el plazo 
d e  d u r a c i ó n  d e l  c o n t r a t o  s o l i c i t a d o .  
Esa falla en el sistema dispuesto por la Agencia Nacional Minera -ANM-, para la radicación de 
propuestas de contrato de concesión, el cual impide el cabal ejercicio del artículo 70 de la Ley 
685 de 2001, no necesita ser probado, toda vez que ustedes conocen cómo funciona el mismo y 
porque se constituye en hecho notorio en el ámbito minero. Libero Cobre Ltd., considera que sólo 
en caso de proceso judicial que pueda surgir en este asunto, se acudirá a expertos en sistemas y 
programación, para demostrar lo que ustedes y todos sabemos, que la página para la radicación 
de las propuestas no permite indicar el plazo del contrato.
De conformidad con lo indicado en el documento abcé de la ANM referido, del cual anexamos 
copia para su mejor información, es claro que esa autoridad minera no podía rechazar de plano la 
propuesta de contrato de concesión de la referencia, sino que tenía la obligación de requerir al 
proponente a efectos de que allegara un nuevo certificado de existencia y representación legal 
donde conste la ampliación de la vigencia de la sociedad y en caso de no aportarlo, elaborar 
minuta de contrato de concesión con la vigencia del certificado aportado. Adicional a lo anterior, 
consideramos que en virtud del artículo 70 de la Ley 685 de 2001, también debió garantizarse al 
interesado en la propuesta de contrato de concesión minera, manifestar el tiempo de duración del 
contrato que él solicita, obviamente sin que se superen los treinta (30) años de duración que 
s e ñ a l a  l a  n o r m a  c o m o  m á x i m o .  
Cartilla publicada por la UPME, denominada “Del Proceso Minero Colombiano”, la cual fue 
elaborada en conjunto con Ministerio de Minas y Energía e Ingeominas, de la cual se destaca: 
Respecto a la duración del contrato de concesión, no se establece que el término del mismo deba 
ser de 30 años, sino que la cartilla en la página 35, numeral 1.16, en lo relacionado con este 
tema, contempla lo señalado en el artículo 70 del Código de Minas, y precisa: 
“1 .16 DURACIÓN DEL CONTRATO DE CONCESIÓN 
El contrato de concesión se pacta por el término que solicite el proponente y hasta por un 
máximo de treinta (30) años. Dicho término se cuenta desde la fecha de inscripción del contrato 
en el registro minero nacional”. (Subrayado en negrilla fuera del texto). 
En lo relacionado con la capacidad legal del proponente o solicitante, en las páginas 12 y 13 de la 
c a r t i l l a  m e n c i o n a d a ,  s e  p r e c i s ó :  
“1.4 ASPECTOS A TENER EN CUENTA PARA FORMULAR LA PROPUESTA DE CONTRATO 
D E  C O N C E S I Ó N  
1 . 4 . 1  T e n e r  c a p a c i d a d  l e g a l  
La capacidad legal para formular propuesta de concesión minera y para celebrar el 
correspondiente contrato, se regula por las disposiciones generales sobre contratación estatal. 
Dicha capacidad, si se refiere a personas jurídicas, públicas o privadas, empresas nacionales y 
extranjeras, requiere que en su objeto se hallen incluidas, expresa y específicamente, la 
e x p l o r a c i ó n  y  e x p l o t a c i ó n  m i n e r a s .  
(…) Igualmente, las personas jurídicas extranjeras podrán, a través de representante domiciliado 
en Colombia, presentar y tramitar propuestas. Para la celebración del contrato de concesión 
deberán establecer una sucursal, filial o subsidiaria, domiciliada en el territorio nacional. (Art. 19 
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d e l  C . M . ) .  
Teniendo en cuenta lo previsto por el artículo 17 de la Ley 685 de 2001, es pertinente hacer 
mención sobre las disposiciones que sobre capacidad legal consagra la Ley 80 de 1993: 
“ART. 6. De la capacidad para contratar. Pueden celebrar contratos con las entidades estatales 
las personas consideradas legalmente capaces en las disposiciones vigentes. 
También podrán celebrar contratos con las entidades estatales, los consorcios y uniones 
t e m p o r a l e s .  
Las personas jurídicas nacionales y extranjeras deberán acreditar que su duración no será 
inferior a la del plazo del contrato y un año más”. (Subrayado en negrilla fuera del texto). 
Es de advertir que la cartilla publicada por la UPME, tenía por objeto aclarar aspectos relevantes 
de la Ley 685 de 2001. En la elaboración de la misma, participaron funcionarios de las 
autoridades mineras del país, quienes conocieron los antecedentes y el trámite de la citada ley en 
el Congreso de la República, razón por la cual los conceptos legales precisados en el citado 
documento fueron valorados, tenidos en cuenta no sólo por particulares, sino por la autoridad 
m i n e r a  e n t o n c e s  c o m p e t e n t e .  
La cartilla en mención al referirse la duración que deben acreditar las personas jurídicas, señaló 
textualmente lo indicado en el numeral 6 de la Ley 80 de 1993, esto es, que su duración no puede 
ser inferior al plazo del contrato y un año más. Precisión que es acorde con lo dispuesto en el 
artículo 70 del Código de Minas, el cual como hemos venido repitiendo establece que el término 
del contrato es el solicitado por el proponente, sin que exceda de 30 años. 
Los conocedores del tema que participaron en la elaboración de la cartilla, tenían pleno 
conocimiento del contenido del artículo 70 de la Ley 685 de 2001, razón por la cual no podían 
definir que la duración del contrato de concesión fuera para todos los casos de 30 años, porque 
tal precisión sería totalmente contraria a lo dispuesto en el tan citado artículo 70. 
Por lo anterior, es claro que no puede exigirse por parte de la autoridad minera ANM, que la 
duración de la persona jurídica interesada en una propuesta sea de 31 años, porque tal exigencia 
carece de soporte jurídico y por el contrario, desconoce lo dispuesto en el artículo 70 de la Ley 
685 de 2001, lo cual conlleva también a una aplicación indebida el artículo 6º de la Ley 80 de 
1 9 9 3 .  
El artículo 70 de la Ley 685 de 2001, no sólo es absolutamente claro al señalar que el contrato de 
concesión se pactará por el término que solicite el proponente, sino que la citada disposición la 
cual se encuentra plenamente vigente, no es contraria al artículo 6º de la Ley 80 de 1993, toda 
vez que es viable jurídicamente que las sociedades tengan una duración igual a la del contrato 
(según la duración solicitada por el proponente) y un año más. 
Por lo anterior, se evidencia que el acto recurrido es contrario a la ley y que el mismo se 
encuentra viciado al estar soportado en una falsa e indebida motivación, por desconocimiento de 
la ley, concretamente del artículo 70 del Código de Minas. 

2.2. Frente al Concepto 2012002422 de la oficina asesora jurídica del Ministerio de Minas y 
Energía nos permitimos manifestar:

 

Es importante resaltar, que de manera acertada la Oficina Asesora Jurídica en el citado concepto, 
señala que si el proponente no cumple con la capacidad legal, la propuesta debe ser rechazada. 
Este postulado jurídico no está en discusión, es claro que si el solicitante no cumple con la 
capacidad legal, ya sea por falta de actividades de exploración y explotación en el objeto social o 
por no cumplimiento del artículo 6 de la ley 80 de 1993, la propuesta debe ser rechazada y 
a r c h i v a d a .  
Pero se debe tener en cuenta que el concepto 2012002422 se refiere al no cumplimiento de 
capacidad legal, por no tener la sociedad proponente en su objeto social, las actividades de 
e x p l o r a c i ó n  y  e x p l o t a c i ó n  m i n e r a s .  
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Lamentablemente, el concepto 2012002422 de fecha 18 de enero de 2012, no se refirió a la 
duración del contrato a la luz del artículo 70 de la ley 685 de 2001, como tampoco a la duración 
de la sociedad en virtud del artículo 6 de la Ley 80 de 1993, en concordancia con el citado artículo 
7 0 .  
La Agencia Nacional de Minería, no cita ningún concepto de la Oficina Asesora Jurídica del 
Ministerio de Minas, que indique que el artículo 70 de la Ley 685 de 2001 ha sido derogado o 
modificado, y que el contrato de concesión deba ser otorgado en todos los casos por un término 
de 30 años, y que por lo mismo, la duración de la sociedad proponente deba ser por 31 años. 
No sólo, no conocemos concepto alguno en tales términos, sino que de existir, el mismo debe ser 
desatendido por la ANM, por ser manifiestamente contrario a la legislación minera vigente. Al 
respecto, se resalta lo dispuesto en el artículo 28 de la Ley 1437 de 2011: 
“ARTÍCULO 28. Alcance de los conceptos. Salvo disposición legal en contrario, los conceptos 

como respuestas a peticiones realizadas en ejercicio del derecho emitidos por las autoridades 
a formular consultas ” (Subrayado en no serán de obligatorio cumplimiento o ejecución
n e g r i l l a  f u e r a  d e l  t e x t o ) .  
Respecto a la duración del contrato de concesión minera, agradecemos a ustedes se sirvan tener 
en cuenta el concepto emitido por la Oficina Asesora Jurídica de la Agencia Nacional Minera -
ANM-, Radicado 20221200280541 del 17 de febrero del 2022, el cual da claridad sobre el alcance 
y aplicación del artículo 70 de la Ley 685 de 2002, en relación a que el contrato de concesión se 
debe otorgar por el término solicitado por el proponente, el cual no puede ser superior a treinta 
( 3 0 )  a ñ o s .  
Con los argumentos antes expuestos, esperamos haber dado claridad jurídica suficiente a esa 
autoridad minera, sobre la errada motivación del acto recurrido a través del presente escrito y 
agradecemos se sirva atender de manera favorable las siguientes:

P E T I C I Ó N

4.1. Sírvanse revisar y reponer el acto administrativo contenido en Resolución del 22 de 210-6655 
septiembre de 2023, para que se revoque la decisión de rechazo de la propuesta y se 503165 
continúe con el trámite de , atendiendo la Propuesta de Contrato de Concesión No. 503165
solicitud del proponente LIBERO COBRE LTD., de que se suscriba Contrato de Concesión por el 
término de 25 años, de conformidad con el artículo 70 de la Ley 685 de 2001. 
4.2 De manera subsidiaria, solicitamos a esa autoridad minera se sirva revisar y reponer el acto 
administrativo contenido en Resolución del 22 de septiembre de 2023, para en su lugar 210-6655 
proceder a continuar con el trámite de Propuesta de Contrato de Concesión No. 503165, 
profiriendo acto en el cual requiera al solicitante para que presente certificado de existencia y 
representación legal actualizado en donde conste la ampliación de la duración de la sociedad, 
advirtiendo que de no aportarla, procederá a otorgar contrato de concesión con una duración 
igua l  a  la  durac ión  de  la  soc iedad proponente .  
4.3 Sírvanse revisar los antecedentes de actos o autos de requerimiento proferidos en el trámite 
de propuestas de contratos, así como los contratos de concesión suscritos por la Agencia 
Nacional de Minería y las autoridades mineras que la antecedieron, dando aplicación al artículo 
70 de la Ley 685 de 2001.

 

 

FUNDAMENTO DE LA DECISIÓN

Que de acuerdo con nuestra legislación y la doctrina existente, el recurso de reposición constituye 
un instrumento legal mediante el cual la parte interesada tiene la oportunidad de ejercer el 
derecho de controvertir una decisión, para que la administración previa su evaluación, la 
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confirme, aclare, modifique, adicione o revoque previo el lleno de las exigencias legales 
e s t a b l e c i d a s  p a r a  d i c h o  e f e c t o .

Que la finalidad esencial del recurso de reposición no es otra distinta a que al funcionario de la 
administración que tomó una decisión administrativa, se le dé la oportunidad para que enmiende 
o corrija un error, o los posibles errores que se hayan podido presentar en el acto administrativo 
por  é l  exped ido ,  en  e je rc ic io  de  sus  func iones .

Expuesto lo anterior, resulta pertinente mencionar que el artículo 297 del Código de Minas 
e s t a b l e c e :

“  En el procedimiento gubernativo y en las acciones judiciales, en materia minera, se REMISION.
estará en lo pertinente, a las disposiciones del Código Contencioso Administrativo (…)”. 

Que en consecuencia, en materia de recursos en la vía gubernativa se hace aplicable el Título III, 
Capítulo Quinto ley 1437 de 2011, que en su artículo 74, establece:

“A . Recursos contra los actos administrativos. Por regla general, contra los actos rtículo 74
def in i t ivos procederán los s igu ientes recursos:

1º) El de reposición, ante quien expidió la decisión, para que la aclare, modifique, adicione o 
r e v o q u e .
2º) El de apelación, para ante el inmediato superior administrativo o funcional con el mismo 
p r o p ó s i t o .

No habrá apelación de las decisiones de los Ministros, Directores de Departamento 
Administrativo, superintendentes y representantes legales de las entidades descentralizadas ni de 
los directores u organismos superiores de los órganos constitucionales autónomos.     

3º) El de queja, cuando se rechace el de apelación (…).

Son actos definitivos, que ponen fin a una actuación administrativa, los que deciden directa o 
indirectamente el fondo del asunto; los actos de trámite pondrán fin a la actuación cuando hagan 
i m p o s i b l e  c o n t i n u a r l a ” .

Que sobre la oportunidad y presentación de los recursos, el artículo 76 de la ley 1437 de 2011, 
d i s p o n e :  

“ . Los recursos de reposición y apelación deberán Artículo 76. Oportunidad y presentación
interponerse por escrito en la diligencia de notificación personal, o dentro de los diez (10) días 
siguientes a ella, o a la notificación por aviso, o al vencimiento del término de publicación, según 
el caso. Los recursos contra los actos presuntos podrán interponerse en cualquier tiempo. (…)”

Que a su vez, de acuerdo con lo previsto en el artículo 77 de la referida ley 1437 de 2011, los 
recursos deberán reunir  los s iguientes requis i tos:

“(…) Los recursos deberán reunir, además los siguientes requisitos:REQUISITOS. 
1. Interponerse dentro del plazo legal, por el interesado o su representante o apoderado 
d e b i d a m e n t e  c o n s t i t u i d o .
2. Sustentarse con la expresión concreta de los motivos de inconformidad.
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3. Solicitar y aportar las pruebas que se pretende hacer valer.
4. Indicar el nombre y la dirección del recurrente, así como la dirección electrónica si desea ser 
notificado por este medio. (…)” (Subrayado fuera del texto)

Que el incumplimiento de alguno de los requisitos legales consagrados en el artículo 77 antes 
citado en el escrito con el cual se formula el recurso de reposición, dará lugar al rechazo de este 
por parte del funcionario competente, conforme a lo establecido en el artículo 78 ibidem.

Que una vez se observa la concurrencia de los requisitos anteriormente citados, se procede a 
resolver el recurso de reposición interpuesto, como quiera que revisado el expediente , se 503165
verificó el cumplimiento de los presupuestos necesarios para que se proceda al trámite del 
m i s m o .  
 

ANÁLISIS DEL RECURSO DE REPOSICIÓN

Que una vez analizada y estudiada la argumentación expuesta por el recurrente, es del caso 
precisar que la Resolución No. 210-6655 del 22 de septiembre de 2023, mediante la cual se 
resuelve rechazar y archivar la propuesta de contrato de concesión que nos ocupa, se originó de 
la conclusión de la evaluación jurídica del día 20 de diciembre de 2021, donde se indicó que el 
certificado de existencia y representación legal aportado por la sociedad proponente no cuenta 
con la vigencia para la suscripción de contrato, ya que su vigencia está prevista hasta el día 20 de 

 j u l i o  d e 2 0 4 8 .

Teniendo en cuenta los motivos de inconformidad expuestos por la sociedad que hoy recurre, 
esta autoridad minera procederá a realizar un análisis acucioso del asunto, pronunciándose frente 
a cada uno de ellos, especialmente en lo concerniente a la capacidad legal que deben tener las 
personas jurídicas al momento de radicar su propuesta de contrato de concesión, partiendo 
desde la base que este es un requisito sustancial e insubsanable.  

De la capacidad jurídica para presentar propuesta de contrato de concesión en el trámite 
m i n e r o .

Que a fin de resolver el recurso de reposición presentado, se hace necesario precisar que todas 
las actuaciones emitidas en desarrollo de trámites mineros por parte de esta Autoridad, se han 
enmarcado dentro de los principios de legalidad, eficiencia, eficacia y debido proceso, entre otros, 
lo que permite garantizar que las propuestas de contrato de concesión cumplan con los requisitos 
legales dispuestos en las preceptivas que regulan la materia; motivo por la cual es imperioso 
estudiar los documentos allegados por los proponentes, y realizar un análisis juicioso, 
garantizando así el cumplimiento de los cometidos institucionales, y de las garantías de los 
intervinientes en las solicitudes de contratos de concesión, como en la propuesta objeto de 
e s t u d i o .

Es por esto que esta entidad minera realiza un estudio exhaustivo de las propuestas, y 
específicamente para las personas jurídicas, analiza minuciosamente el Certificado de Existencia 
y Representación Legal expedido por la Cámara de Comercio, a fin de establecer si la sociedad 
proponente cuenta con la capacidad legal señalada en el artículo 17 de la Ley 685 de 2001.
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En este orden, la precitada disposición señala frente a la capacidad jurídica para presentar una 
propuesta de contrato de concesión,  lo  s iguiente:

“(...) Artículo 17. Capacidad legal. La capacidad legal para formular propuesta de concesión 
minera y para celebrar el correspondiente contrato, se regula por las disposiciones 
generales sobre contratación estatal. Dicha capacidad, si se refiere a personas jurídicas, 
públicas o privadas, requiere que en su objeto se hallen incluidas, expresa y 
específicamente, la exploración y explotación mineras.
Cuando Uniones Temporales reciban concesiones deberán constituirse en figura societaria, con 
la misma participación que se derive de la propuesta presentada. (…)” .(Negrillas fuera de texto)[1]

Ahora bien, resulta importante anotar que el Código de Minas permite la integración del derecho, 
componiéndose no sólo por las normas que están contenidas en él de forma explícita, sino 
también de aquellas que se introducen a éste por la remisión directa que de ellas se realiza, como 
sucede con las normas relacionadas con la capacidad legal contenidas en el estatuto de 
con t ra tac ión ,  según  lo  seña la  e l  a r t í cu lo  53 :

“Artículo 53. Leyes de Contratación Estatal. Las disposiciones generales sobre contratos 
estatales y las relativas a procedimientos precontractuales, no serán aplicables a la formulación y 
trámite de las propuestas de concesión minera, ni a la suscripción, perfeccionamiento, validez, 
ejecución y terminación de ésta, salvo las referentes a la capacidad legal a que se refiere el 

. En todas estas materias se estará a las disposiciones de este artículo 17 del presente Código
Código y a las de otros cuerpos de normas a las que el mismo haga remisión directa y expresa” 
[ 2 ] ( n e g r i l l a  f u e r a  d e  t e x t o )

Es por ello que, de la anterior remisión expresa al estatuto contractual:

“Artículo 6º.- De la Capacidad para Contratar. Pueden celebrar contratos con las entidades 
estatales las personas consideradas legalmente capaces en las disposiciones vigentes. También 
podrán celebrar contratos con las entidades estatales, los consorcios y uniones temporales. Las 
personas jurídicas nacionales y extranjeras deberán acreditar que su duración no será inferior 

.” (negrilla fuera de texto)a la del plazo del contrato y un año más [3]
 

Se desprende la autorización para que tanto las personas jurídicas (públicas y privadas), como 
las naturales, los consorcios y uniones temporales, puedan celebrar contratos con el Estado. De 
lo expuesto se desprende, que la sociedad proponente debe cumplir con las calidades y atributos 
del sujeto apto para la relación contractual y además debe contar con una vigencia igual al plazo 
d e l  c o n t r a t o  y  u n  a ñ o  m á s .

En esta misma línea, La Sección Tercera del Consejo de Estado , ha previsto respecto a la [4]
c a p a c i d a d  l e g a l :

“(…)La capacidad legal es un requisito cuyo cumplimiento se exige tanto para participar 
(requisito habilitante) en el proceso de selección, tal como lo establece el citado artículo 5 
de la Ley 1150 de 2007, como para contratar, según lo contempla el artículo 6 de la Ley 80 
de 1993; por ende, el interesado debe contar con plena capacidad jurídica (capacidad legal) 
desde el momento en el que presenta su oferta, sin que sea viable que la complete durante 
el desarrollo del proceso de selección, ya que, como requisito de habilitación, se requiere 
q u e  s e a  s a t i s f e c h o  p a r a  p a r t i c i p a r .  ( … )
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En ese orden de ideas, todos los requisitos habilitantes se deben cumplir al momento de 
presentar la propuesta, lo que significa que el oferente no puede pretender adquirir o 
completar las condiciones mínimas de participación en desarrollo del proceso de selección
.  ( n e g r i l l a  f u e r a  d e  t e x t o )

Lo anterior, por cuanto, además de lo anotado en párrafos anteriores, al momento de presentar 
su oferta el participante se obliga irrevocablemente con la administración a que, de adjudicársele 
el proceso celebrará el contrato, de suerte que es en ese instante cuando se comienza a 
estructurar el proyecto de negocio jurídico al que las partes (administración y oferente) pretenden 
llegar. Eso se traduce en que si, por ejemplo, al momento de presentar la propuesta el oferente 
carecía de capacidad legal y, a la sazón, resulta adjudicatario, no hay forma de que pueda 
exigírsele suscribir el contrato, pues para la fecha en que se obligó a ello no tenía la aptitud 
j u r í d i c a  p a r a  c o n t r a e r  o b l i g a c i o n e s .

Ahora, cosa distinta es que, a pesar de cumplir los requisitos habilitantes, la entidad encuentre 
falencias en la prueba aportada para acreditarlos o que los demás documentos requeridos en los 
pliegos de condiciones (desde luego que no incidan en la asignación de puntaje) generen dudas o 
ambigüedades. En estos casos es cuando, precisamente, se abre la posibilidad de “subsanar”, 
e n m e n d a r  o  r e c t i f i c a r .  ( … )

En efecto, una cosa es la capacidad jurídica o de goce, la cual dice relación con aptitud inherente 
a todas las personas para ser titulares de derechos (artículo 14 de la Constitución), otra la 
capacidad legal que se refiere a la aptitud de ejercer por sí mismo sus derechos sin requerir de la 
autorización de otra persona y otra la figura de la representación que consiste en la facultad que 
tiene una persona (natural o jurídica) de actuar, obligar y obrar en nombre o por cuenta de otro.

En materia de contratación estatal, el artículo 6 de la Ley 80 de 1993 señala que tienen 
capacidad para contratar las personas legalmente capaces conforme a las disposiciones 
vigentes, los consorcios y las uniones temporales. La norma indica, además, que las 
sociedades nacionales y extranjeras deben acreditar que su duración no sea inferior a la 
d e l  p l a z o  d e l  c o n t r a t o  y  u n  a ñ o  m á s .

Esta preceptiva debe armonizarse con lo dispuesto en el artículo 8 de la misma Ley 80 y con las 
demás normas  que contemplan restricciones para contratar con el Estado (inhabilidades e [5]
incompatibilidades), las cuales se hallan instituidas para preservar el principio de la moralidad 
admin is t ra t i va . ”  (…)  (negr i l l a  fuera  de  tex to )

Ahora bien, mediante  la Oficina Asesora radicado No 20211200278553 del 16 de junio de 2021
Jurídica de la Agencia Nacional de Minería señaló lo siguiente:

“En atención a sus memorandos con números de radicados 20212000268413 y 20202000267863 
por medio de los cuales realiza una serie de interrogantes relacionados con la capacidad legal de 
las personas jurídicas en el trámite de propuesta de contrato de concesión minera, nos 
permitimos dar respuesta, destacando que los pronunciamientos emitidos por la Oficina Asesora 
Jurídica de la Agencia Nacional de Minería, están dirigidos a brindar una ilustración jurídica 
general y no particular, sin perjuicio de las actuaciones que el área misional encargada de la toma 
de las decisiones en cada caso concreto considere pertinentes, y de conformidad con sus 
c o m p e t e n c i a s  l e g a l e s .

Previo a dar respuesta puntual se exponen las siguientes consideraciones:

El artículo tercero de la Ley 685 de 2001, -Código de Minas-, establece que la normatividad 
minera es una normatividad completa, sistemática y armónica, con sentido de especialidad y de 
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aplicación preferente, por lo que el mismo contiene una regulación general, en relación con los 
términos y condiciones establecidos, para el ejercicio del derecho otorgado a través del título 
m i n e r o .

No obstante, la misma la ley minera, refiere que las disposiciones generales sobre contratos 
estatales y las relativas a procedimientos precontractuales, no serán aplicables a la formulación y 
trámite de las propuestas de concesión minera, ni a la suscripción, perfeccionamiento, validez, 
ejecución y terminación de ésta, salvo las referentes a la capacidad legal a que se refiere el 
artículo 17 del Código de Minas , donde se prevé que la capacidad legal para formular [6]
propuesta de concesión minera y para celebrar el correspondiente contrato, se regula por las 
disposiciones generales sobre contratación estatal .[7]  

Así las cosas, la Ley 80 de 1993, por la cual se expide el Estatuto General de Contratación de la 
A d m i n i s t r a c i ó n  P ú b l i c a ,  p r e v é :

“Artículo 6º.- De la Capacidad para Contratar. Pueden celebrar contratos con las entidades 
estatales las personas consideradas legalmente capaces en las disposiciones vigentes. También 
podrán celebrar contratos con las entidades estatales, los consorcios y uniones temporales.

Las personas jurídicas nacionales y extranjeras deberán acreditar que su duración no será 
inferior a la del plazo del contrato y un año más. (…) n.f.t.”

Realizada esta claridad, se pasa a responder lo preguntado:

En el caso que una sociedad presente una propuesta de contrato de concesión, y al momento de 
radicar la solicitud no cuente con una vigencia igual o superior a 31 años, es procedente rechazar 
la solicitud por no cumplimiento del artículo 17 del Código de Minas, analizado de manera 
armónica con el artículo 70 del mismo código, y el artículo 6° de la Ley 80 de 1993, o por el 
contrario en el entendido de que el Código de Minas determina un plazo máximo de 30 años, se 
le debe otorgar el contrato de concesión minera por el término de vigencia que le resta a la 
s o c i e d a d  p r o p o n e n t e .

Teniendo en cuenta que el Código de Minas señala en su artículo 70 que: “El contrato de 
concesión se pactará por el término que solicite el proponente y hasta por un máximo de treinta 

 (…)”, se debe analizar la situación en específico, teniendo en cuenta que, de (30) años.
conformidad con la previsión legal referida, se pueden presentar diferentes escenarios.

En un escenario donde por ejemplo la persona jurídica radica solicitud de contrato de concesión 
por un término de 30 años y la vigencia de la sociedad es menor a 31 años, teniendo en cuenta lo 
señalado en el artículo 6 de la Ley 80 de 1993, en consonancia con lo establecido en el artículo 
17 del Código de Minas, la sociedad no cumpliría con el requisito señalado relativo a que “Las 
personas jurídicas nacionales y extranjeras deberán acreditar que su duración no será inferior a la 
d e l  p l a z o  d e l  c o n t r a t o  y  u n  a ñ o  m á s .

En otro escenario donde por ejemplo una sociedad presenta propuesta de contrato de concesión 
minera por 27 años y tiene una vigencia de 29 años; estaríamos en un caso donde la sociedad ha 
presentado la propuesta de contrato de concesión por un tiempo inferior a los 30 años, pero 
donde la vigencia se encuadra dentro de los términos señalados por la Ley 80 de 1993, por lo que 
no se presentaría ninguna contravención a la norma y cumpliría con lo establecido en las 
disposiciones generales sobre la contratación estatal.

Conviene precisar que lo referido a la capacidad legal de una determinada persona, en general, 
se estatuye como un requisito “de entrada”, cuyo cumplimiento, en el marco del proceso de 
titulación minera, debe ser verificado de manera previa a la evaluación de los requisitos 
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establecidos para el otorgamiento de un contrato de concesión minera. En tal sentido, si dicho 
requisito previo, no es satisfecho, no podrá continuarse la evaluación de la propuesta y así 
d e b e r á  d e t e r m i n a r s e .

Por su parte, se recuerda, el rechazo de la propuesta de contrato se dará, si se presenta alguna 
situación que encuadre en algunos de los casos previstos en el artículo 274 del Código de Minas.
2. En el caso que una sociedad presente una propuesta de contrato de concesión, y al momento 
de radicar la solicitud no cuente con una vigencia igual o superior a 31 años, es procedente 
requerirla mediante acto administrativo para que amplíe el plazo de su vigencia a 31 años, de 
conformidad con lo establecido en el 17 de la Ley 1437 de 2011, so pena de otorgar el contrato 
por el  termino de vigencia que le resta a la sociedad.

Si una sociedad presenta una propuesta de contrato de concesión, y al momento de 
radicar la solicitud no cuenta con una vigencia igual o superior a 31 años, debe verificarse 
si al presentar la propuesta de contrato indicó el término por el cual pretende el contrato 
de concesión o no. Esto como quiera que el artículo 70 del Código de Minas indica que: “El 
contrato de concesión se pactará por el término que solicite el proponente y hasta por un 
máximo de treinta (30) años. (…)”, lo que significa que el término de treinta (30) años es el 
plazo máximo mas no mínimo para otorgar el contrato de concesión (…)” (negrilla fuera de 
t e x t o )

De lo anteriormente expuesto, se evidencia que la capacidad legal es un requisito sustancial e 
, comoquiera que es un presupuesto habilitante que debe acreditarse por parte del insubsanable

proponente desde la presentación de la propuesta de contrato de concesión, sin el cual no es 
viable adelantar actuaciones jurídicas, por tanto, en la fase inicial del procedimiento 
precontractual minero, no es procedente aceptar cambios o modificaciones realizadas por la 
persona jurídica en su vigencia, luego de radicada la propuesta ante la autoridad minera, toda vez 
que, esta aptitud legal es un elemento jurídico esencial en la radicación de la solicitud minera, 
puesto que, se predica o no, del sujeto beneficiario de ésta. De tal modo, que cualquier actuación 
contraria a estos postulados carecería de validez jurídica y se encontraría en contravía de la Ley 
m i n e r a .

Es preciso señalar que frente a la capacidad del proponente, la misma se debe acreditar al 
momento de radicar la propuesta de contrato y no es subsanable. En consecuencia, una vez 

 analizados los documentos radicados por la sociedad LIBERO COBRE LTD identificada con NIT 
No. 900230560, para la propuesta de contrato de concesión No. , bajo el evento No. 503192[8]

d e l  1 2  d e  o c t u b r e  d e  2 0 2 1 :2 8 5 0 5 4  
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Se concluye que, de conformidad con el certificado de existencia y representación legal
[9]

 
aportado al momento de la presentación de la propuesta, la sociedad no cuenta con la vigencia 
para la suscripción del contrato de concesión, por lo tanto no cumple con la capacidad legal, ya 
que la misma está prevista hasta el día ; así mismo, revisados los demás 20 de julio de 2048
documentos anexados al momento de radicar la solicitud, no se evidenciaron oficios o 
manifestación de solicitud o interés de suscribir el contrato de concesión por un termino de 25 
años, ya que en caso de que el término sea por un tiempo inferior, la manifestación debía haberla 

, ya que la autoridad minera no puede inferir expresado en el momento de radicar la propuesta
esto si el proponente no lo indica, como se indicó anteriormente, en ninguno de los soportes u 
anexos adicionales que podría  radicar el proponente en el aplicativo Anna Minería, obra 
manifestación en ese sentido, ni en los otros medios o canales que dispone la agencia para la 
recepción de información (radicador web, contactenos@anm.gov.co, contactenosANNA@anm.
g o v . c o ) .

Dicho esto, es claro que la capacidad legal debe ostentarse desde el momento de formular la 
 propuesta de contrato de concesión minera, por tal razón la sociedad LIBERO COBRE LTD

debía acreditar su vigencia por el plazo del contrato, es decir 30 años y un año más. No es de 
recibo el argumento que se refiere a que en la plataforma no existe un ítem o alguna otra opción 
en la herramienta AnnA Minería en la que el proponente pueda indicar por cuanto tiempo 
solicitará el contrato, ya que como se manifestó, existen otros medio o canales de comunicación 
que pudo haber utilizado en ese mismo momento de radicada la propuesta o dentro de los 
a n e x o s  d e  l a  m i s m a .

Por lo anterior, se entiende que la oportunidad procesal para manifestar la intención del 
proponente de que la vigencia del contrato de concesión sea inferior, es al momento de radicar la 
propuesta, y no como lo pretende el recurrente, en el trámite del recurso de reposición interpuesto 
en la propuesta de contrato de concesión No.  en los motivos de inconformidad:503165
“En el trámite de propuesta adelantado por ., con NIT N°. 900.230.560-4, se LIBERO COBRE Ltd
aportó certificado de existencia y representación legal en el cual se puede verificar que la 
duración de la sociedad actualmente es hasta el 20 de julio de 2048. teniendo en cuenta que la 
propuesta fue radicada en fecha 13 de octubre de 2021, a la fecha de la citada solicitud la 
duración de la sociedad ., era de 26 años, 9 meses y 7 días, tiempo que LIBERO COBRE LTD
resulta suficiente y que cumple con la vigencia exigida en el artículo 6º de la ley 80 de 1993, si se 
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tiene en cuenta que en virtud del artículo 70 de la ley 685 de 2001, , LIBERO COBRE LTD.
solicita que el contrato de concesión a suscribirse en virtud de la propuesta de concesión de la 
referencia, ”.(subrayado y negrilla fuera de texto)tenga una duración inicial de 25 años

Así mismo, el recurrente señala que la autoridad minera se equivoca al aplicar el artículo 6 de la 
Ley 80 de 1993, en consideración a que hay norma especial en el ordenamiento minero, que 
establece los requisitos que debe cumplir una propuesta para ser admitida.

Al respecto, se reitera que en el primer acápite del desarrollo del recurso se explicó ampliamente 
el tema, no obstante, el Código de Minas permite la integración del derecho, componiéndose no 
sólo por las normas que están contenidas en él de forma explícita, sino también de aquellas que 
se introducen a éste por la remisión directa que de ellas se realiza, como sucede con las normas 
relacionadas con la capacidad legal contenidas en el estatuto de contratación, según lo señala el 
artículo 53 ibídem , al establecer que se podrá aplicar dicho estatuto contractual en el contexto [10]
d e s c r i t o  p o r  l a  n o r m a  m i n e r a  e s p e c i a l .

En consecuencia, si bien es cierto la ley minera especial establece los requisitos que debe 
cumplir una propuesta para ser admitida, también es cierto que, frente al tema de capacidad 

 legal, dicha ley hace remisión directa a las disposiciones generales sobre contratos estatales 
razón por la cual, la autoridad minera debe dar cumplimiento a las disposiciones allí señaladas, 
en este caso, el artículo 6 de la Ley 80 de 1993 como en efecto se hizo.

Frente a este punto se indica que la capacidad legal como requisito sustancial de la propuesta, no 
se encuentra dentro de las objeciones de la propuesta, por tal razón no es objeto de 
requerimiento, tal como se advierte en el artículo 273 del Código de Minas, que señala las 
razones por las cuales se efectúa un requerimiento:

“Artículo 273. Objeciones a la propuesta. La propuesta se podrá corregir o adicionar, por una sola 
vez, por la autoridad minera, , si no puede identificarse al proponente no se puede localizar el 

 área o trayecto pedido, no se ajusta a los términos de referencia o guías o no se acompaña 
, cuando de los permisos previos en los casos señalados en el artículo 34 de este Código

dicha área o trayecto estuvieren ubicados en los lugares o zonas mencionados en dicha 
 (subrayas y negri l la fuera del texto)disposición (…)”

Que por su parte el Artículo 2.2.5.1.3.4,1.3., y el literal a) del artículo 2.2.5.1.3.4,1.4., del Decreto 
1 0 7 3  d e  2 0 1 5 ,  e s t a b l e c e n :

“Objeciones a la propuesta. Si habiéndose reunido todos los requisitos establecidos en el artículo 
271 y su reglamento, se presentaren deficiencias en el diligenciamiento de alguno o algunos de 
ellos, la autoridad minera procederá a objetar la propuesta y a requerir que sea subsanada, 
conforme a lo dispuesto por el artículo 273 de la Ley 685 de 2001.”

Artículo 2.2.5.1.3.4,1.4 Faltas de la propuesta. Teniendo en cuenta lo dispuesto en el artículo 273, 
las deficiencias en el diligenciamiento de la propuesta podrán referirse a:

a) No puede identificarse al proponente. Se configura cuando no se proveen la totalidad de los 
datos necesarios: nombre y documento de identidad para las personas naturales o número de 
identificación tributaria (NIT) y certificado de existencia y representación legal para las personas 
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j u r í d i c a s .

Ahora bien, el artículo 274 de la misma normatividad prevé como causales de rechazo de la 
p r o p u e s t a ,  l a s  s i g u i e n t e s :

“Artículo 274. Rechazo de la propuesta. La propuesta será rechazada si el área pedida en su 
totalidad se hallare ubicada en los lugares y zonas señaladas en el artículo 34 de este Código, si 
no hubiere obtenido las autorizaciones y conceptos que la norma exige; si se superpone 
totalmente a propuestas o contratos anteriores, si no cumple con los requisitos de la propuesta o 
si al requerirse subsanar sus deficiencias no se atiende tal requerimiento. En caso de hallarse 
ubicada parcialmente, podrá admitirse por el área restante si así lo acepta el proponente” 
( s u b r a y a s  y  n e g r i l l a  f u e r a  d e l  t e x t o ) .

Teniendo en cuenta lo dispuesto por el artículo anterior, si la sociedad no cumple con los 
requisitos de la propuesta, en la medida que no cuenta con la capacidad legal exigida por los 
artículos 17, 53 y 70 del Código de Minas en concordancia con el artículo 6 de la ley 80 de 1993 y 
toda vez que no demostró dicha capacidad al momento de la presentación de la solicitud, siendo 
esta un requisito habilitante para participar en el proceso, lo procedente es rechazarla.

Respecto a las cartillas que se encuentran en los ABECÉ publicados en la página de la Agencia 
Nacional de Minería es pertinente informar al recurrente que estos son actualizados conforme a 
las herramientas implementadas, la jurisprudencia, conceptos jurídicos y las directrices impartidas 
en concordancia con la normatividad aplicable a cada trámite y teniendo en cuenta los múltiples 
pronunciamientos que desde el Gobierno Nacional (Plan Nacional de Desarrollo) hasta la misma 
Agencia acogiendo los mismos en materia minera, para el caso en concreto las propuestas de 
contrato de concesión, por lo que se entra a controvertir las pruebas aportadas por el recurrente 
e n  l o  r e f e r e n t e  a  l a s  c a r t i l l a s .

Aporta el recurrente la cartilla titulada  producida por el Ministerio “El proceso minero colombiano”
de Minas y Energía (MME) en colaboración con la Unidad de Planeación Minero Energética -
UPME, cartilla que fue emitida entre el año 2002 a 2006, es evidente que desde el año 2006 a la 
fecha, se han proferido varios Planes Nacionales de Desarrollo, normas en temas sobre las 
evaluaciones de las propuestas y otros trámites, además de pronunciamientos de las Altas Cortes 
y el Consejo de Estado igualmente en materia minera, por otra parte, el recurrente también aporta 
como prueba  la cartilla titulada “abecé evaluación de propuestas de contrato de concesión 
minera”, se observa que dicha cartilla se encuentra desactualizada y en la página de la ANM 
actualmente se encuentra la cartilla titulada “Propuestas de contrato de concesión, causas 
frecuentes de rechazo” y en el numeral 6. Evaluación Jurídica, numeral primero de la página 7 
s e ñ a l a :

Capacidad legal de los proponentes: Los solicitantes deben contar con la capacidad legal al 
momento de la presentación de la solicitud, particularmente, en caso de ser una persona jurídica, 
debe incluir en su objeto social, de manera específica, la exploración y explotación de minerales. 
Así mismo, la persona jurídica debe contar con la vigencia de la sociedad, superior a 31 
años. En caso de que, la persona jurídica o natural no cumpla con este requisito 
habilitante, dará lugar al rechazo de plano. Tal condición no es susceptible de 
r e q u e r i m i e n t o .
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Por lo anterior, queda demostrado que las cartillas aportadas por el recurrente son pruebas que 
no cumplen el objetivo y finalidad que persigue, que es respaldar la certeza de sus argumentos.

En el mismo escrito de recurso manifiesta el recurrente que se evidencia que el acto recurrido es 
contrario a la ley y que el mismo se encuentra viciado al estar soportado en una falsa e indebida 
motivación, por desconocimiento de la ley, concretamente del artículo 70 del Código de Minas, es 
importante señalar que al respecto la Sección Cuarta del Consejo de Estado a través de la 
Sentencia 16660 del 15 de marzo de 2012 dispuso lo siguiente:

“(…) En efecto, la falsa motivación, como lo ha reiterado la Sala, se relaciona directamente con el 
principio de legalidad de los actos y con el control de los hechos determinantes de la decisión 
administrativa. Para que prospere la pretensión de nulidad de un acto administrativo con 
fundamento en la causal denominada falsa motivación es necesario que se demuestre una de 
dos circunstancias: a) O bien que los hechos que la Administración tuvo en cuenta como motivos 
determinantes de la decisión no estuvieron debidamente probados dentro de la actuación 
administrativa; o b) Que la Administración omitió tener en cuenta hechos que sí   estaban 
demostrados y que si hubiesen sido considerados habrían conducido a una decisión 
sustancialmente diferente. Ahora bien, los hechos que fundamentan la decisión administrativa 
deben ser reales y la realidad, por supuesto, siempre será una sola. Por ende, cuando los hechos 
que tuvo en cuenta la Administración para adoptar la decisión no existieron o fueron apreciados 
en una dimensión equivocada, se incurre en falsa motivación porque la realidad no concuerda 
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con el escenario fáctico que la Administración supuso que existía al tomar la decisión. Todo lo 
anterior implica que quien acude a la jurisdicción para alegar la falsa motivación, debe, como 
mínimo, señalar cuál es el hecho o hechos que el funcionario tuvo en cuenta para tomar la 
decisión y que en realidad no existieron, o, en qué consiste la errada interpretación de esos 
h e c h o s .  ( … ) ”  ( S u b r a y a d o  F u e r a  d e  T e x t o

Ahora bien, indica el recurrente en su escrito que: (…)” No sólo, no conocemos concepto alguno 
en tales términos, sino que de existir, el mismo debe ser desatendido por la ANM, por ser 
manifiestamente contrario a la legislación minera vigente. Al respecto, se resalta lo dispuesto en 
e l  a r t í c u l o  2 8  d e  l a  L e y  1 4 3 7  d e  2 0 1 1 :

“ARTÍCULO 28. Alcance de los conceptos. Salvo disposición legal en contrario, los conceptos 
 como respuestas a peticiones realizadas en ejercicio del derecho emitidos por las autoridades

a formular consultas .” (Subrayado en no serán de obligatorio cumplimiento o ejecución
n e g r i l l a  f u e r a  d e l  t e x t o ) . ”  ( … )

Frente a la obligatoriedad de cumplir los conceptos jurídicos el Departamento de la Función 
Pública a través del Concepto 298501 de 2021 señala que:

( … )
“Como se aprecia, el derecho de petición, por ser un derecho fundamental, está especialmente 
protegido por la Constitución y la Ley. En virtud de ello, las entidades públicas se encuentran en 
la obligación de atender las peticiones de los ciudadanos en los términos establecidos en la Ley. 
En el caso del derecho de petición de consulta, el concepto emitido no será de obligatorio 
cumplimiento o ejecución. En este sentido se ha pronunciado el Consejo de Estado, Sección 
Cuarta, quien en sentencia emitida el 19 de mayo de 2016 dentro del expediente con radicado 
No. 11001-03-27-000-2011-00024-00, con ponencia del Consejero Hugo Fernando Bastidas 
Bárcenas, indicó: “El concepto dado por la autoridad en respuesta a una consulta, generalmente, 
no constituye un acto administrativo, por cuanto se trata simplemente de consejos, orientaciones 
u opiniones que brinda la autoridad pública a los asociados, pero que, de ninguna manera, 
producen efectos particulares ni generales, pues no crean derechos ni deberes ni imponen 
obligaciones. Los interesados, en ese caso, tienen la opción de acogerlos o no.”

Más adelante en el mismo concepto y respaldada del pronunciamiento de la Corte Constitucional 
mediante Sentencia C-542 del 24 de mayo de 2005, con ponencia del Magistrado Humberto 
Antonio Sierra Porto, sobre la obligatoriedad de los conceptos emitidos por las entidades públicas

( … )
“Aquí la Corte se pronunció sobre la distinción entre acto administrativo y una variedad de actos 
que expresan un juicio, deseo o querer de la administración pero no llegan a ostentar ni los 
alcances ni los efectos de un acto administrativo. El acto administrativo representa el modo de 
actuar ordinario de la administración y se exterioriza por medio de declaraciones unilaterales o 
bien orientadas a crear situaciones jurídicas generales, objetivas y abstractas o bien orientadas a 
crear situaciones concretas que reconocen derechos o imponen obligaciones a los administrados. 
Los conceptos no configuran, en principio, decisiones administrativas pues no se orientan a 
afectar la esfera jurídica de los administrados, esto es, no generan deberes u obligaciones ni 
otorgan derechos. En el evento que el concepto se emita a solicitud de un interesado, éste tiene 
l a  o p c i ó n  d e  a c o g e r l o  o  n o  a c o g e r l o .
( … )
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Así las cosas se tiene que los Conceptos Jurídicos emitidos por la administración, no son 
providencias judiciales y tampoco actos administrativos que puedan surtir los mismos efectos 
jurídicos de este, pues el concepto rendido por la autoridad en respuesta a una consulta son 
simplemente orientaciones u opiniones que brinda una autoridad pública al consultante, sin que 
produzca efectos particulares ni generales, pues no crean derecho ni deberes, ni imponen 
obligaciones; los interesados en el caso tienen la opción de acogerlos o no de acuerdo a los 
términos establecidos en el artículo 28 de la Ley 1437 del 2011 modificado por el artículo 1 de la 
Ley 1755 de 2015, razón por la cual carece de efectos vinculantes. Sin embargo, para quienes 
profieren actos administrativos dentro de la administración, acogen los conceptos 
jurídicos como apoyo conceptual dentro de las actuaciones y deben ser aplicados de 

. Igualmente, dentro de la administración no deben ser acuerdo con la materia que aplique
desconocidos, ya que van en línea con las directrices y lineamientos impartidos para el desarrollo 
y funcionamiento de los procesos y la aplicación de manera efectiva de la normatividad. A su vez, 
en virtud de las facultades y competencias otorgadas a la Agencia Nacional de Minera (ANM) y a 
sus dependencias a través del Decreto- Ley 4134 del 2011 y en concreto a lo establecido en el 
artículo 12 de mencionada disposición normativa, es de resaltar que, los pronunciamientos 
emitidos por la Oficina Asesora Jurídica de la Agencia Nacional de Minería están dirigidos a 
brindar ilustraciones jurídicas generales y no particulares, sobre las consultas que son puestas a 
su consideración, lo anterior, sin perjuicio de las actuaciones que consideren pertinente adelantar 
los funcionarios competentes para cada caso en concreto.

Revisado el acto administrativo recurrido, se pudo establecer que la decisión proferida se 
encuentra ajustada a los principios de legalidad y debido proceso por lo que los argumentos 
esbozados por el recurrente carecen de fundamento y la decisión adoptada mediante la 
Resolución No. 210-6655 del 22 de septiembre de 2023 “Por medio de la cual se rechaza y se 
archiva la propuesta de contrato de concesión No. ”, 503165 será confirmada.

Que la presente decisión se adopta con base en los análisis y estudios efectuados por los 
profesionales de las áreas Técnica y Jurídica del Grupo de Contratación Minera, con aprobación 
d e  l a  C o o r d i n a d o r a  d e l  G r u p o .

E n  m é r i t o  d e  l o  e x p u e s t o ,

 
RESUELVE

  ARTÍCULO PRIMERO.- CONFIRMAR la Resolución 210-6655 del 22 de septiembre de 2023, 
dentro del trámite de la propuesta de contrato de concesión N° 503165, por las razones 
expuestas en la parte motiva de la presente resolución.

 
ARTÍCULO SEGUNDO.- NOTIFICAR personalmente y/o electrónicamente a través del Grupo de 
Información y Atención al Minero de la Vicepresidencia de Contratación y Titulación el presente 
pronunciamiento a la sociedad LIBERO COBRE LTD identificada con NIT No. 900.230.560-4 a 
través de su representante legal o quien haga sus veces, o en su defecto procédase mediante 
aviso de conformidad con el artículo 67 y ss de la Ley 1437 de 2011.

 ARTÍCULO TERCERO.- Contra la presente Resolución No procede recurso, de acuerdo con lo 
dispuesto en el artículo 87 de la Ley 1437 del 18 de enero de 2011.
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ARTÍCULO CUARTO.- Ejecutoriada y en firme esta providencia, ordenase al Grupo de Gestión 
de Notificaciones su remisión al Grupo de Catastro y Registro Minero, proceder a la desanotación 
del área de la propuesta de contrato de concesión No. el Sistema del Catastro Minero 503165 
Colombiano- Sistema de Gestión Integral Minera-Anna Minería y, efectúese el archivo del referido 
expediente.

Dada en Bogotá,  

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JULIETH MARIANNE LAGUADO ENDEMAN
Gerente de Contratación y Titulación

 
Proyectó: Lilibeth García Castaño – Abogado GCM

Revisó: ACH– Abogada GCM

Aprobó: KMO – Coordinadora GCM

 

[1] Artículo 17 de la Ley 685 de 2001

[2] Artículo 53 de la Ley 685 de 2001

[3] artículo 6° de la Ley 80 de 1993

[4] Consejo de estado, Sala de lo contencioso Administrativo, sección tercera, providencia de fecha 12 de noviembre de 2014 rad. No 

250002326000200201606-01 Consejero ponente: Carlos Alberto Zambrano Barrera.

[5] Como la Ley 610 de 2000, la Ley 828 de 2003, la Ley 1474 de 2011 y la Ley 1150 de 2007, que consagran inhabilidades e 

incompatibilidades para contratar con el Estado. Las leyes enunciadas, a excepción de la primera, no se hallaban vigentes para la 

fecha del proceso de selección sub júdice.

[6] Ley 685 de 2001 - Artículo 17. Capacidad legal. La capacidad legal para formular propuesta de concesión minera y para celebrar el 

correspondiente contrato, se regula por las disposiciones generales sobre contratación estatal. Dicha capacidad, si se refiere a 

personas jurídicas, públicas o privadas, requiere que en su objeto se hallen incluidas, expresa y específicamente, la exploración y 

explotación mineras. Cuando Uniones Temporales reciban concesiones deberán constituirse en figura societaria, con la misma 

participación que se derive de la propuesta presentada. También podrán presentar propuestas y celebrar contratos de concesión los 

consorcios, caso en el cual sus integrantes responderán solidariamente de las obligaciones consiguientes.

[7] Ley 685 de 2001 - Artículo 53. Leyes de Contratación Estatal. Las disposiciones generales sobre contratos estatales y las relativas 

a procedimientos precontractuales, no serán aplicables a la formulación y trámite de las propuestas de concesión minera, ni a la 

suscripción, perfeccionamiento, validez, ejecución y terminación de ésta, salvo las referentes a la capacidad legal a que se refiere el 

artículo 17 del presente Código. En todas estas materias se estará a las disposiciones de este Código y a las de otros cuerpos de 

normas a las que el mismo haga remisión directa y expresa

  [8] Número de radicado: 34549-0, plataforma AnnA minería

 [9] Certificado de Existencia y Representación Legal emitido por la Cámara de Comercio de Bogotá, Fecha Expedición: 21 de 

septiembre de 2021 Hora: 15:44:01 Recibo No. AB21375703

 Artículo 53. Leyes de Contratación Estatal. Las disposiciones generales sobre contratos estatales y las relativas a procedimientos [10]

precontractuales, no serán aplicables a la formulación y trámite de las propuestas de concesión minera, ni a la suscripción, 

perfeccionamiento, validez, ejecución y terminación de ésta, salvo las referentes a la capacidad legal a que se refiere el artículo 17 del 

presente Código. En todas estas materias se estará a las disposiciones de este Código y a las de otros cuerpos de normas a las que el 

mismo haga remisión directa y expresa

10 de mayo de 2024



 
 

GGN-2024-CE-1026 

 

VICEPRESIDENCIA DE CONTRATACIÓN Y TITULACIÓN 

GRUPO DE GESTIÓN DE NOTIFICACIONES 

CONSTANCIA DE EJECUTORIA 

 

La suscrita Coordinadora del Grupo de Gestión de Notificaciones, hace constar que la 

Resolución GCT No. 210-8290 DEL 10 DE MAYO DE 2024, proferida dentro del expediente 

503165, POR MEDIO DE LA CUAL SE RESUELVE RECURSO DE REPOSICIÓN PRESENTADO 

CONTRA LA RESOLUCIÓN No. 210-6655 DEL 22 DE SEPTIEMBRE DE 2023 DENTRO DE LA 

PROPUESTA DE CONTRATO DE CONCESIÓN No. 503165, fue notificado electrónicamente a 

la sociedad LIBERO COBRE LTD, el día 29 de mayo de 2024, según consta en certificación de 

notificación electrónica GGN-2024-EL-1261, quedando ejecutoriada y en firme las 

mencionadas resoluciones, el 30 DE MAYO DE 2024, como quiera que contra dicho acto 

administrativo no procede recurso alguno. 

 

Dada en Bogotá D. C., a los veinticinco (25) días del mes de junio de 2024. 

 

 

AYDEE PEÑA GUTIÉRREZ 

COORDINADORA GRUPO DE GESTIÓN DE NOTIFICACIONES 

 

Elaboró: Jesús David Angulo M 
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Número del acto administrativo:
RES-210-6864

República de Colombia

    
 

AGENCIA NACIONAL DE MINERÍA
 

RESOLUCIÓN No (   )
 

 “Por medio de la cual se declara el desistimiento de la propuesta de contrato de concesión No.
OG2-081015”

LA GERENTE DE CONTRATACIÓN Y TITULACIÓN En uso de sus facultades legales, en 
especial de las conferidas por el Decreto 4134 del 3 de noviembre de 2011 expedido por el 
Ministerio de Minas y Energía, las Resoluciones 34 del 18 de enero de 2021 y 224 del 20 de 
febrero de 2023, expedidas por la Agencia Nacional de Minería.

CONSIDERANDO

Que la Agencia Nacional de Minería ANM fue creada mediante el Decreto – Ley 4134 de 2011 
con el objeto de administrar integralmente los recursos minerales de propiedad del Estado, 
promover el aprovechamiento óptimo y sostenible de los recursos mineros de conformidad con 
las normas pertinentes y en coordinación con las autoridades ambientales en los temas que lo 
requieran, lo mismo que hacer seguimiento a los títulos de propiedad privada del subsuelo 
cuando le sea delegada esta función por el Ministerio de Minas y Energía de conformidad con la 
l e y .

Que los numerales 1,6 y 16 del artículo 4 del Decreto – Ley 4134 de 2011, faculta a la Agencia 
Nacional de Minería ANM para “ejercer las funciones de autoridad minera o concedente en el 

 yterritorio nacional”, “Administrar el catastro minero y el registro minero nacional”  “Reservar áreas 
con potencial minero, con el fin de otorgarlas en contrato de concesión”.

Que el Decreto 509 de 2012 (artículo 8) compilado en el Decreto 1083 de 2015, estableció en su 
artículo 2.2.2.9.8, que: “Las Agencias expedirán el manual específico describiendo las funciones 
que correspondan a los empleos de la planta de personal y determinando los requisitos exigidos 
p a r a  s u  e j e r c i c i o ” .

Que en uso de las facultades concedidas por la anterior disposición, la Agencia Nacional de 
Minería expidió la Resolución 34 del 18 de enero de 2021 “Por medio de la cual adopta el Manual 
Específico de Funciones y Competencias laborales para los empleos de la Planta de Personal de 

 asignando al empleo Gerente de Proyectos código G2 grado 09 la Agencia Nacional de Minería”,
- Vicepresidencia de Contratación y Titulación, la función de aprobar o rechazar las solicitudes y 

RES-210-6864
28/09/2023
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expedir los actos administrativos relacionados con el trámite de las solicitudes mineras, teniendo 
e n  c u e n t a  l a  n o r m a t i v i d a d  a p l i c a b l e .
 

ANTECEDENTES

 Que la sociedad proponente SOCIEDAD SORATAMA, identificada con el Nit No. 900149186-7, 
el día 02 de julio del 2013, presento propuesta de contrato de concesión para la exploración y 
explotación de un yacimiento clasificado técnicamente como MINERALES DE METALES 
PRECIOSOS Y SUS CONCENTRADOS, MINERALES DE ORO Y SUS CONCENTRADOS, 
MINERALES DE PLATA Y SUS CONCENTRADOS, MINERALES DE PLATINO (INCLUYE 

ubicado en el , PLATINO, PALADIO, RUTENIO, RODIO, OSMIO) Y SUS CONCENTRADOS
 Municipio de RIONEGRO, Departamento de  a la cual le correspondió el  SANTANDER,

e x p e d i e n t e  N o . O G 2 - 0 8 1 0 1 5

Q u e ,  e l  D e c r e t o  2 0 7 8  d e  2 0 1 9 ,  e s t a b l e c i ó :

“Artículo 2.2.5.1.2.1. Objeto. La presente Sección tiene por objeto establecer el Sistema Integral 
de Gestión Minera (SIGM), como la única plataforma tecnológica para la radicación y gestión de 
los trámites a cargo de la autoridad minera, así como la fijación de lineamientos generales para 
su  imp lemen tac ión  y  pues ta  en  p roducc ión . ”

Que el 04 de agosto de 2022, el Consejo de Estado – Sección Primera, MP. Roberto Augusto 
Serrato Valdés, expidió decisión de segunda instancia dentro de la Acción Popular No. 
25000234100020130245901, aclarada y adicionada mediante auto de fecha 29 de septiembre de 
2022, mediante la cual se amparan, entre otros, los derechos colectivos al goce de un ambiente 
sano, a la existencia del equilibrio ecológico, al manejo y aprovechamiento racional de los 
recursos naturales para garantizar su desarrollo sostenible y a la protección de áreas de especial 
i m p o r t a n c i a  e c o l ó g i c a .

Que, en virtud de ello, dictó diferentes órdenes de amparo, dentro de las cuales se encuentran 
algunas transitorias referidas al trámite de las propuestas de contrato de concesión minera, y 
propuestas de contrato de concesión con requisitos diferenciales, específicamente en el numeral 
1.3.1, adicionado por el artículo cuarto del proveído del 29 de septiembre de 2022, a saber:

“(…) 1.3.1. La Agencia Nacional de Minería, deberá exigir a los proponentes que aporten, junto 
con la solicitud de titulación, un certificado proferido por la autoridad ambiental competente, en el 
que se informe: (i) si su proyecto se superpone o no con alguno de los ecosistemas a que se 
refieren los subtítulos b) y c) del capítulo II.3.3. de esta sentencia; (ii) si tal territorio se encuentra 
zonificado, y (iii) si las actividades mineras están permitidas en el instrumento de zonificación. En 
el evento en que se presenten dudas sobre la compatibilidad del proyecto con el propósito de 
conservación, la Agencia Nacional de Minería deberá abstenerse de resolver de fondo la 
propuesta hasta que exista certeza sobre la referida compatibilidad, dando aplicación al principio 
d e  p r e c a u c i ó n .  

Para tal efecto, en el término de tres (3) meses contados a partir de la ejecutoria de esta 
sentencia, la Agencia Nacional de Minería, el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible y el 
Ministerio de Minas y Energías, en el marco de sus competencias legales y reglamentarias, y 
junto con las entidades de los sectores minero y ambiental que estimen competentes, 
establecerán previamente: (i) el procedimiento y los mecanismos de coordinación intersectorial 
que se utilizarán para la expedición de los certificados, (ii) los plazos máximos para la expedición 
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de los certificados, y (iii) las garantías al debido proceso de los peticionarios. (…)

Que, en atención a lo anterior, el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, expidió la 
Circular No. SG-40002023E400013 del 19 de enero de 2023, a través de la cual se dictaron los 
lineamientos para proferir certificaciones en el marco del cumplimiento del numeral 1.3.1 orden 
t e r c e r a  d e  l a  m e n c i o n a d a  s e n t e n c i a .

Que el 26 de enero de 2023, el Gobierno Nacional expidió el Decreto No. 107, mediante el cual 
adoptó medidas para el cumplimiento de la sentencia proferida por el Consejo de Estado, el 4 de 
agosto de 2022, adicionada y aclarada mediante Auto del 29 de septiembre de 2022, dentro de la 
Acción Popular No. 250002341000-2013-02459-01, y dispuso:

“(…) Artículo 2. Impartir las siguientes órdenes administrativas para el cumplimiento de lo resuelto 
en el numeral 1.3.1. de la sentencia proferida por el Consejo de Estado dentro de la Acción 
Popular No. 250002341000-2013-02459-01, adicionado por el Auto del 29 de septiembre de 
2 0 2 2 :  

(…) 2. A la  que previsto en este artículo a los Agencia Nacional de Minería exija el certificado 
proponentes de las áreas que a la fecha de expedición de este Decreto aún no cuentan con 

. (…)”título minero  (Negril la y resaltado fuera de texto)

Que, mediante Auto GCM No. 004 del 08 de junio de 2023, notificado por estado jurídico No. 090 
del 13 de de junio de 2023, dando cumplimiento a lo ordenado en el numeral 2 del artículo 2º del 
Decreto 107 del 26 de enero de 2023, procedió a requerir a los proponentes de las propuestas de 
contratos de concesión allí enlistados, entre los que se encuentra la placa sub examine, para que 
dentro del término perentorio de un (01) mes contado a partir del día siguiente a la notificación de 
dicha providencia, allegaran a través de la Plataforma Anna Minería certificación(es) ambiental
(es) expedida(s) por autoridad(es) competente(s) junto con archivo geográfico en Formato 
Shapefile (Comprimido Zip) del área certificada, o la(s) solicitud(es) con constancia y fecha de 
radicado(s) de dicha certificación ante la(s) autoridad(es) ambiental(es) competente(s), efectuada 
a través de la plataforma VITAL del Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, so pena de 

.declarar el desistimiento del trámite de la propuesta

Que el día 12 de septiembre del 2023, el Grupo de Contratación Minera evaluó la propuesta de 
contrato de concesión y  OG2-081015 se determinó que, vencido el término para acatar los 
requerimientos contenidos en el precitado Auto y una vez consultado el Sistema Integral de 
Gestión Minera - AnnA Minería, se evidenció que la sociedad proponente no atendió la exigencia 
formulada, por tal razón se recomienda declarar el desistimiento del trámite de la propuesta de 
c o n t r a t o  d e  c o n c e s i ó n .
 

II. FUNDAMENTOS DE LA DECISIÓN

Que el artículo 297 del Código de Minas, frente a la remisión normativa, esboza lo siguiente:

“En el procedimiento gubernativo y en las acciones judiciales, en materia minera, se estará en lo 
pertinente, a las disposiciones del Código Contencioso Administrativo y para la forma de practicar 
las pruebas y su valoración se aplicarán las del Código de Procedimiento Civil.”
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Que, en este sentido, el artículo 1º de la Ley 1755 de 2015, que sustituye el artículo 17, de la Ley 
1 4 3 7  d e  2 0 1 1 ,  e x p o n e :

“ARTÍCULO 1o. Sustitúyase el Título II, Derecho de Petición, Capítulo I, Derecho de Petición ante 
las autoridades-Reglas Generales, Capítulo II Derecho de petición ante autoridades-Reglas 
Especiales y Capítulo III Derecho de Petición ante organizaciones e instituciones privadas, 
artículos 13 a 33, de la Parte Primera de la Ley 1437 de 2011, por el siguiente:
                                

Artículo 17. Peticiones incompletas y desistimiento tácito. En virtud del principio de eficacia, 
cuando la autoridad constate que una petición ya radicada está incompleta o que el 
peticionario deba realizar una gestión de trámite a su cargo, necesaria para adoptar una 

, y que la actuación pueda continuar sin oponerse a la ley, requerirá al decisión de fondo
peticionario dentro de los diez (10) días siguientes a la fecha de radicación para que la 
complete  en  e l  té rmino máximo de  un (1 )  mes.

A partir del día siguiente en que el interesado aporte los documentos o informes requeridos, se 
react ivará  e l  té rmino para reso lver  la  pet ic ión.

Se entenderá que el peticionario ha desistido de su solicitud o de la actuación cuando no 
satisfaga el requerimiento, salvo que antes de vencer el plazo concedido solicite prórroga hasta 
p o r  u n  t é r m i n o  i g u a l .

Vencidos los términos establecidos en este artículo, sin que el peticionario haya cumplido 
el requerimiento, la autoridad decretará el desistimiento y el archivo del expediente, 
mediante acto administrativo motivado, que se notificará personalmente, contra el cual 
únicamente procede recurso de reposición, sin perjuicio de que la respectiva solicitud pueda ser 
nuevamente presentada con el lleno de los requisitos legales.” (Se resalta).

Que la Corte Constitucional    al referirse a la figura del desistimiento tácito ha señalado que: [1]
“(…) El desistimiento tácito es una forma anormal de terminación del proceso, que se sigue 
como consecuencia jurídica del incumplimiento de una carga procesal a cargo de la parte 
que promovió un trámite, y de la cual depende la continuación del proceso, pero no la 
cumple en un determinado lapso, con la cual se busca sancionar no sólo la desidia sino 

. No todo desistimiento tácito significa la también el abuso de los derechos procesales
terminación del proceso, ya que la decisión judicial a tomar dependerá de la clase de trámite que 
esté pendiente de adelantarse.  (…)”. (Se resal ta) .

Que el Grupo de Contratación Minera, el día 12 de septiembre del 2023 realizó el estudio de la 
propuesta de contrato de concesión OG2-081015, en la que concluyó que a la fecha, los términos 
previstos en el Auto No. 004 del 08 de junio de 2023, se encuentran vencidos, y la sociedad 
proponente no dio cumplimiento al requerimiento antes señalado, por lo tanto, es procedente 
declarar el desistimiento del presente trámite minero, de conformidad con las normas antes 
t r a n s c r i t a s .   
 
 
Que teniendo en cuenta lo anterior, se procede a declarar el desistimiento al trámite de la 
propuesta de Contrato de Concesión No.OG2-081015

 [1] Corte Constitucional. C-1186/08. M.P. MANUEL JOSÉ CEPEDA ESPINOSA
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En mérito de lo expuesto, la Gerente de Contratación Minera
 

RESUELVE

ARTÍCULO PRIMERO. - Declarar el desistimiento al trámite de la propuesta de contrato de 
Concesión Minera No.OG2-081015, por las razones expuestas en la parte motiva del presente 
p r o v e í d o .

 ARTÍCULO SEGUNDO. - Notifíquese la presente Resolución Personalmente a través del Grupo 
de Gestión de Notificaciones de la Vicepresidencia de Contratación y Titulación a la sociedad 

 proponente SOCIEDAD SORATAMA, identificada con el Nit No. 900149186-7, por medio de su 
representante legal o quien haga sus veces, o en su defecto, procédase mediante aviso, de 
conformidad al artículo 67 y ss de la Ley 1437 de 2011.

ARTÍCULO TERCERO. - Contra la presente Resolución procede el recurso de reposición el cual 
podrá interponerse dentro de los diez (10) días siguientes a su notificación por medio de la 
plataforma AnnA Minería, de acuerdo con lo preceptuado por el artículo 76 de la Ley 1437 de 
2 0 1 1 .  

ARTÍCULO CUARTO. - Ejecutoriada esta providencia procédase a la desanotación del área del 
Sistema Integral de Gestión Minera - AnnA Minería y efectúese el archivo del referido expediente.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JULIETH MARIANNE LAGUADO ENDEMANN
Gerente de Contratación y Titulación Minera
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Número del acto administrativo:
RES-210-8287

República de Colombia

AGENCIA NACIONAL DE MINERÍA

RESOLUCIÓN No. [NUMERO_ACTO_ADMINISTRATIVO
( FECHA_ACTO_ADMINISTRATIVO )

“POR MEDIO DEL CUAL SE RESUELVE RECURSO DE REPOSICIÓN EN CONTRA DE LA RESOLUCIÓN No. 210-
6864 DEL 28 DE SEPTIEMBRE DE 2023 DE 2023 DENTRO DE LA PROPUESTA DE CONTRATO DE CONCESIÓN 

No. OG2-081015”

LA GERENTE DE CONTRATACIÓN Y TITULACIÓN
 
En uso de sus facultades legales, en especial de las conferidas por el Decreto 4134 del 3 de noviembre de 2011 
expedido por el Ministerio de Minas y Energía, las Resoluciones 34 del 18 de enero de 2021 y 224 del 20 de febrero 
2023 ,  exped idas  po r  l a  Agenc ia  Nac iona l  de  M ine r í a  y
 

CONSIDERANDO

Que la Agencia Nacional de Minería ANM fue creada mediante el Decreto – Ley 4134 de 2011 con el objeto de 
administrar integralmente los recursos minerales de propiedad del Estado, promover el aprovechamiento óptimo y 
sostenible de los recursos mineros de conformidad con las normas pertinentes y en coordinación con las autoridades 
ambientales en los temas que lo requieran, lo mismo que hacer seguimiento a los títulos de propiedad privada del 
subsuelo cuando le sea delegada esta función por el Ministerio de Minas y Energía de conformidad con la ley.

Que los numerales 1,6 y 16 del artículo 4 del Decreto – Ley 4134 de 2011, faculta a la Agencia Nacional de Minería 
ANM para “ejercer las funciones de autoridad minera o concedente en el territorio nacional”, “Administrar el catastro 
minero y el registro minero nacional” y “Reservar áreas con potencial minero, con el fin de otorgarlas en contrato de 
c o n c e s i ó n ” .

Que el Decreto 509 de 2012 (artículo 8) compilado en el Decreto 1083 de 2015, estableció en su artículo 2.2.2.9.8, que: 
“Las Agencias expedirán el manual específico describiendo las funciones que correspondan a los empleos de la planta 
de personal y determinando los requisitos exigidos para su ejercicio”.

Que en uso de las facultades concedidas por la anterior disposición, la Agencia Nacional de Minería expidió la 
Resolución 34 del 18 de enero de  2021 “Por medio de la cual adopta el Manual Específico de Funciones y 
Competencias laborales para los empleos de la Planta de Personal de la Agencia Nacional de Minería”, asignando al 
empleo Gerente de Proyectos código G2 grado 09 - Vicepresidencia de Contratación y Titulación, la función de aprobar 
o rechazar las solicitudes y expedir los actos administrativos relacionados con el trámite de las solicitudes mineras, 
teniendo en cuenta la normatividad aplicable.

RES-210-8287
( 10 DE MAYO DE 2024 )
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ANTECEDENTES

Que la sociedad proponente , con NIT. 900149186, la cual figura en el certificado de SOCIEDAD SORATAMA
Existencia y Representación legal como ,  el día 02 de julio del SOCIEDAD SORATAMA SUCURSAL COLOMBIA
2013, presento propuesta de contrato de concesión para la exploración y explotación de un yacimiento clasificado 
técnicamente como MINERALES DE METALES PRECIOSOS Y SUS CONCENTRADOS, MINERALES DE ORO Y 
SUS CONCENTRADOS, MINERALES DE PLATA Y SUS CONCENTRADOS, MINERALES DE PLATINO (INCLUYE 

, ubicado en el Municipio de RIONEGRO, PLATINO, PALADIO, RUTENIO, RODIO, OSMIO) Y SUS CONCENTRADOS  
Departamento de SANTANDER, a la cual le correspondió el expediente   No. OG2-081015. 

Q u e  e l   e s t a b l e c i ó :D e c r e t o  2 0 7 8  d e  2 0 1 9

“ . Objeto. La presente Sección tiene por objeto establecer el Sistema Integral de Gestión Minera Artículo 2.2.5.1.2.1
(SIGM), como la única plataforma tecnológica para la radicación y gestión de los trámites a cargo de la autoridad 
minera, así como la fijación de lineamientos generales para su implementación y puesta en producción.”

Que el  el Consejo de Estado – Sección Primera, MP. Roberto Augusto Serrato Valdés, expidió 04 de agosto de 2022,
decisión de segunda instancia dentro de la , aclarada y adicionada Acción Popular No. 25000234100020130245901
mediante auto de fecha 29 de septiembre de 2022, mediante la cual se amparan, entre otros, los derechos colectivos al 
goce de un ambiente sano, a la existencia del equilibrio ecológico, al manejo y aprovechamiento racional de los 
recursos naturales para garantizar su desarrollo sostenible y a la protección de áreas de especial importancia ecológica.

Que, en virtud de ello, dictó diferentes órdenes de amparo referidas al trámite de las propuestas de contrato de 
concesión minera, y propuestas de contrato de concesión con requisitos diferenciales, específicamente en el numeral 
1.3.1, adicionado por el artículo cuarto del proveído del 29 de septiembre de 2022, a saber:

“(…) 1.3.1. La Agencia Nacional de Minería, deberá exigir a los proponentes que aporten, junto con la solicitud de 
titulación, un certificado proferido por la autoridad ambiental competente, en el que se informe: (i) si su proyecto se 
superpone o no con alguno de los ecosistemas a que se refieren los subtítulos b) y c) del capítulo II.3.3. de esta 
sentencia; (ii) si tal territorio se encuentra zonificado, y (iii) si las actividades mineras están permitidas en el instrumento 
de zonificación. En el evento en que se presenten dudas sobre la compatibilidad del proyecto con el propósito de 
conservación, la Agencia Nacional de Minería deberá abstenerse de resolver de fondo la propuesta hasta que exista 
certeza sobre la referida compatibilidad, dando aplicación al principio de precaución.

Para tal efecto, en el término de tres (3) meses contados a partir de la ejecutoria de esta sentencia, la Agencia Nacional 
de Minería, el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible y el Ministerio de Minas y Energías, en el marco de sus 
competencias legales y reglamentarias, y junto con las entidades de los sectores minero y ambiental que estimen 
competentes, establecerán previamente: (i) el procedimiento y los mecanismos de coordinación intersectorial que se 
utilizarán para la expedición de los certificados, (ii) los plazos máximos para la expedición de los certificados, y (iii) las 
ga ran t ías  a l  deb ido  p roceso  de  l os  pe t i c i ona r i os .  (…)
 
Que, en atención a lo anterior, el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, expidió la Circular No. SG-

, a través de la cual se dictaron los lineamientos para proferir 40002023E400013 del 19 de enero de 2023
certificaciones en el marco del cumplimiento del numeral 1.3.1 orden tercera de la mencionada sentencia.

Que el , el Gobierno Nacional expidió , mediante el cual adoptó medidas para  26 de enero de 2023 el Decreto No. 107
el cumplimiento de la sentencia proferida por el Consejo de Estado, el 4 de agosto de 2022, adicionada y aclarada 
mediante Auto del 29 de septiembre de 2022, dentro de la Acción Popular No.250002341000-2013-02459-01, y dispuso:

“(…) Artículo 2. Impartir las siguientes órdenes administrativas para el cumplimiento de lo resuelto en el numeral 1.3.1. 
de la sentencia proferida por el Consejo de Estado dentro de la Acción Popular No. 250002341000-2013-02459-01, 
a d i c i o n a d o  p o r  e l  A u t o  d e l  2 9  d e  s e p t i e m b r e  d e  2 0 2 2 :

(…) 2. A la  previsto en este artículo a los proponentes de las Agencia Nacional de Minería que exija el certificado
áreas  (…)” (Negrilla y resaltado que a la fecha de expedición de este Decreto .aún no cuentan con título minero
f u e r a  d e  t e x t o )

Que, mediante notificado por estado jurídico No. Auto No. 00004 del 08 de junio de 2023, 090 del 13 de junio de 
, dando cumplimiento a lo ordenado en el numeral 2 del artículo 2º del Decreto 107 del 26 de enero de 2023, 2023
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procedió a requerir a los proponentes de las propuestas de contratos de concesión allí enlistados, entre los que se 
encuentra el expediente sub examine, para que dentro del término perentorio de un (01) mes contado a partir del día 
siguiente a la notificación de dicha providencia, allegaran a través de la Plataforma Anna Minería certificación(es) 
ambiental(es) expedida(s) por autoridad(es) competente(s) junto con archivo geográfico en Formato Shapefile 
(Comprimido Zip) del área certificada, o la(s) solicitud(es) con constancia y fecha de radicado(s) de dicha certificación 
ante la(s) autoridad(es) ambiental(es) competente(s), efectuada a través de la plataforma VITAL del Ministerio de 
Ambiente y Desarrollo Sostenible, so pena de declarar el desistimiento del trámite de la propuesta.

Que el día , el Grupo de Contratación Minera evaluó la propuesta de contrato de concesión 12 de septiembre del 2023
OG2-081015 y se determinó que, vencido el término para acatar los requerimientos contenidos en el precitado Auto y 
una vez consultado el Sistema Integral de Gestión Minera - AnnA Minería, se evidenció que la sociedad proponente no 
atendió la exigencia formulada, por tal razón se recomienda declarar el desistimiento del trámite de la propuesta de 
c o n t r a t o  d e  c o n c e s i ó n .

Que en consecuencia mediante la por la cual se declara el Resolución No. 210-6864 del 28 de septiembre de 2023  
desistimiento de la propuesta de contrato de concesión No.  OG2-081015.

Que la , se notificó electrónicamente 19 de octubre de 2023, Resolución No. 210-6864 del 28 de septiembre de 2023
según la constancia GGN-2023-EL-2454 del 23 de octubre de 2023.

Que el día , el representante legal de la sociedad  a través del Sistema Integral de Gestión 02 de noviembre de 2023
Minera, mediante escrito con numero de evento 503981, interpuso recurso de reposición en contra de la Resolución 
No. 210-6864 del 28 de septiembre de 2023.

DEL RECURSO INTERPUESTO
 

El recurrente en principio hace un recuento del acto recurrido y a continuación manifiesta:

Que por medio de radicado No. 20231002519072 del 12 de julio de 2023 estando dentro de los términos presentamos 
solicitud de prórroga para dar cumplimiento al requerimiento formulado mediante Auto GCM No. 004, con fundamento 
en el  art ículo 1º de la Ley 1755 de 2015-CPACA, el  cual  expone:

“ARTÍCULO 1o. Sustitúyase el Título II, Derecho de Petición, Capítulo I, Derecho de Petición ante las autoridades-
Reglas Generales, Capítulo II Derecho de petición ante autoridades-Reglas Especiales y Capítulo III Derecho de 
Petición ante organizaciones e instituciones privadas, artículos 13 a 33, de la Parte Primera de la Ley 1437 de 2011, 
p o r  e l  s i g u i e n t e :

Artículo 17. Peticiones incompletas y desistimiento tácito. En virtud del principio de eficacia, cuando la autoridad 
constate que una petición ya radicada está incompleta o que el peticionario deba realizar una gestión de trámite a su 
cargo, necesaria para adoptar una decisión de fondo, y que la actuación pueda continuar sin oponerse a la ley, 
requerirá al peticionario dentro de los diez (10) días siguientes a la fecha de radicación para que la complete en el 
t é r m i n o  m á x i m o  d e  u n  ( 1 )  m e s .
A partir del día siguiente en que el interesado aporte los documentos o informes requeridos, se reactivará el término 
p a r a  r e s o l v e r  l a  p e t i c i ó n .
Se entenderá que el peticionario ha desistido de su solicitud o de la actuación cuando no satisfaga el 
requerimiento, salvo que antes de vencer el plazo concedido solicite prórroga hasta por un término igual.
Vencidos los términos establecidos en este artículo, sin que el peticionario haya cumplido el requerimiento, la autoridad 
decretará el desistimiento y el archivo del expediente, mediante acto administrativo motivado, que se notificará 
personalmente, contra el cual únicamente procede recurso de reposición, sin perjuicio de que la respectiva solicitud 
pueda ser nuevamente presentada con el lleno de los requisitos legales.” (Se resalta).

Que así las cosas, la propuesta de contrato de concesión minera  debería haberse declarado el desistimiento, si al NO
requerirse subsanar sus deficiencias, se cumple con el requerimiento, especialmente cuando previo al vencimiento del 
requerimiento se solicitó la prórroga del término otorgado para dar cumplimiento.

Que bajo estos parámetros es claro que, en el trámite de la propuesta, el proponente debe allanarse a los presupuestos 
legales establecidos para otorgar un contrato de concesión minera. En este sentido se sorprende la Sociedad con lo 
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manifestado por la ANM en la Resolución 210-6864 del 28 de septiembre de 2023, toda vez que cumplió con el 
r e q u e r i m i e n t o  r e a l i z a d o  p o r  l a  A u t o r i d a d .

Que es decir, que a pesar de que la Agencia Nacional de Minería no dio respuesta a la solicitud de prórroga toda vez 
que la autoridad ambiental no había dado respuesta a la solicitud de certificación ambiental realizada a fin de dar 
cumplimiento a lo requerido en el Auto GCM No. 004 del 08 de junio de 20232, por lo que es claro que había una 
situación por atender, previa declaratoria de desistimiento, pues bajo esta consideración, hay una violación del Derecho 
al Debido Proceso, dispuesto en el Artículo 29 de la Constitución Política, conllevando con esto a que la Autoridad 
M i n e r a  i n c u r r i e r a  e n  f a l s a  m o t i v a c i ó n .

Que dándole prevalencia a lo formal sobre lo sustancial, por el simple hecho de no haber aportado la solicitud de 
prórroga, la cual por cierto estaba debidamente soportada, por la plataforma Anna, sino por otro de los canales 
h a b i l i t a d o s  p o r  l a  m i s m a  e n t i d a d .

Caso en el cual consideran se les están vulnerando sus derechos, causándoles un perjuicio injustificado, con la 
aplicación del desistimiento tácito, pues es claro, que la solicitud de prórroga es contraria al hecho de del desistimiento 
como tal, pues otra cosa hubiera sido que no se hubieran manifestado respecto del requerimiento, más aún cuando es 
una situación que claramente depende de un tercero como lo es la autoridad ambiental competente.

Que al ser un tercero el encargado de certificar las posibles superposiciones, se estaría imponiendo una carga al titular 
que sobrepasa su capacidad técnica, logística y jurídica, pues si bien es cierto debemos aportar tal certificación, 
también debe ser claro que el hecho que no se aporte, no quiere decir que es por falta de interés en la propuesta, mas 
aun cuando claramente se explicó a la ANM, que la Corporación no había expedido tal certificación y que por tal motivo 
era necesario tener una prórroga para poder dar cumplimiento, incurriendo entonces en falsa motivación, pues el 
desistimiento tácito, se está aplicando inadecuadamente por la ANM.

Entonces si bien es cierto, no pudimos satisfacer el requerimiento si solicitamos prórroga, lo cual es de pleno 
conocimiento de la Autoridad Minera, en la medida que en la misma Resolución RES 210-6864 del 28 de septiembre de 
2023, indicó que conocía de la solicitud de prórroga pero que no la tendría en cuenta por el simple hecho de no haberla 
tramitado por la plataforma Anna, lo cual, a todas luces es violatorio del derecho al debido proceso.

P e t i c i ó n

Respetuosamente solicitamos a su despacho acceder a las siguientes pretensiones:

PRIMERA: Evaluar técnica, económica y jurídicamente la propuesta de contrato de concesión minera OG2-081015 bajo 
los presupuestos reales y actuales del interés manifestado por la sociedad, es decir, teniendo en cuenta la solicitud de 
prórroga del término otorgado para el cumplimiento del requerimiento realizado a raves del Auto GCM 0004.

SEGUNDA: Reponer la decisión tomada por medio de la Resolución No. RES 210-6864 del 28 de septiembre de 2023, 
c o n  b a s e  e n  l o s  a r g u m e n t o s  e x p u e s t o s .
7 .          A n e x o s

7.1.       Radicado No.  20231002519072 del  12 de ju l io  de 2023.
7.2.      Certificado de existencia y representación legal sociedad Soratama sucursal Colombia.

FUNDAMENTOS DE LA DECISIÓN
 

Que el recurso de reposición constituye un instrumento legal mediante el cual la parte interesada tiene la oportunidad 
de ejercer el derecho de controvertir una decisión, para que la administración, previa su evaluación, la confirme, aclare, 
modifique o revoque, previo el lleno de las exigencias legales establecidas para dicho efecto.

Que la finalidad esencial del recurso de reposición, no es otra distinta a que al funcionario de la administración que 
tomó una decisión administrativa, se le dé la oportunidad para que revise y si es del caso enmiende o corrija un error, o 
los posibles errores que se hayan podido presentar en el acto administrativo por él expedido, en ejercicio de sus 
f u n c i o n e s .
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Así las cosas, lo primero que será objeto de estudio para resolver el presente recurso, es el cumplimiento de los 
presupuestos legales para interponerlo, en ese orden de ideas se deben tener en cuenta que el artículo 297 del Código 
d e  M i n a s  e s t a b l e c e :

“REMISION. En el procedimiento gubernativo y en las acciones judiciales, en materia minera, se estará en lo 
”.pertinente, a las disposiciones del Código Contencioso Administrativo (…)

Que en consecuencia, en materia de recursos en la actuación administrativa se hace aplicable el Título III, Capítulo 
Quin to  ley  1437 de 2011,  que en su  ar t ícu lo  74,  es tab lece:

“Artículo 74. Recursos contra los actos administrativos. Por regla general, contra los actos definitivos procederán los 
s i g u i e n t e s  r e c u r s o s :

1º) El de reposición, ante quien expidió la decisión, para que la aclare, modifique, adicione o revoque.

 ( … ) ” .

Son actos definitivos, que ponen fin a una actuación administrativa, los que deciden directa o indirectamente el fondo 
del asunto; los actos de trámite pondrán fin a la actuación cuando hagan imposible continuarla”.

Que sobre la oportunidad y presentación de los recursos, el artículo 76 de la ley 1437 de 2011, dispone:

“Artículo 76. Oportunidad y presentación. Los recursos de reposición y apelación deberán interponerse por escrito en la 
diligencia de notificación personal, o dentro de los diez (10) días siguientes a ella, o a la notificación por aviso, o al 
vencimiento del término de publicación, según el caso. Los recursos contra los actos presuntos podrán interponerse en 
c u a l q u i e r  t i e m p o .  ( … ) ”

Que a su vez, de acuerdo con lo previsto en el artículo 77 de la referida ley 1437 de 2011, los recursos deberán reunir 
l o s  s i g u i e n t e s  r e q u i s i t o s :

“(…) REQUISITOS Los recursos deberán reunir, además los siguientes requisitos:. 

1. Interponerse dentro del plazo legal, por el interesado o su representante o apoderado debidamente constituido.
2. Sustentarse con la expresión concreta de los motivos de inconformidad.
3.  Sol ic i tar  y aportar las pruebas que se pretende hacer valer.
4. Indicar el nombre y la dirección del recurrente, así como la dirección electrónica si desea ser notificado por este 
m e d i o .

Sólo los abogados en ejercicio podrán ser apoderados. Si la recurrente obra como agente oficioso, deberá acreditar 
esa misma calidad de abogado en ejercicio, y prestar la caución que se le señale para garantizar que la persona por 
quien obra ratificará su actuación dentro del término de dos (2) meses. Si no hay ratificación se hará efectiva la caución 
y  s e  a r c h i v a r á  e l  e x p e d i e n t e .  ( … ) ”  
 
Que una vez se observa la concurrencia de los requisitos anteriormente citados, se procede a resolver el recurso de 
reposición interpuesto, como quiera que revisado el expediente No.  OG2-081015 se verificó que la Resolución No. 210-
6864 del 28 de septiembre de 2023 se notificó electrónicamente el 19 de octubre de 2023 y a través del Sistema 
Integral de Gestión Minera, en fecha 02 de noviembre de 2023, mediante escrito con número de evento 503981 se 
interpuso recurso de reposición en su contra, dándose así cumplimiento de los presupuestos necesarios para que se 
proceda al trámite de resolución de la sede administrativa.                  

ANALISIS DEL RECURSO

Es del caso precisar que la por medio de la cual se declaró Resolución No. 210-6864 del 28 de septiembre de 2023, 
el desistimiento de la propuesta de contrato de concesión No. OG2-081015, se fundamentó en la evaluación jurídica del 
12 de septiembre de 2023, en la cual se determinó que vencido el término para acatar los requerimientos contenidos en 
el Auto GCM No. 004 del 08 de junio de 2023, notificado por estado jurídico No. 090 del 13 de junio de 2023, y una vez 
consultado el Sistema Integral de Gestión Minera - AnnA Minería, se evidenció que la sociedad proponente no atendió 
la exigencia formulada, por tal razón se recomienda declarar el desistimiento del trámite de la propuesta de contrato de 
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c o n c e s i ó n .

E l  a r g u m e n t o  d e  l a  r e c u r r e n t e  s e  c e n t r a  e n :

Que por medio de radicado No. 20231002519072 del 12 de julio de 2023 estando dentro de los términos presentamos 
solicitud de prórroga para dar cumplimiento al requerimiento formulado mediante Auto GCM No. 004, con fundamento 
e n  e l  a r t í c u l o  1 º  d e  l a  L e y  1 7 5 5  d e  2 0 1 5 - C P A C A

Que es decir, que a pesar de que la Agencia Nacional de Minería no dio respuesta a la solicitud de prórroga toda vez 
que la autoridad ambiental no había dado respuesta a la solicitud de certificación ambiental realizada a fin de dar 
cumplimiento a lo requerido en el Auto GCM No. 004 del 08 de junio de 20232, por lo que es claro que había una 
situación por atender, previa declaratoria de desistimiento, pues bajo esta consideración, hay una violación del Derecho 
al Debido Proceso, dispuesto en el Artículo 29 de la Constitución Política, conllevando con esto a que la Autoridad 
M i n e r a  i n c u r r i e r a  e n  f a l s a  m o t i v a c i ó n .

Que al ser un tercero el encargado de certificar las posibles superposiciones, se estaría imponiendo una carga al titular 
que sobrepasa su capacidad técnica, logística y jurídica, pues si bien es cierto debemos aportar tal certificación, 
también debe ser claro que el hecho que no se aporte, no quiere decir que es por falta de interés en la propuesta, mas 
aun cuando claramente se explicó a la ANM, que la Corporación no había expedido tal certificación y que por tal motivo 
era necesario tener una prórroga para poder dar cumplimiento, incurriendo entonces en falsa motivación, pues el 
desistimiento tácito, se está aplicando inadecuadamente por la ANM.

Entonces si bien es cierto, no pudimos satisfacer el requerimiento si solicitamos prórroga, lo cual es de pleno 
conocimiento de la Autoridad Minera, en la medida que en la misma Resolución RES 210-6864 del 28 de septiembre de 
2023, indicó que conocía de la solicitud de prórroga pero que no la tendría en cuenta por el simple hecho de no haberla 
tramitado por la plataforma Anna, lo cual, a todas luces es violatorio del derecho al debido proceso.

A cont inuación se dará respuesta a las anter iores objeciones:

Pues bien, revisado el derecho de petición con radicado No. 20231002519072 del 12 de julio de 2023, se observa que 
el Grupo de Contratación Minera si dio respuesta de fondo al derecho de petición mediante el radicado de salida No. 
20232100397851, mas no concedió la prórroga, en los siguientes términos:   

“El Grupo de Contratación Minera de la Agencia Nacional de Minería, acusa recibido de la comunicación por medio de 
l a  c u a l  m a n i f i e s t a  l o  s i g u i e n t e :

“(…) solicitamos una prórroga adicional de un mes para la entrega de la certificación ambiental por parte de la autoridad 
ambiental CAR; esto debido a que a pesar que se radico la solicitud ante esta autoridad dentro del tiempo establecido 
(radicada en Vital 15 Junio 2023), dicha autoridad no ha dado respuesta para la misma.”

En atención a lo anterior nos permitimos informarle que la propuesta de contrato de concesión No. OG2-081015, fue 
requerida mediante auto masivo 00004 del 08 de junio de 2023, con el fin de dar cumplimiento al numeral 2 del artículo 
2° del Decreto 107 del 26 de enero de 2023, el cual obliga a la Agencia Nacional de Minería a exigir la respectiva 
Certificación Ambiental para todas aquellas propuestas que no cuenten con un título minero.

Sin embargo, el auto masivo 00004 del 08 de junio de 2023, en su artículo primero otorgó el término de un (1) mes 
contado a partir del día siguiente de la notificación del auto anteriormente mencionado, notificación que se publicó por 
estado número GGN-2023-EST-0090 en la página de la Agencia Nacional de Minería el día 13 de junio de 2023.

Ahora bien, frente a la prórroga solicitada, el Articulo 17 contenido en la Ley 1755 de 2015 dispuso:

ARTÍCULO 17. Peticiones incompletas y desistimiento tácito. En virtud del principio de eficacia, cuando la autoridad 
constate que una petición ya radicada está incompleta o que el peticionario deba realizar una gestión de trámite a su 
cargo, necesaria para adoptar una decisión de fondo, y que la actuación pueda continuar sin oponerse a la ley, 
r e q u e r i r á  a l  p e t i c i o n a r i o  d e n t r o  d e  l o s  d i e z
(10) días siguientes a la fecha de radicación para que la complete en el término máximo de un (1) mes.
A partir del día siguiente en que el interesado aporte los documentos o informes requeridos, se reactivará el término 
p a r a  r e s o l v e r  l a  p e t i c i ó n .  

Se entenderá que el peticionario ha desistido de su solicitud o de la actuación cuando no satisfaga el requerimiento, 



   Página 7 de 12

A.  

B.  

salvo que antes de vencer el plazo concedido solicite prórroga hasta por un tér mino igual.

Vencidos los términos establecidos en este artículo, sin que el peticionario haya cumplido el requerimiento, la autoridad 
decretará el desistimiento y el archivo del expediente, mediante acto administrativo motivado, que se notificará 
personalmente, contra el cual únicamente procede recurso de reposición, sin perjuicio de que la respectiva solicitud 
pueda ser nuevamente presentada con el lleno de los requisitos legales.

En consecuencia, el precitado articulo prevé la posibilidad de otorgar la prórroga hasta por un término igual al 
inicialmente señalado para dar cumplimiento a los requerimientos que se llegaren a efectuar, siempre y cuando ésta se 
so l i c i te  an tes  de  vencer  e l  p lazo  conced ido  para  ta l  f i n .

El auto masivo de requerimiento en su artículo primero menciona lo siguiente:

“(…) alleguen a través de la Plataforma Anna Minería certificación (es) ambiental(es) expedida(s) por autoridad(es) 
competente(s) ) junto con el archivo geográfico en formato shapefile (Comprimido .zip) del área certificada, o la (s) 
solicitud (es) con constancia y fecha de radicado(s) de dicha certificación, ante la(s) autoridad (es) ambiental 
(es) competente(s) efectuada a través de la plataforma Vital del Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, 
so pena de decretar el DESISTIMIENTO del trámite de la propuesta.”

Así las cosas, si al día 15 de junio de 2023, contaba con la constancia de solicitud en trámite de la certificación 
ambiental, el proponente tuvo la oportunidad de haber cargado en la plataforma de Anna Minería dicha constancia.

De conformidad con lo anterior, si bien la solicitud de prorroga se hizo dentro del tiempo indicado, esta no se hizo 
dentro de la plataforma Anna Minería de conformidad al decreto 2078 del 18 de noviembre de 2019, por lo que la 
p r e s e n t e  s o l i c i t u d  n o  p o d r á  s e r  a t e n d i d a .

Aunado lo anterior el proponente deberá estar atento a las notificaciones que realice la Agencia Nacional de Minería 
respecto al trámite de la propuesta de contrato de concesión No. OG2- 081015.” ( Subrayado fuera de texto)

Para una mayor claridad de la anterior respuesta, se le explica al recurrente, que siendo la autoridad minera consciente 
de que eventualmente no se expidiera por la autoridad ambiental la certificación solicitada, dentro del mes concedido, el 
Auto No. 00004 del 08 de junio de 2023 requirió a los proponentes, entre los que se encuentra la propuesta No. OG2-
081015, para que dentro del término perentorio de  un (1) mes contado a partir del día siguiente a la notificación de 
dicha providencia, allegaran a través de la Plataforma Anna Minería una de dos de las siguientes opciones: 
 

Certificación (es) ambiental(es) expedida(s) por autoridad(es) competente(s) junto con archivo geográfico en 
Formato Shapefile (Comprimido Zip) del área certificada, o alternativamente
La(s) solicitud(es) con constancia y fecha de radicado(s) de dicha certificación ante la(s) autoridad(es) ambiental
(es) competente(s), efectuada a través de la plataforma VITAL del Ministerio de Ambiente y Desarrollo 
Sostenible.

Visto lo anterior, la sociedad proponente tenía la opción de radicar en la plataforma del Sistema Integral de Gestión 
Minera dentro del término concedido de un mes por el precitado Auto, la constancia de dicha solicitud efectuada a 
través de la plataforma VITAL del Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, relacionada en el literal b anterior, 

,  antes de radicar el derecho de petición No. con la cual contaba la proponente en fecha 15 de junio de 2023
20231002519072 del 12 de julio de 2023  y también fue anexada en otros derechos de petición No. 20231002579282 
del 14 de agosto de 2023, 20231002579392 del 14 de agosto de 2023,  en dicha constancia anexa se lee:

“RESULTADO: Proceso realizado correctamente. Usted podrá consultar y hacer seguimiento al estado de su 
solicitud haciendo uso del Número VITAL 1210090014918623006, fecha de registro, jueves 15 de junio de 2023 
11:44:17 AM. Su solicitud será gestionada por Corporación Autónoma Regional de Santander”

Además se observa que el parágrafo segundo del artículo primero del Auto en comento, expresamente advirtió:

 “Recuerde que en caso que el proponente allegue a través de la Plataforma Anna Minería la (s) solicitud (es) con 
constancia y fecha de radicado(s) de la certificación ante la (s) autoridad (es) ambiental (es) competente(s) a través de 
la plataforma Vital del Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, no será evaluada la propuesta hasta tanto no 
aporte en debida forma a través de la Plataforma Anna Minería certificación (es) ambiental(es) expedida(s) por 
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autoridad(es) competente(s) expedida a través de la plataforma Vital del Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible.

De las anteriores revisiones podemos inferir que el o los representantes legales de la sociedad proponente, ni sus 
agentes efectuaron una lectura completa, diligente ni acuciosa del Auto 0004 del 08 de junio de 2023, dado que la 
sociedad proponente podía haber cumplido el Auto de requerimiento mediante el aporte de la referida solicitud con 
constancia y fecha de radicado de dicha certificación ambiental , la cual tenía en su poder  el 15 de junio de 2023 
con  Número VITAL 1210090014918623006 y para lo cual contó con el término de un mes hasta el 14 de julio de 2023, 
no habiendo en tal caso necesidad de solicitar prórroga para dar cumplimiento al Auto de requerimiento.

En el hipotético caso de haber aportado la sociedad proponente a través de la plataforma del Sistema Integral de 
Gestión Minera, dicha constancia de solicitud de la certificación ambiental, eventualmente habría tenido la oportunidad 
de aportar más adelante la certificación ambiental, como previamente se precisará al citar el parágrafo segundo del 
a r t í cu lo  p r imero  de l  Au to  00004  de l  08  de  jun io  de  2023 .

Así las cosas, se precisa que en la respuesta al derecho de petición se niega el conceder la prórroga, no solo porque 
no se hizo dentro de la plataforma del Sistema Integral de Gestión Minera, sino porque como lo explica la autoridad 
minera  en la precitada respuesta : “ si al día 15 de junio de 2023, contaba con la constancia de solicitud en 
trámite de la certificación ambiental, el proponente tuvo la oportunidad de haber cargado en la plataforma de 

 en consecuencia no era procedente solicitar una prórroga mediante una Anna Minería dicha constancia.”,
petición,  por el hecho de tener  la sociedad proponente en su poder la constancia de solicitud de la certificación 
ambiental   con  la cual había podido dar respuesta en termino al Auto de requerimiento No. 00004 del 08 de junio de 
2023, por lo tanto, por sustracción de materia, su petición carecía de objeto,  no existía una justa causa ( un 
supuesto de hecho) o razón suficiente que justificara   solicitar un aplazamiento  de su respuesta.  

El CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVOSECCIÓN SEGUNDA SUBSECCION B 
consejero ponente: VICTOR HERNANDO ALVARADO ARDILA. Bogotá D.C., veintisiete (27) de febrero de dos mil 
trece (2013) Radicación número: 11001-03-25-000-2010-00088-00(0798-10, define la sustracción de materia en los 
s i g u i e n t e s  t é r m i n o s :

“De la sustracción de materia: Como regla general se entiende por sustracción de materia la desaparición de 
supuestos, hechos o normas que sustentan una acción, lo cual ocasiona que el juez no pueda pronunciarse porque se 
ha ext inguido la  causa que or ig inó acudi r  a  la  jur isd icc ión.

En este caso, es aplicable el Principio lógico -jurídico de la  también llamado razón suficiente "La proposición del 
 (Der Satz vom Grund) es un sub principio de la lógica, que forma parte de la Sana crítica. René Navarro fundamento"

(2014) señala que "La regla de la razón suficiente nos dice que “todo objeto debe tener una razón suficiente que lo 
Lo que es, “es” por alguna razón, “nada existe sin una causa o razón determinante”."explique”. 

"El principio de razón suficiente nos daría la respuesta a una exigencia natural de nuestra razón, según la cual las 
cosas no son nada más “porque sí o porque no”, pues todo obedece a una razón. En suma, el principio de razón 
justificatoria o suficiente, nos dice: “Todo tiene una razón de ser“" (Navarro, 2014)”[1]

L , Magistrada ponente MARÍA DEL ROSARIO a Corte Suprema de Justicia en providencia SP16740-2014
GONZÁLEZ MUÑOZ indica que las REGLAS DE LA LÓGICA - Incluyen el principio de razón suficiente / PRINCIPIO 
DE RAZÓN SUFICIENTE – y que se configura un / FALSO RACIOCINIO – por su desconocimiento.

“Advierte la Sala el desconocimiento del principio lógico de razón suficiente que constituye criterio de la sana crítica, 
. Como se recuerda, ese cuya violación, por ende, da lugar a la incursión en un error de hecho por falso raciocinio

dislate se configura cuando, precisamente, se desatienden los criterios de la sana crítica, integrados por las reglas de la 
exper iencia,  los postulados lógicos y las leyes de la c iencia.

El principio lógico de razón suficiente implica que “…para aceptar como verdadera una enunciación, debe estar 
sustentada en una razón apta o idónea que justifique el que sea de la forma en que está propuesta y no de manera 

; este principio se refiere a la importancia de establecer la condición o razón de la verdad de una proposición” .diferente

Este postulado exige, por tanto, que toda proposición debe sustentarse en premisas verdaderas en forma tal que la 
j u s t i f i q u e n  d e  m a n e r a  a p t a  e  i d ó n e a ” .

La Corte Suprema de Justicia , en sentencia del 18 de marzo de 2015, se refirió al Principio de Razón Suficiente, con 
s u f i c i e n c i a .  A l  r e s p e c t o  d i j o :
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La Sala, en sentencias como CSJ SP, 13 feb. 2008, rad. 21844, y CSJ SP, 12 sep. 2012, rad. 36824, ha definido al 
p r i n c i p i o  d e  r a z ó n  s u f i c i e n t e  c o m o :

“aquel que reclama, en aras de reconocer el valor positivo de verdad de un enunciado, un motivo apto o idóneo 
”p a r a  q u e  e l l o  s e a  a s í  y  n o  d e  c u a l q u i e r  o t r a  f o r m a

En este caso, como en precedencia se explicara, el fin/propósito de la petición (la solicitud de prórroga), no tenía una 
razón de ser, carecía de objeto o de un motivo apto o idóneo, puesto que el proponente ya tenía en su poder, casi un 
mes antes ( el 15 de junio de 2023)  del vencimiento del auto de requerimiento ( 14 de julio de 2023), la constancia de 
solicitud de la certificación de su propuesta, con la cual hubiera podido dar respuesta al Auto de requerimiento No. 
00004 del 08 de junio de 2023, no habiendo relacion o nexo de causalidad entre la petición y su fin o propósito.

No obstante, la autoridad minera dio respuesta a su petición, sin embargo negando conceder la prórroga solicitada.

La Corte Constitucional en  ha señalado además que la respuesta negativa no vulnera el derecho Sentencia T-001/15,
d e  p e t i c i ó n :

La satisfacción del derecho de petición se encuentra condicionada a que la entidad emita y entregue al peticionario una 
respuesta que resuelva la materia objeto de solicitud, independientemente del sentido. Así lo advirtió la Corte 
Constitucional al señalar que la respuesta negativa comunicada al solicitante dentro de los términos establecidos no 
significa una vulneración del derecho de petición, puesto que si efectivamente se contesta de fondo el asunto expuesto, 
se satisface el derecho. En efecto, la respuesta puede o no satisfacer los intereses de quien ha elevado la petición, en 
el sentido de acceder o no a sus pretensiones, pero siempre debe ser una contestación que permita al peticionario 
conocer, frente al asunto planteado, cuál es la situación y disposición o criterio de la entidad competente, agregó (M. P. 
M a u r i c i o  G o n z á l e z  C u e r v o ) .

P o r  l o  t a n t o ,  e s  i m p o r t a n t e  s e ñ a l a r  q u e .

El  estableció que:artículo 2.2.5.1.2.1. del Decreto No. 2078 del 18 de noviembre de 2019

“… el Sistema Integral de Gestión Minera -SIGM-, como la única plataforma tecnológica para la radicación y 
,gestión de los trámites a cargo de autoridad minera  así mismo se dispuso que su puesta en operación se realizaría 

 (Subrayado y negrilla fuera de texto)por fases de acuerdo con lo dispuesto por la Agencia Nacional de Minería.

En la actualidad el Sistema Integral de Gestión Minera – Anna Minería constituye la única plataforma tecnológica para: 
i) efectuar radicaciones de contratos de concesión minera, ii) gestionar los trámites a cargo de la autoridad minera, se 
colige que con la implementación de este sistema, sólo se pueden  gestionar los trámites mineros a través de este 
sistema, trámites dentro de los que se encuentra la evaluación de las propuestas de contratos de concesión, so pena 
de incumplir el mandato contenido en el artículo 2.2.5.1.2.1. del Decreto 2078 de 2019.

Por lo tanto cuando no se diligencia la información requerida o se carga la documentación soporte dentro del término 
concedido, como en el presente caso aconteció con el requerimiento a la propuesta de contrato de concesión No. OG2-
081015, mediante el Auto No. 00004 del 08 de junio de 2023 (notificado por estado jurídico No. GGN-2023-EST- No. 
090 del 13 de junio de 2023) y con la salvedad de que la sociedad proponente contaba a 15 de junio de 2023 con la 
constancia de su solicitud de certificación ambiental expedida por el Ministerio de Ambiente y desarrollo 

, sin embargo no es Sostenible a través de VITAL (VENTANILLA INTEGRAL DE TRÁMITES AMBIENTALES)
anexada a través del Sistema Integral de Gestión Minera-Anna Mineria, por lo tanto, expirada la oportunidad el día 14 
de julio de 2023, el Sistema Integral de Gestión Minera hace cierre automático una vez el termino se encuentra vencido.

Así las cosas, la autoridad minera procederá a confirmar la Resolución No. 210-6864  del 28 de septiembre de 2023.

Al declarar el desistimiento de la propuesta de contrato de concesión No. OG2-081015, es oportuno hacer mención a lo 
expresado por el CONSEJO de ESTADO, SALA de lo CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO SECCIÓN PRIMERA del  
consejero Ponente: Doctor RAFAEL E. OSTAU DE LAFONT PIANETTA del dos (2) de diciembre de dos mil once 
(2011), mediante Radicación núm.: 11001 0324 000 2010 00063 00, donde se consideró:

"De acuerdo con la Ley 1194 de 2008, el desistimiento tácito es la consecuencia jurídica que ha de seguirse, si la parte 
que promovió un trámite debe cumplir con una carga procesal –de tal cual depende la continuación del proceso- y no la 
c u m p l e  e n  u n  d e t e r m i n a d o  l a p s o . "
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"El desistimiento tácito ha sido entendido de diversas maneras. Si el desistimiento tácito es comprendido como la 
entonces la finalidad que persigue es garantizar la libertad interpretación de una voluntad genuina del peticionario, 

de las personas de acceder a la administración de justicia (arts. 16 y 229 de la C.P.); la eficiencia y prontitud de la 
administración de justicia (art. 228, C.P.); el cumplimiento diligente de los términos (art.229); y la solución jurídica 
o p o r t u n a  d e  l o s  c o n f l i c t o s .

En cambio, si se parte de que el , como quiera que la perención o el desistimiento desistimiento tácito es una sanción
tácito ocurren por el incumplimiento de una carga procesal, la Corporación ha estimado que el legislador pretende 
obtener el cumplimiento del deber constitucional de "colaborar para el buen funcionamiento de la administración de 
j u s t i c i a "  ( a r t . 9 5 ,  n u m e r a l  7 º ,  C . P . ) .

Además, así entendido, el desistimiento tácito busca garantizar el derecho de todas las personas a acceder a una 
administración de justicia diligente, célere, eficaz y eficiente (art. 229); el derecho al debido proceso, entendido como la 
posibilidad de obtener pronta y cumplida justicia (art.29, C: P:); la certeza jurídica; la descongestión y racionalización 
del trabajo judicial; y la solución oportuna de los conflictos.”. (Negritas fuera de texto).

           A s í  m i s m o ,

…” el desistimiento tácito produzca efectos positivos cuando se trata de administrar justicia, por cuanto lleva implícito 
grandes beneficios, beneficios éstos concebidos como legítimamente constitucionales para evitar que las controversias 
se prolonguen indefinidamente a lo largo del tiempo. Este tópico fue profundamente decantado por la jurisprudencia 
c o n s t i t u c i o n a l  c u a n d o  e x p r e s ó :

En segundo lugar, en términos generales, el desistimiento tácito  evita la paralización del aparato jurisdiccional en (i)
ciertos eventos;  permite obtener la efectividad de los derechos de quienes activan o participan en la administración (ii)
de justicia, pues la efectividad de los derechos depende de la prontitud de los medios que sirven para materializarlos; 

 promueve la certeza jurídica de quienes actúan como partes en los procesos, entre otros efectos (iii)
constitucionalmente valiosos, dirigidos a que se administre pronta y cumplida justicia, y a que las controversias no se 
prolonguen indefinidamente a lo largo del tiempo. Por lo tanto, las limitaciones de los derechos fundamentales que 
resultan de la regulación acusada, no son desproporcionadas."…

Por lo anterior, los proponentes deben atender de manera estricta y oportuna los requerimientos efectuados por la 
autoridad minera, toda vez que los términos son perentorios, lo cual está íntimamente ligado al principio de preclusión, 
en desarrollo del cual, el ordenamiento establece etapas que deben cumplirse dentro de los términos establecidos, so 
pena de derivarse las consecuencias jurídicas correspondientes.

Entonces, es importante dejar claro que los solicitantes en materia de propuestas de contrato de concesión, asumen 
una serie de responsabilidades como lo es estar pendiente del estado de sus solicitudes, de las providencias que sean 
proferidas por parte de la Autoridad Minera y de atender en debida forma los requerimientos que la misma les realice, 
so pena de asumir las consecuencias jurídicas que este incumplimiento conlleva.

Igualmente en el cumplimiento de un requerimiento, la carga de dicho acatamiento recae en el interesado en la 
propuesta, por lo que es preciso traer a colación el concepto de , ya que ésta es una situación jurídica, Carga Procesal
instituida en la ley, consistente en el requerimiento de una conducta de realización facultativa normalmente establecida 
en interés del propio sujeto, y cuya omisión trae aparejada una consecuencia gravosa para él. Es así, que la actividad 
de las partes es trascendental para la decisión o consecución del contrato pretendido, toda vez que la Ley minera ha 
impuesto determinadas conductas o requisitos y el término para el cumplimiento de los mismos,
 
Al respecto es preciso extraer un aparte de la de fecha 8 de noviembre de dos mil (2000) emitida Sentencia C-1512 
por la Corte Constitucional, en la cual se hace referencia al concepto de Cargas Procesales definido en varias 
j u r i sp rudenc ias  de  l a  Co r te  Sup rema  de  Jus t i c i a ,  as í :

“Dentro de los distintos trámites judiciales, es factible que la ley asigne a las partes, al juez y aún a terceros 
intervinientes imperativos jurídicos de conducta dentro del proceso, consistentes en deberes, obligaciones y cargas 
procesales. Sobre el particular la Corte Suprema de Justicia, en una de sus providencias, señaló lo siguiente:

“(...) De los que la doctrina procesal ha dado en denominar imperativos jurídicos, en el desarrollo de la relación jurídico-
procesal se distinguen los deberes, las obligaciones y las cargas procesales que imponen tanto al Juez como a las 
partes y aun a los terceros que eventualmente intervengan, la observancia de ciertas conductas o comportamientos de 
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hondas repercusiones en el proceso. De esos imperativos, los primeros se hallan instituidos por los ordenamientos 
rituales en interés de la comunidad, las obligaciones en pro del acreedor y las últimas en razón del propio interés. 

Son deberes procesales aquellos imperativos establecidos por la ley en orden a la adecuada realización del proceso y 
que miran, unas veces al Juez (Art. 37 C. de P. C.), otras a las partes y aun a los terceros (Art. 71 ib.), y su 
incumplimiento se sanciona en forma diferente según quien sea la persona llamada a su observancia y la clase de 
deber omitido (arts. 39, 72 y 73 ibidem y Decreto 250 de 1970 y 196 de 1971). Se caracterizan porque emanan, 
precisamente, de las normas procesales, que son de derecho público, y, por lo tanto, de imperativo cumplimiento en 
t é r m i n o s  d e l  a r t í c u l o  6 °  d e l  C ó d i g o .

Las obligaciones procesales son, en cambio, aquellas prestaciones de contenido patrimonial impuestas a las partes con 
ocasión del proceso, como las surgidas de la condena en costas que, según lo explica Couture, obedecen al concepto 
de responsabilidad procesal derivada del abuso del derecho de acción o del derecho de defensa. "El daño que se 
cause con ese abuso, dice, genera una obligación de reparación, que se hace efectiva mediante la condenación en 
costas". ("Fundamentos del Derecho Procesal Civi l", número 130).

Finalmente, las cargas procesales son aquellas situaciones instituidas por la ley que comportan o demandan una 
conducta de realización facultativa, normalmente establecida en interés del propio sujeto y cuya omisión trae 
aparejadas para él consecuencias desfavorables, como la preclusión de una oportunidad o un derecho procesal e 
inclusive hasta la pérdida del derecho sustancial debatido en el proceso.

Como se ve, las cargas procesales se caracterizan porque el sujeto a quien se las impone la ley conserva la facultad de 
cumplirlas o no, sin que el Juez o persona alguna pueda compelerlo coercitivamente a ello, todo lo contrario de lo que 
sucede con las obligaciones; de no, tal omisión le puede acarrear consecuencias desfavorables. Así, por ejemplo 

(Subraya la Sala).probar los supuestos de hecho para no recibir una sentencia adversa.". 

Así las cosas, en atención a que se confirmó que la SOCIEDAD SORATAMA no allegó respuesta a través del Sistema 
Integral de Gestión Minera-Anna Mineria, dentro del término concedido de un mes por el Auto 00004 del 08 de junio de 
2023, notificado por estado Jurídico No. GGN-2023-EST- No. 090 del 13 de junio de 2023 de conformidad con la 
normatividad previamente citada, la autoridad minera procederá a confirmar la Resolución No. 210-6864 del 28 de 
septiembre de 2023, por medio de la cual se declaró el desistimiento de la propuesta de contrato de concesión minera 
N o .  O G 2 - 0 8 1 0 1 5 .
Que la presente decisión se adopta con base en los análisis y estudios efectuados por los profesionales del área 
j u r í d i c a  d e l  G r u p o  d e  C o n t r a t a c i ó n  M i n e r a .

 Que en mérito de lo expuesto: 
 

[1]https://derechopedia.cl/Principio_de_la_raz%C3%B3n_suficiente#:~:text=Principio%20de%20la%20raz%C3%B3n%20suficiente%20tambi%C3%A9n%20llamado%20%22La%

20proposici%C3%B3n%20del,raz%C3%B3n%20suficiente%20que%20lo%20explique%C2%BB.

RESUELVE

la Resolución No. 210-6864 del 28 de septiembre de 2023, por medio de la cual ARTÍCULO PRIMERO. - CONFIRMAR 
se declara el desistimiento de la propuesta de contrato de concesión No.  OG2-081015, por las razones expuestas en 
l a  p a r t e  m o t i v a  d e  l a  p r e s e n t e  p r o v i d e n c i a .

Notifíquese personalmente y/o electrónicamente a través del Grupo de Gestión de ARTÍCULO SEGUNDO. -  
Notificaciones de la Vicepresidencia de Contratación y Titulación a la sociedad proponente sociedad proponente 

 con NIT. 900149186, la cual figura en el certificado de Existencia y Representación legal SOCIEDAD SORATAMA,
como , a través de su representante legal o en su defecto SOCIEDAD SORATAMA SUCURSAL COLOMBIA
procédase mediante aviso de conformidad con el artículo 67 y s.s., de la Ley 1437 de 2011.

 Contra el presente acto administrativo no procede recurso, de conformidad con el artículo 87 ARTÍCULO TERCERO -
d e  l a  L e y  1 4 3 7  d e  2 0 1 1 .

Ejecutoriada y en firme esta providencia ordenase al Grupo de Gestión de Notificaciones su ARTICULO CUARTO. – 
remisión junto con sus constancias de notificación y ejecutoria al Grupo de Catastro y Registro Minero para que 
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proceda a la desanotación del área de la propuesta de contrato de concesión minera No.  OG2-081015 del Sistema del 
Catastro Minero Colombiano- Sistema Integral de Gestión Minera- y efectúe el archivo del referido expediente. 

Dada en Bogotá,

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JULIETH MARIANNE LAGUADO ENDEMANN
Gerente de Contratación y Titulación

 
Evaluación jurídica: PVF—Abogada GCM/VCT

Revisó:  ACH-Abogada GCM /VCT

Aprobó:  KMOM-Abogada

Coordinadora GCM/VCT

10 de mayo de 2024



 
 

GGN-2024-CE-1024 

 

VICEPRESIDENCIA DE CONTRATACIÓN Y TITULACIÓN 

GRUPO DE GESTIÓN DE NOTIFICACIONES 

CONSTANCIA DE EJECUTORIA 

 

La suscrita Coordinadora del Grupo de Gestión de Notificaciones, hace constar que la 

Resolución GCT No. 210-8287 DEL 10 DE MAYO DE 2024, proferida dentro del expediente 

OG2-081015, POR MEDIO DEL CUAL SE RESUELVE RECURSO DE REPOSICIÓN EN CONTRA 

DE LA RESOLUCIÓN No. 210- 6864 DEL 28 DE SEPTIEMBRE DE 2023 DE 2023 DENTRO DE 

LA PROPUESTA DE CONTRATO DE CONCESIÓN No. OG2-081015, fue notificado 

electrónicamente a SOCIEDAD SORATAMA, el día 29 de mayo de 2024, según consta en 

certificación de notificación electrónica GGN-2024-EL-1268, quedando ejecutoriada y en 

firme las mencionadas resoluciones, el 30 DE MAYO DE 2024, como quiera que contra dicho 

acto administrativo no procede recurso alguno. 

 

Dada en Bogotá D. C., a los veinticinco (25) días del mes de junio de 2024. 

 

 

AYDEE PEÑA GUTIÉRREZ 

COORDINADORA GRUPO DE GESTIÓN DE NOTIFICACIONES 

 

Elaboró: Jesús David Angulo M 
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Número del acto administrativo:
RES-210-6809

República de Colombia

   

 
AGENCIA NACIONAL DE MINERÍA

RESOLUCIÓN No (   )

 “Por medio de la cual se declara el desistimiento de la propuesta de contrato de concesión No.
OGA-16371”

LA GERENTE DE CONTRATACIÓN Y TITULACIÓN En uso de sus facultades legales, en 
especial de las conferidas por el Decreto 4134 del 3 de noviembre de 2011 expedido por el 
Ministerio de Minas y Energía, las Resoluciones 34 del 18 de enero de 2021 y 224 del 20 de 
febrero de 2023, expedidas por la Agencia Nacional de Minería.

CONSIDERANDO

Que la Agencia Nacional de Minería ANM fue creada mediante el Decreto – Ley 4134 de 2011 
con el objeto de administrar integralmente los recursos minerales de propiedad del Estado, 
promover el aprovechamiento óptimo y sostenible de los recursos mineros de conformidad con 
las normas pertinentes y en coordinación con las autoridades ambientales en los temas que lo 
requieran, lo mismo que hacer seguimiento a los títulos de propiedad privada del subsuelo 
cuando le sea delegada esta función por el Ministerio de Minas y Energía de conformidad con la 
l e y .

Que los numerales 1,6 y 16 del artículo 4 del Decreto – Ley 4134 de 2011, faculta a la Agencia 
Nacional de Minería ANM para “ejercer las funciones de autoridad minera o concedente en el 

 yterritorio nacional”, “Administrar el catastro minero y el registro minero nacional”  “Reservar áreas 
con potencial minero, con el fin de otorgarlas en contrato de concesión”.

Que el Decreto 509 de 2012 (artículo 8) compilado en el Decreto 1083 de 2015, estableció en su 
artículo 2.2.2.9.8, que: “Las Agencias expedirán el manual específico describiendo las funciones 
que correspondan a los empleos de la planta de personal y determinando los requisitos exigidos 
p a r a  s u  e j e r c i c i o ” .

Que en uso de las facultades concedidas por la anterior disposición, la Agencia Nacional de 
Minería expidió la Resolución 34 del 18 de enero de 2021 “Por medio de la cual adopta el Manual 
Específico de Funciones y Competencias laborales para los empleos de la Planta de Personal de 

RES-210-6809
27/09/2023
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 asignando al empleo Gerente de Proyectos código G2 grado 09 la Agencia Nacional de Minería”,
- Vicepresidencia de Contratación y Titulación, la función de aprobar o rechazar las solicitudes y 
expedir los actos administrativos relacionados con el trámite de las solicitudes mineras, teniendo 
e n  c u e n t a  l a  n o r m a t i v i d a d  a p l i c a b l e .
 

ANTECEDENTES

 Que la sociedad proponente , identificada con el Nit No.CEMENTOS ARGOS S.A 890100251-0
, el día 10 de julio del 2013, presento propuesta de contrato de concesión para la exploración y 

 explotación de un yacimiento clasificado técnicamente como ARENAS, GRAVAS, MATERIALES 
 DE CONSTRUCCIÓN, RECEBO, ubicado en el Municipio de LA VICTORIA, Departamento de 

  a la cual le correspondió el expediente VALLE DEL CAUCA, No. OGA-16371.

Q u e ,  e l  D e c r e t o  2 0 7 8  d e  2 0 1 9 ,  e s t a b l e c i ó :

“Artículo 2.2.5.1.2.1. Objeto. La presente Sección tiene por objeto establecer el Sistema Integral 
de Gestión Minera (SIGM), como la única plataforma tecnológica para la radicación y gestión de 
los trámites a cargo de la autoridad minera, así como la fijación de lineamientos generales para 
su  imp lemen tac ión  y  pues ta  en  p roducc ión . ”

Que el 04 de agosto de 2022, el Consejo de Estado – Sección Primera, MP. Roberto Augusto 
Serrato Valdés, expidió decisión de segunda instancia dentro de la Acción Popular No. 
25000234100020130245901, aclarada y adicionada mediante auto de fecha 29 de septiembre de 
2022, mediante la cual se amparan, entre otros, los derechos colectivos al goce de un ambiente 
sano, a la existencia del equilibrio ecológico, al manejo y aprovechamiento racional de los 
recursos naturales para garantizar su desarrollo sostenible y a la protección de áreas de especial 
i m p o r t a n c i a  e c o l ó g i c a .

Que, en virtud de ello, dictó diferentes órdenes de amparo, dentro de las cuales se encuentran 
algunas transitorias referidas al trámite de las propuestas de contrato de concesión minera, y 
propuestas de contrato de concesión con requisitos diferenciales, específicamente en el numeral 
1.3.1, adicionado por el artículo cuarto del proveído del 29 de septiembre de 2022, a saber:

“(…) 1.3.1. La Agencia Nacional de Minería, deberá exigir a los proponentes que aporten, junto 
con la solicitud de titulación, un certificado proferido por la autoridad ambiental competente, en el 
que se informe: (i) si su proyecto se superpone o no con alguno de los ecosistemas a que se 
refieren los subtítulos b) y c) del capítulo II.3.3. de esta sentencia; (ii) si tal territorio se encuentra 
zonificado, y (iii) si las actividades mineras están permitidas en el instrumento de zonificación. En 
el evento en que se presenten dudas sobre la compatibilidad del proyecto con el propósito de 
conservación, la Agencia Nacional de Minería deberá abstenerse de resolver de fondo la 
propuesta hasta que exista certeza sobre la referida compatibilidad, dando aplicación al principio 
d e  p r e c a u c i ó n .  

Para tal efecto, en el término de tres (3) meses contados a partir de la ejecutoria de esta 
sentencia, la Agencia Nacional de Minería, el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible y el 
Ministerio de Minas y Energías, en el marco de sus competencias legales y reglamentarias, y 
junto con las entidades de los sectores minero y ambiental que estimen competentes, 
establecerán previamente: (i) el procedimiento y los mecanismos de coordinación intersectorial 
que se utilizarán para la expedición de los certificados, (ii) los plazos máximos para la expedición 
de los certificados, y (iii) las garantías al debido proceso de los peticionarios. (…)
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Que, en atención a lo anterior, el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, expidió la 
Circular No. SG-40002023E400013 del 19 de enero de 2023, a través de la cual se dictaron los 
lineamientos para proferir certificaciones en el marco del cumplimiento del numeral 1.3.1 orden 
t e r c e r a  d e  l a  m e n c i o n a d a  s e n t e n c i a .

Que el 26 de enero de 2023, el Gobierno Nacional expidió el Decreto No. 107, mediante el cual 
adoptó medidas para el cumplimiento de la sentencia proferida por el Consejo de Estado, el 4 de 
agosto de 2022, adicionada y aclarada mediante Auto del 29 de septiembre de 2022, dentro de la 
Acción Popular No. 250002341000-2013-02459-01, y dispuso:

“(…) Artículo 2. Impartir las siguientes órdenes administrativas para el cumplimiento de lo resuelto 
en el numeral 1.3.1. de la sentencia proferida por el Consejo de Estado dentro de la Acción 
Popular No. 250002341000-2013-02459-01, adicionado por el Auto del 29 de septiembre de 
2 0 2 2 :  

(…) 2. A la  que previsto en este artículo a los Agencia Nacional de Minería exija el certificado 
proponentes de las áreas que a la fecha de expedición de este Decreto aún no cuentan con 

. (…)”título minero  (Negril la y resaltado fuera de texto)

Que, mediante Auto GCM No. 004 del 08 de junio de 2023, notificado por estado jurídico No. 090 
del 13 de de junio de 2023, dando cumplimiento a lo ordenado en el numeral 2 del artículo 2º del 
Decreto 107 del 26 de enero de 2023, procedió a requerir a los proponentes de las propuestas de 
contratos de concesión allí enlistados, entre los que se encuentra la placa sub examine, para que 
dentro del término perentorio de un (01) mes contado a partir del día siguiente a la notificación de 
dicha providencia, allegaran a través de la Plataforma Anna Minería certificación(es) ambiental
(es) expedida(s) por autoridad(es) competente(s) junto con archivo geográfico en Formato 
Shapefile (Comprimido Zip) del área certificada, o la(s) solicitud(es) con constancia y fecha de 
radicado(s) de dicha certificación ante la(s) autoridad(es) ambiental(es) competente(s), efectuada 
a través de la plataforma VITAL del Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, so pena de 

.declarar el desistimiento del trámite de la propuesta

Que el día 11 de septiembre del 2023, el Grupo de Contratación Minera evaluó la propuesta de 
 contrato de concesión No. OGA-16371 y se determinó que, vencido el término para acatar los 

requerimientos contenidos en el precitado Auto y una vez consultado el Sistema Integral de 
Gestión Minera - AnnA Minería, se evidenció que la sociedad proponente no atendió la exigencia 
formulada, por tal razón se recomienda declarar el desistimiento del trámite de la propuesta de 
c o n t r a t o  d e  c o n c e s i ó n .
 

II. FUNDAMENTOS DE LA DECISIÓN

Que el artículo 297 del Código de Minas, frente a la remisión normativa, esboza lo siguiente:

“En el procedimiento gubernativo y en las acciones judiciales, en materia minera, se estará en lo 
pertinente, a las disposiciones del Código Contencioso Administrativo y para la forma de practicar 
las pruebas y su valoración se aplicarán las del Código de Procedimiento Civil.”



   Página 4 de 5

Que, en este sentido, el artículo 1º de la Ley 1755 de 2015, que sustituye el artículo 17, de la Ley 
1 4 3 7  d e  2 0 1 1 ,  e x p o n e :

“ARTÍCULO 1o. Sustitúyase el Título II, Derecho de Petición, Capítulo I, Derecho de Petición ante 
las autoridades-Reglas Generales, Capítulo II Derecho de petición ante autoridades-Reglas 
Especiales y Capítulo III Derecho de Petición ante organizaciones e instituciones privadas, 
artículos 13 a 33, de la Parte Primera de la Ley 1437 de 2011, por el siguiente:
                                

Artículo 17. Peticiones incompletas y desistimiento tácito. En virtud del principio de eficacia, 
cuando la autoridad constate que una petición ya radicada está incompleta o que el 
peticionario deba realizar una gestión de trámite a su cargo, necesaria para adoptar una 

, y que la actuación pueda continuar sin oponerse a la ley, requerirá al decisión de fondo
peticionario dentro de los diez (10) días siguientes a la fecha de radicación para que la 
complete  en  e l  té rmino máximo de  un (1 )  mes.

A partir del día siguiente en que el interesado aporte los documentos o informes requeridos, se 
react ivará  e l  té rmino para reso lver  la  pet ic ión.

Se entenderá que el peticionario ha desistido de su solicitud o de la actuación cuando no 
satisfaga el requerimiento, salvo que antes de vencer el plazo concedido solicite prórroga hasta 
p o r  u n  t é r m i n o  i g u a l .

Vencidos los términos establecidos en este artículo, sin que el peticionario haya cumplido 
el requerimiento, la autoridad decretará el desistimiento y el archivo del expediente, 
mediante acto administrativo motivado, que se notificará personalmente, contra el cual 
únicamente procede recurso de reposición, sin perjuicio de que la respectiva solicitud pueda ser 
nuevamente presentada con el lleno de los requisitos legales.” (Se resalta).

Que la Corte Constitucional    al referirse a la figura del desistimiento tácito ha señalado que: [1]
“(…) El desistimiento tácito es una forma anormal de terminación del proceso, que se sigue 
como consecuencia jurídica del incumplimiento de una carga procesal a cargo de la parte 
que promovió un trámite, y de la cual depende la continuación del proceso, pero no la 
cumple en un determinado lapso, con la cual se busca sancionar no sólo la desidia sino 

. No todo desistimiento tácito significa la también el abuso de los derechos procesales
terminación del proceso, ya que la decisión judicial a tomar dependerá de la clase de trámite que 
esté pendiente de adelantarse.  (…)”. (Se resal ta) .

Que el Grupo de Contratación Minera, el día 11 de septiembre del 2023 realizó el estudio de la 
 propuesta de contrato de concesión No. OGA-16371, en la que concluyó que a la fecha, los 

términos previstos en el Auto No. 004 del 08 de junio de 2023, se encuentran vencidos, y la 
sociedad proponente no dio cumplimiento al requerimiento antes señalado, por lo tanto, es 
procedente declarar el desistimiento del presente trámite minero, de conformidad con las normas 
a n t e s  t r a n s c r i t a s .  
 

Que teniendo en cuenta lo anterior, se procede a declarar el desistimiento al trámite de la 
 propuesta de Contrato de Concesión No. OGA-16371 .

 

 [1] Corte Constitucional. C-1186/08. M.P. MANUEL JOSÉ CEPEDA ESPINOSA
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En mérito de lo expuesto, la Gerente de Contratación Minera

 
RESUELVE

ARTÍCULO PRIMERO. - Declarar el desistimiento al trámite de la propuesta de contrato de 
 Concesión Minera No. OGA-16371, por las razones expuestas en la parte motiva del presente 

p r o v e í d o .

 ARTÍCULO SEGUNDO. - Notifíquese la presente Resolución Personalmente a través del Grupo 
de Gestión de Notificaciones de la Vicepresidencia de Contratación y Titulación a la sociedad 
proponente CEMENTOS ARGOS S.A, identificada con el Nit No. 890100251-0, o en su defecto, 
procédase mediante aviso, de conformidad al artículo 67 y ss de la Ley 1437 de 2011.

ARTÍCULO TERCERO. - Contra la presente Resolución procede el recurso de reposición el cual 
podrá interponerse dentro de los diez (10) días siguientes a su notificación por medio de la 
plataforma AnnA Minería, de acuerdo con lo preceptuado por el artículo 76 de la Ley 1437 de 
2 0 1 1 .  

ARTÍCULO CUARTO. - Ejecutoriada esta providencia procédase a la desanotación del área del 
Sistema Integral de Gestión Minera - AnnA Minería y efectúese el archivo del referido expediente.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JULIETH MARIANNE LAGUADO ENDEMANN
Gerente de Contratación y Titulación Minera
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Número del acto administrativo:
RES-210-8286

República de Colombia

AGENCIA NACIONAL DE MINERÍA

                               RESOLUCIÓN NÚMERO                               
(                                                        )

“POR MEDIO DE LA CUAL SE RESUELVE EL RECURSO DE REPOSICIÓN INTERPUESTO 
CONTRA LA RESOLUCIÓN No. 210-6809 DEL 27 DE SEPTIEMBRE DE 2023 DENTRO DE LA 

PROPUESTA DE CONTRATO DE CONCESIÓN No. OGA-16371”

LA GERENTE DE CONTRATACIÓN Y TITULACIÓN

 
En uso de sus facultades legales, en especial de las conferidas por el Decreto 4134 del 3 de 
noviembre de 2011 expedido por el Ministerio de Minas y Energía, las Resoluciones 34 del 18 de 
enero de 2021 y 224 del 20 de febrero de 2023, expedidas por la Agencia Nacional de Minería y
 

CONSIDERANDO

Que la Agencia Nacional de Minería ANM fue creada mediante el Decreto – Ley 4134 de 2011 
con el objeto de administrar integralmente los recursos minerales de propiedad del Estado, 
promover el aprovechamiento óptimo y sostenible de los recursos mineros de conformidad con 
las normas pertinentes y en coordinación con las autoridades ambientales en los temas que lo 
requieran, lo mismo que hacer seguimiento a los títulos de propiedad privada del subsuelo 
cuando le sea delegada esta función por el Ministerio de Minas y Energía de conformidad con la 
l e y .

Que los numerales 1,6 y 16 del artículo 4 del Decreto – Ley 4134 de 2011, faculta a la Agencia 
Nacional de Minería ANM para “ejercer las funciones de autoridad minera o concedente en el 
territorio nacional”, “Administrar el catastro minero y el registro minero nacional” y “Reservar áreas 
con potencial minero, con el fin de otorgarlas en contrato de concesión”. 

Que el Decreto 509 de 2012 (artículo 8) compilado en el Decreto 1083 de 2015, estableció en su 
artículo 2.2.2.9.8, que: “Las Agencias expedirán el manual específico describiendo las funciones 
que correspondan a los empleos de la planta de personal y determinando los requisitos exigidos 
p a r a  s u  e j e r c i c i o ” .  

Que en uso de las facultades concedidas por la anterior disposición, la Agencia Nacional de 
Minería expidió la Resolución 34 del 18 de enero de  2021 “Por medio de la cual adopta el Manual 
Específico de Funciones y Competencias laborales para los empleos de la Planta de Personal de 

RES-210-8286
10 DE MAYO DE 2024
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la Agencia Nacional de Minería”, asignando al empleo Gerente de Proyectos código G2 grado 09 
- Vicepresidencia de Contratación y Titulación, la función de aprobar o rechazar las solicitudes y 
expedir los actos administrativos relacionados con el trámite de las solicitudes mineras, teniendo 
en cuenta la normatividad aplicable.

ANTECEDENTES

Que la sociedad proponente CEMENTOS ARGOS S.A, identificada con el Nit No. 890100251-0
, el día 10 de julio del 2013, presento propuesta de contrato de concesión para la exploración y 
explotación de un yacimiento clasificado técnicamente como ARENAS, GRAVAS, MATERIALES 

ubicado en el Municipio de Departamento de DE CONSTRUCCIÓN, RECEBO, LA VICTORIA, 
a la cual le correspondió el expediente VALLE DEL CAUCA, No. OGA-16371.

Que,  e l  Decre to  No .  2078  de  2019 ,  es tab lec ió :

“Artículo 2.2.5.1.2.1. Objeto. La presente Sección tiene por objeto establecer el Sistema Integral 
de Gestión Minera (SIGM), como la única plataforma tecnológica para la radicación y gestión de 
los trámites a cargo de la autoridad minera, así como la fijación de lineamientos generales para 
su  imp lemen tac ión  y  pues ta  en  p roducc ión . ”

Que el 04 de agosto de 2022, el H. Consejo de Estado – Sección Primera, MP. Roberto Augusto 
Serrato Valdés, expidió decisión de segunda instancia dentro de la Acción Popular de radicado 
No. 25000234100020130245901, aclarada y adicionada mediante
auto de fecha 29 de septiembre de 2022, mediante la cual se amparan, entre otros, los derechos 
colectivos al goce de un ambiente sano, a la existencia del equilibrio ecológico, al manejo y 
aprovechamiento racional de los recursos naturales para garantizar su desarrollo sostenible y a la 
protección de áreas de especial importancia ecológica.

Que, en virtud de la referida decisión, se dictaron diferentes órdenes de amparo, dentro de las 
cuales se encuentran algunas transitorias referidas al trámite de las propuestas de contrato de 
concesión minera, y propuestas de contrato de concesión con requisitos diferenciales, 
específicamente en el numeral 1.3.1, adicionado por el artículo cuarto del proveído del 29 de 
s e p t i e m b r e  d e  2 0 2 2 ,  a  s a b e r :

“(…) 1.3.1. La Agencia Nacional de Minería, deberá exigir a los proponentes que aporten, junto 
con la solicitud de titulación, un certificado proferido por la autoridad ambiental competente, en el 
que se informe: (i) si su proyecto se superpone o no con alguno de los ecosistemas a que se 
refieren los subtítulos b) y c) del capítulo II.3.3. de esta sentencia; (ii) si tal territorio se encuentra 
zonificado, y (iii) si las actividades mineras están permitidas en el instrumento de zonificación. En 
el evento en que se presenten dudas sobre la compatibilidad del proyecto con el propósito de 
conservación, la Agencia Nacional de Minería deberá abstenerse de resolver de fondo la 
propuesta hasta que exista certeza sobre la referida compatibilidad, dando aplicación al principio 
d e  p r e c a u c i ó n . ( … ) ”

Para tal efecto, en el término de tres (3) meses contados a partir de la ejecutoria de esta 
sentencia, la Agencia Nacional de Minería, el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible y el 
Ministerio de Minas y Energías, en el marco de sus competencias legales y reglamentarias, y 
junto con las entidades de los sectores minero y ambiental que estimen competentes, 
establecerán previamente: (i) el procedimiento y los mecanismos de coordinación intersectorial 
que se utilizarán para la expedición de los certificados, (ii) los plazos máximos para la expedición 
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de los certificados, y (iii) las garantías al debido proceso de los peticionarios. (…)

Que, en atención a lo anterior, el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, expidió la 
Circular No. SG-40002023E400013 del 19 de enero de 2023, a través de la cual se dictaron los 
lineamientos para proferir certificaciones en el marco del cumplimiento del numeral 1.3.1 orden 
t e r c e r a  d e  l a  m e n c i o n a d a  s e n t e n c i a .

Que el 26 de enero de 2023, el Gobierno Nacional expidió el Decreto No. 107, mediante el cual 
adoptó medidas para el cumplimiento de la sentencia proferida por el Consejo de Estado, el 4 de 
agosto de 2022, adicionada y aclarada mediante Auto del 29 de septiembre de 2022, dentro de la 
Acción Popular No. 250002341000-2013-02459-01, y dispuso:

“(…) Artículo 2. Impartir las siguientes órdenes administrativas para el cumplimiento de lo resuelto 
en el numeral 1.3.1. de la sentencia proferida por el Consejo de Estado dentro de la Acción 
Popular No. 250002341000-2013-02459-01, adicionado por el Auto del 29 de septiembre de 2022:

(…) 2. A la que previsto en este artículo a los proponentes Agencia Nacional de Minería exija 
el certificado de las áreas que a la fecha de expedición de este Decreto aún no cuentan con 
título minero. (…)” (Negril la y resaltado fuera de texto)

Que, mediante Auto GCM No. 004 del 08 de junio de 2023, notificado por Estado No. 090 del 13 
de junio de 2023, dando cumplimiento a lo ordenado en el numeral 2 del artículo 2º del Decreto 
No. 107 del 26 de enero de 2023, se procedió a requerir a los proponentes de las propuestas de 
contratos de concesión allí enlistados, entre los que se encuentra la placa sub examine, para que 
dentro del término perentorio de un (01) mes contado a partir del día siguiente a la notificación de 
dicha providencia, allegaran a través de la Plataforma Anna Minería certificación(es) ambiental
(es) expedida(s) por autoridad(es) competente(s) junto con archivo geográfico en Formato 
Shapefile (Comprimido Zip) del área certificada, o la(s) solicitud(es) con constancia y fecha de 
radicado(s) de dicha certificación ante la(s) autoridad(es) ambiental(es) competente(s), efectuada 
a través de la plataforma VITAL del Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, so pena de 
declarar el desistimiento del trámite de la propuesta. colofon

Que el día 11 de septiembre del 2023, el Grupo de Contratación Minera evaluó la propuesta de 
contrato de concesión y se determinó que, vencido el término para acatar los No. OGA-16371 
requerimientos contenidos en el precitado Auto y una vez consultado el Sistema Integral de 
Gestión Minera - AnnA Minería, se evidenció que la sociedad proponente no atendió la exigencia 
formulada, por tal razón se recomienda declarar el desistimiento del trámite de la propuesta de 
c o n t r a t o  d e  c o n c e s i ó n .

Que mediante la Resolución No. 210-6809 del 27 de septiembre de 2023 se declaró el 
desistimiento al trámite de la propuesta de contrato de Concesión Minera No. OGA-16371, 
notificada electrónicamente el día dos (2) de octubre de 2023 cuando fue enviado el mensaje de 

 datos remitido al correo electrónico autorizado correonotificaciones@argos.com.co desde el 
correo institucional notificacionelectronicaanm@anm.gov.co, según consta en la certificación 
GGN-2023-EL-2146  de l  3  de  oc tub re  de  2023 .

Que mediante evento No. 497724 y radicado No.10203-1 del 17/OCT/23, la sociedad proponente 
presentó recurso de reposición contra la Resolución 210-6809 del 27 de septiembre de 2023.
 

ARGUMENTOS DEL RECURSO
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El recurrente en principio hace un recuento de los antecedentes de la propuesta de contrato de 
concesión No. OGA-16371 y a continuación manifiesta lo siguiente:

“ ( … )  

 ( … )
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FUNDAMENTOS DE LA DECISIÓN

 
Que de acuerdo con nuestra legislación y la doctrina existente, el recurso de reposición constituye 
un instrumento legal mediante el cual la parte interesada tiene la oportunidad de ejercer el 
derecho de controvertir una decisión, para que la administración previa su evaluación, la 
confirme, aclare, modifique, adicione o revoque previo el lleno de las exigencias legales 
e s t a b l e c i d a s  p a r a  d i c h o  e f e c t o .

Que la finalidad esencial del recurso de reposición no es otra distinta a que el funcionario de la 
administración que tomó una decisión administrativa, se le dé la oportunidad para que enmiende 
o corrija un error, o los posibles errores que se hayan podido presentar en el acto administrativo 
por  é l  exped ido,  en  e je rc ic io  de  sus  func iones.  

Expuesto lo anterior, resulta pertinente mencionar que el artículo 297 del Código de Minas 
e s t a b l e c e :

“  En el procedimiento gubernativo y en las acciones judiciales, en materia minera, se REMISION.
estará en lo pertinente, a las disposiciones del Código Contencioso Administrativo (…)”. 

Que en consecuencia, en materia de recursos en la vía gubernativa se hace aplicable el Título III, 
Capítulo Quinto ley 1437 de 2011, que en su artículo 74, establece:
“A . Recursos contra los actos administrativos. Por regla general, contra los actos rtículo 74
def in i t ivos procederán los s igu ientes recursos:
1º) El de reposición, ante quien expidió la decisión, para que la aclare, modifique, adicione o 
r e v o q u e .
2º) El de apelación, para ante el inmediato superior administrativo o funcional con el mismo 
p r o p ó s i t o .
No habrá apelación de las decisiones de los Ministros, Directores de Departamento 
Administrativo, superintendentes y representantes legales de las entidades descentralizadas ni de 
los directores u organismos superiores de los órganos constitucionales autónomos.     

3º) El de queja, cuando se rechace el de apelación (…).
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1.  

2.  

3.  

4.  

Son actos definitivos, que ponen fin a una actuación administrativa, los que deciden directa o 
indirectamente el fondo del asunto; los actos de trámite pondrán fin a la actuación cuando hagan 
i m p o s i b l e  c o n t i n u a r l a ” .

Que en materia de recursos es aplicable el Título III, Capítulo Quinto ley 1437 de 2011, el artículo 
7 6 d i s p o n e :   

“Artículo 76. Oportunidad y presentación. Los recursos de reposición y apelación deberán 
interponerse por escrito en la diligencia de notificación personal, o dentro de los diez (10) días 
siguientes a ella, o a la notificación por aviso, o al vencimiento del término de publicación, según 
el caso. Los recursos contra los actos presuntos podrán interponerse en cualquier tiempo. (…)”

Que a su vez, de acuerdo con lo previsto en el  de la referida Ley 1437 de 2011, los artículo 77
recursos deberán reunir  los s iguientes requis i tos:

“REQUISITOS Los recursos deberán reunir, además los siguientes requisitos:. 

Interponerse dentro del plazo legal, por el interesado o su representante o apoderado 
debidamente constituido.

Sustentarse con la expresión concreta de los motivos de inconformidad.

Solicitar y aportar las pruebas que se pretende hacer valer.

 Indicar el nombre y la dirección del recurrente, así como la dirección electrónica si desea 
ser notificado por este medio.

Que el incumplimiento de alguno de los requisitos legales consagrados en el artículo 77 antes 
citado en el escrito con el cual se formula el recurso de reposición, dará lugar al rechazo de este 
por parte del funcionario competente, conforme a lo establecido en el artículo 78 ibidem. 

Que una vez se observa la concurrencia de los requisitos anteriormente citados, se procede a 
resolver el recurso de reposición interpuesto, como quiera que la Resolución No 210-6809 del 27 
de septiembre de 2023 se notificó electrónicamente el 2 de octubre de 2023 y el recurso de 
reposición en su contra se presentó el día 17 de octubre de 2023 a través del Sistema Integral de  
Gestión Minera – Anna Minería   mediante el evento No. 497724.
 

ANÁLISIS DEL RECURSO DE REPOSICIÓN

Que analizada y estudiada la argumentación expuesta por el recurrente es del caso precisar que 
la  por medio de la cual se declaró el Resolución No 210-6809 del 27 de septiembre de 2023
desistimiento de la propuesta de contrato de concesión No. OGA-16371 se fundamentó en la 
evaluación del 11 de septiembre de 2023, la cual determinó que vencido el término para acatar 
los requerimientos contenidos en el Auto GCM No. 004 del 08 de junio de 2023 notificado 
mediante estado jurídico No. 090 del 13 de junio de 2023 y una vez consultado el Sistema 
Integral de Gestión Minera - AnnA Minería, se evidenció que la sociedad proponente CEMENTOS 
ARGOS SA no  a tend ió  l a  ex igenc ia  fo rmu lada .

Es claro que el argumento de la sociedad recurrente se centra en que al presentar la certificación 
ambiental a través del canal del radicador web el 22 de agosto de 2023, había cumplido el 
requerimiento y debió tenerse como presentado y anexarlo al expediente para su evaluación, 
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manifestando que de no ser así se estaría contraviniendo el principio de eficacia consagrado en el 
artículo 3 de la Ley 1437 y desconociendo la prevalencia del derecho sustancial sobre las formas.

El principio de la prevalencia de lo material sobre lo formal, se encuentra consagrado en el 
ar t ícu lo  228 de la  Const i tuc ión pol í t ica de 1991:  

“La Administración de Justicia es función pública. Sus decisiones son independientes. Las 
actuaciones serán públicas y permanentes con las excepciones que establezca la ley y en ellas 
prevalecerá el derecho sustancial. Los términos procesales se observarán con diligencia y su 
incumplimiento será sancionado. Su funcionamiento será desconcentrado y autónomo”.

El citado consagra el principio de la prevalencia del derecho sustancial sobre el formal, pero 
también el mismo artículo señala que el juez debe cumplir con diligencia los términos procesales, 
es  dec i r  e l  p r inc ip io  de l  fo rma l i smo procesa l .

Pues bien, en sentencia T 591 de 2011 la Honorable Corte Constitucional explicó de forma 
completa la Configuración de defecto procedimental por exceso ritual, de la siguiente manera:

“5.1.- La norma fundamental de 1991 consagra en su artículo 29 el derecho fundamental al 
debido proceso [20]. Dentro del contenido constitucionalmente protegido de esta garantía se 
encuentra el mandato según el cual toda persona tiene derecho a ser juzgada con “observancia 
de la plenitud de las formas propias de cada juicio”. A su turno, el artículo 228 superior reconoce 
el derecho constitucional al acceso a la administración de justicia, y establece el principio de 
prevalencia del derecho sustancial sobre las formas, como uno de los criterios rectores de las 
a c t u a c i o n e s  j u d i c i a l e s  [ 2 1 ] .  

Atendiendo al contenido normativo de las disposiciones constitucionales en comento, esta 
Corporación ha desarrollado, en el escenario de la acción de tutela contra providencias judiciales, 
la denominada doctrina del defecto procedimental. Según esta tesis jurisprudencial, una autoridad 
encargada de impartir justicia puede incurrir en defecto procedimental de tipo absoluto, o en 
defecto procedimental por exceso r i tual manif iesto. 

5.2.- La Sala Tercera de Revisión en sentencia T-264 de 2009 recogió la jurisprudencia trazada 
por esta Corporación en materia de defecto procedimental (…)

5.3.- Al trazar los fundamentos jurisprudenciales de su decisión, la Corte puntualizó que el defecto 
procedimental absoluto se produce “cuando el funcionario judicial se aparta por completo del 
procedimiento legalmente establecido en el trámite de un asunto específico porque (i) sigue un 
trámite por completo ajeno al pertinente (desvía el cauce del asunto[22]), o (ii) pretermite etapas 
sustanciales del procedimiento legalmente establecido[23] afectando el derecho de defensa y 
cont rad icc ión de una de las  par tes de l  proceso” .

5.4.- Asimismo, en lo atinente al defecto procedimental por exceso ritual manifiesto, el Tribunal 
Constitucional indicó que este tiene ocurrencia “cuando un funcionario utiliza o concibe los 
procedimientos como un obstáculo para la eficacia del derecho sustancial y por esta vía, sus 
actuaciones devienen en una denegación de justicia” [24]. 

Igualmente, señaló que al defecto procedimental por exceso ritual manifiesto le subyace una 
tensión entre las garantías constitucionales al debido proceso y al acceso a la administración de 
justicia en su faceta de prevalencia del derecho sustancial sobre el derecho adjetivo, en tanto el 
acatamiento riguroso de las formas puede implicar el sacrificio del derecho material o, viceversa, 
el respeto irrestricto del derecho sustantivo podría suprimir importantes principios formales, 
atentado contra la seguridad jurídica del ordenamiento jurídico y la salvaguarda del debido 
proceso de las partes. No obstante, lo expuesto, la Sala precisó que dicha tensión es tan solo 
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aparente, pues su solución “se encuentra en la concepción de las formas procedimentales como 
” un medio para lograr la efectividad de los derechos subjetivos, y no como fines en sí mismos

[ 2 5 ] .  ( S u b r a y a d o  f u e r a  d e  t e x t o )

5.5.- Seguidamente, la Sala Tercera de Revisión recordó que “la Corte se ha referido al defecto 
por exceso ritual en eventos en los cuales el juzgador incurre en una vulneración del mandato de 
dar prevalencia al derecho sustancial, o del derecho al acceso a la administración de justicia por 
(i) dejar de inaplicar disposiciones procesales que se oponen a la vigencia de derechos 
constitucionales en un caso concreto; (ii) exigir el cumplimiento de requisitos formales de forma 
irreflexiva, aunque en determinadas circunstancias puedan constituir cargas imposibles de 
cumplir para las partes, siempre que esa situación se encuentre comprobada; o (iii), incurrir en un 
rigorismo procedimental en la apreciación de las pruebas[26]”.

Ahora bien, a continuación, se abordará el caso en estudio para determinar si con la decisión de 
declarar el desistimiento de la propuesta de contrato de concesión No. OGA-16371 mediante la 
Resolución No. 210-6809 del 27 de septiembre de 2023 se concretó la configuración de defecto 
p r o c e d i m e n t a l  p o r  e x c e s o  r i t u a l .

Pues bien, acorde con los lineamientos de la Corte Constitucional, no se ha incurrido en defecto 
procedimental absoluto porque esta autoridad ha aplicado el procedimiento legalmente 
establecido en el trámite para efectuar el requerimiento de certificación ambiental en el Auto No. 
0 0 0 4  d e l  0 8  d e  j u n i o  d e  2 0 2 3 .

El 04 de agosto de 2022, el Consejo de Estado – Sección Primera, MP. Roberto Augusto Serrato 
Valdés, expidió decisión de segunda instancia dentro de la Acción Popular No. 
25000234100020130245901, aclarada y adicionada mediante auto de fecha 29 de septiembre de 
2022, mediante la cual se amparan, entre otros, los derechos colectivos al goce de un ambiente 
sano, a la existencia del equilibrio ecológico, al manejo y aprovechamiento racional de los 
recursos naturales para garantizar su desarrollo sostenible y a la protección de áreas de especial 
i m p o r t a n c i a  e c o l ó g i c a .  

“(…) 1.3.1. La Agencia Nacional de Minería, deberá exigir a los proponentes que aporten, junto 
con la solicitud de titulación, un certificado proferido por la autoridad ambiental competente, en el 
que se informe: (i) si su proyecto se superpone o no con alguno de los ecosistemas a que se 
refieren los subtítulos b) y c) del capítulo II.3.3. de esta sentencia; (ii) si tal territorio se encuentra 
zonificado, y (iii) si las actividades mineras están permitidas en el instrumento de zonificación. En 
el evento en que se presenten dudas sobre la compatibilidad del proyecto con el propósito de 
conservación, la Agencia Nacional de Minería deberá abstenerse de resolver de fondo la 
propuesta hasta que exista certeza sobre la referida compatibilidad, dando aplicación al principio 
d e  p r e c a u c i ó n ( … ) ”

En atención a lo anterior, el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, expidió la Circular No. 
SG- 40002023E400013 del 19 de enero de 2023, a través de la cual se dictaron los lineamientos 
para proferir certificaciones en el marco del cumplimiento del numeral 1.3.1 orden tercera de la 
m e n c i o n a d a  s e n t e n c i a .

El Gobierno Nacional expidió el Decreto No. 107 del 26 de enero de 2023, mediante el cual 
adoptó, medidas para el cumplimiento de la sentencia proferida por el Consejo de Estado, el 4 de 
agosto de 2022, adicionada y aclarada mediante Auto del 29 de septiembre de 2022, dentro de la 
Acción Popular No. 250002341000-2013-02459-01.

En concordancia con lo anterior, se siguió el trámite aplicable para el requerimiento efectuado 
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sobre la certificación ambiental en cumplimiento de lo señalado en la sentencia del Consejo de 
Estado, de otra parte, en el artículo tercero de la resolución No. 210-6809 del 27 de septiembre 
de 2023, se ordenó la procedencia del recurso de reposición, garantizándose con ello el respeto y 
salvaguarda del derecho a la defensa y contradicción de la sociedad proponente, materializado 
e n  l a  p r e s e n t e  p r o v i d e n c i a .

Siguiendo los lineamientos de la Corte Constitucional en lo atinente al defecto procedimental por 
exceso ritual manifiesto, está acorde con los criterios establecidos en la norma sustancial- 
Decreto 107 del 26 de enero de 2023, y el término establecido de un mes se efectuó de 
conformidad con el artículo 17 de la ley 1437 de 2011, que se aplica por remisión del artículo 297 
del Código de Minas, toda vez que no existe norma expresa que permita realizar un requerimiento 
f u e r a  d e  l o  e s t a b l e c i d o  e n  e l  a r t í c u l o  2 7 4 .

Además, a través del citado auto, se dio a la sociedad proponente la oportunidad de allegar, bien 
la constancia de solicitud o, bien la certificación ambiental expedidas por la plataforma Vital, y 
debía hacerse dentro del término concedido por la ley, lo anterior, en garantía tanto del debido 
proceso como de la prevalencia del derecho sustancial y respetando las formas mismas del 
p r o c e d i m i e n t o .

Es así que en razón de la primacía del derecho sustancial no se puede desconocer la plenitud de 
formas de cada proceso porque estas constituyen el debido proceso establecido en el artículo 29 
de la Constitución Política. Al respetarse todas las formas de cada juicio, se está logrando la 
igualdad en el campo de lo procesal porque a todas las personas que tramiten determinado 
asunto ante la administración serán tratadas bajo iguales parámetros.

El Auto No. 004 del 8 de junio de 2023, notificado por estado No. 090 del 13 de junio de 2023, 
requirió a los proponentes de las propuestas de contratos de concesión allí enlistados, entre los 
que se encuentra la placa sub examine, para que dentro del término perentorio de un (01) 
mes contado a partir del día siguiente a la notificación de dicha providencia, allegaran a 
través de la Plataforma Anna Minería certificación(es) ambiental(es) expedida(s) por 
autoridad(es) competente(s) junto con archivo geográfico en Formato Shapefile 
(Comprimido Zip) del área certificada, o la(s) solicitud(es) con constancia y fecha de 

 radicado(s) de dicha certificación ante la(s) autoridad(es) ambiental(es) competente(s),
efectuada a través de la plataforma VITAL del Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, so 
pena de declarar el desistimiento del trámite de la propuesta. (Subrayada y negrilla fuera de texto)

Se observa entonces que la recurrente, debía adelantar el trámite de la solicitud de certificación 
ambiental a través de la plataforma Vital como la herramienta digital diseñada e implementada 
para dicho trámite tal como lo señala el auto, segunda; una vez se radicara la solicitud por Vital, 
esta le arrojaba un número de radicado con el cual podría hacer seguimiento a su solicitud, 
radicado que efectivamente obtuvo, y tercero, una vez realizado el requerimiento por la Agencia 
Nacional de Minería, se dio la opción de presentar bien el radicado mencionado o bien la 
certificación ambiental que le expidiera la autoridad(es) ambiental(es) correspondientes a través 
de Vital, y allegar mediante la plataforma Anna Minería cualquiera de los dos documentos 
(radicado o certificación), además haberlo ejecutado dentro del término allí otorgado, es decir, 
treinta (30) días, con el fin de dar cumplimiento de manera completa y efectiva al requerimiento 
elevado mediante el Auto No. 004 del 8 de junio de 2023.

Se debe precisar al recurrente que respecto al cumplimiento de los requerimientos elevados a 
través de los actos administrativos deben presentarse o allegarse por la plataforma implementada 
con el  Decreto No. 2078 de 2019, e l  cual  establece:
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“Artículo 2.2.5.1.2.1. Objeto. La presente Sección tiene por objeto establecer el Sistema Integral 
de Gestión Minera (SIGM), como la única plataforma tecnológica para la radicación y gestión de 
los trámites a cargo de la autoridad minera, así como la fijación de lineamientos generales para 
su  imp lemen tac ión  y  pues ta  en  p roducc ión . ”

Que no es otra cosa, que los proponentes y titulares mineros están en la obligación de activar un 
usuario en la plataforma AnnA Minería ya que a través de ella se conocen todas las actuaciones 
emitidas dentro de su expediente y así mismo dar respuestas a los requerimientos realizados, ya 
que, al presentarse por otros medios, se tendrán como no presentados. Además, mediante esta 
plataforma AnnA es que tanto los usuarios como la entidad dan a conocer la actuación de la 
administración y conoce la voluntad del usuario de dar o no continuidad a sus trámites.

Manifiesta la recurrente que mediante radicado No. 20231002590152 del 22 de agosto de 2023, 
radicó a través del Sistema de Gestión Documental – SGD la certificación ambiental expedida por 
la autoridad ambiental competente y el archivo geográfico del área certificada en formato 
shapefile; en respuesta al mismo la autoridad minera mediante radicado No.20232100366161 del 
8 de septiembre de 2023  indico que “la certificación ambiental aportada no podrá ser tenida en 
cuenta, debido a que el único medio estipulado para la radicación de la certificación ambiental o 
la constancia de la solicitud de esta ante la autoridad competente es la plataforma Anna Minería…
”. Lo  consignado en el radicado de respuesta es totalmente acertado, además que la certificación 
ambiental aportada, se presentó de manera extemporánea, toda vez que se encontraba por fuera 
del término otorgado en el Auto No. 00004 del 8 de junio de 2023. 

 Continuando, en cuanto al cumplimiento de las obligaciones y deberes como proponente en el 
cumplimiento de un requerimiento, la carga de dicho acatamiento recae en el interesado en la 
propuesta, por lo que es preciso traer a colación el concepto de  ya que ésta es Carga Procesal,
una situación jurídica, instituida en la ley, consistente en el requerimiento de una conducta de 
realización facultativa normalmente establecida en interés del propio sujeto, y cuya omisión trae 
aparejada una consecuencia gravosa para él. Es así, que la actividad de las partes es 
trascendental para la decisión o consecución del contrato pretendido, toda vez que la Ley minera 
ha impuesto determinadas conductas o requisitos y el término para el cumplimiento de los 
m i s m o s .
 

Al respecto es preciso extraer un aparte de la Sentencia C-1512 de fecha 8 de noviembre de dos 
mil (2000) emitida por la Corte Constitucional, en la cual se hace referencia al concepto de 
Cargas Procesales definido en varias jurisprudencias de la Corte Suprema de Justicia, así: 

“Dentro de los distintos trámites judiciales, es factible que la ley asigne a las partes, al juez y aún 
a terceros intervinientes imperativos jurídicos de conducta dentro del proceso, consistentes en 
deberes, obligaciones y cargas procesales. Sobre el particular la Corte Suprema de Justicia, en 
una  de  sus  p rov idenc ias ,  seña ló  lo  s igu ien te :

“(...) De los que la doctrina procesal ha dado en denominar imperativos jurídicos, en el desarrollo 
de la relación jurídico-procesal se distinguen los deberes, las obligaciones y las cargas 
procesales que imponen tanto al Juez como a las partes y aun a los terceros que eventualmente 
intervengan, la observancia de ciertas conductas o comportamientos de hondas repercusiones en 
el proceso. De esos imperativos, los primeros se hallan instituidos por los ordenamientos rituales 
en interés de la comunidad, las obligaciones en pro del acreedor y las últimas en razón del propio 
i n t e r é s .  

Son deberes procesales aquellos imperativos establecidos por la ley en orden a la adecuada 
realización del proceso y que miran, unas veces al Juez (Art. 37 C. de P. C.), otras a las partes y 
aun a los terceros (Art. 71 ib.), y su incumplimiento se sanciona en forma diferente según quien 
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sea la persona llamada a su observancia y la clase de deber omitido (arts. 1491, 72 y 73 ibídem y 
Decreto 250 de 1970 y 196 de 1971). Se caracterizan porque emanan, precisamente, de las 
normas procesales, que son de derecho público, y, por lo tanto, de imperativo cumplimiento en 
t é r m i n o s  d e l  a r t í c u l o  6 °  d e l  C ó d i g o .

Las obligaciones procesales son, en cambio, aquellas prestaciones de contenido patrimonial 
impuestas a las partes con ocasión del proceso, como las surgidas de la condena en costas que, 
según lo explica Couture, obedecen al concepto de responsabilidad procesal derivada del abuso 
del derecho de acción o del derecho de defensa. "El daño que se cause con ese abuso, dice, 
genera una obligación de reparación, que se hace efectiva mediante la condenación en costas". 
("Fundamentos del Derecho Procesal Civil", número 130).

Finalmente, las cargas procesales son aquellas situaciones instituidas por la ley que comportan o 
demandan una conducta de realización facultativa, normalmente establecida en interés del propio 
sujeto y cuya omisión trae aparejadas para él consecuencias desfavorables, como la preclusión 
de una oportunidad o un derecho procesal e inclusive hasta la pérdida del derecho sustancial 
d e b a t i d o  e n  e l  p r o c e s o .

Como se ve, las cargas procesales se caracterizan porque el sujeto a quien se las impone la ley 
conserva la facultad de cumplirlas o no, sin que el Juez o persona alguna pueda compelerlo 
coercitivamente a ello, todo lo contrario de lo que sucede con las obligaciones; de no, tal omisión 
le puede acarrear consecuencias desfavorables. Así, por ejemplo, probar los supuestos de hecho 
para no recibir una sentencia adversa.". (Subraya la Sala).

Continua la Corte Constitucional en su Sentencia C-1512/00 señalando frente a las cargas 
p r o c e s a l e s :  

¨Ahora bien, en el caso de una carga procesal, la omisión de su realización puede traer 
consecuencias desfavorables para éste, las cuales pueden ir desde la preclusión de una 
oportunidad o un derecho procesal hasta la pérdida del derecho material, dado que el 
sometimiento a las normas procedimentales o adjetivas, como formas propias del respectivo 
juicio, no es optativo para quienes acuden al mismo con el objeto de resolver sus conflictos 
jurídicos, en tanto que de esa subordinación depende la validez de los actos que de ellas resulten 
y  la  e fec t iv idad de los  derechos sus tanc ia les . ¨

De conformidad con lo anterior es claro que el Auto mencionado debió ser cumplido por la 
sociedad proponente por considerarse ajustado a derecho, y su incumplimiento conllevó a la 
consecuencia jurídica del desistimiento de la propuesta de contrato de concesión N°. .OGA-16371

Respecto al desistimiento tácito ha dicho el Consejo de Estado a través de radicado 20001-33-31-
005-2007-00175-01 del 1º de octubre de 2019, Consejero Ponente: WILLlAM HERNÁNDEZ 
G Ó M E Z :

( … )
“El desistimiento tácito es una consecuencia jurídica adversa para la parte que promueve un 
trámite y que por un determinado lapso deja de cumplir una carga procesal32 de la cual depende 
la continuación del proceso. Esta figura reemplazó la denominada «perención»33 del proceso 
instituida en la Ley 105 de 1931 y conservada en el Decreto 1400 de 1970 - Código de 
Procedimiento Civil-,34 y que también fue regulada en la jurisdicción de lo contencioso 
administrativo en el artículo 148 del Decreto 01 de 1984 - en adelante CCA _.35

( … )
De acuerdo con lo anterior el desistimiento tácito tiene las siguientes características: 8- Opera de 
oficio, es decir, sin necesidad de que una de las partes lo solicite. b- Es una figura sancionatoria, 
porque conlleva una consecuencia jurídica desfavorable por la inactividad o incumplimiento de 
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una de las partes. c- Inicialmente no extingue el derecho de acción aunque sí termina la actuación 
o proceso, esto quiere decir que permite la presentación de la demanda por segunda vez.38 25.
Con esta figura jurídica se persigue39 (i) Obtener el cumplimiento del deber constitucional de 
colaborar para el buen funcionamiento de la administración de justicia (art. 95, ordinal r, C.P.).40 
(ii) Garantizar el derecho de todas las personas a acceder a una administración de justicia 
diligente, célere, eficaz y eficiente (art. 229);41 (iii) Cumplir los términos procesales (art. 229); y 
(iv) Descongestionar y racionalizar el trabajo judicial.42

Se destaca que aunque esta figura ha sido concebida como una sanción,43 también lo ha sido 
como una medida de descongestión judicial44 y como una manifestación genuina de la voluntad,
45 sin embargo, al acudir a la exposición de motivos del proyecto de ley que concluyó en la citada 
norma,46 se puede concluir que tiene la primera doble connotación principalmente, es decir, 
consiste en una forma anormal de terminación del proceso que apareja una sanción al litigante 
omisivo y cuyo fin es evitar la parálisis del proceso y por ende la congestión judicial con trámites 
que no pueden impulsarse oficiosamente. 27.Por esa razón la norma actual impone que se 
otorgue un plazo perentorio para que la parte demandante cumpla con el trámite específico y 
apremiarla para que actúe con diligencia, so pena que se entienda desistida su demanda.47 No 
obstante, esta Corporación ha instado a los jueces a hacer uso mesurado de esta institución, de 
conformidad con las particularidades de cada caso y a la luz de los derechos constitucionales de 
l o s  i n t e r e s a d o s . 4 8 ( … ) ”

Se hace necesario manifestar a la recurrente, que los términos otorgados son perentorios y de 
 cumplimiento, razón por la cual resulta pertinente poner en consideración lo que al obligatorio

respecto la honorable Corte Constitucional a través de la Sentencia T-1165/03, manifestó:

“(…) en desarrollo del principio de igualdad procesal surgió la imperiosa necesidad de establecer 
términos judiciales que, de manera imperativa, exijan la realización de los actos procesales en un 
determinado momento, so pena de asumir las consecuencias adversas que al respecto establece 
el ordenamiento procesal. en efecto, dejar al libre arbitrio de los sujetos procesales el 
señalamiento de las distintas oportunidades y etapas de un proceso, afectaría gravemente el 
debido proceso, la igualdad de las partes, la economía procesal y, en especial, tornaría de difícil 
realización el principio de contradicción. nótese como una atribución en dicho sentido, impediría 
ofrecerles a los sujetos procesales los mismos derechos y, a su vez, exigirles iguales 
obligaciones. por otra parte, la importancia de limitar en el tiempo la realización de los actos 
procesales que le interesan a las partes o le corresponden al juez, tiene como propósito velar por 
la salvaguarda del principio de la seguridad jurídica (…)”.

Por lo anterior, la proponente debió atender de manera estricta y oportuna los requerimientos 
efectuados por la Autoridad Minera, es decir, haberlo presentado dentro del término concedido y 
a través de la plataforma Anna Minería, toda vez que es el único medio para ello, toda vez que los 
términos procesales se regulan por las normas del Código General del Proceso, son perentorios e 
improrrogables de conformidad con el artículo 117 del código citado, lo cual está íntimamente 
ligado al principio de preclusión, en desarrollo del cual, el ordenamiento establece etapas que 
deben cumplirse dentro de los términos establecidos, so pena de derivarse las consecuencias 
j u r í d i c a s  c o r r e s p o n d i e n t e s .

Efectuado el análisis correspondiente de la actuación administrativa plasmada en la Resolución 
 por medio de la cual se declaró el desistimiento de la 210-6809 del 27 de septiembre de 2023

propuesta de contrato de concesión  y desvirtuados los argumentos de la recurrente, OGA-16371
se evidencia que la expedición acto administrativo en mención se efectuó de conformidad con los 
principios de legalidad, debido proceso y demás principios que rigen las actuaciones 
administrativas, por lo tanto esta autoridad minera procederá a su confirmación.

Que la presente determinación se adopta con fundamento en el análisis jurídico del Grupo de 
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Contratación Minera, con aprobación de la Coordinación del Grupo.

Q u e ,  e n  m é r i t o  d e  l o  e x p u e s t o ,
 

RESUELVE

 ARTÍCULO PRIMERO. – CONFIRMAR la Resolución No. 210-6809 del 27 de septiembre de 
2023, por la cual se declara el desistimiento de la propuesta de contrato de concesión No. OGA-

,16371  por las razones expuestas en la parte motiva del presente acto administrativo.

ARTÍCULO SEGUNDO. -  Notifíquese personalmente y/o electrónicamente a través del Grupo de 
Gestión de Notificaciones la presente providencia a la sociedad proponente CEMENTOS ARGOS 

a través de su representante legal para asuntos S.A, identificada con el Nit No. 890100251-0 
legales o quien haga sus veces o en su defecto procédase mediante aviso de conformidad con el 
a r t í c u l o  6 7  y  s s  d e  l a  L e y  1 4 3 7  d e  2 0 1 1 .

ARTÍCULO TERCERO. - Contra el presente acto administrativo no procede recurso, conforme a 
lo dispuesto en el  art ículo 87 de la Ley 1437 de 2011.

 ARTÍCULO CUARTO. -  Una vez ejecutoriada y en firme la presente providencia, efectúese por el 
Grupo de Catastro y Registro Minero la desanotación del área de la propuesta de contrato de 
concesión No.  del sistema grafico del Sistema Integral de Gestión Minera-Anna OGA-16371
Minería y efectúese el archivo del referido expediente. 

D a d a  e n  B o g o t á ,  

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JULIETH MARIANNE LAGUADO ENDEMANN
Gerente de Contratación y Titulación

 
Proyecto: LGC - Abogada GCM/VCT

Revisó:  ACH - Abogada GCM /VCT

Aprobó: KMO- Coordinadora GCM/VCT



 
 

GGN-2024-CE-1023 

 

VICEPRESIDENCIA DE CONTRATACIÓN Y TITULACIÓN 

GRUPO DE GESTIÓN DE NOTIFICACIONES 

CONSTANCIA DE EJECUTORIA 

 

La suscrita Coordinadora del Grupo de Gestión de Notificaciones, hace constar que la 

Resolución GCT No. 210-8286 DEL 10 DE MAYO DE 2024, proferida dentro del expediente 

OGA-16371, POR MEDIO DE LA CUAL SE RESUELVE EL RECURSO DE REPOSICIÓN 

INTERPUESTO CONTRA LA RESOLUCIÓN No. 210-6809 DEL 27 DE SEPTIEMBRE DE 2023 

DENTRO DE LA PROPUESTA DE CONTRATO DE CONCESIÓN No. OGA-16371, fue notificado 

electrónicamente a la sociedad CEMENTOS ARGOS S.A, el día 29 de mayo de 2024, según 

consta en certificación de notificación electrónica GGN-2024-EL-1269, quedando 

ejecutoriada y en firme las mencionadas resoluciones, el 30 DE MAYO DE 2024, como quiera 

que contra dicho acto administrativo no procede recurso alguno. 

 

Dada en Bogotá D. C., a los veinticinco (25) días del mes de junio de 2024. 

 

 

AYDEE PEÑA GUTIÉRREZ 

COORDINADORA GRUPO DE GESTIÓN DE NOTIFICACIONES 

 

Elaboró: Jesús David Angulo M 
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Número del acto administrativo:
RES-210-6839

República de Colombia

    

AGENCIA NACIONAL DE MINERIA 

RESOLUCIÓN NÚMERO 
                              

(                                   )

“Por medio de la cual se declara el desistimiento de la propuesta de contrato de concesión No. OG2-09538”

LA GERENTE DE CONTRATACIÓN Y TITULACIÓN
            

 
En uso de sus facultades legales, en especial de las conferidas por el Decreto No. 4134 del 3 de 
noviembre de 2011 expedido por el Ministerio de Minas y Energía, las Resoluciones Nos. 34 del 18 de 
enero de 2021 y 224 del 20 de febrero de 2023, expedidas por la Agencia Nacional de Minería y

 

CONSIDERANDO

 
Que la Agencia Nacional de Minería (ANM) fue creada mediante el Decreto – Ley 4134 de 2011 con el 
objeto de administrar integralmente los recursos minerales de propiedad del Estado, promover el 
aprovechamiento óptimo y sostenible de los recursos mineros de conformidad con las normas 
pertinentes y en coordinación con las autoridades ambientales en los temas que lo requieran, lo 
mismo que hacer seguimiento a los títulos de propiedad privada del subsuelo cuando le sea delegada 
esta por el Ministerio de Minas y Energía de conformidad con la ley.

 
Que los numerales 1,6 y 16 del artículo 4 del Decreto – Ley 4134 de 2011, faculta a la Agencia Nacional de Minería 
ANM para “ejercer las funciones de autoridad minera o concedente en el territorio nacional”, “Administrar el catastro 
minero y el registro minero nacional” y “Reservar áreas con potencial minero, con el fin de otorgarlas en contrato de 
c o n c e s i ó n ” .  

Que el Decreto No. 509 de 2012 (artículo 8) compilado en el Decreto No. 1083 de 2015, estableció en su artículo 
2.2.2.9.8, que: “Las Agencias expedirán el manual específico describiendo las funciones que correspondan a los 
empleos de la planta de personal y determinando los requisitos exigidos para su ejercicio”.

Que en uso de las facultades concedidas por la anterior disposición, la Agencia Nacional de Minería expidió la 
Resolución No. 34 del 18 de enero de  2021 “Por medio de la cual adopta el Manual Específico de Funciones y 

, asignando al Competencias laborales para los empleos de la Planta de Personal de la Agencia Nacional de Minería”

RES-210-6839

28/09/2023
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empleo Gerente de Proyectos código G2 grado 09 - Vicepresidencia de Contratación y Titulación, la función de aprobar 
o rechazar las solicitudes y expedir los actos administrativos relacionados con el trámite de las solicitudes mineras, 
t e n i e n d o  e n  c u e n t a  l a  n o r m a t i v i d a d  a p l i c a b l e .

 
ANTECEDENTES

Que los proponentes  identificado con Cédula de Ciudadanía No.  e GILBERTO ROJAS GOMEZ, 91067447, ISABEL 
, identificada con Cédula de Ciudadanía No.  radicaron el día , la ROJAS BARRAGAN 37901005, 02/JUL/2013

propuesta de contrato de concesión para la exploración y explotación de un yacimiento clasificado técnicamente como 
ubicado en los municipios de  departamento de , a la cual le ARENAS, GRAVAS, PINCHOTE y SAN GIL, SANTANDER

c o r r e s p o n d i ó  e l  e x p e d i e n t e  N o .  O G 2 - 0 9 5 3 8 .

Q u e ,  e l  D e c r e t o  2 0 7 8  d e  2 0 1 9 ,  e s t a b l e c i ó :

“Artículo 2.2.5.1.2.1. Objeto. La presente Sección tiene por objeto establecer el Sistema Integral de Gestión Minera 
(SIGM), como la única plataforma tecnológica para la radicación y gestión de los trámites a cargo de la autoridad 
minera, así como la fijación de lineamientos generales para su implementación y puesta en producción.”

Que el  el Consejo de Estado – Sección Primera, MP. Roberto Augusto Serrato Valdés, expidió 04 de agosto de 2022,
decisión de segunda instancia dentro de la Acción Popular No. 25000234100020130245901, aclarada y adicionada 
mediante auto de fecha 29 de septiembre de 2022, mediante la cual se amparan, entre otros, los derechos colectivos al 
goce de un ambiente sano, a la existencia del equilibrio ecológico, al manejo y aprovechamiento racional de los 
recursos naturales para garantizar su desarrollo sostenible y a la protección de áreas de especial importancia ecológica.

Que, en virtud de ello, dictó diferentes órdenes de amparo, dentro de las cuales se encuentran algunas transitorias 
referidas al trámite de las propuestas de contrato de concesión minera, y propuestas de contrato de concesión con 
requisitos diferenciales, específicamente en el numeral 1.3.1, adicionado por el artículo cuarto del proveído del 29 de 
s e p t i e m b r e  d e  2 0 2 2 ,  a  s a b e r :

“(…) 1.3.1. La Agencia Nacional de Minería, deberá exigir a los proponentes que aporten, junto con la solicitud de 
titulación, un certificado proferido por la autoridad ambiental competente, en el que se informe: (i) si su proyecto se 
superpone o no con alguno de los ecosistemas a que se refieren los subtítulos b) y c) del capítulo II.3.3. de esta 
sentencia; (ii) si tal territorio se encuentra zonificado, y (iii) si las actividades mineras están permitidas en el instrumento 
de zonificación. En el evento en que se presenten dudas sobre la compatibilidad del proyecto con el propósito de 
conservación, la Agencia Nacional de Minería deberá abstenerse de resolver de fondo la propuesta hasta que exista 
certeza sobre la referida compatibilidad, dando aplicación al principio de precaución. 

Para tal efecto, en el término de tres (3) meses contados a partir de la ejecutoria de esta sentencia, la Agencia Nacional 
de Minería, el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible y el Ministerio de Minas y Energías, en el marco de sus 
competencias legales y reglamentarias, y junto con las entidades de los sectores minero y ambiental que estimen 
competentes, establecerán previamente: (i) el procedimiento y los mecanismos de coordinación intersectorial que se 
utilizarán para la expedición de los certificados, (ii) los plazos máximos para la expedición de los certificados, y (iii) las 
ga ran t ías  a l  deb ido  p roceso  de  los  pe t i c iona r ios .  (…) ”

Que, en atención a lo anterior, el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, expidió la Circular No. SG-
40002023E400013 del 19 de enero de 2023, a través de la cual se dictaron los lineamientos para proferir certificaciones 
en el marco del cumplimiento del numeral 1.3.1 orden tercera de la mencionada sentencia.
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Que el  el Gobierno Nacional expidió el Decreto No. 107, mediante el cual adoptó medidas para 26 de enero de 2023,
el cumplimiento de la sentencia proferida por el Consejo de Estado, el 4 de agosto de 2022, adicionada y aclarada 
mediante Auto del 29 de septiembre de 2022, dentro de la Acción Popular No. 250002341000-2013-02459-01, y 
d i s p u s o :

“(…) Artículo 2. Impartir las siguientes órdenes administrativas para el cumplimiento de lo resuelto en el numeral 1.3.1. 
de la sentencia proferida por el Consejo de Estado dentro de la Acción Popular No. 250002341000-2013-02459-01, 
a d i c i o n a d o  p o r  e l  A u t o  d e l  2 9  d e  s e p t i e m b r e  d e  2 0 2 2 :  

(…) 2. A la  que  previsto en este artículo a los proponentes de las Agencia Nacional de Minería exija el certificado
(Negrilla y resaltado áreas que a  (…)” la fecha de expedición de este Decreto aún no cuentan con título minero.

f u e r a  d e  t e x t o )

Que, mediante notificado por estado jurídico No. Auto GCM No. 004 del 08 de junio de 2023, 090 del 13 de junio de 
, dando cumplimiento a lo ordenado en el numeral 2 del artículo 2º del Decreto 107 del 26 de enero de 2023, 2023

procedió a requerir a los proponentes de las propuestas de contratos de concesión allí enlistados, entre los que se 
encuentra la placa sub examine, para que dentro del término perentorio de un (01) mes contado a partir del día 
siguiente a la notificación de dicha providencia, allegaran a través de la Plataforma Anna Minería certificación(es) 
ambiental(es) expedida(s) por autoridad(es) competente(s) junto con archivo geográfico en Formato Shapefile 
(Comprimido Zip) del área certificada, o la(s) solicitud(es) con constancia y fecha de radicado(s) de dicha certificación 
ante la(s) autoridad(es) ambiental(es) competente(s), efectuada a través de la plataforma VITAL del Ministerio de 
Ambiente y Desarrollo Sostenible, so pena de declarar el desistimiento del trámite de la propuesta.

Que el día  el Grupo de Contratación Minera evaluó la propuesta de contrato de concesión 14 de septiembre de 2023,
No. , y se determinó que, vencido el término para acatar los requerimientos contenidos en el precitado Auto, OG2-09538
y una vez consultado el Sistema Integral de Gestión Minera - AnnA Minería, se evidenció que los proponentes no 
atendieron la exigencia formulada, por tal razón se recomienda declarar el desistimiento del trámite de la propuesta de 
c o n t r a t o  d e  c o n c e s i ó n .

 
FUNDAMENTOS DE LA DECISIÓN

Que el artículo 297 del Código de Minas, al contemplar la remisión normativa, dispone lo siguiente:

“(…)  En el procedimiento gubernativo y en las acciones judiciales, en materia minera, se Artículo 297. Remisión.
estará en lo pertinente, a las disposiciones del Código Contencioso Administrativo y para la forma de practicar las 
pruebas y su valoración se aplicarán las del Código de Procedimiento Civil. (…).”. (Las negrillas y subrayas fuera del 
t e x t o  o r i g i n a l ) .

Q u e ,  e l  a r t í c u l o  1  d e  l a  L e y  1 7 5 5  d e  2 0 1 5 ,  d i s p o n e :

“(…) ARTÍCULO 1o. Sustitúyase el Título II, Derecho de Petición, Capítulo I, Derecho de Petición ante las autoridades-
Reglas Generales, Capítulo II Derecho de petición ante autoridades-Reglas Especiales y Capítulo III Derecho de 
Petición ante organizaciones e instituciones privadas, artículos 13 a 33, de la Parte Primera de la Ley 1437 de 2011, 
p o r  e l  s i g u i e n t e :

"(...)Peticiones incompletas y desistimiento tácito: En virtud del principio de eficacia, cuando la autoridad constate 
que una petición ya radicada está incompleta o que el peticionario deba realizar una gestión de trámite a su cargo, 

 y que la actuación pueda continuar sin oponerse a la ley, requerirá al necesaria para adoptar una decisión de fondo
peticionario dentro del término de los diez (10) días siguientes a la fecha de radicación para que la complete en el 
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t é r m i n o  m á x i m o  d e  u n  ( 1 )  m e s .

A partir del día siguiente en que el interesado aporte los documentos o informes requeridos, se reactivará el término 
p a r a  r e s o l v e r  l a  p e t i c i ó n .

Se entenderá que el peticionario ha desistido de su solicitud o de la actuación cuando no satisfaga el 
requerimiento, salvo que antes de vencer el plazo concedido solicite prórroga hasta por un término igual.

Vencidos los términos establecidos en este artículo, sin que el peticionario haya cumplido el requerimiento, la 
autoridad decretará el desistimiento y el archivo del expediente, mediante acto administrativo motivado, que se 
notificará personalmente, contra el cual únicamente procede recurso de reposición, sin perjuicio de que la respectiva 
solicitud pueda ser nuevamente presentada con el lleno de los requisitos legales. (…). ” (Las negrillas y subrayas fuera 
d e l  t e x t o  o r i g i n a l ) .

Que la Corte Constitucional, en sentencia C-1186/08. M.P. MANUEL JOSÉ CEPEDA ESPINOSA, al referirse a la figura 
d e l  d e s i s t i m i e n t o  t á c i t o  h a  s e ñ a l a d o  q u e :  

“(…) El desistimiento tácito es una forma anormal de terminación del proceso, que se sigue como 
consecuencia jurídica del incumplimiento de una carga procesal a cargo de la parte que promovió un trámite, y 
de la cual depende la continuación del proceso, pero no la cumple en un determinado lapso, con la cual se 

. No todo desistimiento busca sancionar no sólo la desidia sino también el abuso de los derechos procesales
tácito significa la terminación del proceso, ya que la decisión judicial a tomar dependerá de la clase de trámite que esté 
p e n d i e n t e  d e  a d e l a n t a r s e .  ( … ) ” .  ( S e  r e s a l t a ) .

Que el Grupo de Contratación Minera, el día  realizó el estudio de la propuesta de contrato 14 de septiembre de 2023,
de concesión No. , en la que concluyó que a la fecha, los términos previstos en el Auto No. OG2-09538  004 del 08 de 

, se encuentran vencidos, y los proponentes no dieron cumplimiento al requerimiento antes señalado, por junio de 2023
lo tanto, es procedente declarar el desistimiento del presente trámite minero, de conformidad con las normas antes 
t r a n s c r i t a s .

Que teniendo en cuenta lo anterior, se procede a declarar el desistimiento al trámite de la propuesta de Contrato de 
C o n c e s i ó n  N o .  O G 2 - 0 9 5 3 8 .

Que la presente decisión se adopta con base en los análisis y estudios efectuados por los profesionales de las áreas 
técnica y jurídica del Grupo de Contratación Minera, con aprobación del Coordinador del Grupo.

En mér i to  de lo  expuesto,  la  Gerente de Contratac ión Minera

 

RESUELVE:

 al trámite de la propuesta de contrato de Concesión Minera No. ARTÍCULO PRIMERO. -  Declarar el desistimiento
, por las razones expuestas en la parte motiva del presente proveído.OG2-09538

 la presente Resolución Personalmente a través del Grupo de Gestión de ARTÍCULO SEGUNDO. - Notifíquese
Notificaciones de la Vicepresidencia de Contratación y Titulación a los proponentes  GILBERTO ROJAS GOMEZ,
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identificado con Cédula de Ciudadanía No.  e , identificada con Cédula de 91067447, ISABEL ROJAS BARRAGAN
Ciudadanía No. o en su defecto, procédase mediante aviso, de conformidad con el artículo 67 y ss de la Ley 37901005, 
1 4 3 7  d e  2 0 1 1 .

Contra la presente decisión procede el recurso de reposición, el cual podrá interponerse ARTÍCULO TERCERO. - 
dentro de los diez (10) días siguientes a su notificación, de acuerdo con lo preceptuado por el artículo 76 de la Ley 
1 4 3 7  d e  2 0 1 1 .

 De conformidad con los artículos 2.2.5.1.2.3 del Decreto No. 2078 de 18 de noviembre de Parágrafo: 2.2.5.1.2.1 y 
2018, el recurso de reposición debe ser radicado a través del Sistema Integral de Gestión Minera -SIGM- Plataforma 
A n n a  M i n e r í a .

  Ejecutoriada esta providencia procédase a la desanotación del área de la propuesta de ARTÍCULO CUARTO. -
contrato de concesión minera No. , del Sistema Integral de Gestión Minera - ANNA MINERÍA y efectúese el OG2-09538
a r c h i v o  d e l  r e f e r i d o  e x p e d i e n t e .

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JULIETH MARIANNE LAGUADO ENDEMANN
Gerente de Contratación y Titulación
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Número del acto administrativo:
RES-210-8271

República de Colombia

AGENCIA NACIONAL DE MINERÍA

RESOLUCIÓN NÚMERO

(                                         )

“POR MEDIO DE LA CUAL SE RESUELVE RECURSO DE REPOSICIÓN PRESENTADO CONTRA 
LA RESOLUCIÓN No. 210-6839 DEL 28 DE SEPTIEMBRE DE 2023 DENTRO DE LA PROPUESTA 

DE CONTRATO DE CONCESIÓN No. OG2-09538"

LA GERENTE DE CONTRATACIÓN Y TITULACIÓN

 
En uso de sus facultades legales, en especial de las conferidas por el Decreto 4134 del 3 de 
noviembre de 2011 expedido por el Ministerio de Minas y Energía, las Resoluciones 34 del 18 de 
enero de 2021 y 224 del 20 de febrero de 2023, expedidas por la Agencia Nacional de Minería y

CONSIDERANDO

Que la Agencia Nacional de Minería ANM fue creada mediante el Decreto – Ley 4134 de 2011 con el 
objeto de administrar integralmente los recursos minerales de propiedad del Estado, promover el 
aprovechamiento óptimo y sostenible de los recursos mineros de conformidad con las normas 
pertinentes y en coordinación con las autoridades ambientales en los temas que lo requieran, lo 
mismo que hacer seguimiento a los títulos de propiedad privada del subsuelo cuando le sea delegada 
esta función por el Ministerio de Minas y Energía de conformidad con la ley.

Que los numerales 1,6 y 16 del artículo 4 del Decreto – Ley 4134 de 2011, faculta a la Agencia 
Nacional de Minería ANM para “ejercer las funciones de autoridad minera o concedente en el territorio 

ynacional”, “Administrar el catastro minero y el registro minero nacional”  “Reservar áreas con 
.potencial minero, con el fin de otorgarlas en contrato de concesión”

Que el Decreto 509 de 2012 (artículo 8) compilado en el Decreto 1083 de 2020, estableció en su 
artículo 2.2.2.9.8, que: “Las Agencias expedirán el manual específico describiendo las funciones que 
correspondan a los empleos de la planta de personal y determinando los requisitos exigidos para su 

.ejercicio”

Que en uso de las facultades concedidas por la anterior disposición, la Agencia Nacional de Minería 
expidió la Resolución 34 del 18 de enero de  2021 “Por medio de la cual adopta el Manual Específico 
de Funciones y Competencias laborales para los empleos de la Planta de Personal de la Agencia 

RES-210-8271

07 DE MAYO DE 2024
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, asignando al empleo Gerente de Proyectos código G2 grado 09 - Nacional de Minería”
Vicepresidencia de Contratación y Titulación, la función de aprobar o rechazar las solicitudes y expedir 
los actos administrativos relacionados con el trámite de las solicitudes mineras, teniendo en cuenta la 
normatividad aplicable.

ANTECEDENTES

Que los proponentes , identificado con Cédula de Ciudadanía No. GILBERTO ROJAS GOMEZ
91067447 e  identificada con Cédula de Ciudadanía No. 37901005, ISABEL ROJAS BARRAGAN
radicaron el día , la propuesta de contrato de concesión para la exploración y explotación 02/JUL/2013
de un yacimiento clasificado técnicamente como , ubicado en los municipios de ARENAS, GRAVAS

 y , departamento de , a la cual le correspondió el expediente No. PINCHOTE SAN GIL SANTANDER
OG2-09538.

Que, mediante , notificado por Auto GCM No. 004 del 08 de junio de 2023 Estado No. 090 del 13 de 
, dando cumplimiento a lo ordenado en el numeral 2 del artículo 2º del Decreto No. 107 junio de 2023

del 26 de enero de 2023, se procedió a requerir a los proponentes de las propuestas de contratos de 
concesión allí enlistados, entre los que se encuentra la placa sub examine, para que dentro del 
término perentorio de un (01) mes contado a partir del día siguiente a la notificación de dicha 
providencia, allegaran a través de la Plataforma Anna Minería certificación(es) ambiental(es) expedida
(s) por autoridad(es) competente(s) junto con archivo geográfico en Formato Shapefile (Comprimido 
Zip) del área certificada, o la(s) solicitud(es) con constancia y fecha de radicado(s) de dicha 
certificación ante la(s) autoridad(es) ambiental(es) competente(s), efectuada a través de la plataforma 
VITAL del Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, so pena de declarar el desistimiento del 
trámite de la propuesta.

Que el día , el Grupo de Contratación Minera evaluó la propuesta de 14 de septiembre de 2023
contrato de concesión No. , y determinó que, vencido el término para acatar los OG2-09538
requerimientos contenidos en el precitado Auto y una vez consultado el Sistema Integral de Gestión 
Minera - AnnA Minería, se evidenció que los proponentes no atendieron la exigencia formulada, por tal 
razón recomendó declarar el desistimiento del trámite de la propuesta de contrato de concesión.

Que en consecuencia la Agencia Nacional de Minería profirió la Resolución No. 210-6839 del 28 de  
 por medio de la cual declaró desistida la propuesta de Contrato de Concesión septiembre de 2023

Minera No. .OG2-09538

Que la  fue notificada electrónicamente a Resolución No. 210-6839 del 28 de septiembre de 2023
los señores  e el día GILBERTO ROJAS GOMEZ ISABEL ROJAS BARRAGAN, veinticinco (25) de 

, conforme a las Certificaciones de Notificación Electrónica Nos. GGN-2023-EL-2549 octubre de 2023
y GGN-2023-EL-2550, respectivamente.

Que el día 08 de noviembre de 2023 a través de la plataforma Anna Minería mediante Evento No. 
505558 desde el usuario de  los proponentes interpusieron recurso de GILBERTO ROJAS GOMEZ
reposición contra la Resolución No. 210-6839 del 28 de septiembre de 2023. 

ARGUMENTOS DEL RECURSO
 

Manifiestan los proponentes como motivos de inconformidad por la emisión de la resolución proferida 
los que a continuación se resumen:
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“(…)

Primero: El 02 de julio de 2013, radicamos ante la Agencia, la propuesta de contrato de concesión 
para la exploración y explotación de un yacimiento clasificado técnicamente como ARENAS, 
GRAVAS, ubicado en el municipio de Pinchote y San Gil del departamento de Santander, que 
correspondió al expediente OG2-09538.

Segundo: Durante el trámite de la propuesta del contrato, se han venido actualizando y allegando los 
diferentes documentos solicitados por la Agencia, para llenar los requisitos exigidos para tal fin.

 

Tercero: Por cambio de normativa, se debe allegar a la documentación Certificación Ambiental.

Cuarto: Que para realizar ante la Corporación Autónoma se concedieron treinta (30) días. Siendo al 
parecer notificado por Estado, pero a consecuencia del Internet que en la vereda es muy intermitente, 
hasta el día que nos fue notificada la Resolución que declaraba el desistimiento al trámite de la 
propuesta de contrato de concesión minera OG2-09538.

Quinta: Que una vez notificados, se procedió a solicitar la Certificación Ambiental ante la CAS, la cual 
fue expedida con fecha 02 de noviembre de 2023, bajo el radicado VITAL 1210009106744723001, 
quedando así cumplido el requerimiento para reunir los requisitos del trámite de la propuesta del 
contrato de concesión de explotación minera.

Sexta: Que al allegar la Certificación ambiental, queda cumplido el requerimiento y resulta procedente 
continuar con el trámite de la propuesta de contrato de concesión para la exploración y explotación de 
un yacimiento clasificado técnicamente como ARENAS, GRAVAS, ubicado en el municipio de 
Pinchote y San Gil del departamento de Santander, que correspondió al expediente OG2-09538

PETICION:

 
Primera: Fundamentados en lo anterior, comedidamente solicitamos al señor Gerente, se sirva 
reponer la Resolución Res-210-6839 del 28/09/2023, y en su defecto ordenar se continúa con el 
trámite de la propuesta de contrato de concesión para la exploración y explotación de un yacimiento 
clasificado técnicamente como ARENAS, GRAVAS, ubicado en el municipio de Pinchote y San Gil del 
departamento de Santander, que correspondió al expediente OG2-09538.

(…)”

FUNDAMENTOS DE LA DECISIÓN

 
Que, de acuerdo con nuestra legislación y la doctrina existente, el recurso de reposición constituye un 
instrumento legal mediante el cual la parte interesada tiene la oportunidad de ejercer el derecho de 
controvertir una decisión, para que la administración previa su evaluación, la confirme, aclare, 
modifique, adicione o revoque previo el lleno de las exigencias legales establecidas para dicho efecto.

Que, en dicho sentido, la finalidad esencial del recurso de reposición no es otra distinta a que al 
funcionario de la administración que tomó una decisión administrativa, se le dé la oportunidad para 
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que enmiende o corrija un error, o los posibles errores que se hayan podido presentar en el acto 
administrativo por él expedido, en ejercicio de sus funciones.

Expuesto lo anterior, resulta pertinente mencionar que el artículo 297 del Código de Minas establece:

“  En el procedimiento gubernativo y en las acciones judiciales, en materia minera, se REMISION.
estará en lo pertinente, a las disposiciones del Código Contencioso Administrativo (…)”.

Que en consecuencia, en materia de recursos en la Sede Administrativa se hace aplicable el Título III, 
Capítulo Quinto de la Ley 1437 de 2011, que en su artículo 74, establece:

“Artículo 74. Recursos contra los actos administrativos. Por regla general, contra los actos definitivos 
procederán los siguientes recursos:

1º) El de reposición, ante quien expidió la decisión, para que la aclare, modifique, adicione o revoque.

2º) El de apelación, para ante el inmediato superior administrativo o funcional con el mismo propósito.

No habrá apelación de las decisiones de los Ministros, Directores de Departamento Administrativo, 
superintendentes y representantes legales de las entidades descentralizadas ni de los directores u 
organismos superiores de los órganos constitucionales autónomos.    

3º) El de queja, cuando se rechace el de apelación (…)”.

Son actos definitivos, que ponen fin a una actuación administrativa, los que deciden directa o 
indirectamente el fondo del asunto; los actos de trámite pondrán fin a la actuación cuando hagan 
imposible continuarla”.

Que sobre la oportunidad y presentación de los recursos, el artículo 76 de la Ley 1437 de 2011, 
dispone:

“Artículo 76. Oportunidad y presentación. Los recursos de reposición y apelación deberán interponerse 
por escrito en la diligencia de notificación personal, o dentro de los diez (10) días siguientes a ella, o a 
la notificación por aviso, o al vencimiento del término de publicación, según el caso. Los recursos 
contra los actos presuntos podrán interponerse en cualquier tiempo. (…)”
 

 
Que a su vez, de acuerdo con lo previsto en el artículo 77 de la referida Ley 1437 de 2011, los 
recursos deberán reunir los siguientes requisitos:

 
“(…) REQUISITOS Los recursos deberán reunir, además los siguientes requisitos:. 
 

. Interponerse dentro del plazo legal, por el interesado o su representante o apoderado debidamente 1
constituido.

2. Sustentarse con la expresión concreta de los motivos de inconformidad.
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3. Solicitar y aportar las pruebas que se pretende hacer valer.

4. Indicar el nombre y la dirección del recurrente, así como la dirección electrónica si desea ser 
notificado por este medio.

Sólo los abogados en ejercicio podrán ser apoderados. Si el recurrente obra como agente oficioso, 
deberá acreditar esa misma calidad de abogado en ejercicio, y prestar la caución que se le señale 
para garantizar que la persona por quien obra ratificará su actuación dentro del término de dos (2) 
meses. Si no hay ratificación se hará efectiva la caución y se archivará el expediente. (…)”

 

Que el incumplimiento de alguno de los requisitos legales consagrados en el artículo 77 antes citado 
en el escrito con el cual se formula el recurso de reposición, dará lugar al rechazo de este por parte 
del funcionario competente, conforme a lo establecido en el artículo 78 ibidem.

Que una vez se observa la concurrencia de los requisitos anteriormente citados, se procede a resolver 
el recurso de reposición interpuesto, como quiera que revisado el expediente No. , se OG2-09538
verificó el cumplimiento de los presupuestos necesarios para que se proceda al trámite de este.

ANÁLISIS DEL RECURSO DE REPOSICIÓN

Una vez analizada y estudiada la argumentación expuesta por el recurrente es del caso precisar que 
la Resolución No. 210-6839 del 28 de septiembre de 2023 se profirió teniendo en cuenta que evaluada  
jurídicamente la presente propuesta de contrato de concesión el día 14 de septiembre de 2023 se 
determinó que, los proponentes no atendieron la exigencia formulada a través del Auto GCM No. 004 
del 08 de junio de 2023, por tal razón, se procedió a aplicar la consecuencia jurídica advertida en caso 
de incumplimiento, esto es, declarar el desistimiento del trámite de la propuesta de contrato de 
concesión.

Los argumentos del recurrente se centran en que, a consecuencia de la intermitencia de la señal del 
internet en la vereda donde se encuentran ubicados hasta el día en el que les fue notificada la 
Resolución que declaraba el desistimiento al trámite de la propuesta de contrato de concesión minera 
OG2-09538, fue que procedieron a solicitar la Certificación Ambiental ante la CAS, la cual fue 
expedida con fecha 02 de noviembre de 2023, bajo el radicado VITAL 1210009106744723001, 
documento que aportan con el recurso y manifiestan que así queda cumplido el requerimiento para 
reunir los requisitos del trámite de la propuesta del contrato de concesión de explotación minera.

Así las cosas, se procederá en primer lugar a analizar el sustento normativo que fundamentó el  
requerimiento elevado a través del Auto GCM No. 004 del 08 de junio de 2023:

Que, el Decreto No. 2078 de 2019, estableció:

“Artículo 2.2.5.1.2.1. Objeto. La presente Sección tiene por objeto establecer el Sistema Integral de 
Gestión Minera (SIGM), como la única plataforma tecnológica para la radicación y gestión de los 
trámites a cargo de la autoridad minera, así como la fijación de lineamientos generales para su 
implementación y puesta en producción.”

Que el 04 de agosto de 2022, el H. Consejo de Estado – Sección Primera, MP. Roberto Augusto 
Serrato Valdés, expidió decisión de segunda instancia dentro de la Acción Popular de radicado No. 
25000234100020130245901, aclarada y adicionada mediante auto de fecha 29 de septiembre de 
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2022, mediante la cual se amparan, entre otros, los derechos colectivos al goce de un ambiente sano, 
a la existencia del equilibrio ecológico, al manejo y aprovechamiento racional de los recursos naturales 
para garantizar su desarrollo sostenible y a la protección de áreas de especial importancia ecológica.

Que, en virtud de la referida decisión, se dictaron diferentes órdenes de amparo, dentro de las cuales 
se encuentran algunas transitorias referidas al trámite de las propuestas de contrato de concesión 
minera, y propuestas de contrato de concesión con requisitos diferenciales, específicamente en el 
numeral 1.3.1, adicionado por el artículo cuarto del proveído del 29 de septiembre de 2022, a saber:

“(…) 1.3.1. La Agencia Nacional de Minería, deberá exigir a los proponentes que aporten, junto con la 
solicitud de titulación, un certificado proferido por la autoridad ambiental competente, en el que se 
informe: (i) si su proyecto se superpone o no con alguno de los ecosistemas a que se refieren los 
subtítulos b) y c) del capítulo II.3.3. de esta sentencia; (ii) si tal territorio se encuentra zonificado, y (iii) 
si las actividades mineras están permitidas en el instrumento de zonificación. En el evento en que se 
presenten dudas sobre la compatibilidad del proyecto con el propósito de conservación, la Agencia 
Nacional de Minería deberá abstenerse de resolver de fondo la propuesta hasta que exista certeza 
sobre la referida compatibilidad, dando aplicación al principio de precaución.

Para tal efecto, en el término de tres (3) meses contados a partir de la ejecutoria de esta sentencia, la 
Agencia Nacional de Minería, el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible y el Ministerio de 
Minas y Energías, en el marco de sus competencias legales y reglamentarias, y junto con las 
entidades de los sectores minero y ambiental que estimen competentes, establecerán previamente: (i) 
el procedimiento y los mecanismos de coordinación intersectorial que se utilizarán para la expedición 
de los certificados, (ii) los plazos máximos para la expedición de los certificados, y (iii) las garantías al 
debido proceso de los peticionarios. (…)”

Que, en atención a lo anterior, el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, expidió la Circular 
, a través de la cual se dictaron los lineamientos No. SG-40002023E400013 del 19 de enero de 2023

para proferir certificaciones en el marco del cumplimiento del numeral 1.3.1 orden tercera de la  
mencionada sentencia.

Que el 26 de enero de 2023, el Gobierno Nacional expidió el mediante el cual Decreto No. 107, 
adoptó medidas para el cumplimiento de la sentencia proferida por el Consejo de Estado, el 4 de 
agosto de 2022, adicionada y aclarada mediante Auto del 29 de septiembre de 2022, dentro de la 
Acción Popular No. 250002341000-2013-02459-01, y dispuso:

“(…) Artículo 2. Impartir las siguientes órdenes administrativas para el cumplimiento de lo resuelto en 
el numeral 1.3.1. de la sentencia proferida por el Consejo de Estado dentro de la Acción Popular No. 
250002341000-2013-02459-01, adicionado por el Auto del 29 de septiembre de 2022:

(…) 2. A la que previsto en este artículo a los proponentes Agencia Nacional de Minería exija el 
de las áreas qcertificado ue a la fecha de expedición de este Decreto aún no cuentan con título 

(Negrilla y resaltado fuera de texto). (…)”minero  

Que de acuerdo a lo anterior se expidió el Auto GCM No. 004 del 08 de junio de 2023, notificado por 
Estado No. 090 del 13 de junio de 2023, a través del cual se procedió a requerir a los proponentes de 
las propuestas de contratos de concesión allí enlistados, entre los que se encuentra la placa sub 

, para que dentro del término perentorio de un (01) mes contado a partir del día siguiente a la examine
notificación de dicha providencia, allegaran a través de la Plataforma Anna Minería certificación(es) 
ambiental(es) expedida(s) por autoridad(es) competente(s) junto con archivo geográfico en Formato 
Shapefile (Comprimido Zip) del área certificada, o la(s) solicitud(es) con constancia y fecha de radicado
(s) de dicha certificación ante la(s) autoridad(es) ambiental(es) competente(s), efectuada a través de 
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la plataforma VITAL del Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, so pena de declarar el 
desistimiento del trámite de la propuesta.

Que el Auto GCM No. 004 del 08 de junio de 2023 fue notificado por Estado Jurídico No. 090 del 13 
de junio de 2023, conforme a lo dispuesto por el artículo 269 de la Ley 685 de 2001.

En ese sentido, ha de advertirse que, esta Autoridad Minera solo continuaría el trámite de las 
solicitudes de contratos de concesión en las cuales los proponentes de las placas requeridas a través 
del Auto GCM No. 004 del 08 de junio de 2023 dieran cumplimiento a lo allí dispuesto teniendo como 
plazo para ello hasta el día .14 de julio de 2023

De acuerdo a lo anterior, se hace necesario manifestar que los términos otorgados por esta 
Autoridad Minera para dar cumplimiento a los requerimientos efectuados son PERENTORIOS Y 

 razón por la cual resulta pertinente poner en consideración lo DE OBLIGATORIO CUMPLIMIENTO,
que al respecto la Honorable Corte Constitucional a través de la , manifestó:Sentencia T-1165/03

“(…) En desarrollo del principio de igualdad procesal surgió la imperiosa necesidad de establecer 
términos judiciales que, de manera imperativa, exijan la realización de los actos procesales en un 
determinado momento, so pena de asumir las consecuencias adversas que al respecto establece el 
ordenamiento procesal. En efecto, dejar al libre arbitrio de los sujetos procesales el señalamiento de 
las distintas oportunidades y etapas de un proceso, afectaría gravemente el debido proceso, la 
igualdad de las partes, la economía procesal y, en especial, tornaría de difícil realización el principio 
de contradicción. Nótese como una atribución en dicho sentido, impediría ofrecerles a los sujetos 
procesales los mismos derechos y, a su vez, exigirles iguales obligaciones. Por otra parte, la 
importancia de limitar en el tiempo la realización de los actos procesales que le interesan a las partes 
o le corresponden al juez, tiene como propósito velar por la salvaguarda del principio de la seguridad 
jurídica (…)”.

En ese entendido, es preciso indicarle a los recurrentes que los solicitantes en materia de propuestas 
de contrato de concesión, asumen una serie de responsabilidades como lo es estar pendiente del 
estado de sus solicitudes, de las providencias que sean proferidas por parte de la Autoridad Minera y 
de atender en debida forma y dentro de los términos concedidos los requerimientos que la misma les 
realice, so pena de asumir las consecuencias jurídicas que este incumplimiento conlleva.

En consecuencia, en el cumplimiento de un requerimiento, la carga de dicho acatamiento recae en el 
interesado en la propuesta, por lo que es preciso traer a colación el concepto de Carga Procesal, ya 
que, ésta es una situación jurídica, instituida en la ley, consistente en el requerimiento de una 
conducta de realización facultativa normalmente establecida en interés del propio sujeto, y cuya 
omisión trae aparejada una consecuencia gravosa para él. Es así, que la actividad de las partes es 
trascendental para la decisión o consecución del contrato pretendido, toda vez que la Ley minera ha 
impuesto determinadas conductas o requisitos y el término para el cumplimiento de los mismos.

Al respecto es preciso extraer un aparte de  de fecha 8 de noviembre de dos mil la Sentencia C-1512
(2000), emitida por la Corte Constitucional, en la cual se hace referencia al concepto de Cargas 
Procesales definido en varias jurisprudencias de la Corte Suprema de Justicia, así:

“Dentro de los distintos trámites judiciales, es factible que la ley asigne a las partes, al juez y aún a 
terceros intervinientes imperativos jurídicos de conducta dentro del proceso, consistentes en deberes, 
obligaciones y cargas procesales. Sobre el particular la Corte Suprema de Justicia, en una de sus 
providencias, señaló lo siguiente:
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“(...) De los que la doctrina procesal ha dado en denominar imperativos jurídicos, en el desarrollo de la 
relación jurídico-procesal se distinguen los deberes, las obligaciones y las cargas procesales que 
imponen tanto al Juez como a las partes y aun a los terceros que eventualmente intervengan, la 
observancia de ciertas conductas o comportamientos de hondas repercusiones en el proceso. De 
esos imperativos, los primeros se hallan instituidos por los ordenamientos rituales en interés de la 
comunidad, las obligaciones en pro del acreedor y las últimas en razón del propio interés.

Son deberes procesales aquellos imperativos establecidos por la ley en orden a la adecuada 
realización del proceso y que miran, unas veces al Juez (Art. 37 C. de P. C.), otras a las partes y aun 
a los terceros (Art. 71 ib.), y su incumplimiento se sanciona en forma diferente según quien sea la 
persona llamada a su observancia y la clase de deber omitido (arts. 39, 72 y 73 ibídem y Decreto 250 
de 1970 y 196 de 1971). Se caracterizan porque emanan, precisamente, de las normas procesales, 
que son de derecho público, y, por lo tanto, de imperativo cumplimiento en términos del artículo 6° del 
Código.

Las obligaciones procesales son, en cambio, aquellas prestaciones de contenido patrimonial 
impuestas a las partes con ocasión del proceso, como las surgidas de la condena en costas que, 
según lo explica Couture, obedecen al concepto de responsabilidad procesal derivada del abuso del 
derecho de acción o del derecho de defensa. "El daño que se cause con ese abuso, dice, genera una 
obligación de reparación, que se hace efectiva mediante la condenación en costas". ("Fundamentos 
del Derecho Procesal Civil", número 130).

Finalmente, las cargas procesales son aquellas situaciones instituidas por la ley que comportan o 
demandan una conducta de realización facultativa, normalmente establecida en interés del propio 
sujeto y cuya omisión trae aparejadas para él consecuencias desfavorables, como la preclusión de 
una oportunidad o un derecho procesal e inclusive hasta la pérdida del derecho sustancial debatido en 
el proceso.

Como se ve, las cargas procesales se caracterizan porque el sujeto a quien se las impone la ley 
conserva la facultad de cumplirlas o no, sin que el Juez o persona alguna pueda compelerlo 
coercitivamente a ello, todo lo contrario de lo que sucede con las obligaciones; de no, tal omisión le 
puede acarrear consecuencias desfavorables. Así, por ejemplo, probar los supuestos de hecho para 

.". (Subraya la Sala).no recibir una sentencia adversa

Continua la Corte Constitucional en su  señalando frente a las cargas Sentencia C-1512/00
procesales:

¨Ahora bien, en el caso de una carga procesal, la omisión de su realización puede traer consecuencias 
desfavorables para éste, las cuales pueden ir desde la preclusión de una oportunidad o un derecho 
procesal hasta la pérdida del derecho material, dado que el sometimiento a las normas 
procedimentales o adjetivas, como formas propias del respectivo juicio, no es optativo para quienes 
acuden al mismo con el objeto de resolver sus conflictos jurídicos, en tanto que de esa subordinación 
depende la validez de los actos que de ellas resulten y la efectividad de los derechos sustanciales¨.

Consecuentemente, el auto en mención debió ser cumplido por los proponentes dentro del término 
definido por considerarse ajustado a derecho y notificado en debida forma; por ende, al no cumplir con 
lo requerido deben asumir la consecuencia del desistimiento, tal como se declaró en la Resolución 
210-6839 del 28 de septiembre de 2023.

Al respecto, la Corte Constitucional al referirse a la figura del desistimiento tácito ha señalado que:
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“(…) El desistimiento tácito es una forma anormal de terminación del proceso, que se sigue como 
consecuencia jurídica del incumplimiento de una carga procesal a cargo de la parte que promovió un 
trámite, y de la cual depende la continuación del proceso, pero no la cumple en un determinado lapso, 
con la cual se busca sancionar no sólo la desidia sino también el abuso de los derechos procesales. 
No todo desistimiento tácito significa la terminación del proceso, ya que la decisión judicial a tomar 
dependerá de la clase de trámite que esté pendiente de adelantarse. (…)”

En el presente trámite como se mencionó anteriormente, los proponentes no atendieron el 
requerimiento dentro del término concedido, razón por la cual se hizo necesario aplicar la 
consecuencia jurídica advertida, esto es declarar el desistimiento de la propuesta de contrato de 
concesión.

De otra parte, se señala que las propuestas de contrato de concesión son meras  expectativas y no 
derechos adquiridos y consolidados ante la ley, situación que si se predica de los títulos mineros 
debidamente  inscritos en el registro minero nacional como lo establece el artículo 14 de la ley 685 de 

2001 , en ese orden de ideas, cuando se pretenda la obtención de una concesión de exploración y/o 
[1]

explotación minera, el hecho de presentar la solicitud en primer lugar, le otorga al peticionario un 

derecho de prelación o preferencia consagrado en el artículo 16  del código de minas, reconociendo 
[2]

en esta forma, que el primero en el tiempo, es el primero en el derecho, pero sin que esa presentación 
signifique, automáticamente, el deber de la Administración de conceder lo solicitado, salvo que se 
reúnan los requisitos para ello.

Ahora bien, frente a las situaciones jurídicas consolidadas o derechos adquiridos, la Corte 
Constitucional en sentencia C-983 de 2010 MP. Luís Ernesto Vargas Silva, considera:

“(…) La jurisprudencia de esta Corporación se ha referido en múltiples oportunidades al alcance de la 
protección a los derechos adquiridos, diferenciándolos de las expectativas legítimas. A este respecto, 
ha sostenido que los derechos adquiridos constituyen derechos que son (i) subjetivos; (ii) concretos y 
consolidados; (iii) cumplen con los requisitos de ley; (iv) se pueden exigir plenamente; (v) se 
encuentran jurídicamente garantizados; (vi) se incorporan al patrimonio de la persona; (vii) son 
intangibles y en consecuencia, el legislador al expedir una nueva ley no los puede lesionar o 
desconocer; y (viii) se diferencian de las expectativas legítimas. Por su parte, estas últimas se 
caracterizan por no haber cumplido los presupuestos legales exigidos para la consolidación del 
derecho, aunque puedan llegar a perfeccionarse en el futuro, y son tan solo probabilidades o 
esperanzas que no constituyen derechos subjetivos consolidados y pueden ser modificadas 
legítimamente por el legislador, con el fin de cumplir con objetivos constitucionales. (…)

“(…) Esta Corte ha establecido que configuran derechos adquiridos “…las situaciones jurídicas 
individuales que han quedado definidas y consolidadas bajo el imperio de una ley y que, en tal virtud, 
se entienden incorporadas válida y definitivamente o pertenecen al patrimonio de una persona.” De 
manera que “la Constitución prohíbe el desconocimiento o modificación de las situaciones jurídicas 
consolidadas bajo la vigencia de una ley, con ocasión de la expedición de nuevas regulaciones 
legales. Se resalta

“(…) La Corte encuentra que de conformidad con criterios doctrinarios y jurisprudenciales expuestos, 
se puede afirmar que los derechos adquiridos, protegidos constitucionalmente por el artículo 58 
Superior, se refieren a derechos subjetivos consolidados e intangibles, que cumplen con las 
condiciones contempladas en la ley, y son plenamente exigibles, mientras que las expectativas, son 
situaciones no consolidadas de conformidad con los requisitos de ley vigentes, aunque resulte factible 
que lleguen a consolidarse en el futuro, y que por tanto pueden ser modificadas por una nueva 
normatividad. Se resalta. (…)”
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Bajo los parámetros anteriores, es claro que la Agencia Nacional de Minería está facultada para 
realizar los requerimientos necesarios para la obtención del contrato de concesión minera,  ya que a la 
fecha la propuesta que nos ocupa no se le ha concedido, otorgado o consolidado un derecho 
subjetivo, sino que aún se encuentra en trámite lo que constituye una simple expectativa, y que de 
acuerdo a la doctrina y la jurisprudencia, resulta ser una simple posibilidad de alcanzar un derecho, 
quedando así sujetos a la eventualidad de nuevos requerimientos con el fin de verificar el 
cumplimiento de todos los requisitos establecidos en la Ley.

Por último, respecto al documento que se allega con el recurso de reposición, la Corte Suprema de 
Justicia mediante radicado No del veintiocho (28) de enero de 2010 dos mil diez señaló: 31133, 

“(….) Fundamental propósito del recurso de reposición, como se sabe, es el de lograr, a través del 
reexamen del asunto, que el juzgador aclare, modifique o revoque sus decisiones cuando advierta que 
los argumentos que el recurrente expone conllevan razones suficientes para ello. No es dable al 
impugnante, sin embargo, aportar pruebas omitidas al momento de hacer las solicitudes que dieron 
origen al pronunciamiento reprochado. Por su naturaleza el recurso de reposición no admite la 

, y mucho menos en sede de revisión, pues ésta no permite subsanar aducción de nuevas pruebas

(Subrayado y negrilla fuera de texto)ningún requisito omitido. (….)” 
[3]

Así las cosas, la Autoridad Minera no tendrá en cuenta en esta instancia el certificado ambiental 
expedido por la Corporación Autónoma Regional de Santander, considerando que no es la 
oportunidad legal para subsanar el Auto GCM No. 004 del 08 de junio de 2023, dado que, ya se había 
configurado la consecuencia jurídica por no cumplir en debida forma lo dispuesto en dicho auto.

Consecuencialmente, se procederá a confirmar la Resolución No. 210-6839 del 28 de septiembre 
, por medio de la cual se declaró el desistimiento de la propuesta de contrato de concesión de 2023

No. OG2-09538.

La presente decisión se adopta con base en los análisis y estudios efectuados por los profesionales 
del área jurídica del Grupo de Contratación Minera, con aprobación de la Coordinación del Grupo.

En mérito de lo expuesto, 

 RESUELVE

 la , ARTÍCULO PRIMERO. – CONFIRMAR Resolución No. 210-6839 del 28 de septiembre de 2023
por medio de la cual se declara el desistimiento de la propuesta de contrato de concesión No. OG2-

, de acuerdo con las razones expuestas en la parte motiva del presente acto administrativo.09538

Notificar personalmente y/o electrónicamente a través del Grupo de Gestión ARTÍCULO SEGUNDO. – 
de Notificaciones de la Vicepresidencia de Contratación y Titulación del presente pronunciamiento a 
los proponentes , identificado con Cédula de Ciudadanía No. 91067447 e GILBERTO ROJAS GOMEZ

 identificada con Cédula de Ciudadanía No. 37901005, o en su defecto ISABEL ROJAS BARRAGAN,
procédase mediante aviso de conformidad con el artículo 67 y ss de la Ley 1437 de 2011. 

Contra la presente Resolución no procede alguno, de conformidad con el ARTÍCULO TERCERO. - 
artículo 87 de la ley 1437 de 2011. 

 Ejecutoriada y en firme la presente providencia, procédase a la desanotación ARTÍCULO CUARTO. -
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del área del Sistema Integral de Gestión Minera - AnnA Minería y efectúese el archivo del referido 
expediente. 

 
Dada en Bogotá D.C., 

 
 

 NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE
 

JULIETH MARIANNE LAGUADO ENDEMANN
Gerente de Contratación y Titulación

 

Proyectó: MRD– Abogada GCM

Revisó: ACH- Abogada GCM

Aprobó: KOM – Coordinadora del GCM

 
 

[1] ARTÍCULO 14. TÍTULO MINERO. A partir de la vigencia de este Código, únicamente se podrá constituir, declarar y probar el derecho a explorar y explotar minas de propiedad 

estatal, mediante el contrato de concesión minera, debidamente otorgado e inscrito en el Registro Minero Nacional.

[2] Art. 16.- La primera solicitud o propuesta de concesión, mientras se halle en trámite, no confiere, por sí sola, frente al Estado, derecho a la celebración del contrato de 

concesión. Frente a otras solicitudes o frente a terceros, sólo confiere al interesado, un derecho de prelación o preferencia para obtener dicha concesión si reúne para el efecto, los 

requisitos legales” (Las negrillas son de la Sala).

[3] Corte Suprema de Justicia mediante radicado No del veintiocho (28) de enero de 2010 dos mil diez Conjuez Ponente:31133,  LUIS GONZALO VELÁSQUEZ POSADA

07 de mayo de 2024



 
 

GGN-2024-CE-1032 

 

VICEPRESIDENCIA DE CONTRATACIÓN Y TITULACIÓN 

GRUPO DE GESTIÓN DE NOTIFICACIONES 

CONSTANCIA DE EJECUTORIA 

 

La suscrita Coordinadora del Grupo de Gestión de Notificaciones, hace constar que la 

Resolución GCT No. 210-8271 DEL 07 DE MAYO DE 2024, proferida dentro del expediente 

OG2-09538, POR MEDIO DE LA CUAL SE RESUELVE RECURSO DE REPOSICIÓN PRESENTADO 

CONTRA LA RESOLUCIÓN No. 210-6839 DEL 28 DE SEPTIEMBRE DE 2023 DENTRO DE LA 

PROPUESTA DE CONTRATO DE CONCESIÓN No. OG2-09538, fue notificado 

electrónicamente a GILBERTO ROJAS GOMEZ e ISABEL ROJAS BARRAGAN, el día 30 de 

mayo de 2024, según consta en certificación de notificación electrónica GGN-2024-EL-1282, 

quedando ejecutoriada y en firme las mencionadas resoluciones, el 31 DE MAYO DE 2024, 

como quiera que contra dicho acto administrativo no procede recurso alguno. 

 

Dada en Bogotá D. C., a los veinticinco (25) días del mes de junio de 2024. 

 

 

AYDEE PEÑA GUTIÉRREZ 

COORDINADORA GRUPO DE GESTIÓN DE NOTIFICACIONES 

 

Elaboró: Jesús David Angulo M 


